
ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DÍA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, participa:

El diputado Roberto Guzmán Jacobo, de Morena, para solicitar que el Secretario de
Educación Pública, resuelva la problemática que se presenta en varias comuni-
dades del municipio de Tlapa, en el estado de Guerrero. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Omar Noé Bernardino Vargas, del PVEM, para referirse a la Secretaría
de Turismo del estado de Michoacán. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

De la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados, en relación con los casos de 
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insuficiencia renal crónica en el estado de Michoacán. Se remite a la Comisión
de Salud, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría General del estado de Puebla, con el que remite dos contesta-
ciones a puntos de acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados:

– Se exhorta a los titulares del Poder Ejecutivo de las 31 entidades federativas y
al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, para que por conducto de sus respecti-
vas dependencias de Salud, difundan los beneficios que derivan del Convenio
General de Colaboración Interinstitucional para la atención de la Emergencia
Obstétrica. Se turna a la Comisión de Salud, para su conocimiento. . . . . . . . . . 

– Se exhorta a las autoridades correspondientes de los tres órdenes de Gobierno,
a fin de que ejecuten de manera permanente campañas de información a niñas,
niños y adolescentes, así como a personas adultas sobre el llamado “Cortejo” o
“Grooming”. Se remite a la Comisión de Derechos de la Niñez, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con el que remite la información 
relativa al pago de las participaciones a las entidades federativas, correspon-
diente al mes de febrero de 2016, desagregada por tipo de fondo y por entidad
federativa, efectuando la comparación correspondiente al mes de febrero de
2015. Se turna a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y
Cuenta Pública, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, presidente de la Mesa Directiva
da la bienvenida a las seleccionadas nacionales de nado sincronizado Karem 
Fariet Achach Ramírez y Nuria Diosdado, así como de su entrenadora Adriana
Loftus Jiménez, quienes el pasado 31 de enero, ganaron la medalla de plata en
el Abierto de Alemania y medallas de oro y bronce en el Abierto de Francia. . . 

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

Del diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. Se remite a la Comisión de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 134 DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Isaura Ivanova Pool Pech, y suscrita por diversos diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, se
recibió la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley Reglamentaria
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del Artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia de propaganda gubernamental y comunicación social. Se turna a las
Comisiones Unidas de Gobernación y de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . 

LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

La diputada Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presenta la iniciativa con proyecto con 
decreto que adiciona un artículo 43 Bis a la Ley Federal de Armas de Fuego y
Explosivos. Se remite a la Comisión de Defensa Nacional, para dictamen.. . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Katia Berenice Burguete Zúñiga, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 4o. y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

El diputado Victoriano Wences Real, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que 
reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos. Se remite a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Javier Octavio Herrera Borunda, a nombre propio y de los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 49 y 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la 
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN

La diputada Ernestina Godoy Ramos, a nombre propio y de los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario de Morena, presenta la iniciativa con proyecto
de decreto que expide la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción. Se
remite a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIA

La diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento 
Ciudadano, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 8o.
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de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Se
turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

REFORMAS A DIVERSOS ORDENAMIENTOS CON LA FINALIDAD DE
ARMONIZAR SU CONTENIDO CON LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LOS TRATADOS INTERNACIO-
NALES DE LOS QUE EL ESTADO MEXICANO FORMA PARTE PARA
PROTEGER LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD

La diputada Soralla Bañuelos de la Torre, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar
los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a
las Víctimas de estos Delitos, de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, de la
Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación, de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de la
Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal,
de la Ley Federal de Derechos, de la Ley Federal de Justicia para Adolescentes,
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión
de los Particulares, de la Ley General de Asentamientos Humanos, de la Ley 
General de Desarrollo Social, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, de la Ley General de Salud, de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
la República, de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, y de la Ordenanza
General de la Armada. Se remite a las Comisiones Unidas de Gobernación y de
Justicia, para dictamen, y a las comisiones de Atención a Grupos Vulnerables y
de Marina, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO,
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

El diputado Alejandro González Murillo, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad 
de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Se turna a la Comisión de Competi-
tividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY AGRARIA

De la diputada Lucia Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, se recibió la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Agraria. Se remite a la
Comisión de Reforma Agraria, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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VOLUMEN II

MINUTAS

DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA LA SUSCRIPCIÓN DEL CONVENIO
CONSTITUTIVO DE LA CORPORACIÓN INTERAMERICANA DE INVER-
SIONES Y QUE ESTABLECE BASES PARA SU EJECUCIÓN EN MÉXICO

De la Cámara de Senadores, se recibió la minuta con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 9o., del decreto por el que se autoriza la suscripción
del Convenio Constitutivo de la Corporación Interamericana de Inversiones y
que establece bases para su ejecución en México. Se remite a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY DE DISCIPLINA FINANCIERA DE LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS, LEY DE COORDINACIÓN FISCAL,
LEY GENERAL DE DEUDA PÚBLICA Y LEY GENERAL DE CONTABILIDAD
GUBERNAMENTAL

De la Cámara de Senadores, se recibió la minuta con proyecto de decreto por el
que se expide la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los
Municipios, y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de las 
leyes de Coordinación Fiscal, General de Deuda Pública y General de Contabilidad
Gubernamental, que devuelve para los efectos de la Fracción E del artículo 72
Constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Dispensa de trámites . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY DE DISCIPLINA FINANCIERA DE LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS, LEY DE COORDINACIÓN FISCAL,
LEY GENERAL DE DEUDA PÚBLICA Y LEY GENERAL DE CONTABILIDAD
GUBERNAMENTAL

A discusión la minuta con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, y se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de las leyes de Coordinación Fiscal,
General de Deuda Pública y General de Contabilidad Gubernamental. . . . . . . . 

Para fundamentar el dictamen, interviene:

La diputada Gina Andrea Cruz Blackledge, del PAN.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la postura de su grupo parlamentario, hace uso de la voz:

El diputado Vidal Llerenas Morales, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Gonzalo Guízar Valladares, del PES.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada María Elena Orantes López, de MC.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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El diputado Emilio Enrique Salazar Farías, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Candelario Pérez Alvarado, del PRD. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Herminio Corral Estrada, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Charbel Jorge Estefan Chidiac, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular los artículos no reservados del pro-
yecto de decreto por el que se expide la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, y se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de las leyes de Coordinación Fiscal, General de Deuda
Pública y General de Contabilidad Gubernamental. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para la discusión en lo particular, hace uso de la palabra:

El diputado Juan Romero Tenorio, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto por el que se
expide la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Muni-
cipios, y se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de las leyes de
Coordinación Fiscal, General de Deuda Pública y General de Contabilidad 
Gubernamental. Pasa al Ejecutivo federal, para sus efectos constitucionales. . . 

DECLARATORIA DE PUBLICIDAD DE DICTÁMENES DE LEY O DECRETO 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

Con fundamento en el artículo 87 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
la Presidencia anuncia la declaratoria de publicidad del dictamen de la Comisión
de Radio y Televisión, con proyecto de decreto que reforma el artículo 230 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Con fundamento en el artículo 87 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
la Presidencia anuncia la declaratoria de publicidad del dictamen de la Comisión
de Salud, con proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción XII, al 
artículo 6o. y un tercer párrafo al artículo 66 de la Ley General de Salud, en materia
de acoso y violencia escolar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DICTAMEN A DISCUSIÓN DE LEY O DECRETO

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

A discusión el dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios 
Educativos, con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Educación, en materia de educación inclusiva.
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Para fundamentar el dictamen, participa:

La diputada Hortensia Aragón Castillo, del PRD. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la posición de su grupo parlamentario, hace uso de la voz:

La diputada Ana Guadalupe Perea Santos, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Carmen Victoria Campa Amaral, de NA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Jorge Álvarez Maynez, de MC.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Patricia Elena Aceves Pastrana, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Francisco Alberto Torres Rivas, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada María Luisa Beltrán Reyes, del PRD. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Rocío Matesanz Santamaría, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Adolfo Mota Hernández, del PRI. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en particular el proyecto de decreto por el que se 
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Educación, en
materia de educación inclusiva. Se devuelve al Senado de la República, para los
efectos de la Fracción E del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EFEMÉRIDES

Con motivo del 18 de marzo, Día de la Expropiación Petrolera.. . . . . . . . . . . . 

Para referirse al tema, hace uso de la palabra:

El diputado Gonzalo Guízar Valladares, del PES.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Mariano Lara Salazar, de NA.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Verónica Delgadillo García, de MC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Norma Rocío Nahle García, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Luis Ignacio Avendaño Bermúdez, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Julio Saldaña Morán, del PRD. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Enrique Pérez Rodríguez, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Fernando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda, del PRI. . . . . . . . . . . . 
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SOLICITUD DE LICENCIA

Del diputado Víctor Manuel Silva Tejeda, del PRI, por el que solicita licencia
por tiempo indefinido para separarse de su cargo como diputado federal, a partir de
esta fecha. Aprobada, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACUERDOS DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

De la Junta de Coordinación Política, por el que comunica del cambio de 
integrantes y de juntas directivas de comisiones ordinarias. Aprobado, comu-
níquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Junta de Coordinación Política, por el que se exhorta a la Comisión 
Nacional de Cultura Física y Deporte, Conade, así como al Comité Olímpico
Mexicano a resolver el conflicto que prevalece en las instalaciones de clavados
para permitir a los atletas que practican esta disciplina deportiva, continuar con
su entrenamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Junta de Coordinación Política, por el que se exhorta al Ejecutivo federal,
para que a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes considere la
pertinencia de aplicar un descuento del 50 por ciento en las plazas de cobro de
la autopista del Sol durante los períodos vacacionales de 2016, con el propósito de
incentivar el turismo y la economía de Acapulco, Guerrero.. . . . . . . . . . . . . . . 

De la Junta de Coordinación Política, relativo a la situación ambiental que 
prevalece en la zona metropolitana del Valle de México. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Junta de Coordinación Política, por el que se exhorta al gobierno federal
para que conforme a la normatividad correspondiente, emita la declaratoria de
emergencia para los municipios de Durango y Zacatecas que se han visto afectados
por las nevadas ocurridas durante el mes de marzo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobados, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

El presidente José de Jesús Zambrano Grijalva informa que, en términos de lo
dispuesto por los artículos 100 y 102 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
las proposiciones y las iniciativas que no se presentaron en tribuna serán turnadas 
a las comisiones que correspondan, publicándose el turno en la Gaceta Parla-
mentaria.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EFEMÉRIDES

DÍA DE LA EXPROPIACIÓN PETROLERA

De diputados del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, 
se recibió efeméride con motivo del 18 de marzo, Día de la Expropiación Petro-
lera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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DÍA MUNDIAL DEL SÍNDROME DE DOWN 

De la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, se recibió efeméride con motivo del 21 de marzo, Día Mundial
del Síndrome de Down . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DÍA INTERNACIONAL DEL ARTESANO 

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, se recibió efeméride con motivo del 19 de marzo, Día In-
ternacional del Artesano . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DÍA MUNDIAL DEL AGUA

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de 
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Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

ASISTENCIA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Pido a la Secretaría que haga del conocimiento de esta Pre-
sidencia el resultado del cómputo de asistencia de diputa-
das y diputados.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 282 diputadas y diputados. Por lo tanto, señor presi-
dente, hay quórum.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva
(a las 11:36 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DÍA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Consulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectu-
ra del orden del día.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económica
se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura del orden
del día. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presi-
dente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lectura.

«Segundo periodo de sesiones ordinarias del primer año de
ejercicio de la LXIII Legislatura.

Orden del día 

Jueves 17 de marzo de 2016.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la Secretaría de Gobernación

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, en relación con los casos
de insuficiencia renal crónica en el estado de Michoacán.

De la Secretaría General del Estado de Puebla

Con el que remite dos contestaciones a puntos de acuerdo
aprobados por la Cámara de Diputados.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite la información relativa al pago de las
participaciones a las entidades federativas, correspondien-
te al mes de febrero de 2016, desagregada por tipo de fon-
do y por entidad federativa, efectuando la comparación co-
rrespondiente al mes de febrero de 2015.

Minutas

Con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 9
del decreto por el que se autoriza la suscripción del Con-
venio Constitutivo de la Corporación Interamericana de In-
versiones y que Establece bases para su ejecución en Mé-
xico. 

Con proyecto de decreto por el que se Expide la Ley de
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los
Municipios, y se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de las Leyes de Coordinación Fiscal, Gene-
ral de Deuda Pública y General de Contabilidad Guberna-
mental, que devuelve para los efectos de la Fracción E del
artículo 72 Constitucional. 

Acuerdos de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política.

Iniciativas

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, a cargo del diputado Juan Fernando Rubio Quiroz,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Que expide la Ley Reglamentaria del Artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de propaganda gubernamental y comunicación so-
cial, a cargo de la diputada Isaura Ivanova Pool Pech, y
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Alicia Guadalupe Gamboa
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Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma los artículos 41 y 98 de la Ley de Aguas Na-
cionales, a cargo del diputado Sergio Emilio Gómez Oli-
vier y suscrita por diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 230 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones y Radiodifusión, a cargo de la diputada
Cynthia Gissel García Soberanes, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 28 de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada María Gloria Hernández Madrid, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Nacional de Procedimientos Penales, a cargo del diputado
Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 4o. de la Ley Federal de Consulta
Popular, a cargo del diputado Christian Joaquín Sánchez
Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
los Institutos Nacionales de Salud, de la Ley del Instituto
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas,
de la Ley General de Salud, de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do y de la Ley del Seguro Social, a cargo del diputado Ben-
jamín Medrano Quezada, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 387 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada María Bárbara Botello Santibáñez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Que reforma el artículo 12 de la Ley General de Víctimas,
a cargo del diputado Francisco Escobedo Villegas, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 2o. de la Ley de la Comisión Na-
cional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, a cargo
del diputado Christian Joaquín Sánchez Sánchez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

De decreto para inscribir con letras de oro en el Muro de
Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, el nombre de
Hermila Galindo Acosta, a cargo de la diputada Laura Ne-
reida Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma-
ría Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 28 de la Ley General de Desarro-
llo Social, a cargo del diputado Pedro Luis Noble Monte-
rrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo del diputado David Jiménez
Rumbo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Penal Federal, a cargo del diputado Pedro Luis No-
ble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 14, 19 y 21 de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo del diputado Pedro Luis Noble
Monterrubio, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo del diputado Francisco Escobedo Villegas, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 3o. y 18 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la dipu-
tada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que adiciona un artículo 335 Bis al Código Penal Federal,
a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Que reforma los artículos 21 y 23 del Código Fiscal de la
Federación, a cargo del diputado Jesús Sesma Suárez, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico. 



Que reforma el artículo 201 del Código Penal Federal, a
cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Que reforma el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo de la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 12 y 173 de la Ley del Seguro
Social, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, a cargo del diputado Marco Antonio
Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 238 de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo de la diputada
Nora Liliana Oropeza Olguín, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Civil Federal y del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, a cargo del diputado Francisco Saracho
Navarro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Que reforma el artículo 48 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Guillermo Rafael Santiago Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que adiciona un artículo 43 Bis a la Ley Federal de Armas
de Fuego y Explosivos, a cargo de la diputada Nancy Gua-
dalupe Sánchez Arredondo, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 34 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
y del Código Nacional de Procedimientos Penales, a cargo
de la diputada María Gloria Hernández Madrid, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 19 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Beatriz Veléz Núñez, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado Marco
Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 17, 18 y 96 de la Ley Agraria,
suscrita por los diputados Alma Carolina Viggiano Austria
y Francisco Javier Santillán Oceguera, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 4o., 11 y 18 de la Ley Federal de
Producción, Certificación y Comercio de Semillas, a cargo
del diputado José Erandi Bermúdez Méndez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 127 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo del dipu-
tado Jesús Salvador Valencia Guzmán, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 3o., 4o. y 10 de la Ley de Asis-
tencia Social, a cargo del diputado Ricardo David García
Portilla, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, a cargo de
la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma los artículos 26 y 116 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Enrique Cambranis Torres, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

De decreto, para inscribir con letras de oro, en el muro de
honor del Palacio Legislativo de San Lázaro, el nombre de
“Elvia Carrillo Puerto”, a cargo de la diputada Laura Ne-
reida Plascencia Pacheco, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Organizaciones Ganaderas, a cargo del diputado Oscar
García Barrón, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 
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Que reforma los artículos 20 y 21 de la Ley Federal de Ci-
nematografía, a cargo del diputado Christian Joaquín Sán-
chez Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Teresa de Jesús
Lizárraga Figueroa, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 47 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Ana María Boone Godoy, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 73, 74 y 76 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Héctor Javier García Chávez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 5o. y 16 y adiciona el artículo 41
Bis de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, a cargo del diputado Marco
Antonio Aguilar Yunes, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Agraria, a cargo de la diputada Lucia Virginia Meza Guz-
mán, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. 

Que adiciona un artículo 20 Bis a la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de
la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 23 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo de la diputada Karina
Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 55 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana
Georgina Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, suscrita por las diputadas
Eloisa Chavarrias Barajas y Patricia García García, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 76 y 89 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 15 de la Ley de los Institutos Na-
cionales de Salud, a cargo del diputado José Luis Orozco
Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 6o., 7o. y 13 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado José Luis Orozco Sánchez
Aldana, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. 

Que reforma el artículo 198 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada María Guadalupe Oyervides Valdez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Que reforma, adiciona y deroga diversos artículos de la
Ley de Aviación Civil, a cargo del diputado Jorge López
Martín, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Que reforma el artículo 116 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados inte-
grantes de los Grupos Parlamentarios de los Partidos Re-
volucionario Institucional y de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Que reforma el artículo 280 de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, suscrita por diputados
integrantes de la Comisión de Grupos Vulnerables. 

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Luz
Argelia Paniagua Figueroa, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Victoriano Wences Real, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 19 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita por dipu-



tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo del diputado Francisco Saracho Na-
varro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Que reforma los artículos 25 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
José Santiago López, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 152 y 154 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, a cargo del diputado Daniel To-
rres Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ro-
salinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pe-
queña y Mediana Empresa, a cargo del diputado Alejandro
González Murillo, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social. 

Que reforma el artículo 237-A de la Ley del Seguro Social,
a cargo de la diputada Rosalinda Muñoz Sánchez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 18 y 79 de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro, y 40 de la Ley del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a
cargo del diputado Armando Alejandro Rivera Castillejos,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma los artículos 22 y 41 de la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, a car-
go del diputado Rafael Hernández Soriano, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, a cargo del diputado Carlos Gutié-
rrez García, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. 

Que reforma los artículos 40, 77 y 78 de la Ley de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, a cargo

de la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 7o. y 48 de la Ley Orgánica de la
Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural,
Forestal y Pesquero, a cargo de la diputada Elva Lidia Va-
lles Olvera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Que reforma el artículo 53 de la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las Mismas, a cargo de la dipu-
tada Alicia Guadalupe Gamboa Martínez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo del diputado Joaquín Jesús Díaz Mena, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que expide la Ley de Almacenamiento Rural, y se reforman
los artículos 98, 99 y 100 de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, a cargo del diputado José Erandi Bermúdez Mén-
dez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 4o. de la Ley de Asistencia Social,
a cargo de la diputada Kathia María Bolio Pinelo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y de la
Ley General de Prestación de Servicios para la Atención,
Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, a cargo de la dipu-
tada Delia Guerrero Coronado, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 150, 155 y 189 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada María
Verónica Agundis Estrada, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Que reforma el artículo 12 de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, a cargo del diputado Jorge Enrique Dávila Flores,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Que reforma el artículo 162 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo de la diputada Beatriz Vélez Núñez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 
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Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público y de la Ley General de Cambio Climático,
a cargo de la diputada María de los Ángeles Rodríguez
Aguirre, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Que reforma el artículo 38 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Lu-
cia Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma los artículos 49 y 71 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México. 

Que expide la Ley General del Sistema Nacional Antico-
rrupción, suscrita por diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 8o. de la Ley Federal del Impues-
to sobre Automóviles Nuevos, a cargo de la diputada Ma.
Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Angélica Reyes
Ávila, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo de la diputada Flor Estela Rentería Medina, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Que reforma los artículos 4o. y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Katia Berenice Burguete Zúñiga, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Que adiciona los artículos 42 y 49 de la Ley General de Ac-
ceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo
de la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Omar
Noé Bernardino Vargas y suscrita por diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México. 

Que reforma el artículo 96 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Er-
nestina Godoy Ramos, del Grupo Parlamentario de More-
na. 

Que reforma el artículo 21 de la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las mismas, a cargo del dipu-
tado Jonadab Martínez García, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en
Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asis-
tencia a las Víctimas de estos Delitos, de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable, de la Ley de los Impuestos Gene-
rales de Importación y de Exportación, de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, de la Ley del Servicio Profesional de Ca-
rrera en la Administración Pública Federal, de la Ley Fe-
deral de Derechos, de la Ley Federal de Justicia para
Adolescentes, de la Ley Federal de los Trabajadores al Ser-
vicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artí-
culo 123 Constitucional, de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, de la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de los Particulares, de la Ley General
de Asentamientos Humanos, de la Ley General de Desa-
rrollo Social, de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, de la Ley General de Salud, de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del
Distrito Federal, de la Ley Orgánica de la Procuraduría Ge-
neral de la República, de la Ley Reglamentaria del Servi-
cio Ferroviario, y de la Ordenanza General de la Armada, a
cargo de la diputada Soralla Bañuelos de la Torre, del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y de la
Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Tomás
Roberto Montoya Díaz, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 1o. y 21 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada María Concepción Valdés Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

De Decreto, por el que se declara el día 22 de octubre de
cada año como el “Día Nacional de la Robótica”, a cargo
del diputado Cándido Ochoa Rojas, y suscrita por dipu-



tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México. 

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Mariana Trejo
Flores, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma los artículos 170 de la Ley Federal del Traba-
jo, y 28 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio
del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del artículo 123
Constitucional, a cargo del diputado Jonadab Martínez
García, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no. 

Que reforma los artículos 23 y 53 de la Ley Reglamentaria
del Artículo 5o. Constitucional, relativo al Ejercicio de las
Profesiones en el Distrito Federal, a cargo de la diputada
Rosalinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Que reforma los artículos 11 y 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Erik Juárez Blanquet, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Turismo,
a cargo del diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Que reforma el artículo 8o. de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano. 

Declaratoria de publicidad de los dictámenes

De la Comisión de Radio y Televisión, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 230 de la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión.

De la Comisión de Salud con proyecto de decreto por el
que se adiciona una fracción XII al artículo 6o. y un tercer
párrafo al artículo 66 de la Ley General de Salud, en mate-
ria de acoso y violencia escolar.

Dictamen a discusión de leyes y decretos

De la Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos, con proyecto de decreto por el que se reforman y adi-

cionan diversas disposiciones de la Ley General de Educa-
ción, en materia de educación inclusiva.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se adiciona un artículo 10-Bis a la Ley General de Sa-
lud.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con proyecto de decreto por el que se adicio-
nan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se adiciona un segundo párrafo al artículo 177 de la
Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 32 de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se adiciona el artículo 53 Bis a la Ley General de Sa-
lud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción II Bis del artículo 64 de la Ley
General de Salud, en materia de bancos de leche.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se adiciona un párrafo segundo al artículo 70 de la Ley
General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción VIII del artículo 134 de la Ley
General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción III del artículo 112 de la Ley Ge-
neral de Salud.

De la Comisión de Deporte, con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 19 y 30 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte.

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a diversos Con-
gresos Locales, a fin de armonizar su legislación para es-
tandarizarla con la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, y se establezca como edad mínima
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autorizada para contraer matrimonio los 18 años, a cargo
del diputado Tomás Roberto Montoya Díaz, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Nuevo León, a fin de regularizar la situación
laboral de los docentes de esa entidad, a cargo de la dipu-
tada Brenda Velázquez Valdez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los Congre-
sos Locales y a la Asamblea Legislativa de la Ciudad de
México, a establecer en sus Códigos Civiles, como edad
mínima para contraer matrimonio los 18 años de edad, a
cargo de la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los gobiernos
de la Ciudad de México y del Estado de México, para que
a través de la Comisión Ambiental de la Megalópolis (Ca-
me), definan medidas más estrictas para mejorar la calidad
del aire y la salud de las personas en el Valle de México,
suscrito por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Coordina-
ción General de la Central de Abastos de la Ciudad de Mé-
xico, para que difunda las acciones que lleva a cabo para
hacer cumplir el respeto a la legalidad en su interior, a car-
go de la diputada Norma Xochitl Hernández Colín, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Con Punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del
estado de Veracruz, para que difunda la información finan-
ciera del cuarto trimestre de 2015, asimismo para que el
Congreso de esa entidad haga público el avance del proce-
so de homologación de transparencia con la Ley General
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, a car-
go de la diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo por el que exhorta a la SHCP, a fin
de modificar los lineamientos para la operación del Fondo
de Apoyo a Migrantes, y se considere la inclusión de las 32
entidades federativas en el presente ejercicio fiscal, suscri-
to por diputados integrantes de la Comisión de Asuntos Mi-
gratorios. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría
de Cultura, a la SEP, al INAH y a la CDI, a fin de crear una

Comisión conjunta que administre y rescate la Salvaguar-
dia del Patrimonio Cultural Inmaterial (Patrimonio Vivo),
a cargo del diputado Antonio Tarek Abdala Saad, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los gobiernos
de las entidades federativas, para que en sus proyectos de
obra pública contemplen la creación de espacios públicos
para animales de compañía, a cargo de la diputada Marice-
la Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta SCJN, para que
se pronuncie sobre el derecho que prevalece en la Tercera
Sección del Bosque de Chapultepec, localizada en un área
de valor ambiental y en su caso, ejerza la facultad de atrac-
ción, suscrito por diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Hidalgo, a cumplir la recomendación
45/2014, emitida por la CNDH el 30 de septiembre de
2014, a cargo de la diputada Norma Xochitl Hernández Co-
lín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con Punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
Federal, para que a través de la SHCP, cumpla con el reso-
lutivo dictado por el Segundo Juzgado de Distrito en Ma-
teria Administrativa del Poder Judicial de la Federación, en
la Ciudad de México, relativo al pago del Fondo de Ahorro
Campesino (pago a ex braceros), a cargo de la diputada
Ma. Victoria Mercado Sánchez, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Nacional de Seguridad, a Capufe, a la Profeco, así como a
las secretarías de Seguridad Pública y de Turismo del esta-
do de Guerrero, para que coordinen acciones que permi-
tan la protección de los turistas que visitan el Puerto de
Acapulco, a cargo del diputado Ricardo Taja Ramírez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SEP, a for-
talecer los contenidos curriculares de los planes y progra-
mas de estudios de la materia de civismo en los diferentes
niveles de educación básica, a cargo de la diputada Tania
Victoria Arguijo Herrera, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. 



Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Auditoría
Superior de la Ciudad de México, para que realice una in-
vestigación respecto de la operación y aspectos legales re-
lacionados con el programa Ecoparq y los permisos admi-
nistrativos temporales revocables a diversas empresas para
la operación de parquímetros durante los años 2012, 2013,
2014 y 2015, en diversas demarcaciones de la Ciudad de
México, a cargo de la diputada Norma Xochitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat
y al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, para que di-
fundan las acciones conjuntas que implementarán para me-
jorar la calidad del aire en la Ciudad de México, a cargo de
la diputada Mirza Flores Gómez del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, a fin de reconocer al Estado Palestino Libre, Inde-
pendiente y Soberano y elevar a rango de Embajadas a la
Delegación Especial de Palestina y a la Oficina de México
en la ciudad de Ramala, Cisjordania, a cargo del diputado
Héctor Javier García Chávez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat,
para que elabore y publique el subprograma para protec-
ción y manejo sustentable de Biodiversidad, a cargo de la
diputada María Chávez García, del Grupo Parlamentario
de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que modifique el Reglamento de Control Sanita-
rio de Productos y Servicios, a fin de establecer que en la
elaboración de productos y subproductos de origen cárnico
que se destinen a consumo humano, no se utilicen nitritos y
nitratos, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al rector de la
Universidad Autónoma de Guerrero, para que proponga la
creación de unidades académicas que oferten las carreras de
Derecho, Medicina, Ciencias Agropecuarias y Ambientales,
en el municipio de Tlapa de Comonfort, en esa entidad, a
cargo del diputado Victoriano Wences Real, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la PGJ del es-
tado de Oaxaca, para que esclarezca el asesinato de Pedro
Rubén Jiménez José, ocurrido el 9 de octubre de 2015 en el

municipio de Putla Villa Guerrero, en esa entidad, a cargo
del diputado Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Senado de la
República, para que dictamine el proyecto de decreto que
reforma los artículos 16 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en materia de arraigo y Déci-
mo Primero Transitorio del Decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el
DOF el 18 de junio de 2008, a cargo de la diputada Mari-
cela Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, a dar cumplimiento a la Ley que crea el Fideicomiso
que Administrará el Fondo de Apoyo Social para Ex traba-
jadores Migratorios Mexicanos, en beneficio de los ex bra-
ceros del periodo 1942-1964 y sus familias, suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Morena. 

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
Federal, para que implemente las medidas necesarias para
erradicar el turismo sexual, a cargo del diputado Roberto
Alejandro Cañedo Jiménez, del Grupo Parlamentario de
Morena. 

Efemérides

Con motivo del 18 de marzo, Día de la Expropiación Pe-
trolera, a cargo de los grupos parlamentarios.

Con motivo del 21 de marzo, Natalicio del Benemérito de
las Américas, Benito Pablo Juárez García, a cargo de los
grupos parlamentarios.

Con motivo del 21 de marzo, Día Mundial del Síndrome de
Down, a cargo de la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Con motivo del 19 de marzo, Día Internacional del Artesa-
no, a cargo del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Con motivo del 22 de marzo, Día Mundial del Agua, a car-
go del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.»
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ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de
la sesión anterior. Pido a la Secretaría que consulte a la
asamblea si se dispensa su lectura.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se dispensa la lectura del
acta de la sesión anterior. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las
diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afirmati-
va. Se dispensa su lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el miércoles dieciséis de marzo
de dos mil dieciséis, correspondiente al Segundo Periodo
de Sesiones Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la
Sexagésima Tercera Legislatura.

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con una asistencia de tres-
cientos diez diputadas y diputados, a las once horas con
cuarenta y siete minutos del miércoles dieciséis de marzo
de dos mil dieciséis, el Presidente declara abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; del mismo modo se dispensa la lectura del
acta de la sesión anterior, y no habiendo oradores registra-
dos, en votación económica se aprueba.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales: 

a) De los diputados:

• Javier Octavio Herrera Borunda, del Partido Verde
Ecologista de México, por la que solicita se retire de los
registros de la Comisión de Gobernación, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo quinto.
de la Ley de Seguridad Nacional, a efecto de que se con-
sidere un asunto de seguridad nacional a los desastres
producidos por los fenómenos naturales como conse-

cuencia de los efectos del calentamiento global, presen-
tada el tres de diciembre de dos mil quince.

• Alejandro González Murillo, Coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido Encuentro Social, por la que
solicita se retire de los registros de la Comisión de Fo-
mento Cooperativo y Economía Social, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamen-
taria del párrafo séptimo del artículo veinticinco de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en lo referente al Sector Social de la Economía, presen-
tada el quince de diciembre dos mil quince, por la dipu-
tada Melissa Torres Sandoval, del Partido Encuentro
Social.

Se tienen por retiradas, actualícense los registros parla-
mentarios.

b) De la diputada Liliana Ivette Madrigal Méndez, del Par-
tido Revolucionario Institucional, por la que comunica su
reincorporación a sus actividades legislativas, a partir de
esta fecha. 

c) De la Secretaría de Gobernación, con la que remite con-
testación a punto de acuerdo aprobado por la Cámara de
Diputados, para fortalecer y dar mayor difusión a los pro-
gramas de atención a migrantes. Se remite al promovente.

d) De la Secretaría de Gobierno del estado de Puebla, con
la que remite contestación a punto de acuerdo aprobado por
la Comisión Permanente, para impulsar la movilidad y ac-
tivación física. Se remite a la Comisión de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales, para su conocimiento.

Se concede el uso de la palabra para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a las diputadas y los diputados:

• Montserrat Alicia Arcos Velázquez, del Partido Revo-
lucionario Institucional, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Cultura Física y De-
porte, de la Ley General de Educación, y de la Ley que
Establece las Normas Mínimas Sobre Readaptación So-
cial de Sentenciados. Se turna a las Comisiones Unidas
de Deporte, y de Seguridad Pública, para dictamen.

• Lorena del Carmen Alfaro García, del Partido Acción
Nacional, que reforma los artículos ciento ochenta y sie-
te, ciento ochenta y ocho, y ciento ochenta y nueve del



Código Nacional de Procedimientos Penales. Se turna a
la Comisión de Justicia, para dictamen.

• Araceli Madrigal Sánchez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma el artículo ciento treinta
y cuatro de la Ley General de Salud. Se turna a la Co-
misión de Salud, para dictamen.

• Andrés Fernández del Valle Laisequilla, y suscrita por
diputados integrantes del Partido Verde Ecologista de
México, que reforma los artículos dieciséis, y diecisiete
de la Ley General de Turismo. Se turna a la Comisión
de Turismo, para dictamen.

• Rogerio Castro Vázquez, de Morena, por el que se ins-
cribe el apotegma “La buena ley debe moderar la opu-
lencia y la indigencia”, en el Muro de Honor de la Cá-
mara de Diputados. Se turna a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

• Germán Ernesto Ralis Cumplido, de Movimiento Ciu-
dadano, que reforma el artículo dieciocho de la Ley Ge-
neral para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia
de Secuestro, Reglamentaria de la fracción vigésima
primera, del artículo setenta y tres de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

• Carlos Federico Quinto Guillén, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma el artículo veintisiete de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen, y a la Comisión de Relaciones Exteriores,
para opinión. 

• Marco Antonio Gama Basarte, del Partido Acción Na-
cional, que reforma el artículo trescientos tres de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. Se tur-
na a la Comisión de Radio y Televisión, para dictamen.

• Carlos Hernández Mirón, del Partido de la Revolución
Democrática, que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria. Se turna a la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública, para dictamen.

• Cándido Ochoa Rojas, y suscrita por diputados inte-
grantes del Partido Verde Ecologista de México, que re-
forma los artículos diecisiete, y dieciocho de la Ley

Agraria. Se turna a la Comisión de Reforma Agraria,
para dictamen.

• Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, de Morena, que
reforma el artículo doscientos quince del Código Penal
Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dicta-
men.

• María Elena Orantes López, de Movimiento Ciudada-
no, que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Penal Federal y de la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones y Radiodifusión. Se turna a las Comisiones
Unidas de Justicia, y de Radio y Televisión, para dicta-
men.

Presidencia del diputado
Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano

• Juana Aurora Cavazos Cavazos, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, de la Ley Federal del Trabajo, y de
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes. Se turna a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, para dictamen, y a la Comisión de Derechos de
la Niñez, para opinión.

• Arlette Ivette Muñoz Cervantes, del Partido Acción
Nacional, que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia. Se turna a la Comisión de Igualdad
de Género, para dictamen. 

Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

• Emilio Enrique Salazar Farías, y suscrita por diputados
integrantes del Partido Verde Ecologista de México, que
adiciona un artículo treinta y dos Bis Diez al Código de
Comercio. Se turna a la Comisión de Economía, para
dictamen.

• Ángel Antonio Hernández de la Piedra, y suscrita por
los diputados Laura Beatriz Esquivel Valdés, y Mario
Ariel Juárez Rodríguez, de Morena, que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley Federal Sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e His-
tóricos. Se turna a la Comisión de Cultura y Cinemato-
grafía, para dictamen.
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• Claudia Sofía Corichi García, de Movimiento Ciuda-
dano, que reforma los artículos segundo y octavo de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen.

El Presidente informa a la Asamblea respecto a la presen-
cia en el Salón de Sesiones del comisionado Iván Velás-
quez Gómez, titular de la Comisión Internacional contra la
Impunidad en Guatemala, quien impartió la Conferencia
Magistral “La Correcta implementación de un Sistema Na-
cional Anticorrupción. El Caso de éxito en Guatemala”, or-
ganizada por la diputada Cecilia Romero Castillo, del Par-
tido de Acción Nacional.

• Karina Sánchez Ruiz, Nueva Alianza, que reforma el
artículo segundo de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para dictamen.

• Francisco Xavier Nava Palacios, y suscrita por los
diputados Héctor Javier García Chávez, y Guadalupe
Acosta Naranjo, del Partido de la Revolución Democrá-
tica, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, y del Código Penal Federal. Se
turna a las Comisiones Unidas de Salud, y de Justicia,
para dictamen.

A las trece horas con cuarenta y siete minutos, por instruc-
ciones de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de
asistencia con un registro de cuatrocientos treinta y ocho
diputadas y diputados.

• Miguel Ángel Sulub Caamal, del Partido Revolucio-
nario Institucional:

– Y suscrita por los diputados César Camacho Qui-
roz, Jorge Carlos Ramírez Marín, y Manuel Vallejo
Barragán, del Partido Revolucionario Institucional,
que adiciona un artículo ciento veinticinco Bis a la
Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen.

– Y suscrita por el diputado Jorge Enrique Dávila
Flores, del Partido Revolucionario Institucional, por
el que se declara al dieciocho de noviembre como el
“Día Nacional de las Micro, Pequeñas y Medianas
Empresas Mexicanas”. Se turna a la Comisión de
Gobernación, para dictamen.

• Santiago Torreblanca Engell, del Partido Acción Na-
cional:

– Que reforma el artículo ciento diez del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión
de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, para dictamen.

– Que reforma el artículo noventa y siete del Regla-
mento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, para dictamen.

– Que reforma el artículo treinta y nueve de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Régimen,
Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dicta-
men.

• Cristina Ismene Gaytán Hernández, del Partido de la
Revolución Democrática, que reforma el artículo dos-
cientos ochenta y ocho-A-Uno de la Ley Federal de De-
rechos. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para dictamen.

• Sara Paola Galico Félix Díaz, y suscrita por diputados
integrantes del Partido Verde Ecologista de México, que
reforma el artículo doscientos sesenta y uno del Regla-
mento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Comi-
sión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, para dictamen. 

Presidencia del diputado
Edmundo Javier Bolaños Aguilar

• Vidal Llerenas Morales, y suscrita por diversos dipu-
tados integrantes de Morena, que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de diversos ordenamientos legales,
en materia de desindexación del salario mínimo. Se tur-
na a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

• Adán Pérez Utrera, de Movimiento Ciudadano, que re-
forma el artículo setenta y tres de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Co-
misión de Puntos Constitucionales, para dictamen.



Presidencia del diputado
José de Jesús Zambrano Grijalva

• Vitalico Cándido Coheto Martínez, del Partido Revo-
lucionario Institucional, que reforma el artículo segundo
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. Se turna a la Comisión de Puntos Constituciona-
les, para dictamen.

• María García Pérez, del Partido Acción Nacional:

– Que reforma el artículo cuarto de la Ley de Asis-
tencia Social. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen.

– Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Orgánica de la Sociedad Hipotecaria Federal,
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores, y del Código Civil Federal. Se turna a las
Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público, y
de Justicia, para dictamen; y a la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, para opinión.

• Tania Victoria Arguijo Herrera, del Partido de la Re-
volución Democrática, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente. Se turna a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dicta-
men.

• Claudia Sofía Corichi García, de Movimiento Ciuda-
dano, que reforma el artículo cuarenta y siete de la Ley
General de Educación. Se turna a la Comisión de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos, para dictamen.

• María Bárbara Botello Santibáñez, del Partido Revo-
lucionario Institucional, que reforma los artículos terce-
ro, octavo, y noveno de la Ley General de Asentamien-
tos Humanos. Se turna a la Comisión de Desarrollo
Urbano y Ordenamiento Territorial, para dictamen.

De conformidad con el artículo ciento dos del Reglamento
de la Cámara de Diputados, de las iniciativas registradas en
el Orden del Día de esta sesión, serán turnadas a las comi-
siones que correspondan, publicándose el turno en la Ga-
ceta Parlamentaria, las de los siguientes diputados:

• Edith Anabel Alvarado Varela, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma el artículo séptimo de la
Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas

Armadas Mexicanas. Se turna a la Comisión de Defen-
sa Nacional, para dictamen.

• Sylvana Beltrones Sánchez, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Salud. Se turna a la Co-
misión de Salud, para dictamen.

• Germán Ernesto Ralis Cumplido, de Movimiento Ciu-
dadano, que deroga el artículo cincuenta y ocho del Có-
digo Civil Federal. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen.

• José Hernán Cortés Berumen, del Partido Acción Na-
cional, que expide la Ley Federal del Proceso para San-
cionar Responsabilidades Administrativas. Se turna a la
Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dic-
tamen; y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para opinión.

• Ana Georgina Zapata Lucero, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la
Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

• Edith Anabel Alvarado Varela, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que adiciona el Capítulo Décimo al
Título Segundo de la Ley General para la Inclusión de
las Personas con Discapacidad. Se turna a la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen.

Agotados los asuntos del Orden del Día, el Presidente cita
para la próxima Sesión Ordinaria que tendrá lugar el jueves
diecisiete de marzo de dos mil dieciséis, a las once horas,
y levanta la sesión a las quince horas con cinco minutos.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

La Secretaria diputada Ana Guadalupe Perea Santos:
Está a discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la
palabra, en votación económica se pregunta si se aprueba.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobada el acta.
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El diputado Roberto Guzmán Jacobo (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A ver, sonido en la curul del diputado Roberto Guzmán.
¿Con qué propósito, diputado?

El diputado Roberto Guzmán Jacobo (desde la curul):
Señor presidente, Con el propósito de solicitarle al secreta-
rio de Educación Pública, Aurelio Núñez Mayer, resuelva
de manera inmediata las exigencias de padres de familia,
maestros y alumnos que no cuentan con garantía de una
educación básica. Han tenido que realizar manifestaciones,
como lo hicieron la semana pasada en varias comunidades
de Tlapa, tomando carreteras, realizando marchas para exi-
gir un derecho que es obligación del Estado proporcionar.

Recordemos que Guerrero ocupa uno de los primeros luga-
res en analfabetismo. Lo único que piden los manifestantes
es que se respete lo plasmado en las mesas de negociacio-
nes.

Agrego, para finalizar, que existen escuelas en condiciones
deplorables que son un peligro para los alumnos y maes-
tros. Atención inmediata a estos asuntos. El diálogo sí, re-
presión, no. Gracias, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Quedan registrados sus expresiones, diputado Guzmán y
yo le sugeriría atentamente que pudiera conducirse por el
conducto correspondiente, por la vía correspondiente ante
la Junta de Coordinación Política para que ese tema pudie-
ra ser planteado en otra situación.

El diputado Omar Noé Bernardino Vargas (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Omar Bernardino, por fa-
vor. ¿Con qué propósito, diputado?

El diputado Omar Noé Bernardino Vargas (desde la cu-
rul): Gracias, presidente. Solo para solicitar de manera muy
respetuosa a la Secretaría de Turismo del gobierno del es-
tado de Michoacán, a que nos explique por qué quitó los
espectaculares y promocionales del Evento Internacional
de Surfing que se realiza en la playa de La Ticla, munici-
pio de Aquila, que se viene realizando durante 15 años, y
que es un detonante económico para la región.

También, que nos explique la Secretaría de Turismo, del
gobierno del estado de Michoacán, por qué no ha movido
un solo dedo para fomentar el turismo en las hermosas pla-
yas de Michoacán y sí está promocionando la creación de
playas artificiales, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El asunto no está a discusión. Yo le sugiero, que igualmen-
te se conduzca por las vías correspondientes para que el
asunto pueda ser planteado en otros términos a la autoridad
correspondiente del estado de Michoacán. Gracias.

Continuamos con las Comunicaciones oficiales. Por favor,
Secretaría.

COMUNICACIONES OFICIALES

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio DGPL 63-II-8-0841 signado por el
diputado Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano, vicepresi-
dente de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo, me per-
mito remitir para los fines procedentes, copia del similar nú-
mero UCVPS/575/2016 suscrito por el doctor Ernesto
Héctor Monroy Yurrieta, Titular de la Unidad Coordinadora
de Vinculación y Participación Social de la Secretaría de Sa-
lud, así como de su anexo, mediante los cuales responde el
Punto de Acuerdo por el que se solicita incluir la atención y
tratamiento médico de la Insuficiencia Renal en el Catálogo
Universal de Servicios de Salud del Seguro Popular.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

Ciudad de México, a 15 de marzo de 2016.— Maestro Valentín Martí-
nez Garza (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente.



Me refiero al oficio SELAP/UEL/311/368/2016, ,de fecha
23 de febrero de 2016, mediante el cual informó que en la
sesión de la Cámara de Diputados, celebrada el día 23 de
febrero de 2016, se aprobó el Punto de Acuerdo, que a con-
tinuación se transcribe:

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Salud, a efecto de que incluya la atención y trata-
miento médico de la insuficiencia renal en el Catálogo
Universal de Servicios de Salud del Seguro Popular.

Al respecto me permito acompañar oficio CNPSS-DGAF-
DGAN-549-2016, suscrito por el licenciado Andrés Jesús
Sotelo Velázquez, director general adjunto de Normativi-
dad de la Comisión Nacional de Protección Social en Sa-
lud.

Con base en lo anterior he de agradecer su amable inter-
vención a efecto de remitir esta información al órgano le-
gislativo para su desahogo.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para enviarle un
cordial saludo.

Atentamente

México, Ciudad de México, a 10 de marzo de 2016.— Doctor Ernesto
Héctor Monroy Yurrieta (rúbrica), titular de la Unidad Coordinadora de
Vinculación y Participación Social.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Salud.

Doctor Ernesto Héctor Monroy Yurrieta, titular de la Uni-
dad Coordinadora de Vinculación y Participación Social de
la Secretaría de Salud.— Presente.

Me refiero a su oficio número UCVPS/526/2016, recibido
en esta Comisión Nacional el pasado 2 de marzo del año en
curso, y que es relativo a la solicitud de opinión por parte
de este órgano desconcentrado, respecto del punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso  de la Unión, en sesión celebrada el pasado
23 de febrero de 2016 que refiere:

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Salud a efecto de que incluya la
atención y tratamiento médico de la insuficiencia renal
en el Catálogo Universal de Servicios de Salud del Se-
guro Popular.

Al respecto, y dentro del ámbito de competencia de la Co-
misión Nacional de Protección Social en Salud, me permi-
to comentarle que conforme a lo establecido en el artículo
77 Bis 1 de la Ley General de Salud, el Sistema de Protec-
ción Social en Salud, SPSS, es un mecanismo de financia-
miento por el que el Estado garantiza el acceso efectivo,
operativo y de calidad, sin desembolso, al momento de uti-
lización y sin discriminación a los servicios médico-qui-
rúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios que satisfagan de
manera integral las necesidades de salud de sus beneficia-
rios; las intervenciones actualmente cubiertas, son selec-
cionadas de forma prioritaria tomando en consideración la
sustentabilidad financiera del sistema.

Artículo 77 Bis 1. Todos los mexicanos tienen derecho
a ser incorporados al Sistema de Protección Social en
Salud de conformidad con el artículo cuarto de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin
importar su condición social.

La protección social en salud es un mecanismo por el cual
el Estado garantiza el acceso efectivo, oportuno, de cali-
dad, sin desembolso al memento de utilización y sin dis-
criminación a los servicios médico-quirúrgicos, farmacéu-
ticos y hospitalarios que satisfagan de manera integral las
necesidades de salud, mediante la combinación de inter-
venciones de promoción de la salud, prevención, diagnós-
tico, tratamiento y de rehabilitación, seleccionadas en for-
ma prioritaria según criterios de seguridad, eficacia, costo,
efectividad, adherencia a normas éticas profesionales y
aceptabilidad social. Como mínimo se deberán contemplar
los servicios de consulta externa en el primer nivel de aten-
ción, así como de consulta externa y hospitalización para
las especialidades básicas de medicina interna, cirugía ge-
neral, ginecoobstetricia, pediatría y geriatría, en el segundo
nivel de atención.

Las disposiciones reglamentarias establecerán los criterios
necesarios para la secuencia y alcances de cada interven-
ción que se provea en los términos de este título.

Ahora bien, se considera importante puntualizare que la in-
suficiencia renal está considerada por el Consejo General
de Salubridad como gasto catastrófico, no obstante, con
fundamento en lo establecido en el artículo 100 del Regla-
mento de la Ley General de Salud en Materia de Protección
social en Salud, no ha sido financieramente posible mate-
rializar su incorporación dentro del Fondo de Protección
contra Gastos Catastróficos, FPGC.
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Acorde a lo anterior, es importante considerar que el finan-
ciamiento del FPGC, proviene de 8 por ciento de la cuota
social y de las aportaciones solidarias hechas por la Fede-
ración y entidades federativas, tal y como lo establece el
artículo 77 Bis 17 de la Ley General de Salud, en razón de
esto, y debido a que se ha llegado a afiliar prácticamente a
todo mexicano que así lo he deseado, los ingresos del Fon-
do dejarán de incrementarse, manteniendo una tendencia
constante en los próximos años.

Los egresos, por el contrario, integrados por el aumento de
casos y costos de cada una de las intervenciones que ac-
tualmente se cubren, tiene un comportamiento a la alza, por
lo que se espera que en un futuro cercano estos sean ma-
yores a los ingresos, lo que provocará la tendencia a la ba-
ja del fondo de reserva, que incluso podría agotarse.

En este punto, es importante señalar que el 31 de octubre
de 2006, inició un programa piloto autorizado por el Co-
mité Técnico del Fideicomiso del Sistema de Protección
Social para la atención de pacientes con insuficiencia renal,
esto con el objeto de contar con elementos que permitieran
evaluar el impacto financiero que resultaría de incorporar
dicho padecimiento en la cartera de intervenciones del
SPSS, sin embargo, el costo del financiamiento fue tan al-
to que amenazó con agotar los recursos del FPGC, dejando
expuesto el financiamiento de las enfermedades ya cubier-
tas por el mismo, razón por la cual la incorporación del ci-
tado padecimiento dentro de la cobertura del Sistema de
Protección social en Salud, no ha sido posible.

En conclusión, para que sea financiamiento viable la in-
corporación dentro de la cartera de intervenciones cubier-
tas por el FPGC, del diagnóstico y tratamiento de la insufi-
ciencia renal, es necesario prever una fuente de
financiamiento que haga posible aumentar los recursos con
los que actualmente opera el citado Fondo y, en conse-
cuencia, incrementar el número de intervenciones que son
consideradas como gastos catastróficos dentro de la cober-
tura del Sistema de Protección Social en Salud.

Sin más por el momento, reciba un cordial saludo.

Ciudad de México, a 7 de marzo de 2016.— Licenciado Andrés Jesús
Sotelo Velázquez (rúbrica), director general adjunto.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se remite a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

———————— o ————————

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: De la
Secretaría General del Estado de Puebla, con el que remite
dos contestaciones a Puntos de Acuerdo aprobados por la
Cámara de Diputados:

«Escudo.— Secretaría General de Gobierno del Estado de
Puebla.

Cámara de Diputados del Honorable Congreso  de la
Unión.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 34, frac-
ción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del
Estado de Puebla y 26 del Reglamento Interior de la Se-
cretaría General de Gobierno, y en atención al oficio nú-
mero DGPL 63-II-8-0207 de fecha 21 de octubre pasado,
referente al punto de acuerdo aprobado por la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión que contiene el ex-
horto a los titulares del Poder Ejecutivo de las 31 entidades
federativas y al jefe del gobierno del Distrito Federal, para
que por conducto de sus respectivas dependencias de salud,
difundan los beneficios que derivan del Convenio General
de Colaboración Interinstitucional para la Atención de la
Emergencia Obstétrica, a fin de que el personal de salud y
la población en general tengan conocimiento de que toda
mujer embarazada que necesite asistencia por emergencia
obstétrica debe ser atendida de manera inmediata y gratui-
ta, en cualquier establecimiento hospitalario, aunque no
cuenten con la seguridad social; al respecto, me permito in-
formar que la directora de Asuntos Jurídicos de la Secreta-
ría de Salud y de los Servicios de Salud del Estado de Pue-
bla, mediante oficio número 5013/DAJ/391/2016, dio a
conocer las acciones que sobre el particular realiza la Sub-
secretaría de Servicios de Salud de la Secretaría de Salud y
Coordinación de Servicios de Salud de los Servicios de Sa-
lud del Estado de Puebla, a través de la Dirección de Salud
Pública y Vigilancia Epidemiológica, en cuyo ámbito de
competencia incide la atención del presente asunto.

En tal virtud, y a efecto de que se tenga a esta entidad fe-
derativa impuesta respecto del citado exhorto, me permito
hacerle llegar copia de la documentación que contiene la
información correspondiente.

Sin más que el particular, me es grato reiterarle la seguri-
dad de mi distinguida consideración. 



Atentamente 

“Sufragio Efectivo. No Reelección.”

Cuatro Veces Heroica Puebla de Zaragoza, a 27 de enero de 2016.—
José Montiel Rodríguez (rúbrica), encargado de Despacho de la Sub-
secretaría Jurídica.»

«Escudo.— Secretaría de Salud del Estado de Puebla.

Laura Elisa Morales Villagrán, directora general de Asun-
tos Jurídicos de la Secretaría General de Gobierno.— Pre-
sente.

En atención a su oficio número SGG/SJ/DGAJ/DPL/
1365/2015 de fecha 30 de octubre de 2015, recibido el 6 de
noviembre del mismo año, hago referencia al oficio núme-
ro DGPL 63-II-8-0207 de fecha 21 de octubre del presente
año, dirigido al gobernador del estado, por el vicepresiden-
te de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, relativo al siguiente punto de acuer-
do aprobado por dicho órgano:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente al Ejecutivo federal, por conducto de la Secreta-
ría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, a difundir los beneficios que deri-
van del Convenio General de Colaboración Interinstitu-
cional para la Atención de la Emergencia Obstétrica, a
fin de que el personal de salud y la población en gene-
ral tengan conocimiento de que toda mujer embarazada
que necesite asistencia por emergencia obstétrica debe
ser atendida de manera inmediata y gratuita, en cual-
quier establecimiento, hospitalario, aunque no cuente
con seguridad social.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a los titulares del Poder Ejecutivo de las 31 enti-
dades federativas y al jefe de gobierno del Distrito Fe-
deral, para que por conducto de sus respectivas
dependencias de salud, difundan los beneficios que de-
rivan del Convenio General de Colaboración Interinsti-
tucional para la Atención de la Emergencia Obstétrica, a
fin de que el personal de salud y la población en gene-
ral tengan conocimiento de que toda mujer embarazada
que necesite asistencia por emergencia obstétrica debe
ser atendida de manera inmediata y gratuita, en cual-
quier establecimiento hospitalario, aunque no cuente
con seguridad social.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente al Ejecutivo federal, por conducto de la Secreta-
ría de Salud, para que a la brevedad posible, se amplié
el número de establecimientos hospitalarios, y se incor-
poren los dependientes de Petróleos Mexicanos, Secre-
taría de la Defensa Nacional, de la Marina, el Instituto
Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a la
estrategia contenida en el Convenio General de Colabo-
ración Interinstitucional para la atención de la emergen-
cia obstétrica a fin de garantizar la aplicación de la po-
lítica de “cero rechazo” que instruyó a favor de las
mujeres embarazadas que necesiten atención por emer-
gencia obstétrica en todo el país”.

Al respecto me permito informar que a efecto de brindar la
atención pertinente por parte de esta dependencia y enti-
dad, el asunto citado fue remitido oportunamente a la Sub-
secretaría de Servicios de Salud de la Secretaría de Salud y
Coordinación de los Servicios de Salud del Estado de Pue-
bla, por ser esta la unidad administrativa en cuyo ámbito de
competencia incide. En este sentido dicha área mediante
memorándum número SSSYCSS/AJ/707/2015, remite el
similar DSPyVE/SSP/DSR/697/2015, emitido por la Di-
rección de Salud Pública y Vigilancia Epidemiológica,
mismos que en copia simple se acompañan.

Lo anterior, a efecto de que se tenga a esta dependencia y
entidad impuesta respecto del asunto citado y con funda-
mento en los artículos 34, fracción I, de la Ley Orgánica de
la Administración Pública del Estado de Puebla y 27 del
Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno
se brinde la atención que se estime conducente.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente

Cuatro veces Heroica Puebla de Zaragoza, a 9 de febrero de 2016.—
Juana Inés Díaz Abdala (rúbrica), directora de Asuntos Jurídicos de la
Secretaría de Salud y de los Servicios de Salud del Estado de Puebla.»

«Escudo.— Secretaría de Salud del Estado de Puebla.

Para: Juana Inés Díaz Abdala, directora de Asuntos Ju-
rídicos de la Secretaría de Salud y de los Servicios de
Salud del Estado de Puebla.
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De: Denis Santiago Hernández, coordinadora Consul-
tiva Especializada B de la Coordinación de Servicios de
Salud

En seguimiento a su similar número CI-3034/2015, anexo
al presente remito a usted copia del memorándum
DSPyVE/SSP/DSR/697/2015, signado por el director de
Salud Pública y Vigilancia Epidemiológica en donde infor-
ma la atención brindada al punto de acuerdo señalado en su
similar de referencia.

Agradeciendo su atención, quedo de usted.

Atentamente

Cuatro veces Heroica Puebla de Zaragoza, a 22 de diciembre de
2015.— (Rúbrica).»

«Escudo.— Secretaría de Salud del Estado de Puebla.

Abogada María Eugenia Hernández Omaña, asesora Jurí-
dica de la Coordinación de los Servicios de Salud del Esta-
do de Puebla.— Presente.

En respuesta al memorándum CI-2769 mediante el cual se
remite los puntos de acuerdo aprobados y que a la letra di-
ce:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente al Ejecutivo federal, por conducto de la Secre-
taría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social,
el Instituto de Seguridad y Servicios de los Trabajadores
del Estado, a difundir los beneficios que derivan del
Convenio General de Colaboración Interinstitucional
para la atención de la emergencia obstétrica, a fin de que
el personal de salud y la población en general tengan co-
nocimiento de que toda mujer embarazada que necesite
asistencia por emergencia obstétrica deber ser atendida
de manera inmediata y gratuita, en cualquier estableci-
miento hospitalario, aunque no cuente con seguridad so-
cial.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a los titulares del Poder Ejecutivo de las 31 enti-
dades federativas y al jefe de gobierno del Distrito Fe-
deral, para que por conducto de sus respectivas
dependencias de salud, difundan los beneficios que de-
rivan del Convenio General de Colaboración Interinsti-
tucional para la Atención de la Emergencia Obstétrica, a
fin de que el personal de salud y la población en gene-

ral tengan conocimiento de que toda mujer embarazada
que necesite asistencia por emergencia obstétrica debe
ser atendida de manera inmediata y gratuita, en cual-
quier establecimiento hospitalario, aunque no cuente
con seguridad social.”

En atención al punto de acuerdo, le informo que mediante
oficio circular número DSPyVE/SSP/DSR/PSMyP/86/15,
se solicitó a las 10 jurisdicciones sanitarias que en el ámbi-
to de su competencia se difunda los beneficios del conve-
nio en mención. (Anexo)

Con el mismo fin, se dieron a conocer los beneficios del
convenio en mención, durante las sesiones del Comité Es-
tatal y Jurisdiccional de Prevención, Estudio y Seguimien-
to de la Morbilidad Materna y Perinatal.

Sin otro particular, le reitero mi más atenta y distinguida
consideración.

Atentamente

Cuatro veces Heroica Puebla de Zaragoza, a 21 de diciembre de
2015.— Doctor Leandro Hernández Barrios (rúbrica), director de Sa-
lud Pública y Vigilancia Epidemiológica.»

«Escudo.— Secretaría de Salud del Estado de Puebla.

Jurisdicciones Sanitarias: Huauchinango, Chignahuapan,
Zacapoaxtla, San Salvador El Seco, Huejotzingo, Puebla,
Izúcar de Matamoros, Acatlán de Osorio, Tepexi de Rodrí-
guez y Tehuacán.— Presentes.

Atención coordinadores de salud reproductiva

Hago referencia al oficio número DGPL 63-II-8-0207 de
fecha 21 de octubre de 2015, dirigido al gobernador del es-
tado por el vicepresidente de la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso  de la Unión,
que menciona fa siguiente:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuo-
samente al Ejecutivo federal, por conducto de la Secre-
taría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social,
el Instituto de Seguridad y Servicios de los Trabajadores
del Estado, a difundir los beneficios que derivan del
Convenio General de Colaboración Interinstitucional
para la atención de la emergencia obstétrica, a fin de que
el personal de salud y la población en general tengan co-
nocimiento de que toda mujer embarazada que necesite



asistencia por emergencia obstétrica deber ser atendida
de manera inmediata y gratuita, en cualquier estableci-
miento hospitalario, aunque no cuente con seguridad so-
cial.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a los titulares del Poder Ejecutivo de las 31 enti-
dades federativas y al jefe de gobierno del Distrito Fe-
deral, para que por conducto de sus respectivas
dependencias de salud, difundan los beneficios que de-
rivan del Convenio General de Colaboración Interinsti-
tucional para la Atención de la Emergencia Obstétrica, a
fin de que el personal de salud y la población en gene-
ral tengan conocimiento de que toda mujer embarazada
que necesite asistencia por emergencia obstétrica debe
ser atendida de manera inmediata y gratuita, en cual-
quier establecimiento hospitalario, aunque no cuente
con seguridad social.”

Derivado de lo anterior, anexo a este documento le remito
copia simple del Convenio General de Colaboración Inte-
rinstitucional para la Atención de la Emergencia Obstétri-
ca, para que en el ámbito de su competencia se difunda y
se dé a conocer los beneficios del instrumento legal aquí
mencionado.

Sin otro particular, le reitero mi más atenta y distinguida
consideración. 

Atentamente

Cuatro veces Heroica Puebla de Zaragoza, a 16 de diciembre de
2015.— Doctor Leandro Hernández Barrios (rúbrica), director de Sa-
lud Pública y Vigilancia Epidemiológica.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se turna a la Comisión de Salud, para su conocimiento.

———————— o ————————

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Es-
cudo.— Secretaría General de Gobierno del Estado de
Puebla.

Honorable Congreso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por los articulas 34, frac-
ción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del
Estado de Puebla y 26 del Reglamento Interior de la Se-
cretaría General de Gobierno, y en atención al oficio nú-

mero DGPL-63-II-7-279 que contiene el punto de acuerdo
aprobado en sesión de fecha 15 de diciembre del año pasa-
do, con el exhorto a las autoridades correspondientes de los
tres órdenes de gobierno, a fin de que ejecuten de manera
permanente campañas de información a niñas, niños y ado-
lescentes, así como a personas adultas sobre el llamado
“cortejo” o “grooming”: dando a conocer de manera deta-
llada en qué consiste este acercamiento por parte de los de-
lincuentes, cómo identificarlo, cómo se puede denunciar, e
invitar a los padres de familia a involucrarse en las activi-
dades de sus hijas e hijos, a fin de evitar la comisión de un
posible hecho ilícito; al respecto, me permito remitir copia
del oficio número SSP/SII/2016/0173 de fecha 27 de ene-
ro del actual suscrito por el director general de Servicios
Técnicos de la Subsecretaría de Investigación de la Secre-
taría de Seguridad Pública.

En tal virtud, y a efecto de que se tenga a esta entidad fe-
derativa impuesta respecto del citado exhorto, me permito
hacerle llegar copia de la documentación que contiene la
información correspondiente.

Sin más que el particular, me es grato reiterarle la seguri-
dad de mi distinguida consideración.

Atentamente

Cuatro veces Heroica Puebla de Zaragoza, a 5 de febrero de 2016.—
José Montiel Rodríguez (rúbrica), encargado de Despacho de la Sub-
secretaría Jurídica.»

«Escudo.— Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno
del Estado de Puebla.

Maestra María Elisa Morales Villagrán, directora general
de Asuntos Jurídicos de la Secretaría General de Gobier-
no.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 21, párrafo
9o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 17, fracción XV, capítulo XVI; 48 de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública del Estado de Puebla,
1, 2, 6, 14, fracción V, 27 fracciones IV, VII. XI, 102 de la
Ley de Seguridad Pública del Estado de Puebla; 3, 7 frac-
ción XI del Reglamento Interior de la Secretaría de Segu-
ridad Pública del Estado de Puebla y en referencia al pun-
to de acuerdo emitido en su oficio SGG/SJ/DGA/DPL/
1556/2015, y remitido en el oficio SSP/07/00994/2016 el
25 de enero de 2016 por el maestro en derecho Marco An-
tonio Olivares Trejo, director general de Asuntos Jurídicos
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de la Secretaría de Seguridad Pública en donde exhorta
“Único. A las autoridades correspondientes de los tres ór-
denes de gobierno, a fin de que ejecuten de manera perma-
nente campanas de información a las niñas, niños y ado-
lescentes, así como a personas adultas sobre el llamado
“cortejo o grooming” dando a conocer de manera detallada
en qué consiste este acercamiento por parte de los delin-
cuentes, cómo identificarlo, cómo se puede denunciar, e in-
vitar a los padres de familia a involucrarse en las activida-
des de sus hijas e hijos, a fin de evitar la comisión de un
posible hecho ilícito”.

Al respecto informo que el Grupo de Atención a Delitos
Cibernéticos (GADC), perteneciente a la Dirección Gene-
ral de Servicios Técnicos de la Subsecretaría de Inteligen-
cia e Investigación realizó las siguientes acciones en el año
2015:

• Ciclo de conferencias dirigidas al sector estudiantil de
nivel secundaria, media superior y superior donde se in-
formó sobre la forma de actuar de los groomers a través
de redes sociales y el uso cotidiano de internet quienes
buscan persuadir, con engaños o chantajes, para obtener
videograbaciones o fotografías con contenido erótico-
sexual de sus víctimas. Durante la conferencia se expo-
nen las conductas de sexting, frexting y vamping que
mediante dispositivos electrónicos los niños y jóvenes
aumentan la proclividad a ser víctimas de grooming.

• Conferencias a padres de familia, donde se dio a co-
nocer la forma de actuar de los groomers, las conse-
cuencias y señales de que un menor de edad presenta al
ser víctima de grooming, recomendaciones para el uso y
la supervisión de las redes sociales e internet de sus hi-
jos, así como advertir cuando su hijo realiza alguna otra
conducta de alto riesgo. Finalmente se abordaron temas
como sextorsión y fraude electrónico.

• Se publica de manera continua en las redes sociales
oficiales del Grupo de Atención a Delitos Cibernéticos,
un boletín sobre grooming donde se explica el proceso
de actuar de un groomer, además de dar a conocer reco-
mendaciones y consejos de seguridad para padres de fa-
milia.

Durante este año se continuarán con el ciclo de conferen-
cias, orientaciones vía telefónica, vía redes sociales y por
correo electrónico además de la publicación continua de
boletines en redes sociales.

Sin otro particular le reitero la seguridad de mi atenta con-
sideración.

Atentamente 

“Sufragio Efectivo. No Reelección.”

Cuatro Veces Heroica Puebla de Zaragoza, a 27 de enero de 2016.—
Maestro Roberto Carlos Reyes Islas (rúbrica), drector general de Ser-
vicios Técnicos Subsecretaría de Inteligencia e Investigación.»

«Escudo.— Secretaría General de Gobierno del Estado de
Puebla.

Para: José Montiel Rodríguez
Encargado de Despacho de la Subsecretaría Jurídica

De: Laura Elisa Morales Villagrán
Directora General de Asuntos Jurídicos

Asunto: Punto de acuerdo de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión con exhorto a las autoridades co-
rrespondientes de los tres órdenes de gobierno, a fin de que
ejecuten de manera permanente campañas de información
a niñas, niños y adolescentes, así como a personas adultas
sobre el llamado “cortejo” o “grooming”, dando a conocer
de manera detallada en qué consiste este acercamiento por
parte de los delincuentes, cómo identificarlo, cómo se pue-
de denunciar, e invitar a los padres de familia a involucrar-
se en las actividades de sus hijas e hijos, a fin de evitar la
comisión de un posible hecho ilícito.

Trámite propuesto: Proyecto de oficio de contestación
con base en el oficio número SSP/SII/2016/0173 de fecha
27 de enero del actual suscrito por el director general de
Servicios Técnicos de la Subsecretaría de Investigación de
la Secretaría de Seguridad Pública.

Sin otro particular quedo de usted.

Atentamente

Cuatro Veces Heroica Puebla de Zaragoza, a 2 de febrero de 2016.—
(Rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se remite a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
su conocimiento.

———————— o ————————



La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado José de Jesús Zambrano Grijalva, Presidente de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Honora-
ble Congreso de la Unión.— Presente.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo señalado en el
artículo 107, tercer párrafo, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, me permito anexar
la información relativa al pago de las participaciones a las
entidades federativas correspondientes a febrero de 2016,
desagregada por tipo de fondo de acuerdo con lo estableci-
do en la Ley de Coordinación Fiscal, y por entidad federa-
tiva, efectuando la comparación correspondiente a febrero
de 2015.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Ciudad de México, a 15 de marzo de 2016.— Fernando Aportela Ro-
dríguez (rúbrica), subsecretario.»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 17 de marzo de 201631



Año I, Segundo Periodo, 17 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados32



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 17 de marzo de 201633



Año I, Segundo Periodo, 17 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados34



El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Remítase a las Comisiones de Hacienda y Crédito Pú-
blico y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su cono-
cimiento.

Saludamos y nos enorgullece la presencia en este salón de
sesiones, de las seleccionadas nacionales de nado sincroni-
zado, Karem Fariet Achach Ramírez, Nuria Diosdado, así
como de su entrenadora Adriana Loftus Jiménez, quienes,
como se llegó a comentar aquí el pasado 31 de enero, ga-
naron la medalla de plata en el Abierto de Alemania y me-
dallas de oro y bronce en el Abierto de Francia en febrero,
y desde luego ya calificaron como seleccionadas naciona-
les para las pruebas olímpicas de Rio de Janeiro en la olim-
piada próxima. Bienvenidas, amigas.

Además debo decirles que han cursado una licenciatura las
dos en Administración de Negocios y Nuria, quien está a la
derecha viendo de aquí para allá e izquierda de allá para
acá –que levantó la mano–, está cursando también la maes-
tría en Administración Pública si no recuerdo mal, además
de dedicarle ocho horas diarias al entrenamiento.

Son un ejemplo para la juventud de nuestro país. Sigan
adelante. Felicidades y muchas gracias. Han sido invitadas
a este recinto parlamentario por la diputada Karla Karina
Osuna Carranco, que es presidenta de la Comisión de Ju-
ventud. Gracias también por esa gestión, diputada. Muy
buen día. Seguimos entonces. Pueden permanecer el tiem-
po que quieran –desde luego aquí– antes de que se vayan a
seguir entrenando.

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPU-
TADOS

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA
PROTECCIÓN AL AMBIENTE

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, a cargo del diputado Juan Fernando Rubio Qui-
roz, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

Derivados de las diversas Conferencias de Naciones Uni-
das sobre el Medio Ambiente, la de Estocolmo en 1972, la

de Río de Janeiro en 1992, la de Johannesburgo en 2002 y
nuevamente la de Río de Janeiro 2012, se asume, que un
compromiso de todo país y sus gobiernos es que se haga
efectiva la planeación del desarrollo con una política am-
biental de largo plazo. Debe existir, por tanto, un requeri-
miento de sustentabilidad en la definición de los planes y
programas en todas las áreas de la administración pública,
que garanticen la atención de los grandes retos ambientales
del país. 

Lamentablemente con el actual modelo de desarrollo del
país este concepto sigue siendo un simple buen deseo. Los
datos oficiales señalan que ya se tienen comprometidas la
satisfacción de las necesidades de las generaciones futuras,
esto debido al agotamiento y la degradación de los recur-
sos naturales en México. 

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía indica (In-
egi), que en el año 2012, los costos totales de agotamiento
de los recursos naturales y el deterioro ambiental equivalen
a 6.3 por ciento del Producto Interno Bruto (PIB), del país
(PIB del 2012 fue igual a 15 billones 561 mil 472 millones
de pesos).1

Este valor es equivalente a los costos totales por el agota-
miento de los recursos naturales y la degradación ambien-
tal, que equivalen a un monto de 985 mil 064 millones de
pesos.

De citado 6.3 por ciento del PIB en costos ambientales, el
agotamiento de los recursos naturales equivale a un 1.7 por
ciento y el deterioro ambiental a 4.6 por ciento del PIB. 

El agotamiento de los recursos naturales abarca el agota-
miento de los hidrocarburos (1.4 por ciento del PIB), del
agua subterránea (0.2 por ciento del PIB), y de los recursos
forestales (0.1 por ciento del PIB). Respecto a los costos
del deterioro ambiental comprende la contaminación del
aire (3.4 por ciento del PIB), la degradación del suelo (0.5
por ciento del PIB), la contaminación del agua (0.4 por
ciento del PIB), y la generación de residuos sólidos (0.3
por ciento del PIB).

De la información del Inegi sobre el agotamiento de los re-
cursos naturales debe resaltarse, que en el tema de los hi-
drocarburos se señala lo siguiente: “Referente al agota-
miento de los hidrocarburos (petróleo y gas natural), se
observó que el total de las reservas probadas, probables y
posibles registraron una disminución de 0.8 por ciento en
promedio anual, considerando el periodo 2003-2012. Lo
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anterior permite observar que de persistir el mismo ritmo
de explotación del recurso 1,495 millones de barriles de
petróleo crudo equivalente anuales en promedio) su vida
útil será de poco más de 30 años. Por otro lado, si se con-
sideran solamente las reservas probadas de hidrocarburos,
de acuerdo con los presentes niveles de explotación, se
puede estimar una vida útil de alrededor de 10 años.”

Es decir, más temprano, que tarde se agotaran los hidro-
carburos en México, y es de enorme responsabilidad con
las generaciones futuras, hacer bien la tarea y prepararse
para la transición energética con base en una economía ba-
ja en carbono, que libere al país de la adicción irresponsa-
ble de los hidrocarburos. Se ratifica, que los hidrocarburos
son cada día menos, y cada vez más caros el obtenerlos,
por lo que deben valorarse y cuidarse, aprovechándolos
con inteligencia y razón.

Es importante resaltar, que los gastos relacionados a la pro-
tección ambiental equivalen al 14.5 por ciento de los cos-
tos por el agotamiento de los recursos naturales y la degra-
dación ambiental, o a solo el 1 por ciento del PIB (143 mil
066 millones de pesos). Es decir, la inversión requerida pa-
ra reducir el daño ecológico en el 2012 debería haber sido
de por lo menos 5.9 veces más que la registrada en dicho
año.

La información anterior señala con claridad, que la carrera
en contra del deterioro ambiental del país está perdida de
antemano si solo se apostara a aumentar la inversión en
protección ambiental. 

Es evidente, que en las políticas públicas no se ha integra-
do la dimensión ambiental, junta a la social y la económi-
ca. Al contrario, diversas políticas públicas en distintos
sectores han favorecido la destrucción de los ecosistemas y
los recursos naturales, y no su conservación. No solo en el
sector primario se observan esos ejemplos, prácticamente
en todos los sectores de la economía como la energía, el
transporte, los asentamientos humanos, entre otros, se co-
nocen la gran desvinculación de programas con la variable
ambiental. 

El reto necesariamente es que las dependencias e institu-
ciones de la administración pública en los tres órdenes de
gobierno –no solo el federal- sean verdaderamente respon-
sables, más allá de la retórica, de promover el desarrollo
sustentable a través de sus diversos programas. El desafío
es que estas dependencias e instituciones asuman un com-
promiso, que incorpore la dimensión ambiental en sus pro-

gramas y acciones específicas, además de lograr que este
nuevo desempeño ambiental sea posible medirlo con un
sistema de indicadores. 

Lo que se requiere es modificar el modelo de desarrollo,
que privilegia solamente el crecimiento económico en de-
trimento del medio ambiente y los recursos naturales del
país, el objetivo sería disminuir o eliminar los actuales cos-
tos ambientales, tanto por el agotamiento de los recursos
naturales, como por la degradación ambiental.

Una causa importante de lo anterior, es que en las políticas
públicas no se ha integrado la dimensión ambiental junto a
la dimensión social y la dimensión económica. Al contra-
rio, diversas políticas públicas en distintos sectores han fa-
vorecido la destrucción de los ecosistemas y los recursos
naturales, y no su conservación. Por ejemplo, en el medio
rural diversos programas gubernamentales, propiciaron du-
rante muchos años el avance de la frontera agropecuaria
sobre tierras forestales.2 En general, no solo en el sector
primario se observan esos ejemplos, prácticamente en to-
dos los sectores de la economía como la energía, el trans-
porte, los asentamientos humanos, entre otros, se conocen
la gran desvinculación de planes y programas con la varia-
ble ambiental.

Por todo lo anterior, se requiere incluir de manera urgente
y prioritaria la dimensión ambiental del desarrollo del pa-
ís, otorgarles en los programas de la administración públi-
ca un valor de importancia similar al que se le ha concedi-
do a los aspectos económicos y sociales del mismo. De no
ser así se seguirán dejando crecer los problemas ambienta-
les con escenarios probables de reducción del potencial de
desarrollo de México en el mediano y largo plazo. 

Para realizar lo anterior, es necesario impulsar instrumen-
tos de política ambiental no contemplados en la actual le-
gislación ambiental del país. Uno de esos instrumentos es
la llamada Evaluación Ambiental Estratégica, que es el
proceso que permite la integración de los aspectos ambien-
tales en las políticas, planes y programas de las dependen-
cias e instituciones de la administración pública. Si se en-
tiende que en la jerarquía de niveles las políticas, planes y
programas son más “estratégicos”, debido a que definen la
orientación o enfoque general que deben seguirse para al-
canzar objetivos amplios, se entenderá que su evaluación
se enfrenta a propuestas más flexibles y con un abanico
más amplio de escenarios y alternativas de sus consecuen-
cias ambientales, que es posible, en una etapa temprana de
la toma de decisiones, modificar en favor de la inclusión de



la dimensión ambiental. Haciendo a la Evaluación Am-
biental Estratégica un instrumento preventivo de gran rele-
vancia. 

Por lo anterior, la Evaluación Ambiental Estratégica de po-
líticas, planes, programas, es una forma diferente a la tra-
dicional evaluación del impacto ambiental exclusivamente
ligada a proyectos. Al descender en dicha jerarquía hasta
proyectos, normalmente se enfrenta a especificaciones
muy acotadas y determinadas por lo que su evaluación no
va a permitir internalizar en suficiencia dicha dimensión
ambiental. Por ello, las limitaciones de la evaluación de
impacto ambiental de proyectos son evidentes, ya que es
una herramienta que no logra orientar el desarrollo econó-
mico, sino que reacciona frente a él; además de que por el
carácter puntual y parcial de un proyecto, se rebasa la ca-
pacidad de respuesta ante la evaluación ambiental de usos
múltiples de grandes áreas de desarrollo, estrategias de pla-
neación territorial o de desarrollo económico, social e inte-
rinstitucional.

Es conveniente señalar, que con frecuencia es difícil dis-
tinguir entre política, plan y programa. En ocasiones se
puede hacer con claridad, pero a menudo, cuando uno se
enfrenta al tema real, se encuentra con que la política, el
plan y el programa pueden hallarse dentro del mismo pro-
cedimiento, o en el mismo documento, o sucede que un
plan llega a contener elementos de un programa. Por lo an-
terior, y con el objeto de simplificar en el presente texto, a
la denominación de Evaluación Ambiental Estratégica de
políticas, planes y programas, se le denominara indistinta-
mente Evaluación Ambiental Estratégica de programas.

Al respecto, la primera legislación mundialmente impor-
tante que trata de la evaluación ambiental en general es la
Ley Nacional de Protección del Medio Ambiente (NEPA),
del año 1969 de los Estados Unidos de Norteamérica. La
NEPA, por sus siglas en inglés, exigía la preparación de
una declaración o informe ambiental para cualquier acto
que pudiera dar lugar a cualquier efecto ambiental signifi-
cativo. Esta palabra es mucho más amplia que la palabra
proyecto. Es decir un acto en el sentido de la NEPA puede
significar una política, un plan o programa. 

Por ello, es importante señalar, que para los dos países so-
cios de México, en el Tratado de Libre Comercio de Nor-
teamérica, los Estados Unidos de Norteamérica y el Cana-
dá –desde 1990-, la Evaluación Ambiental Estratégica de
programas es un requisito legal. Nueva Zelandia, establece
en 1991, en su legislación una estrategia de desarrollo sus-

tentable nacional que exige que las autoridades locales ha-
gan una evaluación ambiental de los planes y programas.

Otros países, tales como Inglaterra (1971), Australia y Co-
lombia (1974), Alemania (1975), Francia y Venezuela
(1976), Filipinas (1977), Corea (1980), Holanda y Brasil
(1981) y Japón (1984) definieron también como un requi-
sito legal la evaluación de impacto ambiental, muchos de
ellos en su más amplia acepción, que incluye que incluye
al plan y programa. Sin embargo, la atención principal de
la mayoría de países, como es el caso de México (1988), en
la evaluación ambiental ha sido otorgada originalmente a
los proyectos. 

Lo anterior puede comprenderse debido a que la evalua-
ción de impacto ambiental de proyectos se aplica princi-
palmente a proyectos de obras y actividades. Mientras que
la evaluación ambiental de programas se trabaja en el ám-
bito de las políticas públicas, por lo que tiende a ser perci-
bida como una intromisión en aspectos tradicionalmente
reservados a la discrecionalidad de los gobiernos. Por ello,
se demanda una voluntad democrática indiscutible en los
países donde se implementa.

Debido a razones políticas y organizativas en el caso de la
Unión Europea se avanzo en dos etapas. En la primera se
le dio prioridad a la evaluación ambiental para proyectos, y
en una segunda fase la evaluación ambiental de políticas,
planes y programas. Por ello, la entrada en vigencia de la
Directiva 85/337/CEE, que fue acordada y aprobada en el
año 1985, solo afecta la evaluación ambiental de los pro-
yectos públicos y privados. La segunda fase se establece
hasta el año 2001, cuando entra en vigor la Directiva
2001/42/CE relativa a la evaluación de los efectos de de-
terminados planes y programas en el medio ambiente. Te-
niendo el año 2004 como fecha limite los Estados miem-
bros para dar cumplimiento a lo establecido en dicha
Directiva. Se sabe, que los países europeos han dado cum-
plimiento a esta Directiva, incorporándola en sus legisla-
ciones nacionales.3

En particular España tiene su legislación al respecto, que es
la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambien-
tal.4 Esta ley sustituye a la 9/2006, sobre evaluación de los
efectos de determinados planes y programas en el medio
ambiente, con la que la legislación española incorporó en
su derecho interno la mencionada Directiva 2001/42/CE.5

La Evaluación Ambiental Estratégica es ampliamente reco-
mendada por organismos internacionales como el Progra-
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ma de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente
(PNUMA), Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo (PNUD), la Comisión Económica para América
Latina (CEPAL), el Banco Mundial, el Banco Interameri-
cano de Desarrollo (BID), el Banco Europeo de Recons-
trucción y Fomento, la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económico (OCDE), la Sociedad Alemana
para la Cooperación Internacional (GIZ por su acrónimo en
alemán), entre otros organismos internacionales reconoci-
dos. 

De estos antecedentes y consideraciones se concluye, que
es una realidad la necesidad de armonizar la legislación
ambiental mexicana con la de otros países del mundo y or-
ganismos internacionales en materia de Evaluación Am-
biental Estratégica de programas. 

En México, el sector ambiental del Gobierno Federal, ha
señalado en distintas etapas de su desarrollo, como Secre-
taría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca
(INE-SEMARNAP 2000),6 así como Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat 2006),7 la nece-
sidad de implementar la Evaluación Ambiental Estratégica
de programas. Incluso, el programa Sectorial de Medio
Ambiente y Recursos Naturales 2007-2012 de la Semarnat,
establecía en el objetivo 7.2.3 el compromiso de desarrollar
la metodología de Evaluación Ambiental Estratégica. De
tal forma que Semarnat señala, que: “En 2009 se desarro-
lló la Guía Metodológica, a partir de una prueba piloto en
la que se aplicó la Evaluación Ambiental Estratégica para
la selección de sitios y trayectorias en la región noreste del
país (Coahuila y Nuevo León), en coordinación con la Co-
misión Federal de Electricidad. Además…En 2010 se ela-
boró el “Documento Político Técnico que define la Eva-
luación Ambiental Estratégica como una nueva
Herramienta de Gestión Ambiental en México”. Se elabo-
ró el estudio denominado “Definición de pautas de Susten-
tabilidad, con base en la Evaluación Ambiental Estratégica
del Programa de Obras e Inversiones de la Comisión Fede-
ral de Electricidad en los Estados de Nuevo León y Coa-
huila” (página89).8

No obstante la propia Semarnat (2006a) señala respecto a
la Evaluación Ambiental Estratégica, que: “La Evaluación
Ambiental Estratégica es un instrumento valioso pero difí-
cil de utilizar debido a los factores sectoriales e intersecto-
riales que involucra. Para poderla aplicar es necesario mo-
dificar la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente (LGEEPA) y el Reglamento res-
pectivo” (página 95).9

Es importante señalar, la urgencia de esta reforma legal en
materia de Evaluación Ambiental Estratégica, ya que por
ejemplo en la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad In-
dustrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hi-
drocarburos (ASEA), que es un organismo administrativo
desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales (Semarnat), se le otorga en su fracción I
del artículo 5o., la atribución de participar de manera con-
junta con la propia Semarnat y la Secretaría de Energía en
el desarrollo de la Evaluación Estratégica del Sector Hi-
drocarburos, y dice:

Artículo 5o. La Agencia tendrá las siguientes atribucio-
nes:

I. Aportar los elementos técnicos sobre Seguridad In-
dustrial, Seguridad Operativa y protección al medio am-
biente, a las autoridades competentes, para las políticas
energética y ambiental del país, así como para la formu-
lación de los programas sectoriales en esas materias.
Para ello, participará con la Secretaría y con la Se-
cretaría de Energía en el desarrollo de la Evaluación
Estratégica del Sector;

En la fracción del artículo 3o., de la citada Ley se define a
la Evaluación Estratégica de la forma siguiente:

Artículo 3o. Además de las definiciones contempladas
en la Ley de Hidrocarburos y en la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
los efectos de esta Ley se entenderá, en singular o plu-
ral, por:

I. a IV. …

V. Evaluación estratégica: Proceso sistemático de aná-
lisis que realiza la Agencia para emitir observaciones y
recomendaciones en las materias de Seguridad Indus-
trial, Seguridad Operativa y de protección ambiental en
las iniciativas de políticas públicas, planes o programas
de gobierno relacionadas con las actividades del Sector
Hidrocarburos;

Asimismo en el dictamen de la actual Minuta de Ley Fe-
deral de Zonas Económicas Especiales10 en su artículo 9
y17 “se plantea la realización de un estudio informativo de
impacto social y ambiental respecto de la Zona Económica
Especial y su Área de Influencia como elemento del Dicta-
men de viabilidad de la Zona, y que éste se pondrá a dis-
posición de los solicitantes del Permiso o del asignatario.



No obstante, en primer lugar, es necesario que se concep-
tualice el mencionado estudio informativo como una eva-
luación estratégica sobre la situación general e impactos
particulares sociales y ambientales que se generen en la
Zona y su Área de Influencia (es decir, un proceso siste-
mático de análisis, y no un simple estudio informativo), y
que en ella participen expertos independientes, con el pro-
pósito de contar con mayor objetividad en su realización,
que se sumarían a la capacidad y recursos institucionales
de las dependencias y entidades paraestatales. Asimismo,
se considera conveniente el fortalecimiento de los efectos
jurídicos de esta evaluación estratégica y su vinculación
con la operación de la Zona y el Área de Influencia, pues
en la Iniciativa ello parece un tanto impreciso, por lo cual
se modifica dicha disposición para señalar que los resulta-
dos de esta evaluación deberán tomarse en consideración
en la elaboración del Plan Maestro de la Zona y del Pro-
grama de Desarrollo, que son los instrumentos de planea-
ción que rigen la organización y funcionamiento de la Zo-
na y su Área de Influencia, respectivamente” (página 24)

Incluso en la citada Minuta se presenta una definición en la
fracción IX de su artículo 3o. de Evaluación Estratégica. 

De manera textual, los citados artículos 3o., 9 y 17 señalan
lo siguiente:

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá
por:

I. a VIII. …

IX. Evaluación Estratégica: el proceso sistemático de
análisis sobre la situación e impacto sociales y ambien-
tales respecto de la Zona y su Área de Influencia;

Artículo 9. Previamente a la emisión del decreto a que
se refiere el artículo anterior, la Secretaría deberá elabo-
rar un Dictamen, el cual deberá contener lo siguiente: 

I. a III. … 

IV. Estudio de prefactibilidad que incluya, entre otra in-
formación, los sectores industriales que potencialmente
puedan instalarse en la Zona; relación de posibles In-
versionistas con interés de ubicarse dentro de la Zona;
la Evaluación Estratégica sobre la situación e impac-
to sociales y ambientales; de uso de suelo y requeri-
mientos de apoyos públicos complementarios;

Artículo 17. Las Zonas atenderán los principios de sos-
tenibilidad y respeto de los derechos humanos de las co-
munidades y pueblos de las Áreas de Influencia.

Para efectos del Dictamen, la Secretaría, con la participa-
ción que corresponda a las secretarías de Gobernación y de
Medio Ambiente y Recursos Naturales y las demás depen-
dencias y entidades paraestatales competentes, las entida-
des federativas y los municipios correspondientes, y exper-
tos independientes, realizará una Evaluación Estratégica
sobre la situación e impacto sociales y ambientales respec-
to de la Zona y su Área de Influencia. Lo anterior, sin per-
juicio de los trámites que se requieran en términos de la le-
gislación en materia de equilibrio ecológico y protección al
ambiente, así corno las demás disposiciones jurídicas apli-
cables.

Los resultados de la Evaluación Estratégica se deberán
tornar en consideración para la elaboración del Programa
de Desarrollo y del Plan Maestro de la Zona, sin perjuicio
de las disposiciones en materia de transparencia, acceso a
la información pública y protección de datos personales.

En el orden local, es también importante señalar, que se tie-
ne conocimiento de que cuando menos en las legislaciones
ambientales del Baja California, Distrito Federal y Guerre-
ro se considera la realización de la Evaluación Ambiental
Estratégica de programas.

Ante estos precedentes tanto en la legislación federal, co-
mo estatal, es importante iniciar un proceso de armonizar
la Evaluación Ambiental Estratégica de programas, para
que se reduzca el riesgo de que proliferen diferentes regu-
laciones con distintas magnitudes de exigencia ambiental
en la materia.

Igualmente ante el creciente deterioro ambiental se consi-
dera la pertinencia de que un país como México impulse
nuevos instrumentos de política ambiental, fortaleciendo
con un enfoque preventivo la capacidad normativa de las
autoridades ambientales sobre actividades sustanciales del
desarrollo.

Al respecto, en México, la primera iniciativa legislativa re-
ferente a la Evaluación Ambiental Estratégica de planes y
programas fue presentada el 30 de octubre de 2008, por el
diputado Octavio Adolfo Klimek Alcaraz, como diputado
en la LX Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, asimismo fue suscrita por los diputados
Roberto Mendoza Flores y Diego Cobo Terrazas. La ini-
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ciativa se denomina “Ley General de Evaluación Ambien-
tal de los Efectos de Planes y Programas de la Administra-
ción Pública”, asimismo se consideró pertinente proponer
reformas a diversas disposiciones de la Ley de Planea-
ción.11

La citada iniciativa de Ley tuvo como base fundamental
tanto la Directiva 2001/42/CE, como la propia Ley 9/2006,
de 28 de abril, sobre evaluación de los efectos de determi-
nados planes y programas en el medio ambiente de Espa-
ña. Se trata de transferir en principio, tanto sus objetivos,
fundamentos, conceptos técnicos y un método para la eva-
luación ambiental de planes y programas, ya validado en el
ámbito internacional a la legislación mexicana, buscando
además adecuar y armonizar esto a los propios requeri-
mientos del país.

Con el fin de establecer la necesidad de la aprobación de la
Iniciativa se mencionaba lo siguiente en la misma:

1. La Ley General de Evaluación Ambiental de los Efec-
tos de Planes y Programas de la Administración Pública
permitirá impulsar un proceso de evaluación de planes y
programas, que asegura que las consecuencias ambien-
tales de dichos instrumentos sean consideradas en el
proceso de toma de decisiones, en conjunto con las con-
sideraciones de orden económico y social.

2. Con la Ley General de Evaluación Ambiental de los
Efectos de Planes y Programas de la Administración Pú-
blica aplicada a planes y programas se entiende una eva-
luación ambiental en las etapas preliminares a los pro-
yectos en el procedimiento planificador. A través de la
evaluación ambiental de planes y programas, se preten-
de lograr políticas públicas ambientalmente sustenta-
bles, armonizando las políticas ambientales con las po-
líticas económicas y sociales. 

3). Se intenta con ello, fortalecer la institucionalidad
ambiental: por un lado, de las diversas autoridades am-
bientales en sus distintos órdenes de gobierno, federal,
estatal y municipal, como ejes coordinadores de las po-
líticas y estrategias ambientales, así como el de la res-
ponsabilidad que le toque a las distintas dependencias e
instituciones de la administración pública, de modo que
los principios ambientales y de sustentabilidad se incor-
poren en sus planes y programas, por ejemplo, en los de
la agricultura, transporte, energía, industria o turismo,
por citar solo algunos casos. 

4. Otro aspecto sobresaliente de la Ley General de Eva-
luación Ambiental de los Efectos de Planes y Programas
de la Administración Pública, es que puede ser un pro-
ceso altamente participativo, dotando de mayor transpa-
rencia al proceso de decisión a través de la consulta pú-
blica. Por ello, es posible con la evaluación ambiental de
determinados planes y programas establecer un nuevo
límite al poder político, en particular si se respetan el ca-
rácter participativo que debe tener la gestión ambiental
y las exigencias de eficiencia y transparencia de las ins-
tituciones públicas implicadas.

5. El instrumento jurídico que se propone, cuenta con
las características necesarias para lograr el propósito de
contribuir a detener y revertir el deterioro ambiental y
de los recursos naturales del país.

Infortunadamente, la iniciativa no logró ser dictaminada
por las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos
Naturales y de Hacienda y Crédito Publico a las que fue
turnada. Lo anterior debido a que en agosto del 2009, con-
cluyó sus trabajos la LX Legislatura del Congreso de la
Unión.

La citada iniciativa de Ley fue presentada nuevamente el
13 de octubre de 2011 por los diputados Armando Ríos Pi-
ter, César Francisco Burelo Burelo, Ma. Dina Herrera Soto
y María Araceli Vázquez Camacho. Todos integrantes del
Grupo Parlamentario en la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales.12

La iniciativa fue turnada a las Comisiones Unidas de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales y de Hacienda y Cré-
dito Público, con opinión de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública. Las Comisiones realizaron su dictamen,
que fue presentado para su publicidad en la Gaceta Parla-
mentaria de la Cámara de Diputados, el 26 de abril de
2012, es decir, en los últimos días del 2º. Periodo Ordina-
rio del 3er. Año de la Legislatura. Esto significó, que aun-
que ya estaba por ser votado dicho dictamen, no fue sujeto
a votación y resolución ante el Pleno de la Cámara de
Diputados, ya que concluyeron prácticamente los trabajos
de la LXI Legislatura en el último día de abril.13

Dicho Dictamen quedó en poder de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados, sin que fuera presentado al Pleno de
la Cámara de Diputados en la LXII Legislatura.

A continuación se citan algunas partes de los contenidos
del citado dictamen:



“Estas Comisiones Dictaminadoras consideran impro-
cedente expedir una ley general en la materia propuesta,
ya que la estructura normativa del sistema jurídico eu-
ropeo es diferente a la establecida en México, siendo la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente (LGEEPA), la ley marco en nuestro país, la
cual es reglamentaria de las disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos que re-
fieren a la preservación y restauración del equilibrio
ecológico, así como a la protección al ambiente, en el te-
rritorio nacional y las zonas sobre las que la nación ejer-
ce su soberanía y jurisdicción.

Atendiendo a lo anterior, en el Capítulo III de la Políti-
ca Ambiental se establecen los principios que el Ejecu-
tivo Federal, así como las entidades federativas y muni-
cipios, observarán para la formulación y conducción de
la política ambiental y la expedición de normas oficia-
les mexicanas y demás instrumentos previstos en la
LGEEPA, en materia de preservación y restauración del
equilibrio ecológico y protección al ambiente.

Es así que en el capítulo subsecuente denominado Ins-
trumentos de la Política Ambiental establece el deber de
incorporar en la planeación nacional del desarrollo la
política ambiental que se establezca de conformidad con
la LGEEPA y las demás disposiciones en la materia. Se
considerarán como instrumentos de la política ambien-
tal, los contemplados en las secciones que integran di-
cho Capítulo, ordenamiento ecológico del territorio, ins-
trumentos económicos, regulación ambiental de los
asentamientos humanos, evaluación de impacto am-
biental, normas oficiales mexicanas en materia ambien-
tal, autorregulación y auditorías ambientales e investi-
gación y educación ecológica.

Ahora bien, es importante destacar lo dicho por el pro-
movente de la Evaluación Ambiental Estratégica, en re-
lación a que es un nuevo instrumento de política am-
biental, y agregar que dicho instrumento tendrá como
objetivo el fortalecimiento de la gestión ambiental, me-
diante la aplicación integral de todos los instrumentos
de la política ambiental.

Por lo anterior y atendiendo a la propuesta del legisla-
dor, estas Comisiones Dictaminadoras consideran pro-
cedente establecer las disposiciones en materia de Eva-
luación Ambiental Estratégica en el Capítulo de
Instrumentos de Política Ambiental de la Ley marco.

Finalmente, es de señalar que existen disposiciones pro-
puestas por el legislador que al ser adjetivas se encuen-
tran contempladas por la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo, ordenamiento supletorio a la LGEEPA
y al Reglamento que para el caso se expida.” (página
30).

Es decir, en la discusión de la iniciativa se resolvió impul-
sar un nuevo apartado en la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente referente a la Eva-
luación Ambiental Estratégica, que es pertinente revisar y
analizar. No fue posible impulsar por el momento una Ley,
que a nuestro juicio dejaría claramente regulado el proceso
de la evaluación ambiental de los planes y programas de la
administración pública, no permitiendo márgenes para la
discrecionalidad. Muchos asuntos de la evaluación am-
biental quedan por ello, sujetos a la expedición del regla-
mento. Sin embargo, en el ánimo de impulsar la legislación
en la materia se realizó esta propuesta de dictamen, que fue
de consenso. A continuación se presenta el proyecto de de-
creto contenido en el dictamen respectivo:

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, en materia de
Evaluación Ambiental Estratégica

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXII al artí-
culo 5, recorriéndose la subsecuente, un párrafo tercero
al artículo 17 y se adiciona una sección X, “Evaluación
Ambiental Estratégica”, que comprende los artículos 43
Bis, 43 Bis 1, 43 Bis 2, 43 Bis 3, 43 Bis 4 y 43 Bis 5, al
capítulo IV del título primero de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue:

Artículo 5o. ...

I a XX. ...

XXI. La formulación y ejecución de acciones de miti-
gación y adaptación al cambio climático;

XXII. La Evaluación Ambiental Estratégica de los
programas de las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, así como de las modi-
ficaciones de dichos programas, y

XXIII. Las demás que esta Ley u otras disposiciones le-
gales atribuyan a la Federación.
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Artículo 17. ...

(...)

Asimismo, en la formulación de los programas de las
dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal, se hará efectiva la transversalidad de
las políticas públicas para la sustentabilidad am-
biental, a través de la Evaluación Ambiental Estraté-
gica.

Sección X
Evaluación ambiental estratégica

Artículo 43 Bis. La Evaluación Ambiental Estratégi-
ca es el proceso mediante el cual se incorpora el aná-
lisis y la evaluación de la dimensión ambiental, en la
formulación de los programas de la Administración
Pública Federal, así como de sus modificaciones.

El análisis consistirá en la evaluación de los requeri-
mientos de aprovechamiento, uso o explotación de
los recursos naturales y sus servicios ambientales
asociados, que se estimen necesarios para la ejecu-
ción de los programas. Asimismo, se analizarán los
impactos sinérgicos y acumulativos que se generarí-
an sobre los ecosistemas, para establecer las medidas
eficaces que impidan o limiten la degradación del
ambiente.

El procedimiento que la Secretaría establezca para
la Evaluación Ambiental Estratégica de los progra-
mas de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, se sustentará en los siguien-
tes principios:

I. La transversalidad de las políticas públicas de la
Administración Pública Federal, para la sustentabi-
lidad ambiental;

II. La coordinación de la Secretaría con las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, y

III. El fortalecimiento de la gestión ambiental, me-
diante la aplicación integral de los instrumentos de
la política ambiental.

La Secretaría expedirá, mediante Reglamento, los li-
neamientos generales que contengan los requisitos y

el procedimiento aplicable a la Evaluación Ambien-
tal Estratégica.

Artículo 43 Bis 1. Se someterán a la Evaluación Am-
biental Estratégica los programas de las dependen-
cias y entidades de la administración pública federal,
que contemplen, promuevan o induzcan obras o ac-
tividades de las señaladas en el artículo 28 de esta ley
y aquellos que señale el Reglamento. Asimismo, se
sujetarán a las formalidades previstas en este Capí-
tulo, las modificaciones que se realicen a dichos pro-
gramas.

Se exceptúa de la Evaluación Ambiental Estratégica
a los programas en materia de seguridad nacional,
defensa nacional, protección civil y los presupuesta-
rios.

La Secretaría expedirá, mediante Reglamento, los li-
neamientos generales que contengan los requisitos y
el procedimiento aplicable a la Evaluación Ambien-
tal Estratégica.

Artículo 43 Bis 2. El procedimiento de Evaluación
Ambiental Estratégica deberá incorporar, por lo me-
nos, lo siguiente:

I. La conformación de un Comité Técnico, integrado
por especialistas de la Secretaría y de la dependencia
o entidad de la administración pública federal, que
asesorará en el diseño, formulación y seguimiento
del programa que sea materia de análisis y dictami-
nación;

II. La participación de diversos sectores y de la so-
ciedad, a través de la consulta pública, y

III. El proyecto del programa y el análisis ambiental
que realice la dependencia o entidad de la adminis-
tración pública federal responsable del mismo, que
incluya los requerimientos de aprovechamiento, uso
o explotación de los recursos naturales y sus servicios
ambientales asociados, que se estimen necesarios pa-
ra la ejecución de dicho programa, así como el aná-
lisis de los impactos sinérgicos y acumulativos, que se
generarían sobre los ecosistemas.

Para los efectos de la fracción II del presente artícu-
lo, las dependencias y entidades de la administración
pública federal, remitirán a la Secretaría los comen-



tarios y observaciones que en materia ambiental re-
ciban durante los procesos de consulta pública a los
que sean sometidos sus programas, conforme al or-
denamiento aplicable en la materia.

La secretaría emitirá un dictamen que evalúe la in-
corporación del análisis y la evaluación de la dimen-
sión ambiental en los programas o en sus modifica-
ciones, que realice la dependencia o entidad de la
administración pública federal responsable de su
formulación. El dictamen establecerá las condiciones
a los que se sujetarán los programas para su imple-
mentación.

Artículo 43 Bis 3. La Secretaría, durante la Evalua-
ción Ambiental Estratégica, podrá solicitar opinión a
dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal y estatal, instituciones académicas, así
como a organizaciones sociales y empresariales, en
los términos señalados en la Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo.

Artículo 43 Bis 4. La dependencia o entidad de la
administración pública federal, con la asesoría de la
Secretaría, realizará el seguimiento al programa eva-
luado.

Artículo 43 Bis 5. Los estados y el Distrito Federal
podrán establecer procedimientos de Evaluación
Ambiental Estratégica, en los ámbitos de sus respec-
tivas competencias.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá expedir, en un
plazo no mayor a un año, contados a partir de la entrada
en vigor del presente decreto, el Reglamento de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, en materia de Evaluación Ambiental Estratégica.

Tercero. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, hasta en tanto no se cuenta con el Reglamen-
to respectivo expedirá, en un plazo no mayor a un año,
contado a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, el acuerdo mediante el cual se definan los linea-

mientos para el cumplimiento de lo establecido en el
presente decreto.

De estos antecedentes y consideraciones se concluye, que
es una realidad la necesidad de armonizar la legislación
ambiental mexicana con la de otros países del mundo en
materia de Evaluación Ambiental Estratégica de progra-
mas, igualmente ante el creciente deterioro ambiental se
considera la pertinencia de que un país como México im-
pulse nuevos instrumentos de política ambiental, fortale-
ciendo con un enfoque preventivo la capacidad normativa
de las autoridades ambientales sobre actividades sustancia-
les del desarrollo.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

La presente iniciativa retoma en esencia lo planteado tanto
en las consideraciones de la iniciativa de Ley del 2009,
nuevamente presentada en el 2011, como en el antes citado
dictamen de esta última iniciativa. De la misma forma bus-
ca atender las propuestas de diversas organizaciones de la
sociedad civil con relación a la Evaluación Ambiental Es-
tratégica.14 En especial, se busca garantizar que el proce-
dimiento de Evaluación Ambiental Estratégica sea partici-
pativo, de tal forma que informe e involucre a las
administraciones públicas afectadas y a las personas inte-
resadas a lo largo de su proceso de toma de decisiones.
Cuidando que en todo momento se tenga acceso a la infor-
mación relevante y que esta sea clara, precisa y compren-
sible.

Asimismo, es pertinente señalar, que esta iniciativa basa
como modelo de procedimiento de Evaluación Ambiental
Estratégica, el que en España actualmente se realiza en for-
ma ordinaria, tratando de internalizar a través del informe
preventivo estratégico su procedimiento simplificado. Lo
anterior, se fundamenta en la antes citada Ley 21/2013, de
evaluación ambiental de dicho país. Es decir, se busca con
este procedimiento acercarse en términos de alcance y me-
todología de manera indirecta a la Directiva 2001/42/CE
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de Junio de
2001 relativa a la Evaluación de los Efectos de Determina-
dos Planes y Programas en el Medio Ambiente; ya que con
la Ley 21/2013, España da cumplimiento y transpone la
mencionada Directiva. 

1. Primeramente se adiciona una fracción XXII al artículo
5o. de la LGEEPA, a efecto de que la Federación tenga la
facultad expresa para realizar la Evaluación Ambiental Es-
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tratégica de los programas de su competencia, en los si-
guientes términos:

Artículo 5o. ...

I a XX. ...

XXI. La formulación y ejecución de acciones de miti-
gación y adaptación al cambio climático;

XXII. La Evaluación Ambiental Estratégica de los
programas de las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal, así como de las modifi-
caciones de dichos programas, y

XXIII. Las demás que esta Ley u otras disposiciones le-
gales atribuyan a la federación.

2. En el mismo sentido, se retoma una de las propuestas de
las antes citadas organizaciones de la sociedad civil con re-
lación a la Evaluación Ambiental Estratégica para que aten-
diendo la naturaleza concurrente de la LGEEPA se adicione
una fracción XXII en el artículo 7º. y una fracción XVII al
artículo 8º., con el objeto de que tanto los Estados, como los
Municipios, respectivamente, tengan la facultad expresa
para realizar la Evaluación Ambiental Estratégica de los pro-
gramas de su competencia, en los siguientes términos:

Artículo 7o. Corresponden a los Estados, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en
la materia, las siguientes facultades:

I. a. XX. …

XXI. La formulación y ejecución de acciones de miti-
gación y adaptación al cambio climático;

XXII. La Evaluación Ambiental Estratégica de los
programas de su competencia, así como de las modi-
ficaciones de los mismos, y

XXIII. La atención de los demás asuntos que en mate-
ria de preservación del equilibrio ecológico y protección
al ambiente les conceda esta Ley u otros ordenamientos
en concordancia con ella y que no estén otorgados ex-
presamente a la Federación.

Artículo 8o. Corresponden a los Municipios, de confor-
midad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en
la materia, las siguientes facultades:

I. a XV. …

XVI. La formulación y ejecución de acciones de miti-
gación y adaptación al cambio climático;

XVII. La Evaluación Ambiental Estratégica de los
programas de su competencia, así como de las modi-
ficaciones de los mismos, y

XVIII. La atención de los demás asuntos que en mate-
ria de preservación del equilibrio ecológico y protección
al ambiente les conceda esta Ley u otros ordenamientos
en concordancia con ella y que no estén otorgados ex-
presamente a la Federación o a los Estados.

3. Se mandata mediante la adición de un párrafo tercero en
el artículo 17 de la LGEEPA, referente a la planeación am-
biental, que en la formulación los programas de la admi-
nistración pública federal, se hará efectiva la transversali-
dad de las políticas públicas para la sustentabilidad
ambiental, mediante la incorporación de la dimensión am-
biental a través de la Evaluación Ambiental Estratégica,
quedando de la siguiente forma:

Artículo 17. ...

(...)

Asimismo, en la formulación de los programas de las
dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, se hará efectiva la transversalidad de
las políticas públicas para la sustentabilidad am-
biental, a través de la Evaluación Ambiental Estraté-
gica.

4. En el Capítulo IV de los “Instrumentos de Política Am-
biental” de la LGEEPA se adiciona una Sección X de la
“Evaluación Ambiental Estratégica”, con un total de 13
nuevos artículos (artículos 43 Bis, 43 Bis 1, 43 Bis 2, 43
Bis 3, 43 Bis 4, 43 Bis 5, 43 Bis 6, 43 Bis 7, 43 Bis 8, 43
Bis 9, 43 Bis 10, 43 Bis 11 y 43 Bis 12), que orientan el
procedimiento de dicha evaluación, siguiendo un orden
cronológico, que facilite su aplicación. Se estima un proce-
dimiento de Evaluación Ambiental Estratégica de progra-
mas, que tenga un plazo máximo de realización de 12 me-
ses.

5. Con la adición del artículo 43 Bis se define el concepto
de Evaluación Ambiental Estratégica así como los princi-
pios en los que la Secretaría de Medio Ambiente y Recur-



sos Naturales sustentara el procedimiento de la Evaluación
Ambiental Estratégica. Asimismo, se señala que en todo
momento la Secretaría podrá solicitar opinión durante el
procedimiento de la Evaluación Ambiental Estratégica al
más amplio espectro de organismos e instituciones públi-
cas y privadas, esto en los términos señalados en la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo. Se declara el man-
dato de que la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales sea quien mediante Reglamento expida los line-
amientos generales que contengan los requisitos y el pro-
cedimiento aplicable a la Evaluación Ambiental Estratégi-
ca.

Artículo 43 Bis. La Evaluación Ambiental Estratégi-
ca es el proceso mediante el cual se incorpora el aná-
lisis y la evaluación de la dimensión ambiental, en la
formulación de los programas de la administración
pública federal, así como de sus modificaciones.

El análisis y evaluación consistirá en la estimación de
los requerimientos de aprovechamiento, uso o explo-
tación de los recursos naturales y sus servicios am-
bientales asociados, que se estimen necesarios para
la ejecución de los programas. Asimismo, se analiza-
rán y evaluarán los impactos sinérgicos y acumulati-
vos que se generarían sobre los ecosistemas, para es-
tablecer las medidas eficaces que impidan o limiten
la degradación del ambiente.

El procedimiento que la Secretaría establezca para
la Evaluación Ambiental Estratégica de los progra-
mas de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, se sustentará en los siguien-
tes principios:

I. La transversalidad de las políticas públicas de la
administración pública federal, para la sustentabili-
dad ambiental;

II. La coordinación de la Secretaría con las depen-
dencias y entidades de la administración pública fe-
deral, y

III. El fortalecimiento de la gestión ambiental, me-
diante la aplicación integral de los instrumentos de
la política ambiental.

La Secretaría, durante el procedimiento de la Eva-
luación Ambiental Estratégica, podrá solicitar en to-
do momento opinión a las autoridades de las depen-

dencias y entidades de la administración pública fe-
deral, estatal y municipal afectadas, instituciones
académicas, así como a organizaciones sociales y em-
presariales, entre otros organismos, en los términos
señalados en la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo.

La Secretaría expedirá, mediante Reglamento, los li-
neamientos generales que contengan los requisitos y
el procedimiento aplicable a la Evaluación Ambien-
tal Estratégica.

6. En relación a la adición del artículo 43 Bis 1 se estable-
ce que los programas de la administración pública federal
sujetos al procedimiento de Evaluación Ambiental Estraté-
gica son aquellos que contemplen, promuevan o induzcan
obras o actividades de las señaladas en el artículo 28 de la
LGEEPA, referente a la evaluación del impacto ambiental.
Así, aquellos programas que comprenden este tipo de obras
o actividades al someterse de manera inicial a la Evalua-
ción Ambiental Estratégica posibilitarán la reducción sig-
nificativa de impactos ambientales adversos en los proyec-
tos individuales sujetos al procedimiento de evaluación del
impacto ambiental. Para no incurrir en una omisión en la
lista de los programas sujetos a la Evaluación Ambiental
Estratégica se agrega que en el Reglamento será posible in-
cluir otros programas con impactos significativos en el me-
dio ambiente que no sean considerados conforme al citado
artículo 28, dando así la posibilidad al Ejecutivo federal, de
hacer más amplio el listado de programas en evaluación. 

Como únicas excepciones de programas no sujetos al pro-
cedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica se identi-
fican a los programas en materia de seguridad nacional.

Artículo 43 Bis 1. Se someterán a la Evaluación Am-
biental Estratégica los programas de las dependen-
cias y entidades de la administración pública federal,
que contemplen, promuevan o induzcan obras o ac-
tividades de las señaladas en el artículo 28 de esta
Ley y aquellos programas con impactos significati-
vos en el medio ambiente de las dependencias y enti-
dades de la administración pública federal que seña-
le el Reglamento que al efecto se expida. Asimismo,
se sujetarán a las formalidades previstas en esta Sec-
ción, las modificaciones que se realicen a dichos pro-
gramas.

Se exceptúa de la Evaluación Ambiental Estratégica
a los programas en materia de seguridad nacional.
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7. En el artículo 43 Bis 2, en forma similar al artículo 17 de
la Ley 21/2013, de evaluación ambiental de España, se pre-
sentan en su primer párrafo las etapas para la realización
del procedimiento de la Evaluación Ambiental Estratégica,
desde su inicio hasta la resolución en materia de Evalua-
ción Ambiental Estratégica. Con el objeto de mantener
análoga la terminología de evaluación ambiental de la le-
gislación mexicana, se propone que el documento inicial
estratégico en la Ley 21/2013 de España se llame en la ini-
ciativa informe preventivo estratégico; asimismo el in-
forme medioambiental de la Directiva 2001/42/CE, Ley
21/2013, denominado estudio ambiental estratégico en la
Ley 21/2013 de España, se nombre en la iniciativa mani-
festación ambiental estratégica; de la misma forma la lla-
mada declaración de la Directiva 2001/42/CE, denominada
declaración ambiental estratégica en la Ley 21/2013 de Es-
paña, se nombre en la iniciativa resolución en materia de
Evaluación Ambiental Estratégica. 

Se adiciona un segundo párrafo para que se garantice que
quienes realicen los trabajos del documento inicial estraté-
gico, la manifestación ambiental estratégica y la resolución
en materia de evaluación ambiental estratégico sean perso-
nas con la debida cualificación profesional.

Artículo 43 Bis 2. La Evaluación Ambiental Estraté-
gica constará de las siguientes etapas:

a) Solicitud de inicio mediante presentación de infor-
me preventivo estratégico y consultas previas.

b) Determinación del alcance y contenido de la ma-
nifestación ambiental estratégica, así como consultas
a las instituciones públicas y/o privadas y personas
interesadas para tal fin.

c) Elaboración de la manifestación ambiental estra-
tégica.

Información y consultas públicas a las instituciones
públicas afectadas y personas interesadas.

e) Solicitud de resolución en materia de Evaluación
Ambiental Estratégica y análisis técnico del expe-
diente.

f) Resolución en materia de Evaluación Ambiental
Estratégica.

El informe preventivo estratégico, la manifestación
ambiental estratégica y la resolución en materia de
Evaluación Ambiental Estratégica deberán ser reali-
zados por personas que posean la capacidad técnica
suficiente de conformidad con las normas sobre cua-
lificaciones profesionales y de la educación superior,
y tendrán la calidad necesaria para cumplir las exi-
gencias de este procedimiento. Para ello, la Secreta-
ría definirá en el Reglamente que al efecto se expida,
los criterios mínimos de calidad. 

8. La etapa de solicitud de inicio se establece en el artícu-
lo 43 Bis 3, que es parcialmente similar a los artículos 18
y 29 de la Ley 21/2013, de evaluación ambiental de Espa-
ña. En este artículo se señala los requerimientos, incluyen-
do la consulta pública, para dar inicio al procedimiento de
Evaluación Ambiental Estratégica, que se dan a través de la
presentación ante la Secretaría por la dependencia o enti-
dad de la administración pública federal correspondiente,
en su carácter de promovente, de un proyecto preliminar
del programa, así como un informe preventivo estratégico,
que describe la información mínima en relación a los as-
pectos ambientales de dicho programa. Asimismo, se iden-
tifican las causas para no admitir un programa al procedi-
miento de Evaluación Ambiental Estratégica. En especial,
se busca que aquellos programas que no tengan efectos sig-
nificativos sobre el medio ambiente en los términos esta-
blecidos en el artículo 43 Bis 1, se resuelva de manera sim-
ple, que no son sujetos al procedimiento de Evaluación
Ambiental Estratégica; para así, de acuerdo con lo previs-
to en la legislación que corresponda sean implementados.

Artículo 43 Bis 3. El procedimiento de Evaluación
Ambiental Estratégica se apertura con la presenta-
ción de una solicitud de inicio ante la Secretaría de la
misma por la dependencia o entidad de la adminis-
tración pública federal, que será acompañada de un
proyecto preliminar del programa y de un informe
preventivo estratégico, que contendrá, al menos la si-
guiente información:

a) Los objetivos del programa propuesto;

b) El alcance y contenido del programa propuesto y
de sus alternativas razonables, técnica y ambiental-
mente viables;

c) El desarrollo previsible del programa;



d) Una caracterización del estado del medio ambien-
te antes del desarrollo del programa en el ámbito te-
rritorial afectado;

e) Los potenciales impactos ambientales tomando en
consideración el cambio climático;

f) Identificación y valoración de los riesgos ambien-
tales asociados al programa, sean naturales o de ori-
gen antrópico;

g) Las medidas previstas, en su caso, para prevenir,
reducir y, en la medida de lo posible, corregir cual-
quier efecto adverso relevante en el medio ambiente
de la aplicación del programa, tomando en conside-
ración el cambio climático, y

Una descripción de las medidas previstas para el se-
guimiento ambiental del programa.

En un plazo no mayor a cinco días después de ingre-
sada la solicitud de inicio, así como el proyecto preli-
minar del programa y el informe preventivo estraté-
gico, la Secretaría pondrá éstos a disposición del
público en su página electrónica, durante un periodo
de veinte días, con el fin de que puedan ser consulta-
dos por cualquier persona e institución público o pri-
vado, y en su caso se pronuncien mediante opinión
escrita sobre su admisión o inadmisión al procedi-
miento de Evaluación Ambiental Estratégica.

Transcurrido el plazo de consulta, la Secretaría to-
mando en cuenta las opiniones recibidas elaborará y
resolverá en un plazo no mayor a quince días después
de finalizada esta primera consulta pública y una vez
analizada la solicitud de inicio, así como el proyecto
preliminar del programa y el informe preventivo es-
tratégico determinará su admisión o inadmisión al
procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica.
La inadmisión se podrá determinar cuándo:

a) El programa propuesto no tiene efectos significa-
tivos sobre el medio ambiente en los términos esta-
blecidos en el artículo 43 Bis 1, para así, de acuerdo
con lo previsto en la legislación que corresponda sea
realizado; 

b) Se contravenga lo establecido en esta Ley, sus re-
glamentos, las normas oficiales mexicanas y demás
disposiciones aplicables;

c) Se estime de manera inequívoca que el programa
es manifiestamente inviable por razones ambienta-
les;

d) Se estime que el informe preventivo estratégico no
reúne las condiciones de calidad suficientes; o

e) Se hubiese inadmitido o ya hubiese resuelto una
resolución en materia de Evaluación Ambiental Es-
tratégica negativa en un programa sustancialmente
similar al presentado.

9. En el artículo 43 Bis 4 se desarrolla la etapa de la deter-
minación del alcance y contenido de la manifestación am-
biental estratégica. Para ello, se mandata consultar a las
instituciones públicas afectadas y personas interesadas pa-
ra tal fin. Estas se podrán pronunciar mediante opinión es-
crita en un plazo no mayor a veinte días desde la admisión
al procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica.
Posterior a dicha consulta la Secretaría resolverá sobre el
alcance y contenido de la manifestación ambiental estraté-
gica.

Artículo 43 Bis 4. Una vez que la Secretaría admita
al procedimiento de Evaluación Ambiental Estraté-
gica el proyecto preliminar del programa y el infor-
me preventivo estratégico, continuarán éstos a dis-
posición del público en medios electrónicos, con el fin
de que puedan ser consultados por cualquier institu-
ción público afectada y persona interesada, y se pro-
nuncien mediante opinión escrita en un plazo no ma-
yor a veinte días desde dicha admisión sobre el
documento de alcance y contenido de la manifesta-
ción ambiental estratégica.

Transcurrido el plazo de consulta, la Secretaría to-
mando en cuenta las opiniones recibidas elaborará y
resolverá en un plazo de diez días, a la dependencia o
entidad de la administración pública federal promo-
vente, el documento de alcance y contenido de la ma-
nifestación ambiental estratégica, remitiendo anexo
las opiniones recibidas de la consulta realizada.

10. En el artículo 45 Bis 5, retomando en forma parcial al
artículo 20 de la Ley 21/2013, de evaluación ambiental de
España, se presentan los contenidos mínimos que deberá
tener la manifestación ambiental estratégica. 

Artículo 43 Bis 5. La manifestación ambiental estra-
tégica deberá contener, por lo menos, la identifica-
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ción, descripción, análisis y evaluación de los posi-
bles impactos significativos en el medio ambiente de
la aplicación del programa, así como las alternativas
razonables técnica y ambientalmente, que tengan en
cuenta los objetivos y el ámbito de aplicación geo-
gráfica del programa sujeto a evaluación. Para ello,
deberá considerarse los requerimientos de aprove-
chamiento, uso o explotación de los recursos natura-
les y sus servicios ambientales asociados, que se esti-
men necesarios para la ejecución de dicho programa,
así como el análisis y evaluación de los impactos si-
nérgicos y acumulativos, que se generarían sobre los
ecosistemas, tomando en consideración el cambio cli-
mático. Asimismo, las medidas preventivas, de miti-
gación y las demás necesarias para evitar y reducir
al mínimo los efectos adversos del programa sobre el
ambiente.

Estos y otros contenidos de la manifestación am-
biental estratégica serán establecidos de manera
puntual y en detalle en el Reglamento que al efecto
se expida. 

11. En el artículo 43 Bis 6 se establece el plazo de elabora-
ción y entrega de la manifestación ambiental estratégica y
la versión inicial del programa, que deberá tomar en cuen-
ta dicho manifestación ambiental estratégica realizado pa-
ra tal fin. Ambos documentos deberán ser ingresados ante
la Secretaría.

Posteriormente la Secretaría deberá someter en un plazo no
mayor a cinco días de ingresados, la versión inicial del pro-
grama y la manifestación ambiental estratégica a consulta
pública durante un plazo no menor a diez días ni superior
a treinta días bajo el principio de máxima difusión de dicha
información. Para ello se mandata también a la dependen-
cia o entidad de la administración pública federal promo-
vente a utilizar en su caso los foros de consulta popular
previstos en la Ley de Planeación, así como que en el caso
de programas regionales, de manera particular se difunda
en las zonas donde serán aplicados. Ambas son propuestas
de las antes citadas organizaciones de la sociedad civil con
relación a la Evaluación Ambiental Estratégica, así como
los medios de comunicación, preferentemente los medios
electrónicos.

Artículo 43 Bis 6. La dependencia o entidad de la ad-
ministración pública federal promovente elaborará
en un plazo no mayor a treinta días, una versión ini-
cial del programa teniendo en cuenta la manifesta-

ción ambiental estratégica, e ingresará ambos docu-
mentos ante la Secretaría.

La Secretaría hará público en medios electrónicos en
un plazo no mayor a cinco días de ingresados, la ver-
sión inicial del programa y la manifestación ambien-
tal estratégica presentados por la dependencia o en-
tidad de la administración pública federal
promovente, a efecto de que cualquier institución
pública afectada o persona interesada, pueda consul-
tarlos y, en su caso, emitir las opiniones escritas, que
considere pertinentes en un plazo no inferior a diez
días ni superior a treinta días a partir de su someti-
miento a consulta pública. La Secretaría adoptará
las medidas necesarias para garantizar que dichas
opiniones sean conocidas en forma inmediata por la
dependencia o entidad de la administración pública
federal correspondiente, para su consideración.

De manera coordinada con la Secretaría, la depen-
dencia o entidad de la administración pública fede-
ral promovente deberá adoptar las medidas necesa-
rias para garantizar, que tanto la versión inicial del
programa, como la manifestación ambiental estraté-
gica sometidos a consulta pública tengan la máxima
difusión entre el público, utilizando en su caso los fo-
ros de consulta popular previstos en la Ley de Plane-
ación, así como los medios de comunicación, prefe-
rentemente los medios electrónicos. En especial, se
deberá informar los posibles impactos adversos so-
bre el ambiente y las medidas que se adoptarán para
prevenirlos, mitigarlos o, en su caso, restaurarlos o
compensarlos. En el caso de programas regionales,
de manera particular se les difundirá en las zonas
donde serán aplicados.

12. En el artículo 43 Bis 7, retomando en forma parcial al
artículo 24 de la Ley 21/2013, de evaluación ambiental de
España, se establece que para solicitar ante la Secretaría la
resolución en materia de Evaluación Ambiental Estratégi-
ca y análisis técnico del expediente de la Evaluación Am-
biental Estratégica -que contiene la propuesta final del pro-
grama, la manifestación ambiental estratégica, el informe
de resultados de la consulta pública, y un documento resu-
men- se deberá elaborar una propuesta final del programa,
tomando en cuenta las opiniones recibidas, modificando de
ser necesario la manifestación ambiental estratégica.

Artículo 43 Bis 7. Tomando en consideración las opi-
niones recibidas, la dependencia o entidad de la ad-



ministración pública federal promovente, modifica-
rá de ser preciso, la manifestación ambiental estraté-
gica, y elaborará la propuesta final del programa,
presentando ante la Secretaría en un plazo no mayor
de treinta días finalizada la consulta pública señala-
da en el artículo 43 Bis 6, el siguiente expediente de
la Evaluación Ambiental Estratégica:

a) La propuesta final del programa;

b) La manifestación ambiental estratégica;

c) El informe de resultados de la consulta pública, y

d) Un documento resumen en el que se describa la in-
tegración en la propuesta final del programa de los
aspectos ambientales; de la manifestación ambiental
estratégica y su caso de su adecuación; así como de
los resultados de la consulta pública realizada y có-
mo sus opiniones se han tomado en consideración.

13. En el artículo 43 Bis 8 se determina que la Secretaría
realizara un análisis técnico del expediente de la Evalua-
ción Ambiental Estratégica. Se establece que si durante di-
cho análisis técnico del expediente, la Secretaría considera,
que el mismo presenta insuficiencias, podrá solicitarse
dentro de los diez días siguientes a que se reciba dicho ex-
pediente, a que se realicen las ampliaciones o correcciones
a que haya lugar en el plazo máximo de treinta días. 

En este artículo se considera en dos párrafos, que en caso
de no poder atender las observaciones realizados al expe-
diente técnico, la dependencia o entidad de la administra-
ción pública federal promovente pueda solicitar formal-
mente a la Secretaría la instalación de un Comité de
Evaluación Ambiental Estratégica. Esta es una de las pro-
puestas que se adicionan del documento del 2011 presenta-
do por las diversas organizaciones de la sociedad civil con
relación a la Evaluación Ambiental Estratégica. Dicho Co-
mité se mandata sea integrado por representantes de ambas
instituciones, otras dependencias públicas, así como de la
sociedad civil. Con base en la opinión de dicho Comité de
Evaluación Ambiental Estratégica, la Secretaría emitirá la
resolución en materia de Evaluación Ambiental Estratégica.

Artículo 43 Bis 8. La Secretaría con los documentos
del expediente de la Evaluación Ambiental Estraté-
gica realizará un análisis técnico de los mismos, en
especial un análisis de los impactos significativos de

la aplicación del programa en el medio ambiente,
que tomará en cuenta el cambio climático.

Si durante el análisis técnico del expediente de Eva-
luación Ambiental Estratégica la Secretaría conside-
ra, que el mismo presenta insuficiencias, podrá soli-
citar a la dependencia o entidad de la administración
pública federal correspondiente, dentro de los diez
días siguientes a que reciba dicho expediente, que re-
alice las ampliaciones o correcciones a que haya lu-
gar en el plazo máximo de treinta días.

Si la Secretaría al recibir nuevamente el expediente
notificara que las ampliaciones o correcciones son
insuficientes, la dependencia o entidad de la admi-
nistración pública federal promovente deberá comu-
nicar a la Secretaría por escrito en los diez días si-
guientes a dicha notificación las causas de esto,
solicitando que el asunto sea sometido a un Comité
de Evaluación Ambiental Estratégica. De no reali-
zarse dicha solicitud o de no presentarse nuevamen-
te el expediente subsanado, la Secretaría dará por
concluida la Evaluación Ambiental Estratégica, noti-
ficando a su promovente la resolución de conclusión.

El Comité de Evaluación Ambiental Estratégica se
instalará en un plazo no mayor a treinta días a la re-
cepción de la solicitud antes citada, y estará integrado
por un representante de la Secretaría, que actuará co-
mo presidente del Comité en ausencia del represen-
tante de la Oficina de la Presidencia de la República,
un representante de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, un representante de la dependencia o en-
tidad promotora del proyecto de programa, un repre-
sentante de una institución académica o científica,
un representante de organizaciones sociales y un re-
presentante del sector empresarial. El Comité estu-
diará el expediente de Evaluación Ambiental Estra-
tégica, su análisis técnico y toda aquella información
relacionada al procedimiento de Evaluación Am-
biental Estratégica en comento, y con base en dicha
información emitirá una opinión consensuada en un
plazo máximo de treinta días a partir de su instala-
ción. Con base en las opiniones, en su caso, de los Co-
mités de Evaluación Ambiental Estratégica, la Secre-
taría emitirá la resolución en materia de Evaluación
Ambiental Estratégica. El Reglamento de la presen-
te Ley establecerá los requisitos y mecanismos para
la designación de los representantes gubernamenta-
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les y no gubernamentales de los comités, así como los
procedimientos para sus discusiones y la emisión de
las opiniones correspondientes.

14. En el artículo 43 Bis 9 se establece el procedimiento
para realizar la resolución en materia de Evaluación Am-
biental Estratégica. En la resolución la Secretaría precisará
la incorporación de la dimensión ambiental en el programa
sujeto a evaluación; tendrá la naturaleza de resolución, vin-
culante y contendrá una exposición de los hechos que re-
suma los principales aspectos del procedimiento. Se man-
data también, que la resolución en materia de Evaluación
Ambiental Estratégica una vez resuelta, se publicará en el
Diario Oficial de la Federación, sin perjuicio de su publi-
cación en la Gaceta Ecológica y en el sitio electrónico de
la Secretaría. Asimismo, se establece que la Secretaría su-
pervisará el seguimiento del programa respecto a la Eva-
luación Ambiental Estratégica, para lo cual, además de re-
cabar la información necesaria, podrá dictar instrucciones
o requerir a la dependencia o entidad de la administración
pública federal promovente la adopción de las medidas ne-
cesarias para asegurar el cumplimiento de la resolución en
materia de Evaluación Ambiental Estratégica.

Artículo 43 Bis 9. La Secretaría una vez finalizado el
análisis técnico del expediente de Evaluación Am-
biental Estratégica enunciará mediante la resolución
en materia de Evaluación Ambiental Estratégica, en
un plazo de sesenta días contados desde la recepción
del expediente completo, prorrogables por otros
treinta días adicionales por razones justificadas de-
bidamente fundadas motivadas y comunicadas a la
dependencia o entidad de la administración pública
federal correspondiente.

En la resolución en materia de Evaluación Ambien-
tal Estratégica, la Secretaría precisará la incorpora-
ción de la dimensión ambiental en el programa suje-
to a evaluación; tendrá la naturaleza de resolución,
vinculante y contendrá una exposición de los hechos
que resuma los principales aspectos del procedi-
miento, considerando la manifestación ambiental es-
tratégica, incluyendo las opiniones de autoridades,
como los resultados de las consultas públicas, así co-
mo las resoluciones, medidas o condiciones finales
que deban incorporarse en el programa que final-
mente se apruebe. En su contra, no procederá recur-
so alguno.

La resolución en materia de Evaluación Ambiental
Estratégica una vez resuelta, se publicará en el Dia-
rio Oficial de la Federación, sin perjuicio de su pu-
blicación en la Gaceta Ecológica y en el sitio electró-
nico de la Secretaría.

La Secretaría supervisará el seguimiento del progra-
ma respecto a la Evaluación Ambiental Estratégica,
para lo cual, además de recabar la información ne-
cesaria, podrá dictar instrucciones o requerir a la de-
pendencia o entidad de la administración pública fe-
deral promovente la adopción de las medidas
necesarias para asegurar el cumplimiento de la reso-
lución en materia de Evaluación Ambiental Estraté-
gica.

15. En forma similar al artículo 26 de la Ley 21/2013, de
evaluación ambiental de España, en el artículo 43 Bis 10 se
establece que la dependencia o entidad de la administra-
ción pública federal promovente incorporará el contenido
de la resolución en materia de Evaluación Ambiental Es-
tratégica en el programa y de acuerdo con lo previsto en la
legislación que corresponda lo someterá a consideración y
aprobación. La consecuencia jurídica de no darse cumpli-
miento a esta obligación, es que carecerían de validez los
actos de aprobación o autorización de los programas suje-
tos al procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica.
Igualmente, se dispone se publique en el Diario Oficial de
la Federación el programa aprobado, así como un resumen
del proceso realizado de la Evaluación Ambiental Estraté-
gica del programa aprobado, en especial con relación a la
integración en dicho programa de la dimensión ambiental.

Artículo 43 Bis 10. La dependencia o entidad de la
administración pública federal promovente incorpo-
rará el contenido de la resolución en materia de Eva-
luación Ambiental Estratégica en el programa y de
acuerdo con lo previsto en la legislación que corres-
ponda lo someterá a consideración y aprobación. 

En un plazo de diez días desde la aprobación del pro-
grama la dependencia o entidad de la administración
pública federal promovente, remitirá para su publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación la si-
guiente documentación:

a) La resolución por la que se aprueba el programa,
y una referencia a la dirección electrónica en la que
se pondrá a disposición del público el contenido ínte-
gro de dicho programa;



b) Un resumen del proceso realizado de la Evalua-
ción Ambiental Estratégica del programa, en espe-
cial con relación a la integración en el programa de
la dimensión ambiental, y

c) Las medidas adoptadas para el seguimiento de los
efectos en el medio ambiente de la aplicación del pro-
grama.

16. En el artículo 43 Bis 11, se establece en forma similar
al artículo 27 de la Ley 21/2013, de evaluación ambiental
de España, un periodo de vigencia de la resolución en ma-
teria de Evaluación Ambiental Estratégica, en este caso se-
rá de un plazo máximo de un año de no procederse a la
aprobación del programa, salvo se acuerde prórroga con-
forme al Reglamento. 

Artículo 43 Bis 11. La resolución en materia de Eva-
luación Ambiental Estratégica perderá su vigencia y
cesará en la producción de los efectos que le son pro-
pios si, una vez publicada en el Diario Oficial de la
Federación, no se hubiera procedido a la aprobación
del programa en el plazo máximo de un año desde su
publicación. En tales casos, la dependencia o entidad
de la administración pública federal promovente de-
berá iniciar nuevamente el trámite de Evaluación
Ambiental Estratégica del programa, salvo que se
acuerde la prórroga de la vigencia de la resolución
en materia de Evaluación Ambiental Estratégica en
los términos previstos en el Reglamento. 

17. En el artículo 43 Bis 11, se establece en forma similar
al artículo 28 de la Ley 21/2013, de evaluación ambiental
de España, que la resolución en materia de Evaluación Am-
biental Estratégica de un programa aprobado podrá modi-
ficarse. El procedimiento de modificación de la resolución
en materia de Evaluación Ambiental Estratégica será esta-
blecido de manera puntual y en detalle en el Reglamento en
la materia.

Artículo 43 Bis 12. La resolución en materia de Eva-
luación Ambiental Estratégica de un programa apro-
bado podrá modificarse cuando concurran circuns-
tancias que determinen la incorrección de la
resolución en materia de Evaluación Ambiental Es-
tratégica, tanto por hechos o circunstancias de acae-
cimiento posterior a esta última como por hechos o
circunstancias anteriores que, en su momento, no
fueron o no pudieron ser objeto de la adecuada valo-
ración. El procedimiento de modificación de la reso-

lución en materia de Evaluación Ambiental Estraté-
gica será establecido de manera puntual y en detalle
en el Reglamento en la materia.

Con lo anterior, se trata de transferir en principio, tanto sus
objetivos, fundamentos, conceptos técnicos y un método
para la Evaluación Ambiental Estratégica de programas, ya
validado en el ámbito internacional a la legislación mexi-
cana, buscando además adecuar y armonizar esto a los pro-
pios requerimientos del país.

De conformidad con lo anteriormente expuesto, se propo-
ne la discusión y en su caso, la aprobación de esta iniciati-
va con proyecto de decreto.

Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del artí-
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; los artículos 6 Fracción 1, Numeral I., 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso  de la Unión, someto a consideración de este ple-
no.

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente, en materia de evalua-
ción ambiental estratégica

Artículo Único. Se adicionan una fracción XXII al artícu-
lo 5o., recorriéndose la subsecuente; una fracción XXII al
artículo 7o.., recorriéndose la subsecuente; una fracción
XVII al artículo 8o., recorriéndose la subsecuente; un pá-
rrafo tercero al artículo 17 y se adiciona una sección X,
“Evaluación Ambiental Estratégica”, que comprende los
artículos 43 Bis, 43 Bis 1, 43 Bis 2, 43 Bis 3, 43 Bis 4, 43
Bis 5, 43 Bis 6, 43 Bis 7, 43 Bis 8, 43 Bis 9, 43 Bis 10, 43
Bis 11 y 43 Bis 12 al capítulo IV del título primero; y se re-
forman la fracción XXI del artículo 5º., la fracción XXI del
artículo 7o.., y la fracción XVI del artículo 8o. de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, para quedar como sigue:

Artículo 5o. Son facultades de la Federación:

I a XX. ...

XXI. La formulación y ejecución de acciones de miti-
gación y adaptación al cambio climático;
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XXII. La Evaluación Ambiental Estratégica de los
programas de las dependencias y entidades de la ad-
ministración pública federal, así como de las modifi-
caciones de dichos programas, y

XXIII. Las demás que esta Ley u otras disposiciones le-
gales atribuyan a la Federación.

Artículo 7o. Corresponden a los Estados, de conformidad
con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la mate-
ria, las siguientes facultades:

I. a. XX. … La formulación, conducción y evaluación
de la política ambiental estatal;

XXI. La formulación y ejecución de acciones de miti-
gación y adaptación al cambio climático;

XXII. La Evaluación Ambiental Estratégica de los
programas de su competencia, así como de las modi-
ficaciones de los mismos, y

XXIII. La atención de los demás asuntos que en mate-
ria de preservación del equilibrio ecológico y protección
al ambiente les conceda esta Ley u otros ordenamientos
en concordancia con ella y que no estén otorgados ex-
presamente a la Federación.

Artículo 8o. Corresponden a los Municipios, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en la
materia, las siguientes facultades:

I. a XV. …

XVI. La formulación y ejecución de acciones de miti-
gación y adaptación al cambio climático;

XVII. La Evaluación Ambiental Estratégica de los
programas de su competencia, así como de las modi-
ficaciones de los mismos, y

XVIII. La atención de los demás asuntos que en mate-
ria de preservación del equilibrio ecológico y protección
al ambiente les conceda esta Ley u otros ordenamientos
en concordancia con ella y que no estén otorgados ex-
presamente a la Federación o a los Estados.

Artículo 17. ...

(...)

Asimismo, en la formulación de los programas de las
dependencias y entidades de la administración pública
federal, se hará efectiva la transversalidad de las políti-
cas públicas para la sustentabilidad ambiental, a través
de la Evaluación Ambiental Estratégica.

Sección X
Evaluación ambiental estratégica

Artículo 43 Bis. La Evaluación Ambiental Estratégica
es el proceso mediante el cual se incorpora el análisis y
la evaluación de la dimensión ambiental, en la formula-
ción de los programas de la administración pública fe-
deral, así como de sus modificaciones.

El análisis y evaluación consistirá en la estimación de
los requerimientos de aprovechamiento, uso o explota-
ción de los recursos naturales y sus servicios ambienta-
les asociados, que se estimen necesarios para la ejecu-
ción de los programas. Asimismo, se analizarán y
evaluarán los impactos sinérgicos y acumulativos que
se generarían sobre los ecosistemas, para establecer las
medidas eficaces que impidan o limiten la degradación
del ambiente.

El procedimiento que la Secretaría establezca para la
Evaluación Ambiental Estratégica de los programas de
las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, se sustentará en los siguientes principios:

I. La transversalidad de las políticas públicas de la
administración pública federal, para la sustentabili-
dad ambiental;

II. La coordinación de la Secretaría con las depen-
dencias y entidades de la administración pública fe-
deral, y

III. El fortalecimiento de la gestión ambiental, me-
diante la aplicación integral de los instrumentos de
la política ambiental.

La Secretaría, durante el procedimiento de la Evalua-
ción Ambiental Estratégica, podrá solicitar en todo mo-
mento opinión a las autoridades de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, estatal y
municipal afectadas, instituciones académicas, así como
a organizaciones sociales y empresariales, entre otros
organismos, en los términos señalados en la Ley Fede-
ral de Procedimiento Administrativo.



La Secretaría expedirá, mediante Reglamento, los line-
amientos generales que contengan los requisitos y el
procedimiento aplicable a la Evaluación Ambiental Es-
tratégica.

Artículo 43 Bis 1. Se someterán a la Evaluación Am-
biental Estratégica los programas de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, que
contemplen, promuevan o induzcan obras o actividades
de las señaladas en el artículo 28 de esta Ley y aquellos
programas con impactos significativos en el medio am-
biente de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal que señale el Reglamento que al
efecto se expida. Asimismo, se sujetarán a las formali-
dades previstas en esta Sección, las modificaciones que
se realicen a dichos programas.

Se exceptúa de la Evaluación Ambiental Estratégica a
los programas en materia de seguridad nacional.

Artículo 43 Bis 2. La Evaluación Ambiental Estratégica
constará de las siguientes etapas:

a) Solicitud de inicio mediante presentación de infor-
me preventivo estratégico y consultas previas.

b) Determinación del alcance y contenido de la ma-
nifestación ambiental estratégica, así como consultas
a las instituciones públicas y/o privadas y personas
interesadas para tal fin.

c) Elaboración de la manifestación ambiental estra-
tégica.

d) Información y consultas públicas a las institucio-
nes públicas afectadas y personas interesadas.

e) Solicitud de resolución en materia de Evaluación
Ambiental Estratégica y análisis técnico del expe-
diente.

f) Resolución en materia de Evaluación Ambiental
Estratégica.

El informe preventivo estratégico, la manifestación am-
biental estratégica y la resolución en materia de Eva-
luación Ambiental Estratégica deberán ser realizados
por personas que posean la capacidad técnica suficien-
te de conformidad con las normas sobre cualificaciones
profesionales y de la educación superior, y tendrán la

calidad necesaria para cumplir las exigencias de este
procedimiento. Para ello, la Secretaría definirá en el
Reglamente que al efecto se expida, los criterios míni-
mos de calidad. 

Artículo 43 Bis 3. El procedimiento de Evaluación Am-
biental Estratégica se apertura con la presentación de
una solicitud de inicio ante la Secretaría de la misma
por la dependencia o entidad de la administración pú-
blica federal, que será acompañada de un proyecto pre-
liminar del programa y de un informe preventivo es-
tratégico, que contendrá, al menos la siguiente
información:

a) Los objetivos del programa propuesto;

b) El alcance y contenido del programa propuesto y
de sus alternativas razonables, técnicas y ambiental-
mente viables;

c) El desarrollo previsible del programa;

d) Una caracterización del estado del medio ambien-
te antes del desarrollo del programa en el ámbito te-
rritorial afectado;

e) Los potenciales impactos ambientales tomando en
consideración el cambio climático;

f) Identificación y valoración de los riesgos ambien-
tales asociados al programa, sean naturales o de ori-
gen antrópico;

g) Las medidas previstas, en su caso, para prevenir,
reducir y, en la medida de lo posible, corregir cual-
quier efecto adverso relevante en el medio ambiente
de la aplicación del programa, tomando en conside-
ración el cambio climático, y

h) Una descripción de las medidas previstas para el
seguimiento ambiental del programa.

En un plazo no mayor a cinco días después de ingresa-
da la solicitud de inicio, así como el proyecto preliminar
del programa y el informe preventivo estratégico, la Se-
cretaría pondrá éstos a disposición del público en su pá-
gina electrónica, durante un periodo de veinte días, con
el fin de que puedan ser consultados por cualquier per-
sona e institución público o privado, y en su caso se pro-
nuncien mediante opinión escrita sobre su admisión o
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inadmisión al procedimiento de Evaluación Ambiental
Estratégica.

Transcurrido el plazo de consulta, la Secretaría toman-
do en cuenta las opiniones recibidas elaborará y resol-
verá en un plazo no mayor a quince días después de fi-
nalizada esta primera consulta pública y una vez
analizada la solicitud de inicio, así como el proyecto
preliminar del programa y el informe preventivo estra-
tégico determinará su admisión o inadmisión al proce-
dimiento de Evaluación Ambiental Estratégica. La in-
admisión se podrá determinar cuándo:

a) El programa propuesto no tiene efectos significa-
tivos sobre el medio ambiente en los términos esta-
blecidos en el artículo 43 Bis 1, para así, de acuerdo
con lo previsto en la legislación que corresponda sea
realizado; 

b) Se contravenga lo establecido en esta Ley, sus re-
glamentos, las normas oficiales mexicanas y demás
disposiciones aplicables;

c) Se estime de manera inequívoca que el programa
es manifiestamente inviable por razones ambienta-
les;

d) Se estime que el informe preventivo estratégico no
reúne las condiciones de calidad suficientes; o

e) Se hubiese inadmitido o ya hubiese resuelto una
resolución en materia de Evaluación Ambiental Es-
tratégica negativa en un programa sustancialmente
similar al presentado.

Artículo 43 Bis 4. Una vez que la Secretaría admita al
procedimiento de Evaluación Ambiental Estratégica el
proyecto preliminar del programa y el informe preven-
tivo estratégico, continuarán éstos a disposición del pú-
blico en medios electrónicos, con el fin de que puedan
ser consultados por cualquier institución público afec-
tada y persona interesada, y se pronuncien mediante
opinión escrita en un plazo no mayor a veinte días des-
de dicha admisión sobre el documento de alcance y con-
tenido de la manifestación ambiental estratégica.

Transcurrido el plazo de consulta, la Secretaría toman-
do en cuenta las opiniones recibidas elaborará y resol-
verá en un plazo de diez días, a la dependencia o enti-

dad de la administración pública federal promovente,
el documento de alcance y contenido de la manifesta-
ción ambiental estratégica, remitiendo anexo las opi-
niones recibidas de la consulta realizada.

Artículo 43 Bis 5. La manifestación ambiental estraté-
gica deberá contener, por lo menos, la identificación,
descripción, análisis y evaluación de los posibles impac-
tos significativos en el medio ambiente de la aplicación
del programa, así como las alternativas razonables téc-
nica y ambientalmente, que tengan en cuenta los obje-
tivos y el ámbito de aplicación geográfica del programa
sujeto a evaluación. Para ello, deberá considerarse los
requerimientos de aprovechamiento, uso o explotación
de los recursos naturales y sus servicios ambientales
asociados, que se estimen necesarios para la ejecución
de dicho programa, así como el análisis y evaluación de
los impactos sinérgicos y acumulativos, que se genera-
rían sobre los ecosistemas, tomando en consideración el
cambio climático. Asimismo, las medidas preventivas,
de mitigación y las demás necesarias para evitar y re-
ducir al mínimo los efectos adversos del programa so-
bre el ambiente.

Estos y otros contenidos de la manifestación ambiental
estratégica serán establecidos de manera puntual y en
detalle en el Reglamento que al efecto se expida. 

Artículo 43 Bis 6. La dependencia o entidad de la ad-
ministración pública federal promovente elaborará en
un plazo no mayor a treinta días, una versión inicial del
programa teniendo en cuenta la manifestación ambien-
tal estratégica, e ingresará ambos documentos ante la
Secretaría.

La Secretaría hará público en medios electrónicos en
un plazo no mayor a cinco días de ingresados, la versión
inicial del programa y la manifestación ambiental es-
tratégica presentados por la dependencia o entidad de
la administración pública federal promovente, a efecto
de que cualquier institución pública afectada o persona
interesada, pueda consultarlos y, en su caso, emitir las
opiniones escritas, que considere pertinentes en un pla-
zo no inferior a diez días ni superior a treinta días a
partir de su sometimiento a consulta pública. La Secre-
taría adoptará las medidas necesarias para garantizar
que dichas opiniones sean conocidas en forma inmedia-
ta por la dependencia o entidad de la administración
pública federal correspondiente, para su consideración.



De manera coordinada con la Secretaría, la dependen-
cia o entidad de la administración pública federal pro-
movente deberá adoptar las medidas necesarias para
garantizar, que tanto la versión inicial del programa,
como la manifestación ambiental estratégica sometidos
a consulta pública tengan la máxima difusión entre el
público, utilizando en su caso los foros de consulta po-
pular previstos en la Ley de Planeación, así como los
medios de comunicación, preferentemente los medios
electrónicos. En especial, se deberá informar los posi-
bles impactos adversos sobre el ambiente y las medidas
que se adoptarán para prevenirlos, mitigarlos o, en su
caso, restaurarlos o compensarlos. En el caso de pro-
gramas regionales, de manera particular se les difundi-
rá en las zonas donde serán aplicados.

Artículo 43 Bis 7. Tomando en consideración las opi-
niones recibidas, la dependencia o entidad de la admi-
nistración pública federal promovente, modificará de
ser preciso, la manifestación ambiental estratégica, y
elaborará la propuesta final del programa, presentando
ante la Secretaría en un plazo no mayor de treinta días
finalizada la consulta pública señalada en el artículo 43
Bis 6, el siguiente expediente de la Evaluación Ambien-
tal Estratégica:

a) La propuesta final del programa;

b) La manifestación ambiental estratégica;

c) El informe de resultados de la consulta pública, y

d) Un documento resumen en el que se describa la in-
tegración en la propuesta final del programa de los
aspectos ambientales; de la manifestación ambiental
estratégica y su caso de su adecuación; así como de
los resultados de la consulta pública realizada y có-
mo sus opiniones se han tomado en consideración.

Artículo 43 Bis 8. La Secretaría con los documentos del
expediente de la Evaluación Ambiental Estratégica rea-
lizará un análisis técnico de los mismos, en especial un
análisis de los impactos significativos de la aplicación
del programa en el medio ambiente, que tomará en
cuenta el cambio climático.

Si durante el análisis técnico del expediente de Evalua-
ción Ambiental Estratégica la Secretaría considera, que
el mismo presenta insuficiencias, podrá solicitar a la de-
pendencia o entidad de la administración pública fede-

ral correspondiente, dentro de los diez días siguientes a
que reciba dicho expediente, que realice las ampliacio-
nes o correcciones a que haya lugar en el plazo máximo
de treinta días.

Si la Secretaría al recibir nuevamente el expediente no-
tificara que las ampliaciones o correcciones son insufi-
cientes, la dependencia o entidad de la administración
pública federal promovente deberá comunicar a la Se-
cretaría por escrito en los diez días siguientes a dicha
notificación las causas de esto, solicitando que el asun-
to sea sometido a un Comité de Evaluación Ambiental
Estratégica. De no realizarse dicha solicitud o de no
presentarse nuevamente el expediente subsanado, la
Secretaría dará por concluida la Evaluación Ambiental
Estratégica, notificando a su promovente la resolución
de conclusión.

El Comité de Evaluación Ambiental Estratégica se ins-
talará en un plazo no mayor a treinta días a la recep-
ción de la solicitud antes citada, y estará integrado por
un representante de la Secretaría, que actuará como
presidente del Comité en ausencia del representante de
la Oficina de la Presidencia de la República, un repre-
sentante de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, un representante de la dependencia o entidad pro-
motora del proyecto de programa, un representante de
una institución académica o científica, un representan-
te de organizaciones sociales y un representante del sec-
tor empresarial. El Comité estudiará el expediente de
Evaluación Ambiental Estratégica, su análisis técnico y
toda aquella información relacionada al procedimiento
de Evaluación Ambiental Estratégica en comento, y con
base en dicha información emitirá una opinión consen-
suada en un plazo máximo de treinta días a partir de su
instalación. Con base en las opiniones, en su caso, de los
Comités de Evaluación Ambiental Estratégica, la Se-
cretaría emitirá la resolución en materia de Evaluación
Ambiental Estratégica. El Reglamento de la presente
Ley establecerá los requisitos y mecanismos para la de-
signación de los representantes gubernamentales y no
gubernamentales de los comités, así como los procedi-
mientos para sus discusiones y la emisión de las opinio-
nes correspondientes.

Artículo 43 Bis 9. La Secretaría una vez finalizado el
análisis técnico del expediente de Evaluación Ambiental
Estratégica enunciará mediante la resolución en materia
de Evaluación Ambiental Estratégica, en un plazo de se-
senta días contados desde la recepción del expediente
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completo, prorrogables por otros treinta días adicionales
por razones justificadas debidamente fundadas motiva-
das y comunicadas a la dependencia o entidad de la ad-
ministración pública federal correspondiente.

En la resolución en materia de Evaluación Ambiental
Estratégica, la Secretaría precisará la incorporación de
la dimensión ambiental en el programa sujeto a evalua-
ción; tendrá la naturaleza de resolución, vinculante y
contendrá una exposición de los hechos que resuma los
principales aspectos del procedimiento, considerando la
manifestación ambiental estratégica, incluyendo las
opiniones de autoridades, como los resultados de las
consultas públicas, así como las resoluciones, medidas o
condiciones finales que deban incorporarse en el pro-
grama que finalmente se apruebe. En su contra, no
procederá recurso alguno.

La resolución en materia de Evaluación Ambiental Es-
tratégica una vez resuelta, se publicará en el Diario Ofi-
cial de la Federación, sin perjuicio de su publicación en
la Gaceta Ecológica y en el sitio electrónico de la Secre-
taría.

La Secretaría supervisará el seguimiento del programa
respecto a la Evaluación Ambiental Estratégica, para lo
cual, además de recabar la información necesaria, po-
drá dictar instrucciones o requerir a la dependencia o
entidad de la administración pública federal promo-
vente la adopción de las medidas necesarias para ase-
gurar el cumplimiento de la resolución en materia de
Evaluación Ambiental Estratégica.

Artículo 43 Bis 10. La dependencia o entidad de la ad-
ministración pública federal promovente incorporará
el contenido de la resolución en materia de Evaluación
Ambiental Estratégica en el programa y de acuerdo con
lo previsto en la legislación que corresponda lo somete-
rá a consideración y aprobación. 

En un plazo de diez días desde la aprobación del pro-
grama la dependencia o entidad de la administración
pública federal promovente, remitirá para su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación la siguiente
documentación:

a) La resolución por la que se aprueba el programa,
y una referencia a la dirección electrónica en la que
se pondrá a disposición del público el contenido ínte-
gro de dicho programa;

b) Un resumen del proceso realizado de la Evalua-
ción Ambiental Estratégica del programa, en espe-
cial con relación a la integración en el programa de
la dimensión ambiental, y

c) Las medidas adoptadas para el seguimiento de los
efectos en el medio ambiente de la aplicación del pro-
grama.

Artículo 43 Bis 11. La resolución en materia de Evalua-
ción Ambiental Estratégica perderá su vigencia y cesa-
rá en la producción de los efectos que le son propios si,
una vez publicada en el Diario Oficial de la Federación,
no se hubiera procedido a la aprobación del programa
en el plazo máximo de un año desde su publicación. En
tales casos, la dependencia o entidad de la administra-
ción pública federal promovente deberá iniciar nueva-
mente el trámite de Evaluación Ambiental Estratégica
del programa, salvo que se acuerde la prórroga de la vi-
gencia de la resolución en materia de Evaluación Am-
biental Estratégica en los términos previstos en el Re-
glamento. 

Artículo 43 Bis 12. La resolución en materia de Evalua-
ción Ambiental Estratégica de un programa aprobado
podrá modificarse cuando concurran circunstancias
que determinen la incorrección de la resolución en ma-
teria de Evaluación Ambiental Estratégica, tanto por
hechos o circunstancias de acaecimiento posterior a es-
ta última como por hechos o circunstancias anteriores
que, en su momento, no fueron o no pudieron ser obje-
to de la adecuada valoración. El procedimiento de mo-
dificación de la resolución en materia de Evaluación
Ambiental Estratégica será establecido de manera pun-
tual y en detalle en el Reglamento en la materia.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los ciento
ochenta días de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá expedir, en un plazo
no mayor a noventa días, contados a partir de la entrada en
vigor del presente decreto, el Reglamento de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
en materia de Evaluación Ambiental Estratégica.

Tercero. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, hasta en tanto no se cuenta con el Reglamento res-



pectivo, expedirá al día siguiente de la entrada en vigor del
presente decreto, el acuerdo mediante el cual se definan los
lineamientos para el cumplimiento de lo establecido en el
presente decreto.

Cuarto. Se derogan todas aquellas disposiciones que con-
travengan a la presente Ley.

Notas:

1 Inegi, 2014. Sistema de Cuentas Nacionales de México. Cuentas
económicas y ecológicas de México, 2012 preliminar. Base 2008 Mé-
xico.

2 Chapela, Gonzalo y Álvarez, Margarita, Armonización de Programas

para el Desarrollo Rural y Manejo Sustentable de las Tierras, México,
Colección Estudios e Investigación, Centro de Estudios para el Desa-
rrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, 2007, página 164.

3 Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27
de Junio de 2001 relativa a la Evaluación de los Efectos de Determi-

nados Planes y Programas en el Medio Ambiente. Disponible en
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:L:20
01:197:0030:0037:ES:PDF

4 BOE núm. 296 de 11/12/2013, Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de

evaluación ambiental. Disponible en http://www.magrama.gob.es/es/
calidad-y-evaluacion-ambiental/temas/evaluacion-ambiental/
Ley__21_2013_de_Evaluacion_Ambiental_tcm7-309722.pdf

5 BOE núm. 102 de 29/04/2006, Ley 9/2006, de 28 de abril, sobre eva-

luación de los efectos de determinados planes y programas en el me-

dio ambiente. Disponible en http://boe.es/buscar/pdf/2006/BOE-A-
2006-7677-

6 INE-SEMARNAP, 2000. La evaluación del impacto ambiental. Ins-
tituto Nacional de Ecología. Secretaría de Medio Ambiente, Recursos
Naturales y Pesca, México.

7 Semarnat, 2006. Hacia el desarrollo sustentable: avances, retos y
oportunidades, la Subsecretaría de Gestión para la Protección Ambien-
tal (2001-2006). Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
México.

8 Semarnat, 2011. Informe de la Subsecretaría de Gestión para la Pro-
tección Ambiental en México 2007 – 2010.

9 Semarnat, 2006a. La Gestión Ambiental en México. Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, México.

10 Fecha: 2015-12-14

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto por el que
se expide la Ley Federal de Zonas Económicas Especiales y se adi-
ciona el artículo 9 de la Ley General de Bienes Nacionales.

Turnado a la Cámara de Senadores.

Gaceta Parlamentaria, número 4425-IV, lunes 14 de diciembre de
2015.

11 Fecha: 30/09/2008

Que expide la Ley General de Evaluación Ambiental de los Efectos
de Planes y Programas de la Administración Pública, y reforma di-
versas disposiciones de la Ley de Planeación. Presentada por los
diputados Octavio Adolfo Klimek Alcaraz y Roberto Mendoza Flo-
res, PRD; y Diego Cobo Terrazas, PVEM. Turnada a las Comisio-
nes Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de Hacien-
da y Crédito Público, con opinión de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública. 

Gaceta Parlamentaria, número 2599-II, jueves 25 de septiembre de
2008. (2074) 

12 Fecha: Fecha: 13/10/2011

Que expide la Ley General de Evaluación Ambiental de los Efectos
de Planes y Programas de la Administración Pública, y reforma los
artículos 20 y 29 de la Ley de Planeación. Presentada por los dipu-
tados Armando Ríos Piter, César Francisco Burelo Burelo, Ma. Di-
na Herrera Soto y María Araceli Vázquez Camacho, PRD. Turnada
a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y Recursos Naturales
y de Hacienda y Crédito Público, con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública.

Prórroga otorgada el viernes 11 de noviembre de 2011, con base en
el artículo 185 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Gaceta Parlamentaria, número 3368-V, jueves 13 de octubre de
2011. (2926) 

13 Declaratoria de publicidad del dictamen de las Comisiones Unidas
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Hacienda y Crédito Pú-
blico, con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de Evaluación Ambiental Estratégica.

Gaceta Parlamentaria, número 3499-IV, Jueves 26 de Abril de
2012.
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14 Propuestas de reformas y adiciones a la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente para mejorar el procedimiento
de evaluación de impacto ambiental federal en México. Elaborado por:
Alcosta, Alianza por la Sustentabilidad del Noroeste; Causa Natura
A.C.; Centro Mexicano de Derecho Ambiental; Fundar, Centro de Aná-
lisis e Investigación, y Vo.Bo. Asesores Integrales S.C. Disponible en:
http://www.cemda.org.mx/wp-content/uploads/2011/12/CEM_Libro.
pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de 2016.— Diputado
Juan Fernando Rubio Quiroz (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales para dictamen.

EXPIDE LA LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO
134 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La Secretaria diputada Ernestina Godoy Ramos: «Ini-
ciativa que expide la Ley Reglamentaria del Artículo 134
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de Propaganda Gubernamental y Comuni-
cación Social, a cargo de la diputada Isaura Ivanova Pool
Pech y suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del
PRD

Planteamiento del problema

En la actualidad persiste un vacío legal en materia de pro-
paganda gubernamental, ya que derivado de la reforma
electoral de 2007 que incluyó esta materia a nivel constitu-
cional tanto en el artículo 134, como en sus artículos tran-
sitorios, especificó claramente el mandato para que se emi-
tiera la ley reglamentaria correspondiente que regularía las
modalidades de la comunicación social gubernamental;
una orden que se reiteró en las reformas electorales poste-
riores.

Sin embargo, esto no se ha hecho, el Congreso de la Unión
sigue en falta, pese a que ha avanzado desde entonces, en
varias reformas electorales y en temas adyacentes que tie-
nen que ver con la transparencia, la rendición de cuentas y
el combate a la corrupción, la regulación de la propaganda
gubernamental, que es un tema tan sensible para poder
avanzar consistentemente en aquellos, sobre todo por su

particular importancia en el contexto de nuestro sistema
político, simplemente se mantiene en absoluto estanca-
miento.

Por ello, es que en el Grupo Parlamentario del PRD, consi-
deramos imprescindible que desde el comienzo de la pre-
sente legislatura, se ponga en la mesa de debate este tema,
con la expectativa de que ahora sí pueda discutirse y, en su
caso, aprobarse un instrumento legal que sirva para darle
condiciones de equidad no solamente a las contiendas elec-
torales, sino al posicionamiento político de los partidos, se
respete el derecho a la información de los ciudadanos y la
comunicación gubernamental sea verdaderamente social.

Argumentos

Organizaciones civiles especialistas en la materia como
Fundar y Artículo 19 presentaron un informe conjunto con
datos sobre el gasto excesivo del actual gobierno federal y
las entidades federativas en materia de publicidad oficial.
El informe Libertad de expresión en venta. Acceso a la in-
formación y censura indirecta en publicidad oficial es la
cuarta edición del índice de acceso al gasto en publicidad
oficial, y da evidencia de que no sólo a nivel federal sino
también en los estados, la tendencia es el aumento del gas-
to para la difusión de información gubernamental y el uso
discrecional de los recursos. Además de tratarse de propa-
ganda, muchas veces enfocada en la imagen propia de
nuestros gobernantes, los medios que reciben recursos di-
fícilmente son críticos hacia sus patrocinadores. De esa
manera las consecuencias para la libertad de expresión, de
la censura indirecta, son graves.

El reciente informe demuestra que los gastos son millona-
rios, la falta de transparencia persiste y el diseño institu-
cional y legal permite impunidad y prácticas contrarias a la
libertad de expresión e información. Como por ejemplo du-
rante 2013, 27 entidades gastaron 5 mil 639 millones de
pesos en publicidad oficial. Si se suman los gastos federa-
les de ese año, se documenta un total de 13 mil 640 millo-
nes de pesos. Sólo a nivel federal, en sus dos primeros años
de gobierno, el presidente Peña Nieto gastó más de 14 mil
663 millones. Nunca un presidente había gastado tal canti-
dad en sus primeros años.

A lo largo de los últimos cuatro años, para la elaboración
del índice de publicidad oficial, se realizaron solicitudes de
acceso a la información tanto al gobierno federal como a
las 32 entidades federativas, con el propósito de conocer la
información presupuestaria que describa la cantidad apro-



bada y el presupuesto ejercido para publicidad oficial, así
como los montos totales destinados a cada tipo de medio de
comunicación (medios impresos, televisión, radio, etcéte-
ra) y los montos por proveedor y concepto del gasto o cam-
paña de comunicación.

En estos años, se ha demostrado que mucha información
relacionada con el ejercicio del gasto se oculta o es inexis-
tente, impidiendo de esta forma conocer la racionalidad de-
trás del mismo. Con ello, no sabemos si las cantidades des-
tinadas a este rubro son justificadas o responden a
decisiones discrecionales de los gobernantes.

Aun con la poca información que los gobiernos han entre-
gado, el índice ha identificado un aumento considerable en
el ejercicio presupuestario desde 2011. Otro de los hallaz-
gos relevantes es el sobre ejercicio del gasto, es decir, la
tendencia a gastar más de lo aprobado por el Poder Legis-
lativo. Tan sólo el gobierno federal para 2014 gastó 50 por
ciento más de lo aprobado por la Cámara de Diputados.

Dos problemas son fundamentales para entender la resis-
tencia de cambiar las prácticas gubernamentales frente al
gasto excesivo en publicidad oficial. En primer lugar, la
publicidad oficial al enfocarse en la imagen del gobernador
o los logros de los programas públicos es utilizada para fi-
nes electorales. Por otro lado, permite ejercer censura indi-
recta, es decir, se utiliza como mecanismo de presión a la
prensa, limitando la libertad de expresión en un clima hos-
til para periodistas y comunicadores del país.

En el contexto económico actual, el gobierno además de
hacer recortes, ha reconocido la importancia de acabar con
las inercias en el gasto público. Por lo tanto, además de una
reestructuración del presupuesto para los siguientes años,
sería esencial que los recortes presupuestarios empezaran
con la misma administración pública. Estos datos sobre el
gasto excesivo en publicidad oficial ya no pueden ser ig-
norados y se necesitan regular y sancionar estas prácticas.
Esta es la única manera para la actual administración fede-
ral de ser congruente con los compromisos que adquirió
con la transparencia y la corrupción.

De conformidad con lo establecido en el artículo 134, pá-
rrafos séptimo y octavo de la Constitución, la propaganda
que, bajo cualquier modalidad de comunicación social, di-
fundan los poderes públicos, los órganos autónomos, las
dependencias y entidades de la administración pública y
cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, deberá
tener carácter institucional y fines informativos, educativos

o de orientación social. En ningún caso esta propaganda in-
cluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen
promoción personalizada de cualquier servidor público.

En consecuencia, la propaganda que se transmita deberá te-
ner carácter institucional y abstenerse de incluir frases,
imágenes, voces o símbolos que pudieran ser constitutivos
de propaganda política o electoral, o bien elementos de
propaganda personalizada de servidor público alguno.

Es decir, no podrá difundir logros de gobierno, obra públi-
ca, ni emitir información sobre programas y acciones que
promuevan innovaciones en bien de la ciudadanía.

Su contenido se limitará a identificar el nombre de la insti-
tución de que se trata sin hacer alusión a cualquiera de las
frases, imágenes, voces o símbolos que pudieran ser cons-
titutivos de propaganda política o electoral.

La propaganda podrá incluir el nombre de la dependencia
y su escudo oficial como medio identificativo, siempre y
cuando éstos no se relacionen de manera directa con la ges-
tión de algún gobierno o administración federal o local.

La propaganda no podrá contener logotipos, slogans o
cualquier otro tipo de referencias al gobierno federal o a al-
gún otro gobierno o administración, o a sus campañas ins-
titucionales, ni incluir elementos de propaganda personali-
zada de servidor público alguno.

En su caso, la propaganda exceptuada mediante este acuer-
do, deberá tener fines informativos sobre la prestación de
un servicio, alguna campaña de educación o de orientación
social, por lo que no está permitida la exaltación, promo-
ción o justificación de algún programa o logro obtenido en
los gobiernos local o federal o de alguna administración es-
pecífica.

Cabe recordar que en materia electoral, en sesión pública
celebrada el diecinueve de octubre de dos mil once, la Sa-
la Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación aprobó la jurisprudencia 18/2011, misma que
señala lo siguiente:

“Propaganda gubernamental. Los supuestos de ex-
cepción a que se refiere el artículo 41, base III, apar-
tado C, de la Constitución Federal, deben cumplir
con los principios de equidad e imparcialidad. De la
interpretación de los artículos 41, Base III, apartado C,
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Esta-
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dos Unidos Mexicanos; y 2, párrafo 2, del Código Fe-
deral de Instituciones y Procedimientos Electorales, se
colige que la restricción a la difusión en medios de co-
municación social de toda propaganda gubernamental
durante las campañas electorales tiene como fin evitar
que los entes públicos puedan influir en las preferencias
electorales de los ciudadanos, ya sea en pro o en contra
de determinado partido político o candidato, atento a los
principios de equidad e imparcialidad que rigen en la
contienda electoral. En consecuencia, los supuestos de
excepción relativos a las campañas de información, ser-
vicios educativos, de salud y las de protección civil en
caso de emergencia, a que se refieren ambos preceptos
jurídicos, deberán colmar los mencionados principios,
dado que de ninguna manera pueden considerarse como
exentos de cumplir con la normativa constitucional y le-
gal en la materia.”

De dicho criterio se desprende que la finalidad de la prohi-
bición de difundir propaganda gubernamental es evitar que
ésta influya o pueda influir en las preferencias electorales
de los ciudadanos, ya sea a favor o en contra de determi-
nado partido político o de su candidato, en tanto el sistema
democrático ha sido diseñado para que los poderes públi-
cos, los órganos a través de los tres niveles de gobierno y
cualesquiera entes públicos observen una conducta impar-
cial en las elecciones.

Hoy en día sólo existen algunas disposiciones legales que
sean aplicables a situaciones y casos concretos a los proble-
mas que revisten el uso y abuso en los medios de comunica-
ción de este que, lejos de ser un instrumento de comunica-
ción social, es un medio de promoción personalizada al
servicio de los gobernantes y aspirantes a puestos de elec-
ción popular que ven en la exposición pública en medios y
en el ejercicio de cuantiosos recursos públicos, la oportu-
nidad de posicionarse frente a la opinión pública, con toda
impunidad.

Creemos que uno de los mayores incentivos para que se co-
mentan estas conductas negativas, es el vacío legal que he-
mos comentado, ya que ante la ausencia de los dispositivos
legales que desarrollen los mandatos del artículo 134 cons-
titucional, la autoridad sólo ha proveído algunos instru-
mentos interpretativos de los mismos aplicándolos a la
enorme cantidad de asuntos y controversias que son pro-
movidos ante las instancias administrativas y jurisdiccio-
nales correspondientes.

Ante esta situación resulta imprescindible impedir que los
efectos perniciosos de esta laguna jurídica se sigan dando,
ya que esto distorsiona las necesarias condiciones de equi-
librio de la convivencia política cotidiana y de las contien-
das electorales en un entorno verdaderamente democrático.

Una situación que no solamente se da en el ámbito federal,
sino que también se reproduce a nivel local, en los estados
y municipios, prolongando los espacios de abusos y el des-
orden por parte de los altos funcionarios públicos, princi-
palmente los gobernadores y en alguna medida los presi-
dentes municipales que cuentan con mayores recursos
públicos, no de todos los municipios, porque hasta en esto,
también hay inequidad, pero que en todos los casos, sirve
al anunciante para promover su marca y a los medios de
comunicación para darle la vuelta al modelo de comunica-
ción política en materia electoral, el cual limitó sus cuan-
tiosas ganancias, al desaparecer el mercadeo ilegal de spots
en radio y televisión, que servía sólo para los aspirantes
adinerados, en detrimento de la equidad electoral.

Por ello, es que estamos presentando a consideración de es-
ta soberanía esta iniciativa con proyecto de decreto que
propone una ley general en la materia, toda vez que esta-
mos ante un fenómeno generalizado de estas magnitudes
que constituye en la mayoría de los casos, un desvío vela-
do de los recursos públicos, la artera violación a las prohi-
biciones dispuestas por el artículo 134 constitucional, el
nulo reconocimiento del derecho a la información y al de-
recho de las audiencias.

El derecho de los ciudadanos a contar con información ve-
raz, oportuna y de contenido social sobre temas de trascen-
dencia nacional, es uno de los valores que está en juego de
nuestro incipiente sistema democrático.

Aquí se involucran necesariamente los temas de neutrali-
dad e institucionalidad, tomando en cuenta el enorme po-
tencial que tiene este sector de la comunicación y el im-
pacto que tiene en las audiencias, se deben tomar en cuenta
estos principios, porque los medios de comunicación y la
publicidad oficial, en particular, deben preservar estricta-
mente las condiciones de equidad entre los actores partici-
pantes, pero sobre todo, conservar un equilibrio informati-
vo para los ciudadanos.

Otro aspecto crucial en esta materia es la ausencia de reglas
claras para el ejercicio de los recursos públicos que se ejer-
cen en este rubro, que es una de las más graves omisiones
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en la regulación de su ejercicio presupuestal, ya que año
con año se aprueban en los Congresos federal y locales,
millonarias cantidades de recursos fiscales destinadas su-
puestamente para este fin, tanto para la federación como
para los estados, sin que existan los controles apropiados
sobre el ejercicio real y la evaluación del cumplimiento de
metas y objetivos. Y es que la carencia de un marco legal
específico que defina los objetivos, la asignación, la con-
tratación así como el control de las pautas estatales permi-
te una utilización arbitraria de los recursos lo que va en de-
trimento de la libertad de expresión.

Tomando en cuenta que nuestra Constitución fue reforma-
da para introducir el nuevo Sistema Nacional Anticorrup-
ción, en el que de manera destacada se consolidan como
verdaderas instituciones de estado, la Auditoría Superior de
la Federación, el nuevo Tribunal de Justicia Administrativa
y la Fiscalía Anticorrupción, que junto al nuevo órgano de
control interno del Ejecutivo, conformarán la estructura vi-
tal de este sistema, como así se desprende principalmente
del artículo 79 de nuestra Constitución que a la letra dice:

“Artículo 79. La Auditoría Superior de la Federación de
la Cámara de Diputados, tendrá autonomía técnica y de
gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir
sobre su organización interna, funcionamiento y resolu-
ciones, en los términos que disponga la ley.

La función de fiscalización será ejercida conforme a los
principios de legalidad, definitividad, imparcialidad y
confiabilidad.

La Auditoría Superior de la Federación podrá iniciar el
proceso de fiscalización a partir del primer día hábil del
ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de que las obser-
vaciones o recomendaciones que, en su caso realice, de-
berán referirse a la información definitiva presentada en
la Cuenta Pública.

Asimismo, por lo que corresponde a los trabajos de pla-
neación de las auditorías, la Auditoría Superior de la Fe-
deración podrá solicitar información del ejercicio en
curso, respecto de procesos concluidos.

La Auditoría Superior de la Federación tendrá a su car-
go:

I. ...

También fiscalizará directamente los recursos federales
que administren o ejerzan los estados, los municipios, y
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México.
En los términos que establezca la ley fiscalizará, en co-
ordinación con las entidades locales de fiscalización o
de manera directa, las participaciones federales. En el
caso de los estados y los municipios cuyos empréstitos
cuenten con la garantía de la federación, fiscalizará el
destino y ejercicio de los recursos correspondientes que
hayan realizado los gobiernos locales. Asimismo, fisca-
lizará los recursos federales que se destinen y se ejerzan
por cualquier entidad, persona física o moral, pública o
privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y
mandatos, públicos y privados, o cualquier otra figura
jurídica, de conformidad con los procedimientos esta-
blecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia
de otras autoridades y de los derechos de los usuarios
del sistema financiero.”

Con estas nuevas facultades constitucionales consideramos
que se deben desarrollar puntualmente las atribuciones de
la Auditoría Superior de la Federación en el marco de la le-
gislación secundaria, como es el caso de la presente ley,
dado que no debe considerarse de manera restrictiva la
aplicación del mandato constitucional para fiscalizar los
recursos públicos que se hayan otorgado en materia de pro-
paganda gubernamental, verificando su aplicación al obje-
to autorizado y comprobando el apego a los principios de
ley, y para rendir anualmente un informe público al Con-
greso de la Unión sobre el estado que guarda la política de
propaganda gubernamental.

Asimismo, se mandata que las entidades de fiscalización
de las entidades federativas auditen a su vez la ejecución de
la propaganda gubernamental en sus respectivas compe-
tencias, salvo en los casos en que se erogue gasto público
federalizado, o en un mismo hecho estuvieren involucrados
servidores públicos de la federación y de las entidades fe-
derativas o municipios, o demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México; en cuyo caso la competencia recaerá en
la Auditoría Superior de la Federación.

Consideramos que es fundamental avanzar en el desarrollo
legislativo de las leyes secundarias que le darán vida a las
numerosas facultades que ahora el Constituyente Perma-
nente les confirió, por ello, en esa lógica es que estamos
proponiendo que estos órganos de estado como así los es-
timamos, puedan tener competencia en materia de propa-
ganda gubernamental y/o comunicación social, que por ser
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materia de una ley general que involucra a los tres órdenes
gobierno, como así mandata el propio texto constitucional,
articulen un órgano de control y fiscalización como un ele-
mento central en el ejercicio de gobierno, que se ha desvir-
tuado en los últimos años, en buena parte debido a la au-
sencia precisamente de una ley reglamentaria como es la
que en esta iniciativa estamos proponiendo a esta sobera-
nía.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y en los artículos 6, numeral 1,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, quie-
nes suscribimos, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, sometemos a consi-
deración de esta soberanía iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley General de Propa-
ganda Gubernamental y Comunicación Social Regla-
mentaria del Artículo 134 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se expide la Ley General de Propaganda Guberna-
mental y Comunicación Social Reglamentaria del Artículo
134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos en los siguientes términos:

Ley General de Propaganda Gubernamental y Comu-
nicación Social

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del artículo
134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos en materia de propaganda gubernamental y comu-
nicación social; sus disposiciones son de orden público y
tiene por objeto regular, fiscalizar y vigilar la asignación,
distribución, contratación y contenidos de la comunicación
gubernamental, que realicen dependencias y entidades pú-
blicas, tanto de la federación, los estados, los municipios y
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y
las propias de la Ciudad de México; y órganos autónomos,
a través de los medios de comunicación, tales como prensa
escrita, televisión, radio, medios electrónicos, salas de ex-
hibición de cinematografía o infraestructura colocada en la
vía pública, o cualquier otro, siguiendo estrictamente los
principios constitucionales y legales en la materia.

Artículo 2. La interpretación de esta ley se hará atendien-
do a los criterios gramatical, sistemático y funcional; ante
la ausencia de disposición expresa se aplicarán de manera
supletoria, las disposiciones constitucionales y leyes gene-
rales en materia de anticorrupción, transparencia y rendi-
ción de cuentas así como la ley de responsabilidades admi-
nistrativas, las leyes de responsabilidades locales, la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo, la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación, la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público, la legislación electoral general, así como las fuen-
tes del derecho internacional en la materia.

Artículo 3. Las normas establecidas en el presente orde-
namiento se aplicarán respecto de cualquier servicio de
comunicación contratado con recursos públicos, tanto por
las instituciones públicas o privadas, como por cualquier
otra persona que destine dichos recursos al pago de pu-
blicidad en medios de comunicación y la comunicación
gubernamental transmitida en los tiempos de estado y fis-
cales.

Artículo 4. La Auditoría Superior de la Federación así co-
mo los órganos fiscalizadores de las entidades federativas,
fiscalizarán directamente los recursos federales que admi-
nistren o ejerzan los estados, los municipios, la Ciudad de
México y los órganos político-administrativos de sus de-
marcaciones territoriales. 

En los términos que establezca esta ley fiscalizará, en co-
ordinación con las entidades locales de fiscalización o de
manera directa, las participaciones federales o bien en el
caso de las entidades federativas y de los municipios cuyos
recursos cuenten con la garantía de la Federación, el desti-
no y ejercicio de los recursos correspondientes que hayan
ejercido de manera directa o indirecta los gobiernos locales
para gasto de propaganda y comunicación social.

Asimismo, también fiscalizará los recursos federales que
se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona físi-
ca o moral, pública o privada, y los transferidos a fideico-
misos, fondos y mandatos, públicos y privados, o cualquier
otra figura jurídica, de conformidad con los procedimien-
tos establecidos en esta ley que se hayan utilizado con el
propósito de invertirse directa o indirectamente en medios
de propaganda o comunicación social.

Artículo 5. La Auditoría Superior de la Federación, los ór-
ganos fiscalizadores de las entidades federativas, en el
marco del Sistema Nacional Anticorrupción, en ejercicio
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de sus propias atribuciones, en cuanto al cumplimiento de
esta ley:

I. Realizarán observaciones a los entes revisados o fis-
calizados para los efectos correspondientes;

II. Iniciarán procedimientos para fincar responsabilida-
des administrativas y la imposición de las sanciones res-
pectivas;

III. Determinarán los daños y perjuicios que afectan la
Hacienda Pública o, en su caso, al patrimonio de los en-
tes públicos, y fincará directamente las responsabilida-
des resarcitorias;

IV. Promoverán denuncias de hechos ante el Ministerio
Público, cuando proceden, y

V. Ejercerán las demás atribuciones que le confiere la
presente ley en la materia en cuanto a la fiscalización y
rendición de cuentas, para procurar su cumplimiento.

Las entidades de fiscalización y los tribunales de justi-
cia administrativa de las entidades federativas ejercerán
sus funciones conforme a lo dispuesto por esta ley y las
correspondientes a su régimen interior en el marco del
Sistema Nacional Anticorrupción.

Artículo 6. Para efectos de la presente ley, se entenderá
por:

I. Imagen institucional: cualquier tipo de señal, tipogra-
fía, reproducción, fotografía, símbolo, identificador vi-
sual, rótulos, insignias, voz, nombre, biografía, inclui-
dos en cualquier tipo de promocionales difundidos por
radio, televisión, propaganda impresa y visual, internet,
que desarrollen las dependencias públicas, funcionarios
públicos, de las comunicaciones oficiales que se utilicen
a fin de dar a conocer sus actividades a la ciudadanía.

II: Medio de comunicación: la persona que presta servi-
cios de televisión o audio restringidos, de radiodifusión
o que de manera impresa o electrónica difunde masiva-
mente información y que opera con sujeción a las dis-
posiciones legales aplicables.

III. Padrón Nacional: El padrón nacional de prestadores
de servicios relacionados con los medios de comunica-
ción.

IV. Padrón Local: El padrón de prestadores de servicios
relacionados con los medios de comunicación en cada
una de las entidades federativas.

V. Propaganda gubernamental: La producción, asigna-
ción, distribución, contratación y los mensajes que a tra-
vés de un espacio publicitario gratuito o contratado ba-
jo cualquier modalidad y en cualquier soporte, realicen
los sujetos obligados de esta ley.

VI. Propaganda gubernamental encubierta: cualquier
expresión en los medios de comunicación que, preten-
diendo ser una noticia, o simplemente un pasaje en un
programa televisivo, por la descontextualización, la re-
petición innecesaria, o por su falta de objetividad se
convierta en un mecanismo de difusión de un servidor
público.

VII. Tiempos de Estado: las transmisiones que la radio
y la televisión deben proveer para que el estado difunda
sus políticas públicas en términos de la Constitución y
la Ley Federal de Radio y Televisión.

VIII. Tiempos fiscales: los tiempos que derivan de las
autorizaciones a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico para que los concesionarios y permisionarios pa-
guen sus impuestos al Estado mexicano.

Artículo 7. En la difusión de la propaganda gubernamen-
tal, los sujetos obligados en el marco de sus atribuciones
vigilarán que se observen los principios siguientes:

I. Interés y utilidad públicos. Se difunde la información
que resulta necesaria u oportuna para los ciudadanos
con fines informativos, educativos y de orientación so-
cial, para lograr el bienestar general de la comunidad;

II. Carácter institucional. No promueve personas, sea en
los ámbitos de sus acciones civiles o en el ejercicio de
una función pública, como tampoco intereses particula-
res ni actividades distintas a las realizadas dentro del
ámbito de competencia del órgano que la ejerce;

III. Garantía de derechos y libertades. Salvaguarda y fo-
menta el derecho a la información, por lo que se difun-
de bajo criterios de veracidad, precisión, objetividad,
suficiencia, claridad y fácil comprensión de los conteni-
dos, así como el ejercicio de las libertades de expresión
y opinión, por lo que su difusión se asigna mediante cri-
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terios de equidad y respeto a la pluralidad, proscribien-
do cualquier acción que implique la censura indirecta de
algún medio de comunicación social o su beneficio fun-
dado en motivos políticos, personales o ideológicos;

IV. Fomento al pluralismo informativo. Se sustenta en
políticas y destino de recursos que promueven la diver-
sidad y el pluralismo de medios;

V. Igualdad Social. Salvaguarda y fomenta los princi-
pios constitucionales de la pluriculturalidad, no discri-
minación y respeto a los derechos humanos;

VI. Equidad de Género. Salvaguarda el principio cons-
titucional de la igualdad entre hombres y mujeres;

VII. Eficiencia y racionalidad. Sustenta la programación
y ejercicio del gasto sobre criterios de eficiencia, efica-
cia y racionalidad, a efecto de disminuir los costos pu-
blicitarios, mejorar la planificación y el sistema de toma
de decisiones para alcanzar los objetivos estratégicos;

VIII. Transparencia. Garantizar la transparencia y acce-
so a toda información relacionada con la utilización de
los recursos públicos destinados a la comunicación gu-
bernamental;

IX. Lealtad Social. Fortalece el vínculo de comunica-
ción entre instituciones del estado y ciudadanía, por lo
que no denigra a particulares, sean personas físicas o
morales, e

X. Imparcialidad. Garantiza la equidad en la competen-
cia entre los partidos políticos.

Artículo 8. La propaganda susceptible de difusión por los
entes públicos abarcará:

I. La información relativa al contenido de las leyes, el
ejercicio de los derechos y al cumplimento de las obli-
gaciones de los ciudadanos, así como la promoción de
conductas de relevancia social y de participación ciuda-
dana en la vida pública;

II. La promoción de campañas en materia de derechos
humanos, relacionadas estrictamente con la salud de las
personas, programas de alfabetización, daños al medio
ambiente o su mitigación;

III. La información relativa a la ejecución del plan y los
programas de desarrollo con motivo del informe de go-
bierno;

IV. La información relativa al cumplimiento de las obli-
gaciones tributarias;

V. La información de prevención sanitaria y protección
civil frente a siniestros u otras contingencias y situacio-
nes de emergencia; y

VI. La información relativa a la aplicación del artículo
29 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Capítulo Segundo
Restricciones a la Propaganda Gubernamental

Artículo 9. Los sujetos obligados en lo relacionado con la
propaganda gubernamental que difundan por cualquier
modelo de comunicación social no pueden:

I. Incluir la imagen, nombre, cargo, voz o símbolo de los
servidores públicos;

II. Incluir las características personales o logros de las
actividades de los servidores públicos;

III. Incluir mensajes, símbolos o colores con idénticas
frases, tonalidades, tipografía o cualquier elemento que
identifique al promocional con un partido político o co-
alición;

IV. Incluir mensajes, símbolos o colores que generen
confusión con los utilizados por otros entes públicos,
partidos o coaliciones, así como el uso de los colores de
los símbolos patrios;

V. Incluir mensajes que generen invitación a la violen-
cia, a la violencia de género, a la vulneración a los de-
rechos humanos o a la discriminación;

VI. Incluir mensajes que pretendan influir en las prefe-
rencias electorales de los ciudadanos;

VII. Dejar de incluir con claridad el sujeto obligado que
emite el promocional; y
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VIII. Utilizar cualquier medio de comunicación o redes
sociales para denigrar o calumniar a otro funcionario
público.

Artículo 10. Los sujetos obligados no pueden adquirir, a tí-
tulo oneroso o gratuito, publicidad con cualquier medio de
comunicación social que sea presentada como noticia, o en
cualquiera de las modalidades de la propaganda encubier-
ta, por parte del emisor de última instancia, así como el pa-
go directo o indirecto por entrevistas de servidores públi-
cos o por cobertura informativa de eventos oficiales de
cualquier clase.

Artículo 11. Los sujetos obligados no pueden adquirir en
el extranjero propaganda gubernamental, salvo estricta-
mente en los casos de excepción previstos en esta ley.

Artículo 12. Durante el tiempo que comprendan las pre-
campañas y campañas electorales federales, el periodo de
intercampañas y hasta la conclusión de la jornada comicial,
deberá suspenderse la difusión en los medios de comunica-
ción de toda comunicación gubernamental con excepción
de las campañas de información de las autoridades electo-
rales, y a las que sean necesarias para atender casos de
emergencia.

Los permisionarios y concesionarios de radio y de televi-
sión deberán suspender la difusión de toda propaganda gu-
bernamental durante el tiempo a que se refiere el párrafo
anterior.

Artículo 13. Los sujetos obligados no pueden adquirir, a tí-
tulo oneroso o gratuito, bajo ninguna modalidad de comu-
nicación social, ni tolerar la transmisión de propaganda que
tenga por finalidad difundir informes de labores o de ges-
tión, o incluya nombres, imágenes, voces o símbolos que
impliquen por cualquier otro motivo la promoción perso-
nalizada de cualquier servidor público.

A fin de preservar la imparcialidad de los entes públicos de
los tres órdenes de gobierno durante los procesos electora-
les, las campañas de información de las autoridades electo-
rales, o las necesarias para la protección civil en casos de
emergencia no podrán referirse a otro tema que los antes
señalados.

De igual forma en el contenido de los mensajes de estas
campañas se observará estricta austeridad y neutralidad en
el uso de recursos empleados para la producción de los
mismos; evitando en todo momento referencias a logros de

gobierno o cualquier elemento que implique influir en
campañas electorales.

Artículo 14. El Instituto Nacional Electoral promoverá la
difusión y discusión informada de las consultas populares,
una vez que hayan sido convocadas por el Congreso de la
Unión, y garantizará el acceso igualitario a la radio y la te-
levisión a quienes hubieran presentado la petición y a la au-
toridad que conozca del acto relacionado con el tema suje-
to a consulta, a través de los tiempos oficiales que le
corresponde administrar para sus propios fines.

Cuando a juicio del instituto el tiempo total en radio y tele-
visión a que se refiere el párrafo anterior fuese insuficiente,
determinará lo conducente para cubrir el tiempo faltante.

Fuera de lo establecido en los párrafos anteriores, ninguna
autoridad podrá realizar propaganda mediante la transmi-
sión en radio y televisión respecto del tema sujeto a con-
sulta popular a partir de que sea emitida la convocatoria
respectiva.

Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o
por cuenta de terceros, podrá contratar propaganda en radio
y televisión dirigida a influir en la opinión de los ciudada-
nos sobre la consulta popular.

La promoción que realicen tanto los peticionarios como las
autoridades de las posiciones relativas a la consulta popu-
lar deberá abstenerse de cualquier expresión que denigre o
calumnie a las instituciones, a las personas o a las posicio-
nes.

Las quejas por la violación de las disposiciones contenidas
en este artículo serán presentadas ante el instituto, el que
instruirá un procedimiento expedito de investigación y re-
solución de la denuncia.

Artículo 15. Quedan excluidas de la aplicación de esta ley
las publicaciones de carácter administrativo o judicial, re-
lacionadas con edictos, resoluciones, adquisiciones y obras
públicas que deban realizarse por mandato legal.

Artículo 16. Se exceptuarán de los trámites a que se refie-
re la presente ley, las campañas estrictamente en materia de
salud y educación, en labores de prevención y protección
civil, frente a siniestros u otras contingencias y situaciones
de emergencia, así como la información relativa a la apli-
cación del artículo 29 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.
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Capítulo Tercero
Autoridades Competentes

Artículo 17. La Secretaría de Gobernación administrará
los tiempos oficiales en Radio y Televisión, con la debida
fiscalización y vigilancia por parte de la Auditoría Superior
de la Federación, exceptuando aquellos que corresponden
al Instituto Nacional Electoral, de conformidad con lo pre-
visto en la presente ley, la legislación en materia de teleco-
municaciones y radiodifusión y las demás disposiciones ju-
rídicas aplicables. En esta materia, la secretaría tendrá las
facultades siguientes:

I. Emitir el Programa Anual de Propaganda de la Admi-
nistración Pública Federal;

II. Emitir y hacer del conocimiento de la Auditoría Su-
perior de la Federación, los acuerdos que establezcan
los lineamientos de la comunicación social del Gobier-
no Federal en lo referente a tiempos oficiales;

III. Proveer lo necesario para el uso del tiempo que co-
rresponda al estado en las estaciones de radio y televi-
sión;

IV. Conocer previamente la propaganda que los conce-
sionarios o permisionarios estén obligados a transmitir
gratuitamente y ordenar a éstos su difusión, salvo en los
casos de notoria urgencia, en los cuales las autoridades
podrán directamente y bajo su responsabilidad ordenar
su transmisión;

V. Ordenar a los concesionarios y permisionarios, cuan-
do lo determine la comisión en el marco del procedi-
miento administrativo dispuesto en esta ley, la suspen-
sión inmediata de la transmisión de propaganda en tanto
se resuelve de manera definitiva dicho proceso, y

VI. Ordenar a los concesionarios y permisionarios la
transmisión íntegra y en los horarios señalados en las
pautas correspondientes a la propaganda gubernamen-
tal.

Artículo 18. La Auditoría Superior de la Federación fisca-
lizará que la programación, presupuestación y ejecución de
la propaganda gubernamental se realicen en cumplimiento
de las disposiciones de esta ley y también se encargará de
desahogar el procedimiento administrativo aquí estableci-
do, con excepción de la propaganda que se difunda en pro-

ceso electoral o aquella que violente la prohibición de la
promoción personalizada en términos de lo dispuesto por
esta ley, en cuyo caso el órgano competente será el Institu-
to Nacional Electoral conforme a la legislación de la mate-
ria.

Artículo 19. La Auditoría Superior de la Federación tendrá
las facultades siguientes:

I. Recibir de las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal los apartados relativos a la
propaganda gubernamental contenidos en sus proyectos
de programa anual de trabajo y emitir las observaciones
que considere pertinentes para garantizar su apego a los
principios y disposiciones de la presente Ley, conforme
a los lineamientos que emita con oportunidad;

II. Recibir del Ejecutivo, en forma oportuna, el proyec-
to de Programa Anual de Propaganda de la Administra-
ción Pública Federal y emitir las observaciones que con-
sidere pertinentes para garantizar su apego a los
principios y disposiciones de la presente ley, en forma
previa a la remisión a la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión del proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el ejercicio correspondiente;

III. Vigilar el estricto cumplimiento del Programa Anual
de Propaganda de la Administración Pública Federal y
de los programas anuales en la ejecución de la propa-
ganda gubernamental;

IV. Ordenar a los sujetos obligados la modificación o el
retiro, según corresponda, de la propaganda que no
cumpla con las disposiciones de la presente ley, y

V. Las demás que se establezcan en esta ley.

Capítulo Cuarto
Programación, Presupuestación y Gasto 

de la Propaganda Gubernamental

Artículo 20. Para la programación y presupuestación del
gasto en publicidad, se  elaborará el programa anual de
propaganda de cada entidad y dependencia, que contendrá:

I. Los objetivos y parámetros cuantificables de la políti-
ca de propaganda gubernamental con base en los cuales
se realiza la programación, acompañados de sus corres-
pondientes indicadores del desempeño, en particular:
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a) Las líneas generales de la política de propaganda
gubernamental.

b) Los objetivos anuales, estrategias y metas.

c) Las proyecciones de los requerimientos financie-
ros con las premisas empleadas para las estimacio-
nes.

II. La información de los programas específicos por eje-
cutora de gasto, que contenga como mínimo el progra-
ma de campañas de propaganda gubernamental.

En caso de que el Programa Anual de Comunicación Social
contemple la compra de tiempos comerciales en radio y te-
levisión, se anexará copia de la resolución que al efecto
emita la Secretaría de Gobernación, sobre la disponibilidad
o no de tiempos oficiales por cada ente público obligado, la
cual deberá estar debidamente fundada y motivada y que
deberá hacerla del conocimiento de la Auditoría Superior
de la Federación.

Artículo 21. Las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal incluirán dentro de sus programas
anuales de trabajo un apartado específico respecto a la pro-
paganda gubernamental a realizar durante el ejercicio pre-
supuestal, desglosados por cada ejecutora de gasto, de ma-
nera oportuna para ser integrado al Programa Anual de
Propaganda de la Administración Pública Federal y al pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación.

Artículo 22. Los poderes ejecutivos de las entidades fede-
rativas realizarán sus respectivos programas anuales bajo
las especificaciones y contenidos señalados en el presente
capítulo.

Para su conformación, los ayuntamientos deberán remitir
al Ejecutivo estatal los programas municipales de propa-
ganda gubernamental, en la forma y términos que establez-
ca la normatividad que para tales efectos expida.

Artículo 23. El Programa Anual de Propaganda de la Ad-
ministración Pública Federal, así como los programas
anuales de la administración pública de las entidades fede-
rativas deberán publicarse en el Diario Oficial de la Fede-
ración y los periódicos oficiales de las entidades federati-
vas, respectivamente, a más tardar el 15 de enero del año
de su ejercicio. En el mismo plazo, serán enviados a las Cá-
maras del Congreso de la Unión y a las legislaturas locales,
respectivamente.

Artículo 24. Los Poderes Legislativo y Judicial de la Fe-
deración y de las entidades federativas, así como los entes
autónomos de ambos niveles de gobierno, realizarán sus
respectivos programas anuales de propaganda y los publi-
carán en la fecha y con las especificaciones y contenidos
señalados en el presente capítulo en lo conducente.

Artículo 25. El Presupuestos de Egresos de la Federación
y los presupuestos de egresos de las entidades federativas
consignarán en un apartado específico el gasto asignado
para propaganda gubernamental totalizado para la adminis-
tración pública y desglosado por cada dependencia, órgano
y entidad, así como en apartados específicos para los Po-
deres Legislativo y Judicial y los organismos autónomos de
ambos niveles de gobierno y los municipios y demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México, en el caso de los
presupuestos locales.

Artículo 26. El gasto anual en propaganda gubernamental
no deberá exceder del cero punto cero tres por ciento del
gasto corriente aprobado en el presupuesto para el ejercicio
fiscal correspondiente a la Administración Pública Federal
o local, y en particular, a cada ejecutor de gasto, tanto de la
federación como en las entidades federativas. Tampoco po-
drá destinarse el gasto de inversión en propaganda guber-
namental.

El mismo monto máximo y restricción aplicarán a los pre-
supuestos de egresos de los Poderes Legislativo y Judicial
y de los órganos autónomos en ambos niveles de gobierno,
así como de los municipios y demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el caso de los presupuestos lo-
cales.

Artículo 27. Los sujetos obligados únicamente podrán des-
tinar recursos presupuestarios para actividades de comuni-
cación social a través de la radio y la televisión, siempre y
cuando hayan solicitado en primera instancia los tiempos
que por ley le corresponden al estado y éstos no estuvieran
disponibles en los espacios específicos y en la vigencia so-
licitada; en dicho supuesto deberán justificar las razones de
la contratación. Las dependencias y entidades que difundan
la versión de una campaña por tiempos oficiales no podrán
difundir la misma versión en tiempos comerciales de radio
y televisión, con la misma vigencia.

Artículo 28. Los sujetos obligados deberán utilizar prefe-
rentemente los medios públicos y sociales y como excep-
ción la contratación de medios de comunicación comercia-
les, cuando se encuentren en posibilidad de prestar
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servicios de información y difusión en condiciones simila-
res de calidad y a tarifas competitivas.

Artículo 29. Los sujetos obligados no podrán realizar am-
pliaciones o traspasos de recursos de otros capítulos o con-
ceptos de gasto al concepto de gasto correspondiente a la
propaganda gubernamental, ni incrementar dichos concep-
tos de gasto, salvo en un límite de dos por ciento del total
programado para realizar exclusivamente las adecuaciones
derivadas del ajuste en las tarifas de contratación, y sean
debidamente fundadas y motivadas, haciéndolo del conoci-
miento de la Auditoría Superior de la Federación tal deci-
sión.

Lo anterior, con excepción de las ampliaciones o incre-
mentos presupuestales requeridos para hacer frente estric-
tamente a los casos a que se refieren los casos de emergen-
cia señalados en  el artículo 8 fracciones V y VI de esta ley.

Artículo 30. Los sujetos obligados no podrán destinar los
recursos derivados de donaciones, créditos, patrocinios o
recursos de terceros para pagar servicios relacionados con
la propaganda gubernamental.

Tampoco podrán convenir el pago de créditos fiscales, ni
de cualquier otra obligación de pago a su favor a través de
la prestación de servicios de publicidad, impresiones, in-
serciones y demás relativos a las actividades de propagan-
da gubernamental.

Artículo 31. El presupuesto anual de comunicación social
y publicidad en los años correspondientes a la celebración
de elecciones nacionales o locales no podrá incrementarse
respecto del presupuesto de comunicación social y publici-
dad del año previo, excepto en lo que corresponda al au-
mento del Índice de Precios al Consumidor de acuerdo a lo
estimado en el Presupuesto de Egresos de la Federación.

Artículo 32. Con excepción de lo dispuesto en otros orde-
namientos para la asignación y uso de los tiempos para fi-
nes electorales, los tiempos de estado se distribuirán de
acuerdo a lo siguiente:

I. Al Poder Ejecutivo Federal le corresponderá treinta y
cinco por ciento. En emisoras de radiodifusión de ca-
rácter local, la mitad de ese tiempo se compartirá con
los gobiernos de los estados, distribuidos a su vez de
manera proporcional entre los poderes locales;

II. Al Poder Legislativo le corresponderá treinta y cinco
por ciento, tiempo que se distribuirá en partes iguales
entre la Cámara de Diputados y la Cámara de Senado-
res;

III. Al Poder Judicial Federal, diez por ciento, y

IV. A los órganos constitucionales autónomos veinte por
ciento.

Artículo 33. Los sujetos obligados que adquieran los ser-
vicios de empresas privadas de publicidad o medio de co-
municación social garantizarán que, a efecto de evitar todo
acto de censura indirecta, discriminación o privilegio de
personas determinadas, la adquisición se ajuste a las si-
guientes disposiciones:

I. No se contratará con una sola empresa, grupo o medio
de comunicación adquisiciones cuyo costo total sea ma-
yor a veinticinco por ciento del gasto total destinado pa-
ra cada tipo de servicio de comunicación social;

II. No se concentrará en un solo servicio de comunica-
ción social más de cincuenta por ciento del gasto total
destinado a cubrir la propaganda gubernamental;

III. No se establecerán criterios de contratación directa
o indirectamente relacionados con la línea editorial o, en
general, la opinión de los medios de comunicación;

IV. Las organizaciones no gubernamentales, personas fí-
sicas o morales que ejerzan recursos públicos a través de
la propaganda gubernamental o cualquier programa re-
lacionado, deberán ser auditadas por la Auditoría Supe-
rior de Federación;

V. No podrán difundir propaganda personalizada de ser-
vidores públicos;

VI. Quedará estrictamente prohibida la contratación, a
título oneroso o gratuito, de publicidad con cualquier
medio de comunicación social que sea presentada como
noticia o cualquier otra forma de propaganda guberna-
mental encubierta, por parte del emisor de última ins-
tancia, así como el pago directo o indirecto por entre-
vistas de servidores públicos o por cobertura
informativa de eventos oficiales de cualquier clase, y

VII. Aun cuando la difusión se haga de forma gratuita,
deberán distribuir equitativamente entre todos los me-
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dios de comunicación social relevantes los boletines e
informaciones de los poderes públicos.

Artículo 34. Ningún medio de comunicación podrá recibir
más de diez por ciento de la inversión anual en comunica-
ción gubernamental. Ningún medio de comunicación podrá
ser adjudicatario de un porcentaje mayor al veinte por cien-
to de la totalidad de la pauta oficial prevista para una cam-
paña. Ningún medio de comunicación podrá ser adjudica-
tario del diez por ciento del presupuesto destinado a una
clase de medios de comunicación o podrá obtener más de
40 por ciento de sus ingresos por concepto de comunica-
ción gubernamental durante más de 3 años consecutivos.

Artículo 35. Se prohíbe la asignación de la comunicación
gubernamental a medios de comunicación cuyos titulares
fuesen funcionarios públicos o candidatos a cargos de elec-
ción popular, nacionales, estatales o municipales o tengan
conflicto de interés dentro del medio de las comunicacio-
nes.

Artículo 36. El Padrón Nacional de Prestadores de Servi-
cio de Publicidad y Comunicación será un sistema infor-
mativo de carácter público, administrado por la Auditoría
Superior de la Federación, que contendrá el registro de me-
dios de comunicación y agencias de publicidad, con resi-
dencia en el territorio nacional o en el extranjero, que pres-
tan servicios de producción y difusión de propaganda
gubernamental dentro del territorio nacional o bien que su
trabajo tenga efectos dentro del mismo.

El órgano competente de las entidades federativas elabora-
rá y administrará los Padrones de Prestadores de Servicio
de Publicidad y Comunicación en el ámbito de su compe-
tencia. Dichas autoridades locales podrán convenir con la
Auditoría Superior de la Federación la coordinación en la
elaboración de los padrones a efecto de mantener formatos
y criterios unificados.

Las autoridades de las entidades federativas no podrán ad-
quirir la difusión de propaganda de alcances regionales o
nacionales.

Los medios de comunicación que no estén debidamente re-
gistrados en el padrón que corresponda no podrán ser con-
siderados para contratar la realización de propaganda gu-
bernamental federal o local.

El Padrón Nacional y los padrones de las entidades federa-
tivas contendrán las tarifas bajo las cuáles ofertarán sus

servicios los medios de comunicación. Los sujetos obliga-
dos no podrán adquirir servicios a tarifas distintas a las re-
gistradas.

A efecto de privilegiar el principio de máxima publicidad,
los contenidos de los padrones se mantendrán accesibles a
todo ciudadano en el portal de internet de la Secretaría de
Gobernación y de la Auditoría Superior de la Federación y
de la dependencia competente de cada una de las entidades
federativas, según corresponda.

Artículo 37. La Auditoría Superior de la Federación debe-
rá publicar y mantener actualizado el Padrón Nacional de
Medios de Comunicación en su portal de internet para el
conocimiento del público en general.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, la
Secretaría de Gobernación deberá enviar a la Auditoría Su-
perior de la Federación de manera oportuna los contratos o
convenios celebrados con los medios de comunicación a
través de los que se emite propaganda gubernamental den-
tro del plazo de tres días contados a partir de su suscrip-
ción.

Artículo 38. El Padrón Nacional de Medios de Comunica-
ción se integrará con los siguientes datos de los medios de
comunicación:

I. Razón social;

II. Denominación comercial;

III. Director o directora;

IV. Características del medio impreso o del programa te-
levisivo o radiofónico;

V. Cobertura; en el caso de radio y televisión, el catálo-
go y mapa de coberturas de todas las estaciones de radio
y canales de televisión, así como su alcance efectivo y
la información relativa a la población total comprendida
por la cobertura correspondiente en cada entidad;

VI. Niveles y segmentos de audiencia, número de usua-
rios efectivos y potenciales e índice de penetración del
medio;

VII. Periodicidad, y

VIII. Tarifas comerciales de publicidad vigentes.
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Capítulo Quinto
Transparencia, Fiscalización, 

y rendición de cuentas

Artículo 39. Toda la información relacionada con la pro-
paganda gubernamental es de carácter público, se aplicará
en todo momento el principio de máxima publicidad y no
se podrá clasificar como reservada o confidencial por auto-
ridad alguna de conformidad con lo dispuesto por la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca y a la Ley General de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública.

Artículo 40. La Auditoría Superior de la Federación y los
entes fiscalizadores locales vigilarán el sistema informati-
vo de propaganda gubernamental, proporcionando un me-
canismo de consulta directa al público en general, por in-
ternet y en forma física en las instalaciones que señale
dicha dependencia, el cual permita el acceso directo al pa-
drón y a los datos relativos a los contratos, costos, progra-
mación y actividades relacionadas con la propaganda gu-
bernamental, desglosados por cada sujeto obligado,
incluyendo de manera desagregada la distribución de los
tiempos oficiales.

El sistema informativo a que se refiere el párrafo anterior
contiene una base de datos digitalizada donde se encuen-
tran copia de los contenidos, audio, videos o fotografías de
las diferentes campañas de la propaganda gubernamental,
organizadas por fecha, estado o región geográfica, campa-
ña, dependencia y, en su caso, los servicios contratados o
subcontratos con empresas privadas

Artículo 41. Cada uno de los sujetos obligados debe gene-
rar y publicar en forma completa, y actualizada en su por-
tal de internet la siguiente información relativa a la asigna-
ción de la comunicación gubernamental:

I. Monto presupuestal total destinado en cada ejercicio a
la comunicación en todas sus formas;

II. Programa anual de comunicación que se haya apro-
bado;

III. Distribución del gasto en comunicación guberna-
mental;

IV. Los contratos celebrados hasta el momento; y

V. Pagos realizados y número de anuncios publicados o
transmitidos en los medios de comunicación.

Artículo 42. La Auditoría Superior de la Federación con-
centrará en un rubro especial de los informes trimestrales
de la situación económica, las finanzas públicas y la deuda
pública el avance del gasto ejercido y el cumplimiento de
los objetivos del programa, desglosando la información por
cada programa específico de propaganda gubernamental de
los ejecutores de gasto, la que contiene los medios de co-
municación y agencias de publicidad, así como los servi-
cios contratados con cada uno; los tiempos oficiales utili-
zados por cada dependencia y entidad, así como la
reprogramación de que fueron objeto y las adecuaciones o
incrementos presupuestales realizados en el periodo.

Artículo 43. El Ejecutivo Federal y los ejecutivos locales,
concentrarán en un rubro especial de la Cuenta Pública res-
pectiva, la información detallada relativa a la ejecución del
programa, desglosada por cada programa específico de
propaganda gubernamental de los ejecutores de gasto, y se
le anexará el padrón especificando los montos contratados
por cada medio de comunicación, organizados por tipo de
servicio de comunicación social.

Artículo 44. La Auditoría Superior de la Federación tendrá
competencia para auditar a través de las unidades adminis-
trativas que para tal efecto designe, tanto el ejercicio pro-
gramático presupuestal, como financiero, de legalidad y de
desempeño, del ejercicio de los apartados de propaganda
gubernamental, informando anualmente de manera pública
respecto delos sujetos y servidores públicos que hayan vul-
nerado los principios rectores de esta materia.

La Auditoría fiscalizará la totalidad de los recursos públi-
cos que los sujetos obligados hayan otorgado con cargo a
su presupuesto a agencias de publicidad o medios de co-
municación, de manera directa o por conducto de fideico-
misos, fondos, mandatos o, cualquier otra figura análoga, o
personas físicas o morales, cuyo destino sea el gasto en
materia de propaganda gubernamental, y verificará su apli-
cación al objeto autorizado.

La revisión y fiscalización deberá comprobar que la comu-
nicación gubernamental, en forma exclusiva, tenga el ca-
rácter institucional y con fines informativos, educativos o
de orientación social y cumpla con las disposiciones esta-
blecidas en la presente ley.
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Las entidades de fiscalización de las entidades federativas
serán instancias competentes para auditar la ejecución de la
propaganda gubernamental en ese ámbito de gobierno, sal-
vo en el caso de que se erogue gasto público federalizado,
en cuyo caso la competencia recaerá en la Auditoría Supe-
rior de la Federación.

Cuando en un mismo hecho, estuvieren involucrados tanto
autoridades o servidores públicos de la federación, como
de las entidades federativas, municipios, o demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, la competencia recae-
rá en la Auditoría Superior de la Federación.

Artículo 45. La Auditoría Superior de la Federación remi-
tirá anualmente un informe público al Congreso de la
Unión sobre el estado que guarda la política de propagan-
da gubernamental en el Estado mexicano, que contenga
cuando menos: la evaluación respecto del cumplimiento de
los objetivos trazados en el Programa Rector; la evaluación
respecto del cumplimiento de las disposiciones de este or-
denamiento por los sujetos obligados; la evaluación res-
pecto del impacto que los actos relacionados con la propa-
ganda gubernamental han generado en relación al respeto a
la libertad de expresión, el derecho de acceso a la informa-
ción y la equidad e imparcialidad en el uso de los recursos
públicos, y la evaluación sobre la observancia a la disposi-
ción constitucional que prohíbe la promoción personaliza-
da de cualquier servidor público.

Capítulo Sexto
Procedimiento Administrativo

Artículo 46. Cualquier dependencia o entidad federal o lo-
cal y cualquier persona física o moral puede denunciar an-
te los órganos previstos en la presente ley, la difusión o dis-
tribución de propaganda gubernamental por parte de los
sujetos obligados que pueda ser violatoria de lo estableci-
do en esta ley.

Cuando se trate de publicidad difundida en radio y televi-
sión por dependencias, entidades u organismos públicos di-
ferentes de los de la Administración Pública Federal tam-
bién procede la denuncia señalada en el párrafo anterior.

En cualquier caso de que se trate el procedimiento respec-
tivo se hará de manera pronta y expedita no excediendo de
los 15 días hábiles para responder.

Artículo 47. En caso de que el denunciante reclame la
afectación de sus derechos o la violación directa e identifi-

cada de los principios de esta ley, podrá solicitar la sus-
pensión provisional de la propaganda en radio, televisión y
redes de telecomunicación. La suspensión incluirá el cese
provisional de la propaganda que se imprime en medios es-
critos.

En caso de determinarse la suspensión de la propaganda, se
notificará con efectos inmediatos a la Secretaría de Gober-
nación a efecto de que ésta ordene a los concesionarios y
permisionarios el retiro provisional de dicha propaganda.

Artículo 48. Cuando el Instituto Nacional Electoral im-
ponga una sanción a cualquier servidor público por viola-
ciones a la legislación electoral, dará vista a la Secretaría
de Gobernación para efectos de lo señalado en el último
párrafo del artículo precedente, cuando tal sanción haya
causado estado.

Capítulo Séptimo
Sanciones

Artículo 49. El Tribunal de Justicia Administrativa sancio-
nará con suspensión del empleo, cargo o comisión de un
mes a un año o, en caso grave, con la destitución e inhabi-
litación para ejercer empleo, cargo o comisión de tres me-
ses a dos años al servidor público  responsable de la difu-
sión de propaganda gubernamental que:

I. Implica, en forma directa o indirecta, la promoción
personalizada de sí o de otra persona conforme a lo se-
ñalado en el artículo 9 de esta ley;

II. Induce a la confusión, denigra a los partidos políticos
o se dirige por cualquier vía a influir en las preferencias
electorales de los ciudadanos a favor o en contra de par-
tidos políticos o de candidatos a cargos de elección po-
pular;

III. Implica cualquier forma de publicidad encubierta,
conforme a lo señalado en el artículo 10 de esta ley;

IV. Se realiza en periodo de campañas electorales;

V. Se realiza en contravención de las disposiciones de
contratación de propaganda previstas en el presente or-
denamiento, y

VI. Excede el gasto aprobado en el programa respectivo
o se pague mediante adecuaciones presupuestales inde-
bidas.
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Cuando se comete la infracción a que se refiere la fracción
IV de este artículo y se dirige a influir en las preferencias
electorales o denostar a un candidato o partido, la sanción
aplicable consiste en destitución e inhabilitación para ejer-
cer empleo, cargo o comisión públicos de uno a cinco años,
la cual se impone después de que la sanción de carácter
electoral haya causado estado.

Artículo 50. Sin perjuicio de la aplicación de las sanciones
establecidas en el artículo anterior, los sujetos obligados
que violenten las disposiciones de esta ley serán sanciona-
dos con multa de 2 mil a 4 mil UMAs.

Artículo 51. Se sancionará con las penas que se establecen
para el delito de peculado contenidas en el artículo 223 del
Código Penal Federal, al servidor público que indebida-
mente utilice fondos públicos o incurre en alguno de los ac-
tos a que se refiere el artículo 217 del mismo ordenamien-
to sustantivo penal, con el objeto de realizar, en forma
directa o indirecta, la promoción personalizada de sí o de
otra persona.

Artículo 52. A los medios de comunicación que propor-
cionen información falsa al padrón se les impondrá la mul-
ta de 5000 a 10000 UMAs. En caso de reincidencia, no ten-
drá derecho a participar en la asignación de publicidad en
el ejercicio en curso y en el inmediato siguiente.

Artículo 53. Cuando la radio y la televisión no transmitan,
conforme a las pautas solicitadas los mensajes de los tiem-
pos oficiales a que se refiere esta ley, además de la multa
que en su caso se imponga, deberán subsanar de inmediato
la omisión, utilizando para tal efecto el tiempo comerciali-
zable.

Artículo 54. Las responsabilidades y las sanciones a que se
refiere la presente ley, serán independientes de las de orden
civil, penal o de cualquier otra índole que puedan derivar
de la comisión de los mismos hechos.

Artículo 55. Tratándose de sanciones a los medios de co-
municación corresponderá a la Secretaría fijar y determinar
el procedimiento conforme a sus atribuciones. En el caso
de los servidores públicos corresponderá a la Auditoría Su-
perior de la Federación dar cuenta a la Secretaría de la Fun-
ción Pública para el inicio del procedimiento sancionador
de acuerdo a la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Auditoría Superior de la Federación y la Se-
cretaría de Gobernación establecerán y publicarán los nue-
vos requisitos y disposiciones a la que deberán ajustarse las
políticas de contratación y políticas de propaganda guber-
namental, dentro de los 90 días siguientes a la entrada en
vigor del presente decreto, en tanto, se mantendrán vigen-
tes las disposiciones anteriores y mantendrán debidamente
actualizado el Padrón de Medios de Comunicación.

Tercero. La Auditoría Superior de la Federación deberá
emitir los criterios relativos a la revisión y fiscalización de
la comunicación gubernamental en materia de contenidos,
en un plazo no mayor de 100 días naturales, contado a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de 2016.— Diputa-
das y diputados: Ivanova Pool Pech, Francisco Martínez Neri, Érik
Juárez Blanquet, Omar Ortega Álvarez, Rafael Hernández Soriano,
Xavier Nava Palacios, Cristina García Bravo, David Gerson García
Calderón, Araceli Saucedo Reyes, Fidel Calderón Torreblanca, Tania
Arguijo Herrera (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Gobernación y de
Transparencia y Anticorrupción y a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública para opinión.

LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Ahora sí, tiene la palabra por cinco minutos la diputada
Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo, del Grupo Parla-
mentario del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona un artículo 43 Bis a la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos.

La diputada Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo:
Con su venia, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Pongan atención a la oradora.
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La diputada Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo: La
calidad del aire constituye una seria amenaza a la salud de
los ciudadanos mexicanos. Las emisiones y contaminantes
generados por las diversas actividades humanas van de la
mano con el crecimiento de las ciudades, como consecuen-
cia de su desarrollo. Sin embargo los índices de contami-
nación atmosférica en varios puntos del país representan un
riesgo latente para la salud de la población.

A esos factores de desarrollo industrial hay que agregar un
factor cultural que agrava este problema, que es la tradi-
ción de quemar artificios pirotécnicos que en determinados
eventos, ceremonias, en la temporada de festividades navi-
deñas, en la de año nuevo, si no existe en la Ley Federal de
Armas de Fuego Explosivos regulación o limitante para el
uso de estos artículos, a pesar de que en la comunidad in-
ternacional existe una marcada preocupación por empren-
der acciones en pro de la ecología mundial y en contra del
calentamiento global que ha alterado las condiciones cli-
máticas del planeta.

Una de las fuentes más importantes de contaminación at-
mosférica en nuestro país, es la que constituyen las partí-
culas PM-10. Esas partículas son las generadas por la que-
ma de objetos orgánicos e inorgánicos y dentro de las
cuales se encuentran los residuos generados por el uso de
artificios pirotécnicos.

Otro agravante de este problema es que no hay precisiones
dentro de ningún  permiso federal para fabricantes ni ven-
dedores de artificios pirotécnicos para restringir su venta.
Tampoco en la Ley General del Equilibrio Ecológico y
Protección al Medio Ambiente se menciona la quema de
artificios pirotécnicos como fuente de contaminación am-
biental.

Mexicali, Ciudad Juárez y la zona de Pachuca, Tizayuca,
son las regiones geográficas de México que muestran los
índices más preocupantes de contaminación. Si bien este
serio problema causa graves daños patrimoniales por sus-
pensiones de las actividades productivas, existe otro factor
mucho más importante que cualquier costo monetario: la
salud de la sociedad, que es, al final de cuentas, la de nues-
tras propias familias.

No se pretende de ninguna manera, diputados, ir en contra
de una actividad de gran arraigo en nuestra sociedad como
son los juegos pirotécnicos y que además son fuente de in-
gresos de comunidades enteras en nuestro país.

Éstas son y seguirán siendo parte de nuestras tradiciones en
diversas festividades que se lleven a cabo a lo largo y a lo
ancho de la piel de México, pero con la salvaguarda de te-
ner a la mano instrumentos legales que permitan antes que
nada la protección de la salud de nuestros ciudadanos en
los casos que se requiera.

Hoy, precisamente estamos viviendo una contingencia en
la zona metropolitana, y nos hace reflexionar sobre la im-
portancia de ubicar las causas que originan la contamina-
ción, clasificarlas y así poder establecer instrumentos lega-
les para controlar los graves daños.

Se dice con mucha razón que el lugar en que habitamos no
es nuestro, nos fue heredado por nuestros antecesores. Les
invito a que reflexionemos y actuemos en concordancia pa-
ra que heredemos de a nuestros hijos un espacio mejor, dig-
no y, sobre todo más saludable.

Es por esto que me permito presentar el siguiente proyecto
de decreto a su consideración, por el que se adiciona un ar-
tículo 43 Bis a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explo-
sivos para quedar como sigue:

Artículo 43 Bis. Los permisos generales, ordinarios o ex-
traordinarios que sean emitidos o renovados por la Secre-
taría de la Defensa Nacional específicamente para la com-
pra-venta de artificios pirotécnicos, deberán de contener
especificaciones ambientales que obliguen al permisiona-
rio a suspender sus actividades en caso, sólo en caso de que
en la entidad para la que haya sido otorgado el permiso, las
mediciones de monitoreo atmosférico local y los registros
nacionales de información ambiental, establecidos en el ar-
tículo 112 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Pro-
tección al Medio Ambiente, indiquen que dentro del tri-
mestre inmediato anterior al que haya sido notificado el
permisionario, el promedio de valor límite diario de con-
centración de partículas PM10 establecido por la Norma
Oficial Mexicana, haya sido rebasado. Es cuanto, presi-
dente.

«Iniciativa que adiciona el artículo 43 Bis a la Ley Federal
de Armas de Fuego y Explosivos, a cargo de la diputada
Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo, del Grupo Parla-
mentario del PRI

La suscrita, Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo, dipu-
tada a la LXIII Legislatura del Honorable Congreso  de la
Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en los artí-
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culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como el 6, numeral 1; 77 y
78, todos del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de este pleno la siguiente iniciati-
va de conformidad con los siguientes razonamientos

Planteamiento del problema

La calidad atmosférica en nuestro país constituye un tema
de vital importancia para la estabilidad y salud de los ciu-
dadanos, tan es así que en los últimos años se han estable-
cido diversos planes para el mejoramiento de la calidad del
aire en los centros urbanos, buscando con ello mejorar las
condiciones de vida de la población, y prevenir complica-
ciones que pudieran verse generadas con motivo de las
emisiones y contaminantes propios del ejercicio de las ac-
tividades humanas.

Sin embargo, existen diversos indicadores que obligan a
realizar esfuerzos más estructurados en cuanto a la aten-
ción de este tema, ya que en diferentes puntos de nuestro
país los índices de contaminación atmosférica no han lo-
grado obtener la estabilidad necesaria para garantizar la sa-
lud de la ciudadanía, y las emisiones continúan su inercia
convirtiéndose con ello en un peligro latente para la pobla-
ción.

En este sentido, encontramos que la quema de artificios pi-
rotécnicos como actividad propia de festejos tradicionales
en algunas entidades de nuestro país, pero de igual manera
como actividad altamente contaminante para la atmosfera,
carece de regulación específica dentro de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos en cuanto a limitantes am-
bientales para la operación de los permisos, y que esta omi-
sión ha permitido a los permisionarios continuar sus opera-
ciones de venta al público aun y cuando conforme a
mediciones oficiales la entidad se encuentre en alarmantes
condiciones de fragilidad ambiental y atmosférica.

Conforme a estas consideraciones se estima importante es-
tablecer lineamientos que permitan mejorar la forma en la
que esta actividad es llevada a cabo, y de igual manera per-
mitir que el ejercicio de la misma pueda desarrollarse sin
perjudicar la salud y tranquilidad de los ciudadanos.

Argumentación

El tema que nos ocupa encuentra relación directa con la po-
lítica emprendida desde hace décadas por la comunidad in-
ternacional, y por nuestro país en un ánimo de lograr me-

jores condiciones de vida para los ciudadanos, y propiciar
un mejor cuidado de los recursos naturales de nuestro pla-
neta, esta visión global se ha confeccionado a través de los
años, y ha sido especialmente observada a raíz de los nota-
bles efectos del calentamiento global, y sus preocupantes
consecuencias.

Lo anterior ha sido tan notado por la comunidad interna-
cional, que ha propiciado más de 14 cumbres globales pa-
ra el cambio climático en los últimos 15 años, siendo la de-
nominada COP21 la más reciente, llevada a cabo entre los
meses de noviembre y diciembre de 2015, y representando
para México una oportunidad única en la que debido a su
liderazgo fue considerado como uno de los actores clave
para llevar a cabo diversos acuerdos y compromisos inter-
nacionales, esta cumbre ha sido considerada como la más
importante en su tipo, y ha permitido a las naciones esta-
blecer lineamientos obligatorios que tienen como objetivo
limitar tanto a las economías desarrolladas como a las sub-
desarrolladas en sus emisiones contaminantes a la atmósfe-
ra, y su generación de gases de efecto invernadero.

En este sentido, es importante señalar que una de las fuen-
tes más importantes de contaminación atmosférica en
nuestro país es aquella constituida por las partículas deno-
minadas PM10 o partículas menores a 10 micrómetros, es-
te tipo de contaminación es generada con mayor frecuencia
por la quema de objetos tanto orgánicos como inorgánicos,
así como el desprendimiento de polvo y partículas adheri-
das al mismo1 que por su tamaño se consideran como par-
te de estas emisiones, dentro de este catálogo de contami-
nantes se encuentran los derivados de la quema de
artificios pirotécnicos y las emisiones generadas como
consecuencia.

Ahora bien, la quema de este tipo de artefactos aun y cuan-
do como ya se mencionó forma parte de una de las fuentes
de contaminación atmosférica más dañinas, carece de una
regulación más estricta en cuanto al otorgamiento y opera-
ción de los permisos, pues éstos no cuentan con directrices
que permitan restringir su utilización en caso de que las
condiciones atmosféricas dentro de la entidad para la que
la autorización haya sido expedida sean potencialmente
lastimosas o delicadas para los ciudadanos; esto genera
problemas en diversos puntos de nuestro país, en los que
las autoridades locales y la sociedad civil han buscado por
estas razones salvaguardar su salud y restringir su venta,
sin embargo lograrlo ha resultado sumamente complicado
pues el origen de los derechos otorgados mediante un per-
miso federal omite hacer precisiones de carácter ambiental.
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En cuanto al contexto normativo de la venta y quema de pi-
rotecnia, es importante señalar que dentro de la Ley Gene-
ral de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, no se
hace mención de la misma como fuente fija o móvil de
contaminación atmosférica de jurisdicción federal2, de
igual manera este apartado tampoco es considerado por el
reglamento respectivo3, orientando con ello a que sea la
autoridad local quien pueda regular su ejercicio, sin em-
bargo, al encontrarse el permiso comercial reservado por la
autoridad federal, se propicia que el ámbito de ejercicio se
encuentre parcialmente regulado por diversas autoridades,
lo cual en términos de efectividad y protección al medio
ambiente dificulta el ejercicio.

Por lo anterior, se considera de suma importancia incluir
consideraciones que permitan a la autoridad restringir des-
de el otorgamiento del permiso la manera en la que los
usuarios podrán operar, y establecer lineamientos efectivos
que resguarden la integridad y salud de los ciudadanos; se
estima que hacerlo abonaría notablemente al control am-
biental que tanto la autoridad local como federal pudieran
ejercer para efectos de esta actividad, y beneficiaría de ma-
nera importante la estabilidad de la población.

Así, la falta de regulación que a este respecto observa la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, no sólo
complica el desarrollo de las actividades propias del ejerci-
cio público, si no que con la permisibilidad para la quema
de estos artículos propicia de igual manera que afectacio-
nes a la salud de los ciudadanos sean desarrolladas, esto es
así, pues altas concentraciones en la atmosfera de partícu-
las PM10 derivadas de la quema de estos artículos, han de-
mostrado a través de los años diversos malestares para la
ciudadanía, entre los que destacan la enfermedad pulmonar
obstructiva crónica (EPOC), inflamación de las vías respi-
ratorias, disfunción endotelial y vascular y desarrollo de ar-
terosclerosis4, entre otras.

En cuanto a los indicadores atmosféricos resulta importan-
te analizar las siguientes cifras respecto a la concentración
de esos contaminantes proporcionadas por la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales:

Al revisar los indicadores encontramos que tan sólo en
2013 más de 19 ciudades en toda la República, mismas que
concentran el mayor número de habitantes de nuestro país,
registraron niveles anuales promedio de concentración de
estas partículas mayores a los permitidos, entre las que des-
tacan por su alarmante concentración las ciudades de Me-
xicali, Ciudad Juárez y la zona de Pachuca-Tizayuca; estas
ciudades arrojaron en los primeros dos casos más del doble
anual de lo permitido por la norma y en el último de ellos
aunque no alcanzó esos niveles, sí muestra un alarmante
incremento en más de 30 puntos porcentuales, estos resul-
tados hacen evidente la necesidad apremiante en nuestro
país, por aprobar medidas que propicien una mejor calidad
del aire en los centros urbanos, y se proteja de esta forma
la salud, integridad y tranquilidad de los ciudadanos y sus
familias.

Además de las ya mencionadas afectaciones a la salud y
bienestar de la población, el tema económico es un factor
que merece especial atención, pues existen indicadores que
orillan a considerar de manera seria los efectos negativos
monetarios de la contaminación atmosférica, así hay estu-
dios que estiman que tan sólo de 2010 a 2013, se han acu-
mulado gastos públicos y pérdidas de productividad por 13
mil 979 millones de pesos, en los rubros de muertes pre-
maturas, hospitalizaciones y consultas, y se estima de igual
manera que de no lograr soluciones efectivas a esta proble-
mática, el Estado mexicano acumulará aún más perdidas en
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el orden de 20 mil 288 millones de pesos por los mismos
rubros, al término del presente sexenio6.

De tal manera, es importante resaltar que el objetivo que
persigue la presente reforma, es acotar el ejercicio de una
actividad que representa importantes afectaciones para el
medio ambiente, y que aun y cuando no se pretende prohi-
bir, regular su ejercicio desde la emisión del respectivo per-
miso, generará importantes beneficios para la estabilidad y
salud atmosférica de nuestro país.

Por último es importante señalar que las condicionantes
que se pretenden contemplar en la ley, encuentran adecua-
do sustento constitucional en el artículo 25 de nuestra Car-
ta Magna7, pues con su implementación se estaría logran-
do la validación de una actividad que puede o no ser
autorizada por el gobierno federal, y que podrá ser mejor
regulada mediante el fortalecimiento de la rectoría integral
y sustentable del Estado mexicano.

En concordancia con los razonamientos anteriores, someto
a su consideración el presente proyecto de 

Por lo anteriormente expuesto y fundado en lo dispuesto
por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta honorable
asamblea el siguiente

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 43 Bis a la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, para quedar como sigue: 

Artículo 43 Bis. Los permisos generales, ordinarios o ex-
traordinarios que sean emitidos o renovados por la Secre-
taría específicamente para la compra venta de artificios pi-
rotécnicos, deberán de contener especificaciones
ambientales que obliguen al permisionario a suspender sus
actividades en caso de que en la entidad para la que haya
sido otorgado el permiso, las mediciones de monitoreo at-
mosférico local y los registros del Sistema Nacional de In-
formación Ambiental, establecidos en el artículo 112 de la
Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Am-
biente, indiquen que dentro del trimestre inmediato ante-
rior a aquel en que haya sido notificado el permisionario, el
promedio de valor límite diario para la concentración de
partículas PM10 establecido por la Norma Oficial Mexica-
na, ha sido rebasado.

Esta restricción deberá permanecer hasta en tanto las me-
diciones de monitoreo atmosférico señaladas indiquen pa-
ra el promedio trimestral siguiente, que los niveles de con-
centración de dichas partículas han descendido a los
niveles permitidos por la norma.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor 30 días des-
pués de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. La Secretaría de la Defensa Nacional deberá rea-
lizar las modificaciones y adecuaciones necesarias al re-
glamento en un máximo de 60 días contados a partir de la
fecha de entrada en vigor del presente decreto.

Tercero. Se abrogan y derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Notas:

1 Semarnat, Programa para mejorar la calidad del Aire en Mexicali
2011-2020, Mexico, 2010. Pag. 112

2 Artículo 111 Bis, Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente

3 Reglamento de la Ley Federal de Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente en Materia de Prevención y Control de la Contami-
nación de la Atmósfera.

4 Norma Oficial Mexicana, NOM-025-SSA1-2014, Valores Limite
Permisibles Para la Concentración de Partículas Suspendidas PM10 y
PM2.5 en el Aire y Criterios para su Evaluación.

5 Sistema Nacional de Información Ambiental y de Recursos Natura-
les, Indicadores de Partículas Suspendidas PM10, para evaluar el cum-
plimiento de la NOM de Calidad del Aire.

6 Instituto Mexicano de Competitividad, ¨La contaminación del Aire,
un Problema que daña la Salud y la Economía¨, México 2013. Pg. 18
y 19

7 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Art. 25.- Co-

rresponde al Estado la Rectoría de Desarrollo Nacional para Garan-

tizar que sea integral y Sustentable (…).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de febrero de 2016.— Diputa-
das y diputados: Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo, Adolfo Mo-
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ta Hernández, Alberto Silva Ramos, Alfredo Bejos Nicolás, Antonio
Tarek Abdala Saad, Cándido Ochoa Rojas, Carlos Federico Quinto
Guillén, David Mercado Ruiz, Delia Guerrero Coronado, Erick Ale-
jandro Lagos Hernández, Erika Lorena Arroyo Bello, Fidel Kuri Gra-
jales, Heidi Salazar Espinosa, José Luis Sáenz Soto, Lillian Zepahua
García, Marco Antonio Aguilar Yunes, María Bárbara Botello Santibá-
ñez, Noemí Zoila Guzmán Lagunes, Omar Noé Bernardino Vargas, Os-
waldo Guillermo Cházaro Montalvo, Ramón Bañales Arambula, Ri-
cardo Ramírez Nieto, Sara Paola Galico Félix Díaz, Sofía Del Sagrario
De León Maza, Timoteo Villa Ramírez (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Sánchez. Túrnese a la Comisión de
Defensa Nacional, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Ka-
tia Berenice Burguete Zúñiga, del Grupo Parlamentario del
PAN, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforman los artículos 4o y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Katia Berenice Burguete Zúñiga: Con la
venia de la Presidencia. Compañeras y compañeros dipu-
tados, la atención y el reconocimiento de los derechos de
las personas adultas mayores, debe ser una tarea sistemáti-
ca por parte del gobierno y de la sociedad.

El día de hoy acudo a la máxima tribuna de la nación para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que tiene por
objeto reformar el artículo 73 y 4o. de nuestra Constitu-
ción, para que en ella se establezca la obligación del Esta-
do para garantizar los derechos de los adultos mayores.

A las legisladoras y a los legisladores del PAN nos parece
de elemental justicia que la atención a este importante sec-
tor de la población no sea de manera excepcional o que sea
una tarea que solo corresponda a las asociaciones civiles y
a grupos filantrópicos. Esto es tarea de todos.

Contextualizando algunos datos, de acuerdo con el informe
del Día Internacional de las Personas de Edad, emitido por
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía en el 2014,
la cantidad de perdonas de 60 años y más es de 11 millo-

nes, lo que representa a 9.7 por ciento de la población to-
tal.

De acuerdo con esta cifra, en comparación con años ante-
riores, en 1990 existían solo 5 millones de adultos mayo-
res. De las personas de 60 años y más se estima que en el
2014 el 31.5 por ciento están en etapa de pre-vejez, com-
prendida entre los 60 y los 64 años. El 41.1 por ciento se
encuentra en vejez funcional, que son de los 65 a los 74
años. El 12.3 por ciento se encuentra en una vejez plena de
75 a 79 años, y el 15.1 por ciento en vejez avanzada.

Esta información del Inegi muestra que en el 2014 la base
piramidal de la sociedad mexicana está más angosta que en
1990, debido a que la proporción de niños y jóvenes es me-
nor, y la participación relativa de los adultos mayores va en
aumento, de 6.2 al 9.7 por ciento.

Según las proyecciones de la población estimada por el
Consejo Nacional de Población para el 2025 y 2050 el
monto de adultos mayores aumentará del 17.2 a 32.4 mi-
llones respectivamente. Sin duda esta situación representa
un gran desafío para el gobierno y para la sociedad mexi-
cana.

Desafortunadamente la discriminación por motivos de
edad persiste en todos los ámbitos, incluso al interior de las
familias, lo que deriva una marginación de las personas
adultas mayores en diferentes ámbitos. Esta situación ha
ocasionado la desintegración social, y barreras que han di-
ficultado el acceso a una mejor condición de vida. Por esta
discriminación se refleja en el ámbito laboral y también en
los accesos a una seguridad social.

Se debe tener presente que las y los adultos mayores tienen
los mismos derechos que todas las personas en México. Sin
embargo, la realidad indica que los derechos de las perso-
nas adultas mayores en su mayoría sin invisibles en la prác-
tica, de ahí la importancia y el enfoque de los derechos y
que estos derechos sean plasmados desde la Constitución.

De ahí que por ello que en la norma suprema se debe re-
flejar que los adultos mayores son titulares de derecho y no
son nada más personas de un sector que necesita ser aten-
didas. En este sentido es que la presente iniciativa propone
incorporar en el texto constitucional la obligación del Esta-
do de garantizar plenamente los derechos de las personas
adultas mayores. También propone otorgar al Congreso de
la Unión la facultad de expedir leyes que establezcan la
concurrencia de la Federación, las entidades federativas,
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los municipios, las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México, en materia de derechos de las personas
adultas mayores.

De esta manera se busca que en el marco jurídico las polí-
ticas públicas, la institucionalidad y los actos de las autori-
dades correspondientes sean compatibles con estos dere-
chos.

Compañeras y compañeros, es tarea de todos, de las insti-
tuciones del Estado proteger a quienes nos cuidaron de ni-
ños, a quienes nos atendieron y que merecen vivir el últi-
mo tramo de su vida de una forma digna y decorosa.
Nosotros nos debemos a ellos, a nuestros abuelos y a nues-
tros padres y es nuestro deber y no podemos fallarles. Es
cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 4o. y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Katia Berenice Burguete Zúñiga, del Grupo
Parlamentario del PAN

La que suscribe, Katia Berenice Burguete Zúñiga, inte-
grante de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión
por el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de los
artículos 6, numeral 1 fracción I y 77 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
de la Honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adiciona un últi-
mo párrafo al artículo cuarto y la fracción XXIX-X al artí-
culo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de derechos de las personas adultas
mayores, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Informe del Día Internacional de las Per-
sonas de Edad emitido por el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía en 2014, el monto de personas de 60
años y más es de 11.7 millones, lo que representa 9.7 por
ciento de la población total; de acuerdo con esta cifra en
comparación con años anteriores ha ido aumentando ya
que en 1990 existían 5 millones de adultos mayores. Es de-
cir, que el número de adultos mayores duplicó su monto de
1990 a 2014.1

De las personas de 60 años y más que se estimaron para
2014, 31.5 por ciento están en una etapa de prevejez (60 a

64 años); 41.1 por ciento se encuentran en una vejez fun-
cional (65 a 74 años); 12.3 por ciento está en una vejez ple-
na (75 a 79 años) y 15.1 por ciento transita por una vejez
avanzada (80 años y más). Esta información del Inegi
muestra que en 2014, la base de la pirámide poblacional es
más angosta que en 1990 debido a que la proporción de ni-
ños y jóvenes es menor, y la participación relativa de adul-
tos mayores aumentó en este periodo de 6.2 a 9.7 por cien-
to.

Según las proyecciones de población que estima Conapo,
para 2025 y 2050 el monto de adultos mayores aumentará
a 17.2 y 32.4 millones, respectivamente. El mismo orga-
nismo destaca que en el 2012 la esperanza de vida al nacer
era de 74.3 años, por lo que el aumento en la sobreviven-
cia de la poblacional ha provocado que la mayor parte de
las defunciones se den en edades avanzadas, de las 591 mil
muertes registradas en el 2011, 61.4 por ciento correspon-
den a personas de 60 años y más, y de las 602 mil muertes
registradas en 2012, 61.9 corresponden a personas de 60
años y más.

Sin duda esta situación representa un gran desafío para el
gobierno y las familias. Si bien es cierto alcanzar una ma-
yor esperanza de vida para la población es un gran logro,
también lo es que ello representa un gran reto debido a que
conlleva crecientes demandas económicas y sociales. 

Necesariamente se tienen que ampliar y mejorar la capaci-
dad e instrumentos con los que cuentan las autoridades gu-
bernamentales y las familias, con el objeto de enfrentar y
disminuir la pobreza y la desigualdad en la que viven mu-
chos adultos mayores. La Comisión Económica para Amé-
rica Latina y el Caribe ya consideraba desde el año 2003,
en una de sus publicaciones sobre el tema, que se requiere
mejorar la atención e infraestructura de la seguridad social;
velar porque ningún adulto mayor experimente discrimina-
ción en el trabajo; que no padezcan violencia y que sus re-
des familiares provean los satisfactores necesarios para
mejorar su calidad de vida.2

Sin embargo, la discriminación por motivos de edad per-
siste en todos los ámbitos, incluso al interior de las fami-
lias, lo que ha derivado en la marginación de las personas
adultas mayores de los diferentes ámbitos. Esta situación
ha ocasionado desintegración social y barreras que les han
dificultado el acceso a mejores condiciones de vida. 

Parte de esta discriminación se refleja en el ámbito laboral
y en el acceso a la seguridad social. El mismo documento
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emitido por el Inegi citado líneas previas, incluye informa-
ción relevante, entre éstos, y otros temas. Datos de la En-
cuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), en el se-
gundo trimestre de 2014, indican que la tasa de
participación económica de la población de 60 años y más
es de 33.7 por ciento; en los hombres es mayor (50.7 por
ciento) que en las mujeres (19.4 por ciento) y su nivel dis-
minuye conforme avanza la edad: casi una de cada dos (49
por ciento) personas de 60 a 64 años se inserta en el mer-
cado laboral como personal ocupado o como buscador de
empleo y disminuye a 10.6 por ciento en aquellos que se
encuentran en una vejez avanzada (80 años y más).

Esta misma encuesta muestra que tres de cada cuatro adul-
tos mayores (74.3 por ciento) se insertan al mercado labo-
ral bajo condiciones informales. Un análisis por edad de la
población que se ocupa de manera informal, permite ob-
servar que son los adultos mayores los que perciben un me-
nor ingreso: uno de cada tres (33.5 por ciento) gana hasta
un salario mínimo y uno de cada seis (16.2 por ciento) no
recibe ingreso por su trabajo.

Por otro lado, según la Encuesta Nacional de Empleo y Se-
guridad Social (ENESS) levantada en 2013, sólo una cuar-
ta parte de los adultos mayores se encuentran pensionados
(26.1 por ciento); este porcentaje es casi dos veces mayor
en los varones (35 por ciento) que en las mujeres (18.5 por
ciento). Tres cuartas partes (77.8 por ciento) de las pensio-
nes provienen del IMSS, mientras que una sexta parte (14.7
por ciento) las otorga el ISSSTE y 7.5 por ciento otras ins-
tituciones. En los hombres, 47.3 por ciento de pensionados
se da por jubilación o tiempo de servicio; 43.1 por ciento
por retiro, vejez o cesantía en edad avanzada y sólo 4.7
por ciento es pensionado por accidente o enfermedad de
trabajo.

Estas cifras en materia de empleo, pensiones y jubilacio-
nes son una muestra de la precaria situación que deben
enfrentar día a día las personas adultas mayores. Se debe
tener presente que las y los adultos mayores tienen los
mismos derechos que todas las personas. Todas las perso-
nas nacen igual, esto no debe cambiar con la edad. Sin
embargo, la información revisada indica que los derechos
de las personas adultas mayores son en su mayoría invisi-
bles en la práctica. 

En su trigésimo primer período de sesiones (marzo de
2006), la CEPAL planteó que “El principio de la titularidad
de derechos debe guiar las políticas públicas. Se trata de
orientar el desarrollo conforme al marco normativo de los

derechos civiles, políticos, económicos, sociales y cultura-
les plasmados en acuerdos vinculantes tanto nacionales co-
mo internacionales” (CEPAL, 2006). Desde esta perspecti-
va, se modifica la lógica de elaboración de leyes, políticas
y programas, ya que el punto de partida no es la existencia
de personas con necesidades, que deben ser asistidas, sino
sujetos con derechos que obligan al Estado y al resto de la
sociedad (Abramovich y Courtis, 2006; OACDH, 2004;
CEPAL, 2006). La persona, por lo tanto, es el sujeto cen-
tral del desarrollo y las garantías consagradas en el régimen
universal de protección de los derechos humanos constitu-
yen el marco conceptual aceptado por la comunidad inter-
nacional, capaz de ofrecer un sistema coherente de princi-
pios y reglas para guiarlo (Abramovich, 2004; CEPAL,
2006).3

La titularidad de los derechos tiene como referente norma-
tivo los acuerdos y normas internacionales sobre derechos
humanos, sin embargo, la Constitución de cada país es la
que establece la jerarquía de dichos tratados dentro del or-
denamiento jurídico interno (CEPAL, 2006). Desde el ini-
cio de los procesos de instauración de la democracia en la
región, existe la tendencia a integrar estos instrumentos in-
ternacionales al derecho interno. En general, los derechos
reconocidos en los tratados internacionales se traducen en
los textos constitucionales mediante su interpretación o in-
corporación explícita.

Si bien todos los derechos y garantías reconocidos en los
textos constitucionales son, por supuesto, aplicables a las
personas mayores, existen casos en que los derechos de es-
te grupo social se reconocen taxativamente, lo que es tras-
cendental, puesto que la Constitución —en tanto norma le-
gal— es la expresión suprema de todo el ordenamiento
jurídico, social, económico, político, civil y cultural de un
país. La Constitución Nacional, por ende, tiene una jerar-
quía superior sobre las Constituciones Provinciales, las le-
yes en general, los decretos, reglamentos y los actos admi-
nistrativos.4

De ahí la importancia del enfoque de derechos, y de que es-
tos derechos sean plasmados desde la Constitución. Es por
ello que en la norma suprema se debe reflejar que los adul-
tos mayores son titulares de derechos, no son personas o un
sector con necesidades que deben ser asistidas.

En este sentido, es que la presente iniciativa propone in-
corporar en el texto constitucional, la obligación del Esta-
do de garantizar plenamente los derechos de las personas
adultas mayores. Asimismo, otorga al Congreso la facultad

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 17 de marzo de 201679



de expedir leyes que establezcan la concurrencia de la Fe-
deración, las entidades federativas, los Municipios y las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en mate-
ria de derechos de las personas adultas mayores. De esta
manera se busca que el marco jurídico, las políticas públi-
cas, su institucionalidad y los actos de las autoridades co-
rrespondientes sean compatibles con esos derechos. 

Es decir, promover el pleno goce de los derechos de las
personas adultas mayores, coadyuvando a crear las condi-
ciones jurídicas, políticas, económicas, sociales y cultura-
les que permitan su desarrollo integral. Y para ello se bus-
ca también impulsar la legislación secundaria que cree las
disposiciones y mecanismos legales que permitan garanti-
zar sus derechos. Al tiempo que se promueve que los con-
gresos locales hagan lo propio.

La situación de vulnerabilidad en el ejercicio de sus dere-
chos en la que se encuentra este sector de la población lo
demanda, el Estado debe asumir sin dilación su deber de
garantizar el goce y el ejercicio pleno de los derechos de
este grupo social.

Con base en lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta honorable soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto

Artículo único. Se adiciona un último párrafo al artículo
cuarto y la fracción XXIX-X al artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 4…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

El Estado garantizará de manera plena los derechos de
las personas adultas mayores. La ley establecerá los ins-
trumentos correspondientes y la concurrencia de la fe-
deración, las entidades federativas, los municipios y las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. 

Artículo 73…

I. a XXIX-W. …

XXIX-X. Para expedir leyes que establezcan la con-
currencia de la Federación, las entidades federati-
vas, los Municipios y las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, en materia de derechos de las
personas adultas mayores. 

XXX…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la ley
donde establezca la concurrencia de la federación, las enti-
dades federativas, los municipios y las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, en materia de derechos de las
personas adultas mayores, dentro de un plazo de medio año
contado a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to.

Tercero. Las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, deberán expedir las leyes y,
en su caso, adecuar su legislación para dar cumplimiento a
los dispuesto en el presente decreto, dentro de un plazo de
un año contado a partir de que el Congreso de la Unión ex-
pida la ley donde establezca la concurrencia en materia de
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derechos de las personas adultas mayores entre la federa-
ción, las entidades federativas, los municipios y las demar-
caciones territoriales de la Ciudad de México. 

Notas:

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Estadísticas a Propósi-
to del Día Internacional de las Personas de Edad. México, septiembre
2014.

2 Comisión Económica para América Latina y el Caribe. Estrategia

regional de implementación para América Latina y el Caribe del plan

de acción internacional de Madrid sobre el envejecimiento. Santiago
de Chile, CEPAL, 2003.

3 Huenchuan, Sandra (Editorial). Envejecimiento, derechos humanos y
políticas públicas. Comisión Económica para América Latina y el Ca-
ribe (CEPAL). Santiago de Chile, abril de 2009. (p. 23)

4 Ibídem, 31

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de
2016.— Diputadas y diputados: Katia Berenice Burguete Zúñiga,
Adriana Elizarraraz Sandoval, Alejandra Gutiérrez Campos, Ariel En-
rique Corona Rodríguez, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Brenda Ve-
lázquez Valdez, Cándido Ochoa Rojas, Claudia Sánchez Juárez, Daniel
Ignacio Olivas Gutiérrez, Eloísa Chavarrías Barajas, Elva Lidia Valles
Olvera, Emma Margarita Alemán Olvera, Enrique Pérez Rodríguez,
Exaltación González Ceceña, Genoveva Huerta Villegas, Gerardo Fe-
derico Salas Díaz, Gretel Culin Jaime, Herminio Corral Estrada, Ingrid
Krasopani Schemelensky Castro, J. Apolinar Casillas Gutiérrez, Jesús
Antonio López Rodríguez, Jisela Paes Martínez, Joaquín Jesús Díaz
Mena, José Antonio Salas Valencia, José Erandi Bermúdez Méndez,
José Teodoro Barraza López, Juan Corral Mier, Kathia María Bolio Pi-
nelo, Leonel Gustavo Cordero Lerma, Lilia Arminda García Escobar,
Luis Agustín Rodríguez Torres, Luz Argelia Paniagua Figueroa, María
Concepción Valdés Ramírez, María de los Ángeles Rodríguez Aguirre,
María del Rosario Rodríguez Rubio, María García Pérez, María Veró-
nica Agundis Estrada, Mariana Arámbula Meléndez, Mayra Angélica
Enríquez Vanderkam, Miguel Ángel Huepa Pérez, Miguel Ángel Salim
Alle, Minerva Hernández Ramos, Mónica Rodríguez Della Vecchia,
Patricia García García, Pedro Garza Treviño, René Mandujano Tinaje-
ro, Ricardo Del Rivero Martínez, Sergio Emilio Gómez Olivier, Tere-
sa de Jesús Lizárraga Figueroa, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Wen-
ceslao Martínez Santos, Ximena Tamariz García (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Burguete. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

Saludamos la presencia de un importante grupo de reporte-
ros, periodistas que cubren diferentes medios de comuni-
cación, del estado de Colima, invitados por el diputado En-
rique Rojas Orozco. Bienvenidas, bienvenidos amigos, a
este recinto parlamentario de San Lázaro, aunque veo que
no traen equidad de género a la vista desde acá. Igualmen-
te saludamos la presencia de alumnos y personal de la Nue-
va Escuela Tecnológica, del estado de México, invitados
por el diputado Gabriel Casillas Zanatta. Bienvenidos,
amigos, aquí también a este recinto parlamentario.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos el diputado Vic-
toriano Wences Real, del Grupo Parlamentario del PRD,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma el artículo 49 de la Ley Orgánica de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Victoriano Wences Real: Con su venia, se-
ñor presidente. Compañeras y compañeros diputados, el
apartado B del artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece la obligación del
Estado mexicano para promover la igualdad de oportuni-
dad de los indígenas y para eliminar cualquier práctica dis-
criminatoria, mediante el establecimiento de las institucio-
nes y de las políticas necesarias que garanticen la vigencia
de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de
sus pueblos y comunidades.

Asimismo precisa las obligaciones que las autoridades fe-
derales, estatales y municipales tienen para abatir las ca-
rencias y rezagos que los afecten, entre estas impulsar al
desarrollo regional, garantizar e incrementar los niveles de
escolaridad, favoreciendo la educación bilingüe e intercul-
tural, la alfabetización, la conclusión de la educación bási-
ca, la capacitación productiva y la educación media supe-
rior y superior.

Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud, mejo-
rar las condiciones de las comunidades indígenas y de sus
espacios para la convivencia y recreación; propiciar la in-
corporación de las mujeres indígenas al desarrollo, exten-
der la red de comunicaciones que permitan la integración
de las comunidades, apoyar las actividades productivas y el
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desarrollo sustentable de las comunidades indígenas, así
como establecer políticas sociales para proteger a los mi-
grantes de los pueblos indígenas.

Para la concreción de las obligaciones arriba señaladas, de
acuerdo con el mismo apartado B de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, las Legislaturas de entida-
des federativas y los ayuntamientos en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, establecerán las partidas específicas
destinadas al cumplimiento de estas obligaciones en los
presupuestos de egresos que aprueben, así como las formas
y procedimientos para que las comunidades participen en
el ejercicio y vigilancia de las mismas.

Es decir, para atender a un importante segmento de la po-
blación mexicana, el Congreso General tiene tareas muy
importantes que se desprende del artículo 2o. constitucio-
nal; la primera, adecuar la legislación federal y, la segunda,
establecer las partidas presupuestales específicas, que den
certeza, orientación y concreción a los programas y accio-
nes específicas.

Particularmente, dentro de los trabajos que se desarrollan
al seno de este cuerpo legislativo y a partir de la reforma
constitucional del año 2001, en materia de derechos y cul-
tura indígena, el Congreso General se ha dado a la tarea de
revisar y reformar numerosas leyes secundarias.

La ausencia de una entidad pública de investigación jurídi-
ca, social, cultural y legislativa, que con sus trabajos enri-
quezca la discusión en las comisiones, ha impedido que la
discusión alcance la calidad y la importancia que el tema
indígena merece.

Debe tenerse presente que estamos hablando de un uni-
verso que asciende a 15.7 millones, compuestos por per-
sonas que se consideran indígenas. Estos datos son toma-
dos del Censo de Población y Vivienda 2010, levantado
por el Inegi.

La creación del Centro de Estudios para el Desarrollo de
los Pueblos y Comunidades Indígenas permitirá a esta so-
beranía contar con un auxiliar técnico, que en materia indí-
gena de cuyos aporte se verían beneficiadas no sólo las co-
misiones legislativas, sino los diputados, en particular los
grupos parlamentarios, investigadores, instituciones acadé-
micas y la ciudadanía en general, interesada en este tema.

Varias han sido las dificultades en las que el legislador se
ha enfrentado respecto al tema indígena, ausencia de infor-

mación sociodemográfica actualizada, criterios aceptables
para definir con certeza el universo de la población indíge-
na, ya sea por estado, región, pueblo o comunidad.

En el caso extremo, tampoco se sabe con precisión la mag-
nitud del fenómeno de los indígenas desplazados en cual-
quiera de sus variantes, el incremento de la migración in-
ternacional indígena y a las ciudades, que configura una
nueva realidad.

Las tareas de investigación cubrirían la necesidad de dar
certidumbre a las funciones legislativas de comisiones y
diputados, y de apoyarlos a emitir opiniones institucionales
calificadas al revisar las minutas turnadas, relativas a la
materia indígena y a las legislativas en proceso de elabora-
ción o dictaminación.

A lo anterior, se añade el propósito de iniciar un esfuerzo
sólido, sistemático y de largo alcance, con tareas de eva-
luación y seguimiento de los programas y acciones guber-
namentales vinculadas a los pueblos y comunidades indí-
genas, orientadas a abatir los rezagos presentes,
concretamente en materia presupuestaria.

Las actividades de este centro estarían enfocadas a dar se-
guimiento y evaluar la aplicación de los recursos anuales
dirigidos a los pueblos y comunidades indígenas, así como
de proponer criterios de asignación presupuestal.

Además, al Centro de Estudios le correspondería clasificar
y organizar un acervo propio, actividades todas ellas que
tienen como propósito apoyar las decisiones que en su mo-
mento asuman las comisiones legislativas.

En suma, proponemos la creación de una entidad cuyo per-
fil sea el ser un órgano técnico en materia legislativa al
examinar y emitir una opinión de las minutas e iniciativas
en curso, de investigación, de consulta permanente y auxi-
liar de comisiones, diputados, grupos parlamentarios, in-
vestigadores y ciudadanos en general, de propuesta, segui-
miento y evaluación presupuestal.

Compañeros y compañeras, por lo anterior someto a consi-
deración de esta asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el numeral 3 del ar-
tículo 49 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos para crear el Centro de Estu-
dios para el Desarrollo de los Pueblos y Comunidades In-
dígenas para quedar de la siguiente manera: artículo 49
continúa igual, el numeral 1 y 2 continúan igual.
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3. La Cámara contará también, en el ámbito de la Secretaría
General y adscritos a la Secretaría de Servicios Parlamenta-
rios, con los Centros de Estudios de las Finanzas Públicas,
de Estudio de Derecho e Investigaciones Parlamentarias,
de Estudios Sociales y de Opinión Pública, de Estudios pa-
ra el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimen-
taria, y de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la
Equidad de Género, y de Estudios para el Desarrollo de los
Pueblos y Comunidades Indígenas. Es cuanto, señor presi-
dente.

«Iniciativa que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Victoriano Wences Real, del Grupo Par-
lamentario del PRD

Planteamiento del problema que la iniciativa pretenda
resolver

La Cámara de Diputados del Congreso de la unión adolece
de un órgano de carácter técnico de investigación jurídica,
social, cultural y legislativa encargado de apoyar la labor
de las comisiones y diputados vinculados al tema indígena.

Argumentos que la sustentan

El apartado B del artículo segundo de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos establece la obliga-
ción del Estado Mexicano para promover la igualdad de
oportunidades de los indígenas y para eliminar cualquier
práctica discriminatoria mediante el establecimiento de las
instituciones y de las políticas necesarias que garanticen la
vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo in-
tegral de sus pueblos y comunidades.

Asimismo, precisa las obligaciones que las autoridades fe-
derales, estatales y municipales tienen para abatir las ca-
rencias y rezagos que los afectan; entre éstas: impulsar el
desarrollo regional; garantizar e incrementar los niveles de
escolaridad, favoreciendo la educación bilingüe e intercul-
tural, la alfabetización, la conclusión de la educación bási-
ca, la capacitación productiva y la educación media supe-
rior y superior; asegurar el acceso efectivo a los servicios
de salud; mejorar las condiciones de las comunidades indí-
genas y de sus espacios para la convivencia y recreación;
propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al de-
sarrollo; extender la red de comunicaciones que permita la
integración de las comunidades; apoyar las actividades
productivas y el desarrollo sustentable de las comunidades

indígenas; así como establecer políticas sociales para pro-
teger a los migrantes de los pueblos indígenas.

Para la concreción de las obligaciones arriba señaladas, de
acuerdo con el mismo apartado B, la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, las legislaturas de las entidades
federativas y los ayuntamientos, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, establecerán las partidas específi-
cas destinadas al cumplimiento de estas obligaciones en los
presupuestos de egresos que aprueben, así como las formas
y procedimientos para que las comunidades participen en
el ejercicio y vigilancia de las mismas.

Es decir, para atender a un importante segmento de la po-
blación mexicana, el Congreso General tiene tareas muy
importantes que se desprenden del artículo segundo cons-
titucional. La primera, adecuar la legislación federal y la
segunda, establecer las partidas presupuestales específicas
que den certeza, orientación y concreción a los programas
y acciones específicas.

Particularmente, dentro de los trabajos que se desarrollan
al seno de este cuerpo legislativo y a partir de la reforma
constitucional del 2001 en materia de derechos y cultura
indígena el Congreso General se ha dado a la tarea de revi-
sar y reformar numerosas leyes secundarias.

La ausencia de una entidad pública de investigación jurídi-
ca, social, cultural y legislativa que con sus trabajos enri-
quezca la discusión en las comisiones ha impedido que la
discusión alcance la calidad y la importancia que el tema
indígena merece. 

Debe tenerse presente que estamos hablando de un univer-
so que asciende a 15.7 millones compuesto por personas
que se consideran indígenas, esto es, 6.6 millones son ha-
blantes de alguna de las lenguas y 9.1 millones no hablan
alguna de ellas; lo anterior, de acuerdo con cifras Censo de
Población y Vivienda 2010, levantado por el Instituto Na-
cional de Geografía y Estadística.

La creación del Centro de Estudios para el Desarrollo de
los Pueblos y Comunidades Indígenas permitiría a esta so-
beranía contar con un auxiliar técnico en materia indígena
de cuyos aportes verían beneficios no sólo las comisiones
legislativas sino los diputados en particular, los grupos par-
lamentarios, investigadores, instituciones académicas y la
ciudadanía en general interesada en este tema. 
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Varias han sido las dificultades en la que el legislador se ha
enfrentado respecto al tema indígena: ausencia de informa-
ción sociodemográfica actualizada, criterios aceptables pa-
ra definir con certeza el universo de la población indígena,
ya sea por estado, región, pueblo, comunidad; en el extre-
mo, tampoco se sabe con precisión la magnitud del fenó-
meno de los indígenas desplazados, en cualquiera de sus
variantes; el incremento de la migración internacional indí-
gena y a las ciudades, que configura nuevas realidades.

Las tareas de investigación cubrirían la necesidad de dar
certidumbre a las funciones legislativas de comisiones y
diputados, y de apoyarlos al emitir opiniones instituciona-
les  calificadas al revisar las minutas turnadas relativas a la
materia indígena y las iniciativas en proceso de elaboración
o dictaminación.

A lo anterior se añade, el propósito de iniciar un esfuerzo
sólido, sistemático y de largo alcance con tareas de evalua-
ción y seguimiento de los programas y acciones guberna-
mentales vinculadas a los pueblos y comunidades indíge-
nas, orientados a abatir los rezagos presentes;
concretamente, en materia presupuestaria las actividades
de este centro estarían enfocadas a dar seguimiento y a eva-
luar la aplicación de los recursos anuales dirigidos a los
pueblos y comunidades indígenas así como de proponer
criterios de asignación presupuestal. Además, al Centro de
Estudios le correspondería clasificar y organizar un acervo
propio. Actividades todas ellas que tienen como propósito
apoyar las decisiones que en su momento asuman las co-
misiones legislativas.

En suma, proponemos la creación de una entidad cuyo per-
fil sea el ser un órgano:

• Técnico en materia legislativa al examinar y emitir una
opinión de las minutas e iniciativas en curso. 

• De investigación. 

• De consulta permanente y auxiliar de comisiones,
diputados, grupos parlamentarios, investigadores y ciu-
dadanos en general. 

• De propuesta, seguimiento y evaluación presupuestal.

Más aún, la necesidad de su creación se ve reforzada a la
luz de la firma del Pacto por México en el cual se vislum-
bran diversas acciones encaminadas a atender los rezagos
de la población indígena del país. 

Su instauración supone, para el legislador, contar con una
entidad de apoyo técnico-profesional para la formulación
de las iniciativas legales que sustenten las acciones previs-
tas en el Pacto tales como el Fortalecimiento de las comu-
nidades indígenas; atender los rubros de Educación, salud,
infraestructura y créditos para los habitantes de las comu-
nidades indígenas como prioridad presupuestal; así como
el acceso equitativo a la justicia y a la educación.

Como colofón podemos anotar que la propia Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos en
su artículo 135 prevé el establecimiento por parte de las cá-
maras integrantes del Congreso General de instituciones de
investigación jurídica y legislativa para la mejor informa-
ción y realización de sus trabajos.

Fundamento legal

Por las razones anteriormente expuestas, el suscrito, Victo-
riano Wences Real, diputado federal de la LXIII Legislatu-
ra integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, con fundamento en lo dispuesto por
la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y por los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el numeral 3 del artículo
49 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos para crear el Centro de Estu-
dios para el Desarrollo de los Pueblos y Comunidades
Indígenas

Único. Se reforma el numeral 3 del artículo 49 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos para quedar como sigue:

Artículo 49. 

1. (...)

2. (...)

3. La Cámara contará también, en el ámbito de la Secreta-
ría General y adscritos a la Secretaría de Servicios Parla-
mentarios, con los centros de estudios de las finanzas pú-
blicas; de estudios de derecho e investigaciones
parlamentarias; de estudios sociales y de opinión pública;
de estudios para el desarrollo rural sustentable y la sobera-
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nía alimentaria; de estudios para el adelanto de las mujeres
y la equidad de género, y de estudios para el desarrollo
de los pueblos y comunidades indígenas.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de marzo de
2016.— Diputados y diputadas: Victoriano Wences Real, Eva Florin-
da Cruz Molina, Julio Saldaña Morán, Lucia Virginia Meza Guzmán,
Ricardo Ángel Barrientos Ríos (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Wences. Túrnese a la Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias pa-
ra dictamen.

Saludamos la presencia de alumnos de la Facultad de De-
recho de la Universidad de Nuevo León, invitados por la
diputada Alejandra Gutiérrez Campos. Sean ustedes bien-
venidos a este recinto parlamentario.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Y tiene ahora la palabra, por cinco minutos, el diputado Ja-
vier Herrera Borunda, para presentar iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma los artículos 49 y 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita
también por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Verde Ecologista.

El diputado Javier Octavio Herrera Borunda: Con la
venia de la Presidencia. Actualmente en México se viven
momentos de transformación y estoy seguro que todas las
fuerzas políticas aquí representadas en el Congreso dentro
de nuestros respectivos contextos políticos, históricos y so-
ciales buscamos impulsar la democracia del ejercicio de
gobierno hacia un mejor estadio.

Y es precisamente ahí donde se abre el debate sobre cuáles
son los mecanismos que se deben adoptar para reforzar
nuestro sistema político, a efecto de darle mayor legitimi-
dad al gobierno y sobre todo gobernabilidad al país.

En la forma de gobierno mexicano actual no se necesita de
alianzas para acceder al poder. Pero como lo ha marcado la
experiencia, desde 1997 cuanto el presidente de la Repú-
blica no cuenta con la mayoría dentro del Congreso, el pa-
ís está destinado a un impasse legislativo, lo que tiene co-
mo consecuencia que la legislación vigente y el proyecto
de país que se tiene por parte del Ejecutivo vayan por ca-
minos distintos o incluso se contrapongan en sus perspec-
tivas de futuro. Esto, compañeros, es un error.

El gobierno debe tener la posibilidad de implementar las
políticas que considere pertinentes y estas deben estar den-
tro del marco normativo del Estado, para que así vayan de
manera paralela programa de trabajo y legislación.

Por lo tanto, para subsanar este inmovilismo legislativo de-
bemos adecuar las herramientas para generar consensos.
La carencia de instrumentos de diálogo entre Poderes y la
falta de acuerdos en la actualidad, me queda claro, fueron
decisiones políticas que se tomaron con anterioridad.

Bien lo señala el doctor José Woldenberg, se hizo un tra-
bajo de la conformación de instituciones para una plurali-
dad de la democracia mexicana. Se hicieron reformas pau-
latinas que permitieron la integración de diversos partidos
en el Congreso, sin prever que, una vez diversificado el
Congreso y alternado el gobierno, se necesitaría de una
nueva relación entre Poderes.

Por este motivo y con respeto pleno a la división de Pode-
res del Estado mexicano y a las competencias que cada uno
de ellos detentan, expongo esta iniciativa que tiene como
finalidad una reforma constitucional para crear el consejo
consultivo del Estado mexicano, el cual estará integrado
por representantes de los tres Poderes de la Unión, así co-
mo organismo autónomos y dependencias desconcentradas
fundamentales para el desarrollo del país. Dicho consejo
pretende ser un espacio donde se transite hacia una coope-
ración entre el Ejecutivo y el Legislativo.

La cooperación por ningún motivo implica que haya una
disminución de la independencia que debe haber de uno del
otro. Hoy gobernar es legislar, situación que vincula en un
trayecto paralelo a los dos órganos del Estado que se ven
implicados en la creación de la norma y en la ejecución de
la misma.

Es decir, hoy debe haber y existir una interacción entre el
presidente y el Congreso de la Unión. No únicamente para
las propuestas legislativas del presidente, sino también
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para la función de control que debe ejercer este órgano le-
gislativo sobre el Ejecutivo.

Como lo señala José Antonio González Casanova, los ór-
ganos consultivos ayudan a los órganos políticos y a las ad-
ministraciones públicas a tomar mejores decisiones, con
mayor conocimiento de causa, con el máximo rigor ético y
con toda la prudencia que la audacia exija.

La finalidad, hay que decirlo, es priorizar, armonizar crite-
rios y desde un ámbito no vinculante, pero sí técnico, emi-
tir razonamientos para que sean considerados por las de-
pendencias competentes.

La característica única y fundamental de este consejo, es
que derivada de la complejidad de su integración, los crite-
rios que emita tendrán una riqueza mayor al estar integra-
dos y consensuados entre expertos de diversas disciplinas
e instituciones.

Este Consejo Consultivo consolidará la cohesión del Esta-
do mexicano, haciéndolo más competitivo, dinámico y só-
lido, para así enfrentar los retos que tenemos al frente y lle-
var a nuestro país y a nuestras instituciones a un estadio
superior de desarrollo.

México requiere de verdaderas políticas públicas, que sean
trasversales y atemporales. Herramientas como ésta, sin
duda, pueden abonar en la materia. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 49 y 71 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita
por integrantes del Grupo Parlamentario del PVEM

Quienes suscriben, diputados federales de la LXIII Legis-
latura, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, y 135 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, sometemos a consideración de esta ho-
norable asamblea la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adicionan los artículos 49 y 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
bajo la siguiente

Exposición de Motivos

México es el decimocuarto país más extenso del mundo y
el tercero más grande de América Latina, tiene un territo-

rio basto en recursos naturales, flora y fauna endémica, tie-
ne una economía en vías de desarrollo y consolidación, sus
principales fuentes del producto interno bruto son la pro-
ducción de maquila, la extracción y venta de crudo, así co-
mo el turismo, la producción del campo y la ganadería; así
como las remesas de los extranjeros que radican principal-
mente en Estados Unidos de América. 

A pesar de que existe un desarrollo constante y permanen-
te en los últimos años, tiene frente así grandes retos como
Estado, tales como la calidad en la educación, elevar el ni-
vel académico promedio de la población, generar más
fuentes de trabajo, modificar el modelo de pensiones para
adultos mayores con la finalidad de que sea sostenible a
largo plazo, mejorar el sistema de salud, incorporar y ga-
rantizarles una mejor calidad de vida a las comunidades
originarias, conservarlos sus ecosistemas y restablecer
aquellos que hayan sido afectados, así como llevar a cabo
acciones para garantizar los derechos humanos de los mi-
grantes de Centro y Sur América, sólo por enunciar algu-
nos de los temas que se estiman prioritarios.

Derivado de los párrafos que anteceden, se puede en tér-
minos generales percibir la grandeza, abundancia, diversi-
dad de territorios y de población, así como de circunstan-
cias que involucran a nuestro país, para lo cual con la
finalidad de generar un desarrollo firme y en beneficio de
la ciudadanía se requiere de una dinámica constante y de
consensos en los órganos de toma de decisión.

Uno de los problemas a los cuales se ha enfrentado nuestra
nación, en por lo menos los últimos tres sexenios previos al
que se desarrolla actualmente; derivado del modelo de di-
visión de poderes existente, el cual diferencia de manera
tajante facultades, derechos, alcances y parámetros de ac-
ción, es la parálisis del Estado por falta de consensos y de
identificar las necesidades prioritarias requeridas, frente a
las grandes necesidades existentes.

Esta parálisis es un escenario que en nada ayuda a la esta-
bilidad y progreso de la nación, sino por el contrario obs-
taculiza la toma de decisiones, la emisión de leyes, decre-
tos, reglamentos, puntos de acuerdo, exhortos, la creación
de nuevas instituciones, de estrategias, de ratificaciones, y
en general de cualquier tipo de proyecto de Estado o plan
de desarrollo; generando inconformidad social, así como
una percepción colectiva de inactividad y poca utilidad de
la acción pública, de falta de eficiencia, de falta de faculta-
des en el desarrollo de las funciones del Estado, y de una
falta total de interés por las necesidades que existen en el
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seno de la sociedad; cuando el verdadero problema es la
ausencia de consensos.

Otro aspecto que acrecienta la problemática antes expues-
ta es la atomización, pulverización o división en la integra-
ción de los órganos colegiados de toma de decisión, es de-
cir; derivado del pluripartidismo que se encuentra
representado tanto en la Cámara de Diputados como en el
Senado de la República se genera una polarización de cri-
terios y con ello un gobierno dividido, mismo que compli-
ca la toma de decisiones.

Estas circunstancias en los órganos de toma de decisión ge-
neran un aletargamiento y parálisis que evitan hacer frente
con oportunidad a las urgencias, necesidades y prioridades
que día a día enfrenta el Estado mexicano, esta ausencia de
consensos en mucho puede ser solventada o superada sí se
genera un órgano consultivo cuya función sea evidenciar
las necesidades prioritarias así como generar consensos en-
tre los diferentes poderes con la finalidad de producir una
mayor y permanente gobernabilidad; la naturaleza del con-
sejo consultivo es técnica por lo que analizará las diferen-
tes posiciones, razones y argumentos de cada una de los
enfoques y de las prioridades, necesidades y perspectivas
estratégicas que tiene cada uno de los órganos de poder;
para poder con ello llegar a un consenso mayor y mucho
más integral en beneficio de la población.

Este mayor consenso va a generar una reacción más pron-
ta e inmediata a las necesidades de la población por parte
de los órganos de toma de decisión, produciendo con ello
una legitimidad mayor tanto en la toma de decisión como
en los órganos que las emiten ya que fue generada o pro-
ducida después de una discusión integral donde participa-
ron diferentes enfoques y se esgrimieron diversos argu-
mentos, los cuales se verán reflejados en el dictamen que
será emitido.

El modelo de consejos consultivos existe en todo el mun-
do, bajo diferentes regulaciones, modelos de Estado y la
mayoría de ellos están limitados a una materia o ámbito de
acción; sin embargo, aunque con otra naturaleza del ámbi-
to estatal se tienen casos de éxito de consejos consultivos
de Estado, tanto en Europa como en América Latina. Espa-
ña y Francia cuentan con modelos de consejos consultivos
nacionales los cuales han sido piezas fundamentales en la
actualidad para mantener la división de poderes dentro de
su modelo de Estado, así como para generar los acuerdos
necesarios que mantengan la gobernabilidad a pesar de los

fenómenos democráticos que se han generado a últimas fe-
chas, lo mismo ha ocurrido en América Latina en el caso de
Colombia, donde el consejo consultivo ha sido pieza fun-
damental para poder generar acuerdos y lograr superar la
parálisis del Estado.

Por todo lo antes expuesto, es que se presenta a esta sobe-
ranía, iniciativa que tiene como objeto con pleno respeto de
la división de poderes existente en el Estado mexicano, así
como de las facultades de cada uno de los órganos, institu-
ciones y dependencias, crear un Consejo Consultivo de Es-
tado.

Si bien es cierto que cada uno de los órganos, dependencias
e instituciones dentro del ámbito de sus competencias lle-
van a cabo actividades tendientes a la mejora del Estado y
a la consolidación del bienestar social, no lo es menos que
la convergencia ideológica que pueda generarse en un ór-

gano colegiado en el cual tengan voz y voto las diversas
autoridades, es una buena forma para sumar esfuerzos y te-
ner una perspectiva global de las acciones, resultados y ne-
cesidades del Estado.

Los órganos o consejos consultivos colaboran con la admi-
nistración activamente para que sus decisiones sean con-
forme al ordenamiento jurídico. Son una voz técnicamente
autorizada y socialmente conveniente que quiere y tiene
como finalidad preponderante ayudar al gobierno y a las
administraciones públicas, a acertar en la toma de decisio-
nes. La labor consultiva se expresa como una actividad au-
xiliar que implica emitir juicios sobre cuestiones sometidas
a examen tanto como por los órganos, dependencias y au-
toridades del Estado, como por los integrantes del mismo,
para que el órgano decisorio pueda formar su criterio con
más elementos de juicio. Como señala el profesor José An-
tonio González Casanova, los órganos consultivos ayudan
a los órganos políticos y a las administraciones públicas a
tomar decisiones «con el mayor conocimiento de causa, el
máximo rigor ético y toda la prudencia que la audacia exi-
ja».

Es pues que se trata de un órgano técnico que tiene una di-
námica que por su forma de integración le permite tener
una visión amplia, general, global e informada de las pro-
blemáticas, prioridades y necesidades de un Estado, y que
en beneficio de la población emite documentos en los cua-
les solicita y exhorta a que cada autoridad competente, en
el cumplimiento de sus facultades y obligaciones, las tenga
en consideración y pueda reaccionar ante las prioridades
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que estima un órgano cuya integración tiene diversos enfo-
ques, con los cuales se abona a una interpretación mucho
más integral.

Como puede observarse se trata de un órgano de coinci-
dencia gubernamental para generar una simbiosis e interre-
lación permanente que tenga como consecuencia criterios
técnicos desde los diversos ámbitos de competencia de ca-
da uno de los integrantes con la finalidad de evidenciar y
agilizar la toma de decisiones sobre temas prioritarios y ne-
cesarios para el estado en México, para evitar con ello la
parálisis y dilación en la toma de decisión y con ello poder
legitimar a los miembros y estructura del Estado.

Por lo aquí expuesto, sometemos a la consideración de es-
ta Honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se adicionan los artículos 49 y 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Artículo Único. Se adicionan los artículos 49 y 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como a continuación se presenta:

Título Tercero

Capítulo I
De la División de Poderes

Artículo 49.

A. El Supremo Poder de la Federación se divide para su
ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una so-
la persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en
un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al
Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artí-
culo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el se-
gundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades ex-
traordinarias para legislar.

B. El Estado Mexicano contará con un Consejo Consul-
tivo, el cual tendrá como finalidad evidenciar las prio-
ridades en las estrategias, acciones y actividades de la
totalidad de poderes, órganos y dependencias del Esta-
do.

Dicho Consejo Consultivo deberá estar integrado por:

1. Cuatro representantes del Poder Ejecutivo, mis-
mos que serán designados por el Presidente de la
República provenientes de las Secretarías del ramo,
de acuerdo a la materia que sea analizada o discuti-
da; dichos integrantes tendrán voz y voto en el Con-
sejo.

2. Dos integrantes tanto de la Cámara de Diputados,
como del Senado de la República; los cuales serán
designados por los órganos máximos de dirección en
cada una de las Cámaras, dichos integrantes tendrán
voz y voto en el Consejo.

3. Un integrante de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación; uno del Banco de México; uno de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos; uno del Ins-
tituto Nacional Electoral; uno del Instituto Nacional
de Telecomunicaciones, uno del Instituto Nacional de
Transparencia, Acceso a la Información y Protección
de Datos Personales, así como uno de la Fiscalía Ge-
neral de la Nación. Dichos integrantes tendrán voz y
voto en el Consejo.

4. En todos los casos, cuando se trata de órganos co-
legiados, el representante ante el Consejo Consultivo
deberá estar votado por la mayoría de los integran-
tes de dicho Órgano Colegiado. 

5. Asistirán con voz pero no con voto al Consejo, un
representante por cada uno de los partidos políticos
con registro nacional.

6. Este Consejo deberá renovarse cada tres años, la
presidencia será rotativa anualmente, teniendo que
ser votada por una mayoría calificada entre los inte-
grantes del Consejo cuyo cargo tendrá carácter ho-
norario.

7. Se reunirá una vez al mes en una sede que para ta-
les efectos determine la Cámara de Diputados, te-
niendo la estructura técnica que se prevea en la ley
secundaria que para tales fines sea aprobada.

8. El Consejo deberá emitir dictámenes no vinculan-
tes con opiniones técnicas consensuadas y aprobadas
por la mayoría de sus integrantes. Los órganos, de-
pendencias o entidades de cualquier orden que reci-
ban dicho dictamen deberán dar respuesta al dicta-
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men de acuerdo a lo dispuesto en la Ley reglamenta-
ria que para tal efecto se expida. 

9. El Consejo, previo el acuerdo de sus miembros po-
drá invitar a participar en sus sesiones de trabajo a
personas e instituciones que por razón de su oficio
ocupación o profesión posean conocimientos útiles
para el mejor cumplimiento de las tareas propias del
Consejo.

10. En el supuesto de que el dictamen verse sobre re-
formas, adiciones o modificaciones a esta Constitu-
ción o Ley alguna vigente, si el mismo es aprobado
por mayoría calificada de sus miembros podrá ser
presentada ante la Cámara de Diputados como ini-
ciativa de Ley.

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compe-
te:

I. a IV. …

V. El Consejo Consultivo al que hace referencia el
Apartado B del artículo 49 de esta Constitución.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor a
partir del día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. El Congreso de la Unión deberá expe-
dir la Ley Reglamentaria del Consejo Consultivo a más tar-
dar 180 días después de la entrada en vigor de la presente
reforma constitucional. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de 2016.— Dipu-
tados y diputadas: Javier Octavio Herrera Borunda, Adolfo Mota
Hernández, Alberto Silva Ramos, Alfredo Bejos Nicolás, Antonio Ta-
rek Abdala Saad, Cándido Ochoa Rojas, Carlos Federico Quinto Gui-
llén, Daniela De Los Santos Torres, Delia Guerrero Coronado, Emilio
Enrique Salazar Farías, Enrique Zamora Morlet, Erick Alejandro La-
gos Hernández, Fidel Kuri Grajales, Heidi Salazar Espinosa, Jesús Ses-
ma Suárez, José de Jesús Galindo Rosas, José Luis Sáenz Soto, Lillian
Zepahua García, Luis Ignacio Avendaño Bermúdez, Marco Antonio
Aguilar Yunes, María Bárbara Botello Santibáñez, María de los Ánge-
les Rodríguez Aguirre, Noemí Zoila Guzmán Lagunes, Oswaldo Gui-
llermo Cházaro Montalvo, Ramón Bañales Arambula, Sofía Del Sa-
grario De León Maza (rúbricas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Herrera. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.

EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL
ANTICORRUPCIÓN

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Er-
nestina Godoy Ramos. Dice que es nueva ley, le damos seis
minutos. Que quede en cinco y ahí le pedimos también, no
se le restringirá pues, considerando eso, pero también le
pedimos ahí que tenga consideración. Adelante, diputada
Godoy, por favor.

La diputada Ernestina Godoy Ramos: Con su venia,
ciudadano presidente. Acudo en nombre del Grupo Parla-
mentario de Morena, a presentar iniciativa de Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción, la cual solicito se in-
serte íntegramente al Diario de los Debates.

Compañeras y compañeros legisladores, el combate a la
corrupción es vital para el desarrollo y prosperidad de la
nación, así lo ha sostenido el Grupo Parlamentario de Mo-
rena a lo largo de un debate nacional que apenas comienza,
su erradicación implica cambios profundos en todos los
ámbitos de la vida del país, exige de transformaciones po-
líticas y sociales que acaben con un sistema que se institu-
ye, organiza, recrea y renueva en la corrupción.

Esta iniciativa es una propuesta seria para combatirla, que
trasciende los lugares comunes y la simulación. Queremos
un sólido sistema anticorrupción, con fuerza para transfor-
mar el estado actual de las cosas.

Esta iniciativa trata el tema como corrupción estructural, es
decir, trasciende el enfoque legalista dominante y busca
atender la dimensión público-privada de la corrupción en
todas sus manifestaciones. La corrupción es el distintivo
del Estado autoritario para el que la rendición de cuentas le
fue ajena. 

Es parte del legado cultural del PRI que colocó la corrup-
ción y la transa como el leitmotiv de todo. La instituyó co-
mo una forma de dominación social, instrumento de movi-
lidad, estabilidad económica, acumulación y abuso de
poder.
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México tiene los sindicatos más corruptos del mundo, po-
deres públicos corruptos en todos sus niveles que hacen pe-
queños y grandes negocios con mordidas, contratos, con-
cesiones, privatizaciones, asociaciones público-privadas,
compras gubernamentales, reformas legales, cambios
constitucionales para favorecer a modo, confabulación de
gobiernos con el crimen organizado, etcétera.

México padece de una clase política adicta al dinero, fiel a
la máxima del fundador del Grupo Atlacomulco: Un políti-
co pobre es un pobre político, que encadena su poder de
compra, votos, magistrados, elecciones, consejeros, des-
pensas, publicidad, etcétera, a su vigencia política.

Árbitros que se ponen al servicio del poder, un clero con
fortunas insultantes y encubridor de crímenes. Una clase
empresarial que prefiere la mordida a cumplir con las leyes
y normas, que amarra su prosperidad a su relación con el
poder. 

La corrupción cobra su cuota diaria de vidas en este país.
No hay tragedia o desastre que no tenga un ingrediente de
corrupción. La lista puede ser inagotable, pero en las ceni-
zas de los incendios o en el lodo de las inundaciones o de-
bajo de los escombros de los sismos, invariablemente está
la acción, omisión o negligencia del poder público y su co-
lusión con intereses privados o grupos clientelares. La co-
rrupción es en buena medida responsable de la recurrente
crisis ambiental que hoy estamos viviendo en el Valle de
México. 

Tenemos ministerios públicos, policías, militares, jueces,
custodios y jefes de todos ellos que cobran o por hacer o no
hacer su trabajo, por cerrar los ojos o voltear la mirada. En
un contexto así, no hay lucha contra el crimen efectiva ni
real. Son actos de demagogia, escenificaciones ya conoci-
das por todos los actores y lo que los distingue de la repre-
sentación teatral es la muerte, el dolor, los cientos de miles
de dramas individuales y familiares, los huérfanos.

Tenemos elecciones que se compran y se venden, un siste-
ma judicial donde todo cuesta y pocas veces se encuentran
con la justicia, cárceles llenas de pobres, medios de comu-
nicación sin responsabilidad ni apego a la verdad, el servi-
cio del poder económico y político.

Partidos expertos en evadir la ley, miles de contralores y
auditores doctorados en el arte de la simulación; feroces
perseguidores del que pierde una engrapadora y omisos an-
te el descarado robo de cientos de miles de millones de pe-

sos que anualmente se desvían en todos los ámbitos de go-
bierno. Esta herencia corrupta está más viva que nunca; fue
intocada por la alternancia política, en muchos casos, in-
cluso, se reprodujeron con maestría las prácticas de co-
rrupción y se perfeccionaron.

En congruencia con ello, para Morena llegó la hora de aca-
bar con la corrupción y la impunidad; para ello es indis-
pensable terminar con la relación dinero ilegal y actividad
política.

Es preciso sacar el dinero indebido de las actividades de los
partidos y candidatos. En congruencia con ello el Grupo
Parlamentario de Morena presenta la primera de un paque-
te de iniciativas orientada a combatir la corrupción y cum-
plir con el mandato constitucional.

Destaco algunos puntos relevantes: se propone un sistema
sólido con atribuciones precisas; herramientas e institucio-
nes para prevenir y combatir la corrupción, un organismo
de coordinación del Estado. Estamos buscando que se ciu-
dadanice el Sistema Nacional Anticorrupción, colocar a di-
rigir a los ciudadanos las instituciones integrantes del sis-
tema, establecer criterios a los que habrán de sujetarse la
organización de los sistemas locales anticorrupción, se crea
el Instituto Nacional Anticorrupción, el Comité de Partici-
pación Ciudadana será una instancia de la mayor relevan-
cia, será responsable de presidir al sistema y de articular la
participación social en la lucha contra la corrupción; el
nombramiento de sus integrantes le corresponderá a esta
Cámara de Diputados, a propuesta del Comité Coordina-
dor.

La iniciativa contempla el diseño de un modelo de preven-
ción y combate de la corrupción en las actividades políti-
cas, empresariales, financieras y sindicales, el estableci-
miento de mecanismos de seguimiento, evaluación y
observación pública de las licitaciones, contrataciones y
concesiones que realicen los órdenes de gobierno y repor-
tar posibles hechos de corrupción.

Propone modelos para prevenir y detectar hechos de co-
rrupción; integrar y administrar un sistema de información
sobre las adquisiciones efectuadas con recursos públicos, y
recomendar la adopción de tabuladores de precios máxi-
mos; operar en coordinación con el Instituto de Adminis-
tración y Avalúo de Bienes Nacionales, un registro público
de bienes nacionales, su uso, custodia y, en su caso, bene-
ficios que le aporten al Estado; dar seguimiento al registro
de las declaraciones patrimoniales, fiscales y de interés, de
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los servidores públicos, y efectuar revisiones muestrales
aleatorias. En caso de que encuentren inconsistencia, pre-
sentar ante la autoridad competente las denuncias, elaborar
las pautas publicitarias con mensajes anticorrupción.

Se define la rendición de cuentas y señala que los informes
por disposición legal que deben presentar los servidores
públicos no podrán utilizarse para fines de promoción per-
sonal.

Todos los integrantes del sistema deberán presentar anual-
mente un informe público del avance de objetivos y méto-
dos contenidos en la estrategia nacional. El comité aproba-
rá modelos de indicadores, se incorpora el Sistema
Nacional de Fiscalización, se crea un Fondo contra la Co-
rrupción que será un instrumento para el financiamiento de
iniciativas orientadas a combatir la corrupción.

Compañeras y compañeros, toca ahora a los legisladores
obligados por una reforma constitucional, desarrollar las
leyes que posibiliten iniciar el camino de la rendición de
cuentas a través de una adecuada y eficiente coordinación
de las autoridades en los tres órganos de gobierno, dando
un papel preponderante a la participación ciudadana, pero
nos corresponde ir más allá para enfrentar y derrotar la co-
rrupción estructural que ha capturado al Estado. Es cuando,
diputados.

«Iniciativa que expide la Ley General del Sistema Nacio-
nal Anticorrupción, suscrita por integrantes del Grupo Par-
lamentario de Morena

La suscrita, diputada Ernestina Godoy Ramos, en nombre
del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, 113 de la Cons-
titución de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás relativos y aplicables, presenta ini-
ciativa de Ley General del Sistema Nacional Anticorrup-
ción, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El combate a la corrupción es vital para el desarrollo y
prosperidad de la nación, así lo ha sostenido el Grupo Par-
lamentario de Morena a lo largo de un debate nacional que
apenas comienza. Su erradicación, implica cambios pro-
fundos en todos los ámbitos de la vida del país. Exige de
transformaciones políticas y sociales que acaben con un

sistema que se instituye, organiza, recrea y renueva en la
corrupción.

Esta iniciativa es una propuesta seria para combatirla, que
trasciende los lugares comunes y la simulación. Queremos
un sólido sistema anticorrupción, con fuerza para transfor-
mar el estado actual de las cosas, desarrollado en la legis-
lación secundaria y en la adopción de políticas públicas
que impidan el abuso del poder, la impunidad y la exclu-
sión ciudadana de que se alimenta.

La corrupción es un fenómeno que socava la legitimidad de
las instituciones públicas, atenta contra la sociedad, el or-
den moral y la justicia, así como contra el desarrollo inte-
gral de los pueblos1 y tiene enormes consecuencias negati-
vas para la sociedad. La corrupción, se define comúnmente
como el uso del poder público en beneficio de intereses
privados.

Sin embargo, esta iniciativa se inspira en el concepto de
“corrupción estructural” como una forma específica de do-
minación social sustentada en el diferencial de poder es-
tructural en la que predominan el abuso, la impunidad y la
apropiación indebida de los recursos de la ciudadanía.2

Es decir, trasciende el enfoque legalista dominante y busca
atender la dimensión público-privada de la corrupción en
todas sus manifestaciones. Creemos que las disposiciones
constitucionales de las que se desprende esta nueva Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción permiten un
ejercicio legislativo como el que ahora proponemos. Dis-
minuir los alcances de la reforma constitucional en la le-
gislación secundaria, es generar un sistema de simulación
contrario a los intereses de la sociedad y al avance demo-
crático.

El asunto es de tal relevancia porque la corrupción encierra
para el caso mexicano connotaciones de tragedia. Los
ejemplos y las evidencias abundan. Fortunas, propiedades,
posiciones políticas, privilegios y cargos públicos se han
obtenido a su amparo. La corrupción es el distintivo del Es-
tado autoritario para el que la rendición de cuentas le fue
ajena. Es la herencia negra que nuestra incipiente demo-
cracia está obligada a erradicar como condición de sobre-
vivencia.

Es parte del legado cultural del PRI, que colocó la corrup-
ción y la transa como el leivmotiv de todo; la instituyó co-
mo una forma de dominación social, instrumento de movi-
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lidad, estabilidad económica, acumulación y abuso de po-
der.

Esta herencia está en el ADN del régimen político autorita-
rio y clientelar del PRI y determina comportamientos en el
espacio público y privado, lleva hasta sus últimas conse-
cuencias la máxima del priismo “No me den, sólo pónga-
me donde hay.”

México tiene a los sindicatos más corruptos del mundo;
poderes públicos corruptos en todos sus niveles, que hacen
pequeños y grandes negocios, con mordidas, contratos,
concesiones, privatizaciones, asociaciones público-priva-
das, compras gubernamentales, reformas legales, cambios
constitucionales para favorecer a modo, confabulación de
gobiernos con el crimen organizado, etcétera.

México padece de una clase política adicta al dinero, fiel a
la máxima fundador del grupo Atlacomulco: “Un político
pobre, es un pobre político” que encadena su poder de
compra (votos, magistrados, elecciones, consejeros, des-
pensas, publicidad, etcétera) a su vigencia política; árbitros
que se ponen al servicio del poder (televisivo o político);
un clero con fortunas insultantes y encubridor de crímenes;
una clase empresarial que prefiere la mordida a cumplir
con la leyes y normas; que amarra su prosperidad a su re-
lación con el poder.

La corrupción cobra su cuota diaria de vidas en este país.
No hay tragedia o desastre en este país, que no tenga un in-
grediente de corrupción. La lista puede ser inagotable, pe-
ro en las cenizas de los incendios, o en el lodo de las inun-
daciones o debajo de los escombros de los sismos,
invariablemente esta la acción, omisión o negligencia del
poder público y su colusión con intereses privados o gru-
pos clientelares.

La corrupción es en buena medida responsable de la recu-
rrente crisis ambiental del Valle de México, donde existe
una amplia red de verificentros, autoridades ambientales,
jefes policiacos y gobernantes.

Tenemos Ministerios Públicos, policías, militares, jueces,
custodios y jefes de todos ellos, que cobran por hacer o no
hacer su trabajo. En un contexto así, no hay lucha contra el
crimen, efectiva ni real, con un Estado carcomido por la
corrupción. Son actos de demagogia, escenificaciones ya
conocidas por todos los actores. Los que los distingue de
representación teatral, es la muerte, el dolor, los cientos de
miles de dramas individuales y familiares, los huérfanos.

Tenemos elecciones que se compran (y venden); un siste-
ma judicial donde todo cuesta y pocas veces se encuentra
con la justicia; cárceles llenas de pobres; medios de comu-
nicación sin responsabilidad, ni apego a la verdad, al servi-
cio del poder económico y político; partidos expertos en
evadir la ley; miles de contralores y auditores doctorados
en el arte de la simulación, feroces perseguidores del que
pierde una engrapadora y omisos ante el descarado robo de
cientos de miles de millones de pesos que anualmente se
desvían en todos los ámbitos de gobierno.

Esta herencia corrupta, está más viva que nunca, fue into-
cada por la alternancia política, incluso, en muchos casos
se reprodujeron con maestría las prácticas corruptas y se
perfeccionaron.

La corrupción ha sido posible gracias a los altos índices de
impunidad que prevalecen en el país. Es la prueba más pal-
pable de la colusión de las autoridades encargadas de per-
seguir los ilícitos y de castigarlos. Es la muestra de la in-
operancia de un modelo que propicia un círculo vicioso de
corrupción-impunidad-corrupción. La impunidad induce al
crimen. Amplía los límites de lo permitido, invoca a la re-
petición, adormece la memoria.

Salinas, su legado y lo que representa, es un caso paradig-
mático de impunidad, describe a con nitidez a una clase po-
lítica que festeja a sus miembros, Denisse Dresser, lo define:

Ser un Salinas es la personificación de lo peor del PRI y
cómo gobierna, ni más ni menos. La avaricia incontenible
y la irresponsabilidad rampante. Sentir que los recursos del
país eran suyos y podía hacer lo que lo quisiera con ellos.

Ser un Salinas implicó apropiarse de recursos que pertene-
cían –directa o indirectamente– al pueblo de México. El
crimen, actualmente “absuelto”, fue utilizar su posición
privilegiada para hacer negocios tras bambalinas, a oscu-
ras, sin firmas, sin contratos, con sólo un apretón de manos.
Negociar acuerdos y facilitar franquicias y canalizar recur-
sos y transferirlos de cuenta en cuenta. A espaldas de la po-
blación. De la mano de leyes que lo permitieron porque pa-
ra eso fueron creadas. Y por eso en México el
enriquecimiento ilícito ha sido un delito “no grave”. Y por
eso en México, el trato hacia los poderosos ha sido siempre
reverencial. Y por eso la familia Salinas se ha salido y se
sigue saliendo con la suya.3”

La impunidad en México, es decir, la falta de castigo a los
delitos cometidos, es muy alta. Según investigaciones re-
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cientes nuestro país tuvo una tasa de castigo en 2008 de
apenas 3 por ciento4. Esta cifra es menor en los delitos per-
petrados por los servidores públicos y ya no digamos por
aquéllos consumados por los altos funcionarios públicos
que gozan de inmunidad procesal. Se ha dicho también,
que identificar y castigar los conflictos de interés en la fun-
ción de servicio público es muy difícil por la débil regula-
ción en nuestro país, y por un sistema de complicidades en
todos los niveles. De ahí la importancia de la labor de vi-
gilancia y fiscalización de las instituciones del Estado, pa-
ra impedir que dos de los principios básicos de la función
pública, la legalidad y la honradez, sean quebrantados por
actos de corrupción, que le cuestan al país 180 mil millo-
nes de pesos, esto es, cerca de 1 por ciento del producto in-
terno bruto, según datos del sector privado. De ahí la rele-
vancia de expedir una legislación robusta de combate a la
corrupción.

El fenómeno de la corrupción en México tiene un impacto
directo en su desarrollo, en la calidad de su naciente de-
mocracia y en el bienestar colectivo. Afecta el ejercicio de
los derechos humanos y, específicamente, el derecho de ac-
ceso a una impartición pronta, expedita e imparcial de la
justicia. La corrupción alienta la impunidad y la comisión
de delitos en la esfera gubernamental y en las actividades
privadas. Provoca un daño en la relación de los ciudadanos
con las instituciones, socaba la legitimidad del gobierno,
obstruye el imperio de la ley y hace inalcanzable el estado
de derecho, por lo que es preciso ponerle fin. Es, según lo
han reconocido diversos actores, el problema más impor-
tante de nuestro país.

La corrupción es un lastre por los enormes costos econó-
micos, políticos y sociales que ocasiona en los países que
la sufren con mayor agudeza. La corrupción es un proble-
ma de carácter sistémico que permea a casi la totalidad del
cuerpo político en México. Para constatarlo, baste recordar
que nuestra nación aparece como uno de los países más co-
rruptos entre los 34 miembros de la Organización para la
Cooperación y Desarrollo Económicos y ocupa el lugar 95
de 165 países en un orden descendente de los menos a los
más corruptos, de acuerdo con la lista publicada por Trans-
parencia Internacional. En el Índice de percepciones sobre
corrupción 2015 México obtiene un puntaje de 35 en una
escala de 0 a 100, donde 0 significa altamente corrupto y
100 muy limpio. En materia de corrupción México se en-
cuentra por debajo de países como Mali, Surinam, Perú,
China y Brasil, de acuerdo con el conteo de Transparencia
Internacional y mantiene el mismo puntaje respecto de
2014. 

A pesar de ser uno de los problemas que más laceran al pa-
ís, el combate a la corrupción como tema de la agenda na-
cional cobró relevancia sólo a raíz del escandaloso asunto
Casa Blanca de Enrique Peña Nieto. Antes de ese suceso el
propio gobierno se había encargado de casi extinguir a la
Secretaría de la Función Pública y había bloqueado la re-
forma constitucional para crear la Comisión Nacional An-
ticorrupción. El detonante del Sistema Nacional Antico-
rrupción, elevado a rango constitucional y que ahora se
busca desarrollar en legislación secundaria, no fue una pre-
ocupación genuina del presidente y su partido por atender
el cáncer, sino una manera de atemperar la crisis de su go-
bierno desatada por el evidente conflicto de interés en que
incurrió el titular del Ejecutivo. El reto que tiene el legisla-
tivo ahora es evitar, desde la ley, que se produzcan hechos
como los protagonizados por altos funcionarios del actual
gobierno y que nadie resulte culpable.

Como lo ha evidenciado la prensa internacional México se
resiste obstinadamente a la rendición de cuentas. Después
de que algunos periodistas mexicanos revelaron que un
contratista del gobierno había construido una casa lujosa y
la había puesto a disposición del presidente de la Repúbli-
ca y su esposa, éste nombró a un amigo para investigar el
delicado asunto. Por ello no sorprende que la investigación
no haya encontrado ninguna evidencia de hechos de co-
rrupción y conflictos de interés por el titular del Ejecutivo.
Como se recordará los periodistas, encabezados por Car-
men Aristegui, a pesar de la seriedad de su investigación,
perdieron sus puestos de trabajo.

Para Morena, llegó la hora de acabar con la corrupción y la
impunidad. Para ello es indispensable terminar con la rela-
ción dinero ilegal y actividad política. Es preciso sacar el
dinero indebido de las actividades de los partidos y candi-
datos, desterrar los moches y la distribución clientelar del
presupuesto.

Ello exige acciones de distinta naturaleza. La que corres-
ponde al Poder Legislativo es la adopción de un conjunto
de reformas legales y la expedición de nuevas leyes con un
enfoque diferente al que hasta hoy ha sido el dominante.
Morena pondrá el acento en la participación ciudadana, en
el seguimiento profesional de las zonas sensibles donde se
producen cotidianamente los hechos de ilícitos, pero sobre
todo alentará la vigilancia de la corrupción estructural que
rebasa la sola acción burocrática de las oficinas de gobier-
no y trasciende las decisiones políticas de los centros de
poder. Sólo así iniciaremos el fin un largo ciclo corruptor
permitido y alentado desde las esferas estatales por quienes
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se han beneficiado con el uso y abuso privado del poder
público que detentan.

El Congreso está en deuda con la sociedad porque no ha
encarado con la determinación que se requiere, desde los
ámbitos político y legislativo, el fenómeno de la corrup-
ción. Toca ahora a los legisladores, obligados por una re-
forma constitucional, desarrollar las leyes que posibiliten
iniciar el camino de la rendición de cuentas a través de una
adecuada y eficiente coordinación de las autoridades en los
tres órdenes de gobierno, dando un papel preponderante a
la participación ciudadana. Pero nos corresponde ir más
allá para enfrentar y derrotar la corrupción estructural que
ha capturado al Estado.

La legislación secundaria en materia de combate a la co-
rrupción es la oportunidad para cerrar los canales de impu-
nidad y restablecer el estado de derecho.

En congruencia con ello, el Grupo Parlamentario de More-
na, presenta la primera de un paquete de iniciativas legales
orientada a combatir la corrupción y cumplir con el man-
dato constitucional.

La iniciativa que se somete a su consideración define al
Sistema Nacional Anticorrupción, SNA, como un meca-
nismo de articulación y coordinación del Estado mexi-
cano para la prevención, detección y sanción de respon-
sabilidades administrativas y hechos de corrupción; así
como en la fiscalización y control de recursos públicos en
todos los órdenes de gobierno.

Se ciudadaniza el SNA, se pone a los ciudadanos a diri-
gir a las instituciones integrantes del sistema, al estable-
cerse que será quien presida el Comité de Participación
Ciudadano, asumirá la Secretaría Ejecutiva del Sistema
Nacional Anticorrupción y en ese carácter, presidirá y re-
presentará al Comité Coordinador.

Se propone un sistema sólido, con atribuciones precisas,
herramientas e instituciones para prevenir y combatir
la corrupción. Por ende, el Comité Coordinador tendrá
atribuciones para normar y coordinar al sistema, esta-
blecer lineamientos, criterios y acuerdos de alcance gene-
ral para armonizar procedimientos; crear mecanismo de
coordinación e intercambio de información entre todos los
órdenes de gobierno y homologar sistemas de información
sobre compras, ejercicio del gasto público y Fiscalización
y rendición de cuentas.

Asimismo, se le faculta para proponer, ejecutar y eva-
luar la Estrategia Nacional Anticorrupción, y demás
instrumentos programáticos en la materia previstos en esta
ley, establecer indicadores públicos de seguimiento y eva-
luación; bases y principios para la efectiva coordinación de
las autoridades de los órdenes de gobierno en materia de
fiscalización y control de los recursos públicos.

El Comité Coordinador podrá emitir recomendaciones
no vinculantes a las autoridades y fijar las bases para la
integración de los sistemas locales anticorrupción y esta-
blecer mecanismos e instrumentos para una efectiva rendi-
ción de cuentas y para la presentación de los informes de
los servidores públicos que las leyes señalen. 

Se crea el Instituto Nacional Anticorrupción, como un
organismo público, de apoyo técnico del Sistema, contará
con los recursos presupuestarios, técnicos, humanos y ma-
teriales que requiera para el ejercicio directo de sus facul-
tades y atribuciones.

El Comité de Participación Ciudadana, será una ins-
tancia de la mayor relevancia en el sistema, responsable
de dirigir al Comité Coordinador y de articular la par-
ticipación social en la lucha contra la corrupción.

El comité será responsable de articular, fomentar y
apoyar la participación de la sociedad en la prevención,
detección, sanción, información, denuncia, control, vigi-
lancia y combate a la corrupción en todos los órdenes de
gobierno.

Diseñar con apoyo del instituto y en coordinación con
Instituto Nacional Electoral y el Sistema de Administra-
ción Tributaria y la Fiscalía, un modelo de prevención y
combate de la corrupción en las actividades política,
empresarial, financiera y sindical.

Coordinar la elaboración de informes sectoriales o te-
rritoriales de la corrupción, que permitan la adopción de
acciones por parte del Sistema Nacional Anticorrupción.

Ser además el órgano de gobierno del Instituto Nacio-
nal Anticorrupción, con facultades para normar su fun-
cionamiento y adoptar resoluciones administrativas para el
desarrollo de sus atribuciones.

Se establece un procedimiento abierto para el nombra-
miento del Comité de Participación Ciudadana, el cual
le corresponderá a la Cámara de Diputados a propues-
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ta del Comité Coordinador, quien será responsable de in-
tegrar y presentar a consideración de la Cámara de Dipu-
tados una terna por cada uno de los espacios vacantes del
Comité de Participación Ciudadana, mediante un proceso
público y transparente en todas sus fases. 

La iniciativa de Morena, establece los criterios a los que
habrán de sujetarse la organización de los sistemas lo-
cales anticorrupción, conforme a lo establecido en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se crea
la obligación a los municipios y alcaldías de la Ciudad de
México, de elaborar un informe anual sobre estado de la
corrupción en su demarcación territorial.

El instituto, estará facultado para establecer mecanis-
mos de seguimiento, evaluación y observación pública
de las licitaciones, contrataciones y concesiones que
realicen los órdenes de gobierno y Reportar al Comité
Ciudadano posibles hechos de corrupción que en el de-
sempeño de sus funciones detecte.

También, realizar estudios con el fin de proponer acciones
a fin de prevenir y detectar hechos de corrupción en los
trámites y gestiones que se efectúan en la administra-
ción pública, así como en la imposición de multas deriva-
das de sanciones administrativas.

Integrar y administrar un sistema permanente de In-
formación sobre adquisiciones y obras efectuadas con
recursos públicos y recomendar la adopción de tabula-
dores de precios máximos de compras gubernamentales,
con base en estudios de mercado y de las mejores prácticas
nacionales e internacionales.

Operar, en coordinación con el Instituto de Administración
y Avalúos de Bienes Nacionales, un registro público de bie-
nes nacionales, su uso, custodia y en su caso beneficios que
le aportan al Estado;

Dar seguimiento al registro de las declaraciones patri-
moniales, fiscales y de interés de los servidores públicos
y efectuar revisiones muéstrales aleatorias preventivas
de los bienes reportados.

Elaborar las pautas publicitarias con mensajes antico-
rrupción y Administrar un sistema de denuncias ciuda-
danas.

El Sistema Nacional Anticorrupción se reunirá en confe-
rencia una vez al año a convocatoria del Comité Coordina-

dor. A las reuniones acudirán las autoridades de todos
los órdenes de gobierno competentes en la prevención,
detección y sanción de responsabilidades administrativas y
hechos de corrupción, así como en la fiscalización y con-
trol de recursos públicos.

Se define la rendición de cuentas como un proceso con-
tinuo, sistemático, transparente y accesible mediante el
cual los servidores públicos presentan información pre-
cisa del cumplimiento de sus obligaciones legales en un
lapso de tiempo determinado, con indicadores públicos y
datos abiertos.

Se señala que los informes que por disposición legal deban
presentar los servidores públicos, no podrán utilizarse
para fines de promoción personal, serán actos de rendi-
ción de cuentas mediante los cuales se pondrá a disposición
del público documentos con información precisa y detalla-
da de las actividades relacionadas con las obligaciones le-
gales del servidor público.

Todos los integrantes del sistema, deberán presentar
anualmente un informe público del avance de los obje-
tivos y metas nacionales contenidas en la estrategia, di-
cho informe deberá incluir la información que permi-
tan su evaluación y examen público.

El Comité Coordinador aprobará modelos de indicado-
res públicos de seguimiento y evaluación de la Estrategia
Nacional y de la erradicación de la corrupción.

El instituto, coordinará la evaluación externa de las ac-
ciones desarrolladas por las instituciones en el marco de
la Estrategia Nacional Anticorrupción.

Con base en los resultados de las evaluaciones, el Co-
mité Coordinador podrá emitir recomendaciones a las
instituciones y requerir la intervención de alguna autori-
dad para que intervenga en la comisión de un delito de co-
rrupción.

El instituto dará seguimiento al registro público de las
compras gubernamentales, para el efecto podrá emitir
opinión sobre los lineamientos de registro de todas las
fases de los procesos de contratación de obras y adquisi-
ciones gubernamentales emitidos por la autoridad com-
petente.

Con base en el seguimiento que realice el instituto elabora-
rá proyectos de recomendación y emitirá alertas cuando
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detecte que las condiciones de compra de entes públicos
sobrepasan injustificadamente los estándares observados.

Asimismo, recomendará tabuladores de precios máxi-
mos, que permitan a los entes públicos optimizar los re-
cursos públicos y evitar compras con precios fuera de los
estándares observados.

El instituto dará seguimiento a las declaraciones patri-
moniales, de interés y fiscales de los servidores públicos y
podrá proponer lineamientos para su publicación y para
la protección de los datos personales.

El instituto establecerá una metodología de revisión mues-
tral de las declaraciones referidas en el artículo anterior,
para el efecto publicará anualmente el universo a revi-
sar, el método de selección y la relación de servidores
públicos sujetos a revisión; los resultados de dicha revi-
sión serán públicos.

En caso de existir inconsistencias inexplicables en las de-
claraciones sujetas a revisión, se presentarán ante la au-
toridad competente las denuncias correspondientes. Pa-
ra el efecto podrá solicitar información adicional al
Sistema de Administración Tributaria y a la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores.

El instituto en coordinación con el Instituto de Administra-
ción y Avalúos de Bienes, publicarán lineamientos para
formular un inventario pormenorizado de los bienes
públicos de los integrantes del Sistema, su uso, resguar-
do y aprovechamiento.

El instituto, dispondrá de una plataforma informática, don-
de las instituciones que forman parte del sistema, registra-
rán los datos sobre el ejercicio y evolución de las finan-
zas públicas. Dicha información estará a disposición
por unidad responsable, capítulo, concepto y partida de
gasto, vinculada con los programas presupuestarios y las
actividades sustantivas.

Se incorpora el Sistema Nacional de Fiscalización como
el conjunto de mecanismos interinstitucionales de coordi-
nación entre los órganos responsables de las tareas de au-
ditoría gubernamental en los distintos órdenes de gobierno,
con el propósito de maximizar la cobertura y el impacto de
la fiscalización en todo el país, y se desprende de los obje-
tivos y fines del sistema.

Se crea el Fondo contra la Corrupción, que será un ins-
trumento para el financiamiento de iniciativas guberna-
mentales, sociales, académicas y ciudadanas orientadas a
combatir la corrupción en los ámbitos públicos y priva-
dos, asimismo apoyará la investigación científica y el
desarrollo tecnológico para la prevención y combate a
la corrupción en todos los ámbitos de la vida nacional.

Por lo expuesto y con fundamento en las disposiciones le-
gales invocadas en el proemio, presentamos a considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto que expide la Ley General del Sistema Nacio-
nal Anticorrupción

Artículo Único. Se expide la Ley General del Sistema Na-
cional Anticorrupción, para quedar como sigue:

Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción

Título Primero
Disposiciones generales

Capítulo I
Objeto de la ley

Artículo 1. Esta ley es de orden público y de observancia
general en toda la República y tiene por objeto establecer
las bases de coordinación y concurrencia de los órdenes de
gobierno en el Sistema Nacional Anticorrupción; la fiscali-
zación y control de recursos públicos, así como los princi-
pios rectores del Sistema y los mecanismos de participa-
ción ciudadana en la prevención, detección, denuncia y
combate a la corrupción.

Capitulo II
De las definiciones

Artículo 2. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. Auditoría: Auditoría Superior de la Federación;

II. Constitución: Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos;

III. Código Penal: Código Penal Federal;

IV. Comité Coordinador: El comité integrado por titula-
res de la Auditoría Superior de la Federación; de la Fis-
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calía Especializada en Combate a la Corrupción; de la
Secretaría de Honestidad y Combate a la Corrupción;
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; del Ins-
tituto Nacional de Acceso a la Información Pública; del
Consejo de la Judicatura Federal y del Comité de Parti-
cipación Ciudadana;

V. Comité de Participación Ciudadana: El comité inte-
grado por cinco ciudadanos que se hayan destacado por
su contribución a la transparencia, la rendición de cuen-
tas o el combate a la corrupción.

VI. Estrategia: Estrategia Nacional contra la Corrup-
ción.

VII. Fiscalía: Fiscalía Especializada en Combate a la
Corrupción;

VIII. Hechos de corrupción: Todo acto u omisión que
las leyes federales y estatales señalen como delito com-
petencia de la Fiscalía Especializada en Combate a la
Corrupción y sus homólogas en las entidades federati-
vas, así como los hechos referidos en los tratados inter-
nacionales en la materia de los que el Estado mexicano
sea parte; 

IX. Informe anual: Informe Anual sobre el estado que
guarda la corrupción en el ámbito federal.

X. Informes sectoriales y especiales: Informes elabora-
dos sobre el estado que gurda alguna rama o actividad
económica; o actividad en cualquier orden de gobierno; 

XI. Instituto: Instituto Nacional Anticorrupción;

XII. Ley: Ley General del Sistema Nacional Antico-
rrupción;

XIII. Ley General de Responsabilidades: Ley General
de Responsabilidades Administrativas;

XIV. Secretaría. Secretaría de Honestidad y Combate a
la Corrupción;

XV. Servidor público: Los enumerados en los párrafos
primero, tercero y cuarto del artículo 108 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

XVI. Sistema: Sistema Nacional Anticorrupción;

XVII. Tribunal: Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa.

Título Segundo
Del Sistema Nacional Anticorrupción

Capítulo I
De la organización, funcionamiento y objeto

Artículo 3. El Sistema Nacional Anticorrupción es el me-
canismo de articulación y coordinación del Estado mexica-
no para la prevención, detección y sanción de responsabi-
lidades administrativas y hechos de corrupción; así como
en la fiscalización y control de recursos públicos en todos
los órdenes de gobierno.

Artículo 4. El Sistema Nacional Anticorrupción contará
para su organización, funcionamiento, y operación con las
instancias, instrumentos, políticas, acciones y servicios pa-
ra cumplir con las bases de coordinación y concurrencia de
los órdenes de gobierno para combatir la corrupción, así
como la fiscalización y control de recursos públicos.

Artículo 5. El Sistema Nacional Anticorrupción tendrá por
objeto establecer las bases de coordinación y concurrencia
entre la Federación, los Estados, la Ciudad de México, los
municipios y las alcaldías, además de promover los conve-
nios generales y específicos en esta materia.

Capítulo II
Integrantes del Sistema Nacional Anticorrupción

Artículo 6. El Sistema Nacional Anticorrupción se integra
con los siguientes órganos:

I. El Comité Coordinador.

II. El Comité de Participación Ciudadana.

III. Los comités coordinadores del sistema en cada enti-
dad federativa y la Ciudad de México.

Capítulo III
Integración del Comité Coordinador del sistema

Artículo 7. El Comité Coordinador es la instancia de res-
ponsable de normar y coordinar al Sistema Nacional Anti-
corrupción, de establecer lineamientos, criterios y acuerdos
de alcance general para armonizar procedimientos; crear
mecanismo de coordinación e intercambio de información
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entre todos los órdenes de gobierno y homologar sistemas
de información sobre compras, ejercicio del gasto público
y Fiscalización y rendición de cuentas. 

Artículo 8. El Comité Coordinador del Sistema Nacional
Anticorrupción se integra por titulares de:

I. La Auditoría Superior de la Federación;

II. La Fiscalía Especializada en Combate a la Corrup-
ción;

III. La Secretaría de Honestidad y Combate a la Co-
rrupción;

IV. Del Tribunal Federal de Justicia Administrativa;

V. La Presidencia del Instituto Nacional de Acceso a la
Información Pública;

VI. Del Consejo de la Judicatura Federal; y

VII. Del Comité de Participación Ciudadana.

Título Tercero
Atribuciones de los Integrantes del Sistema

Capítulo I
Del Comité Coordinador

Artículo 9. El Comité Coordinador del Sistema Nacional
Anticorrupción, tendrá las siguientes atribuciones:

I. Coordinar a todos órdenes de gobierno y órganos del
Estado que intervienen en el Sistema Nacional Antico-
rrupción;

II. El diseño y promoción de políticas integrales en ma-
teria de fiscalización y control de recursos públicos, de
prevención, control y disuasión de faltas administrativas
y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que
los generan;

III. Aprobar y presentar a la Cámara de Diputados las
ternas para integrar el Comité de Participación Ciuda-
dano;

IV. Integrar las instancias de coordinación del Sistema;

V. Establecer lineamientos específicos de articulación
con el Sistema Nacional de Fiscalización y Transparen-
cia;

VI. Proponer, ejecutar y evaluar la Estrategia Nacional
Anticorrupción, y demás instrumentos programáticos en
la materia previstos en esta Ley;

VII. Formular propuestas de normas y protocolos, para
combatir la corrupción en la actividad política.

VIII. Distribuir a los integrantes del sistema, actividades
específicas para el cumplimiento de los fines del Siste-
ma Nacional Anticorrupción;

IX. La determinación de los mecanismos de suministro,
intercambio, sistematización y actualización de la infor-
mación que sobre estas materias generen las institucio-
nes competentes de los órdenes de gobierno;

X. Establecer indicadores públicos de seguimiento y
evaluación; 

XI. El establecimiento de bases y principios para la
efectiva coordinación de las autoridades de los órdenes
de gobierno en materia de fiscalización y control de los
recursos públicos;

XII. La elaboración de un informe anual que contenga
los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y
de la aplicación de políticas y programas en la materia;

XIII. Emitir recomendaciones no vinculantes a las auto-
ridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas
al fortalecimiento institucional para la prevención de
faltas administrativas y hechos de corrupción, así como
al mejoramiento de su desempeño y del control interno.
Las autoridades destinatarias de las recomendaciones
informarán al Comité sobre la atención que brinden a las
mismas;

XIV. Establecer bases para la integración de los siste-
mas locales anticorrupción y los mecanismos de coordi-
nación entre las autoridades locales competentes en la
prevención, detección y sanción de responsabilidades
administrativas y hechos de corrupción, con base en lo
dispuesto en la Constitución y en esta ley;
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XV. Establecer las bases para una efectiva rendición de
cuentas y para la presentación de los informes de los
servidores públicos que las leyes señalen;

XVI. Aprobar el proyecto de presupuesto del instituto;

XVII. Las demás que le confieran otras disposiciones
legales y reglamentarias.

Artículo 10. Corresponde a la persona que presida el Co-
mité Ciudadano, asumir la Secretaría Ejecutiva del Sistema
Nacional Anticorrupción y en ese carácter, presidir y re-
presentar al Comité Coordinador.

Capítulo II
De la Secretaria Ejecutiva

Artículo 11. La Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional
Anticorrupción, tendrá las siguientes atribuciones:

I. Convocar y presidir las reuniones del Comité Coordi-
nador;

II. Suscribir los acuerdos y enviarlos para su publica-
ción al Diario Oficial de la Federación;

III. Establecer comunicación con los poderes e inte-
grantes del sistema;

IV. Suscribir acuerdos y convenios con organismos ci-
viles, gubernamentales e internacionales;

V. Someter a consideración del Comité Coordinador los
proyectos de acuerdo o resolución, para su discusión y
en su caso aprobación;

VI. Garantizar el principio de máxima publicidad y
transparencia en las actividades del Sistema Nacional
Anticorrupción;

VII. Dirigir al instituto; y

VIII. Encargar al instituto estudios especializados en mate-
ria de prevención y combate a la corrupción;

Artículo 12. El Comité Coordinador contará para el cum-
plimiento de sus funciones con un órgano técnico de apo-
yo, denominado Instituto Nacional Anticorrupción.

Artículo 13. El comité sesionará de forma ordinaria, cada
dos meses, con la mitad más uno de sus integrantes. Cuan-
do así se requiera la Secretaría Ejecutiva por sí mismo o a
solicitud de alguno de los integrantes del Sistema, podrá
convocar a sesión extraordinaria.

Artículo 14. Para el cumplimiento del objeto de esta ley, el
comité establecerá mecanismos de coordinación con los
Sistemas regulados en otras leyes, asimismo, podrá crear
grupos de trabajo para el análisis y resolución de los asun-
tos que la ley le encomienda.

Capítulo III
Del Comité de Participación Ciudadana

Artículo 15. El Comité de Participación Ciudadana es el
órgano responsable de articular, fomentar y apoyar la par-
ticipación de la sociedad en la prevención, detección, san-
ción, información, denuncia, control, vigilancia y combate
a la corrupción en todos los órdenes de gobierno. Ello, no
limitará otras formas de participación ciudadana, ni el ejer-
cicio de los derechos de los ciudadanos. 

Artículo 16. El Comité de Participación Ciudadana estará
integrado por cinco ciudadanas y ciudadanos mexicanos en
pleno goce de sus derechos constitucionales con amplio re-
conocimiento social por sus contribuciones a la lucha en
contra de la corrupción, la transparencia y la rendición de
cuentas, su nombramiento le corresponderá a la Cámara de
Diputados, quien con el voto de al menos dos terceras par-
tes de sus integrantes, designará a los miembros del Comi-
té, entre las ternas que le presente el Comité Coordinador
del Sistema.

Artículo 17. Las personas que integren el Comité de Parti-
cipación Ciudadana, durarán en su encargo siete años y por
ningún motivo podrán desempeñar nuevamente ese cargo.
En caso de falta absoluta de algún integrante, se procederá
a la designación correspondiente, a través del procedi-
miento previsto en esta Ley, a fin de que el sustituto con-
cluya el periodo respectivo.

Para ser nombrado integrante del Comité de Participación
Ciudadana, las y los aspirantes deberán acreditar una expe-
riencia mínima de diez años en la lucha contra la corrup-
ción y la transparencia y deberán acreditar:

I. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de di-
rección nacional o estatal en partido político alguno du-
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rante los cinco años anteriores a su designación; no ha-
ber sido registrados como candidatos a cargo alguno de
elección popular o haberlo ocupado en los cinco años
anteriores a la designación; 

II. No haber sido secretario de Estado, fiscal general de
la República, senador, diputado federal o local, gober-
nador de algún estado o jefe del gobierno de la Ciudad
de México, presidente municipal o alcalde, o cualquier
otro cargo de nivel de dirección durante los cinco años
previos a su nombramiento;

III. Gozar de buena reputación y no haber sido conde-
nado por delito doloso que amerite pena de prisión por
más de un año;

Artículo 18. El Comité Coordinador será responsable de
integrar y presentar a consideración de la Cámara de Dipu-
tados una terna por cada uno de los espacios vacantes del
Comité de Participación Ciudadana, mediante un proceso
público y transparente en todas sus fases.

El Comité Coordinador publicará convocatoria a todos los
interesados en presentar candidaturas de propuestas de ciu-
dadanas y ciudadanos a integrar el Comité de Participación
Ciudadana. En dicha convocatoria se establecerá, cuando
menos, lo siguiente:

I. Los documentos que deberán presentar para acreditar
su trayectoria, experiencia y honorabilidad;

II. Los plazos para la presentación de propuestas, el for-
mato para las entrevistas, el proceso de dictamen e inte-
gración de las ternas;

III. Criterios objetivos y públicos de evaluación y los
puntajes que corresponderán a cada uno de ellos en el
dictamen de las propuestas;

IV. Los mecanismos de participación social y las moda-
lidades en se podrá recabar la opinión ciudadana sobre
las candidaturas; 

V. Garantizar la paridad de género;

VI. Especificar los periodos de desempeño que com-
prenderá cada una de las una de las ternas que serán so-
metidas a consideración de la Cámara de Diputados;

VII. Los exámenes de conocimientos y confianza que
serán aplicados a las y los aspirantes; y

VIII. Las demás que considere necesario para garantizar
la idoneidad, honradez y prestigio de los integrantes del
Comité de Participación Ciudadana.

Por cada vacante, el Comité Coordinador enviará a la Cá-
mara de Diputados una propuesta con los tres aspirantes
que hubieran obtenido las valoraciones más altas. En el ca-
so de no completarse el número mínimo de aspirantes se
emitirá una nueva convocatoria.

La Cámara de Diputados realizará el proceso de selección
y en caso de que alguna de las propuestas no alcance la ma-
yoría necesaria para su nombramiento, le comunicará al
Comité Coordinador a efecto de que le presente una nueva
terna en los términos del párrafo anterior. 

Todos los actos y decisiones del proceso de selección y de-
signación de los integrantes del Comité serán inatacables.

Artículo 19. El Comité de Participación Ciudadana del sis-
tema, contará con las siguientes atribuciones:

I. Establecer las modalidades de participación ciudada-
na, sus instancias y mecanismos;

II. Crear espacios de diálogo, evaluación y seguimiento,
con instituciones sociales, civiles y académicas para el
mejor cumplimiento de sus funciones;

III. Formular propuestas al Comité Coordinador que
fortalezcan la participación ciudadana en el sistema y en
los sistemas locales;

IV. Elaborar con apoyo del Instituto y en coordinación
con Instituto Nacional Electoral y el Sistema de Admi-
nistración Tributaria y la Fiscalía, modelos de preven-
ción y combate a la corrupción en las actividades políti-
ca, sindical, empresarial y en el sistema financiero;

V. Coordinar la elaboración de informes sectoriales o te-
rritoriales de la corrupción, que permitan la adopción de
acciones por parte del Sistema Nacional Anticorrup-
ción;

VI: Ser el órgano de gobierno del Instituto Nacional An-
ticorrupción, con facultades para normar su funciona-
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miento y adoptar resoluciones administrativas para el
desarrollo de sus atribuciones;

VII. Nombrar al director general y a los directores de
área del instituto;

VIII. Elegir entre sus integrantes a la persona que ocu-
pará la Presidencia del Comité de Participación Ciuda-
dana;

IX. Diseñar y promover mecanismos de participación y
denuncia ciudadana contra la corrupción;

X. Ser el organismo supervisor y de evaluación de cum-
plimiento de las convenciones anticorrupción de las que
México forma parte y ejecutar la asistencia técnica in-
ternacional en materia anticorrupción; y

XI. Las demás que sean propias de su competencia y na-
turaleza;

Artículo 20. El presidente del Comité Ciudadano durará en
su encargo un año y podrá ser reelecto una vez que trascu-
rra un período de un año.

Capítulo IV
Las bases de organización de los 
sistemas locales anticorrupción

Artículo 21. En cada entidad federativa, se integrarán sis-
temas locales anticorrupción, conforme a lo establecido en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y en la presente ley, las legislaturas locales expedirán las
Leyes que establezcan las bases de coordinación y concu-
rrencia entre las autoridades de la entidad federativa y de
los municipios o alcaldías de la Ciudad de México, así co-
mo los mecanismos de participación ciudadana en la pre-
vención, detección, denuncia y combate a la corrupción.

Artículo 22. Los municipios y alcaldías de la Ciudad de
México, elaborarán un informe anual sobre estado de la co-
rrupción en su demarcación territorial, con base en los in-
dicadores que para el efecto emita el instituto.

Artículo 23. Con base en el informe referido en el artículo
anterior, los municipios y alcaldías de la Ciudad de Méxi-
co, aprobarán la Estrategia anual en contra de la corrupción
con indicadores públicos de evaluación y mecanismos de
participación ciudadana.

Título Cuarto
Del Instituto Nacional Anticorrupción

Capítulo I
Naturaleza jurídica

Artículo 24. El Instituto Nacional Anticorrupción es un
organismo público, de apoyo técnico del Sistema, contará
con los recursos presupuestarios, técnicos, humanos y ma-
teriales que requiera para el ejercicio directo de sus facul-
tades y atribuciones.

Artículo 25. Son fines del instituto:

I. Establecer mecanismos de seguimiento, evaluación y
observación pública de las licitaciones, contrataciones y
concesiones que realicen los órdenes de gobierno;

II. Reportar al Comité Ciudadano posibles hechos de
corrupción que en el desempeño de sus funciones de-
tecte;

III. Proponer acciones a fin de detectar y prevenir el uso
de recursos públicos y de procedencia ilícita para acti-
vidades de corrupción política, entre ellos el uso de pro-
gramas sociales y financiamiento ilegal para la compra
del voto en procesos electorales;

IV. Realizar estudios con el fin de proponer acciones a
fin de prevenir y detectar hechos de corrupción en los
trámites y gestiones que se efectúan en la administra-
ción pública, así como en la imposición de multas deri-
vadas de sanciones administrativas;

V. Promover la participación ciudadana en la denuncia
de hechos de corrupción en todas las actividades públi-
cas;

VI. Integrar y administrar un sistema permanente de in-
formación sobre adquisiciones y obras efectuadas con
recursos públicos;

VII. Recomendar la adopción de tabuladores de precios
máximos de compras gubernamentales, con base en es-
tudios de mercado y de las mejores prácticas nacionales
e internacionales;

VIII. Operar, en coordinación con el Instituto de Admi-
nistración y Avalúos de Bienes Nacionales, un registro
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público de bienes nacionales, su uso, custodia y en su
caso beneficios que le aportan al Estado;

IX. Dar seguimiento al registro de las declaraciones pa-
trimoniales de los servidores públicos y efectuar revi-
siones muestrales aleatorias preventivas de los bienes
reportados;

X. Dar seguimiento al registro de las declaraciones de
interés presentadas por los servidores públicos;

XI. Elaborar las pautas publicitarias con mensajes anti-
corrupción;

XII. Administrar un sistema de denuncias ciudadanas; y

XIII. Dar seguimiento al registro de declaraciones fisca-
les de los servidores públicos.

Título Quinto
Mecanismos de Coordinación del Sistema

Capítulo Único
Mecanismos de coordinación del 
Sistema Nacional Anticorrupción

Artículo 26. El Comité de Participación Ciudadana, pro-
pondrá al Comité Coordinador para su aprobación los line-
amientos generales de coordinación del Sistema.

Artículo 27. Los lineamientos generales de coordinación
deberán tener como objetivo que el Sistema funcione de
manera oportuna y eficaz en la prevención, detección, de-
nuncia, sanción y combate a la corrupción.

Artículo 28. El Sistema Nacional Anticorrupción se reuni-
rá en conferencia una vez al año a convocatoria del Comi-
té Coordinador.

Artículo 29. A las reuniones en conferencia del Sistema
acudirán las autoridades de todos los órdenes de gobierno
competentes en la prevención, detección y sanción de res-
ponsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así
como en la fiscalización y control de recursos públicos.

Artículo 30. La reunión en conferencia será presidida por
el titular del Sistema Nacional Anticorrupción, quien se au-
xiliará de los demás integrantes del Comité Coordinador.

Artículo 31. Las reuniones en conferencia del Sistema ten-
drán por objeto:

I. Conocer las actividades realizadas por el Comité Co-
ordinador relacionadas con la coordinación de los siste-
mas locales anticorrupción;

II. Analizar las actividades efectuadas por los sistemas
locales de combate a la corrupción;

III. Realizar un diagnóstico sobre los avances obtenidos
en materia de combate a la corrupción en cada entidad;

IV. Analizar los lineamientos generales de las políticas y
programas impulsados sobre de faltas administrativas y
hechos de corrupción emitidos por el Comité Coordina-
dor; y 

V. Llevar a cabo una evaluación de los mecanismos de
coordinación del sistema.

Artículo 32. El Instituto Nacional Anticorrupción presen-
tará ante la conferencia del Sistema un informe de la parti-
cipación social en cada entidad federativa en materia de
combate a la corrupción, y propondrá políticas para forta-
lecerla.

Artículo 33. El Comité Coordinador publicará una memo-
ria anual de los trabajos realizados en la reunión en confe-
rencia.

Título Sexto
La Rendición de Cuentas

Capítulo I
De su definición e informes

Artículo 34. Para los efectos de esta ley, la rendición de
cuentas es un proceso continuo, sistemático, transparente y
accesible mediante el cual los servidores públicos presen-
tan información precisa del cumplimiento de sus obliga-
ciones legales en un lapso de tiempo determinado, con in-
dicadores públicos y datos abiertos.

Artículo 35. Los informes que por disposición legal deban
presentar los servidores públicos, no podrán utilizarse para
fines de promoción personal, serán actos de rendición de
cuentas mediante los cuales se pondrá a disposición del
público documentos con información precisa y detallada
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de las actividades relacionadas con las obligaciones legales
del servidor público.

Artículo 36. El instituto en coordinación con el Instituto
Nacional de Transparencia, someterá a consideración del
Comité Coordinador, las características básicas que habrán
de contener los informes referidos; sus formatos y anexos;
los medios de difusión y consulta.

Título Séptimo

Capítulo Único
Del Sistema de Seguimiento y Evaluación

Artículo 37. La Estrategia Nacional Anticorrupción, es el
instrumento rector de las políticas públicas para erradicar
la corrupción de todos los ámbitos, se integrará por un con-
junto articulado de políticas, instancias, normas, acciones,
metas e indicadores nacionales.

Corresponde al Comité Coordinador aprobar la Estrategia
Nacional Anticorrupción a propuesta del secretario ejecuti-
vo, quien coordinará su elaboración garantizando la más
amplia participación social.

Artículo 38. Todos los integrantes del sistema, deberán
presentar anualmente un informe público del avance de los
objetivos y metas nacionales contenidas en la Estrategia,
dicho informe deberá contener la información que permi-
tan su evaluación y examen público.

Artículo 39. El Comité Coordinador aprobará modelos de
indicadores públicos de seguimiento y evaluación de la Es-
trategia Nacional y de la erradicación de la corrupción, los
cuales serán incorporados por los integrantes del sistema
en los informes referidos en artículo anterior.

Artículo 40. El instituto, coordinará la evaluación externa
de las acciones desarrolladas por las instituciones en el
marco de la Estrategia Nacional Anticorrupción, para el
efecto someterá a consideración del Comité Coordinador
los instrumentos de evaluación y las convocatorias a orga-
nismos académicos y sociales para evaluar la Estrategia.

Artículo 41. Con base en los resultados de las evaluacio-
nes, el Comité Coordinador podrá emitir recomendaciones
a las instituciones y requerir la intervención de alguna au-
toridad para que intervenga en la comisión de un delito de
corrupción.

Título Octavo
De la Información y Transparencia del Sistema

Capítulo I
Sistemas de Información y registro de 

compras gubernamentales

Artículo 42. El instituto dará seguimiento al registro pú-
blico de las compras gubernamentales, para el efecto podrá
emitir opinión sobre los lineamientos de registro de todas
las fases de los procesos de contratación de obras y adqui-
siciones gubernamentales emitidos por la autoridad com-
petente. 

El instituto podrá solicitar a los Órganos de Control, visi-
tas a los almacenes de las dependencias para para revisar
los bienes adquiridos en los procesos referidos en el pre-
sente artículo.

Artículo 43. Con base en el seguimiento que realice el ins-
tituto elaborará proyectos de recomendación y emitirá aler-
tas cuando detecte que las condiciones de compra de entes
públicos sobrepasan injustificadamente los estándares ob-
servados.

Artículo 44. Asimismo, recomendará tabuladores de pre-
cios máximos, que permitan a los entes públicos optimizar
los recursos públicos y evitar compras con precios fuera de
los estándares observados. 

Capítulo II
Sistemas de información y registro de las 

declaraciones patrimoniales, de interés y fiscales

Artículo 45. El instituto dará seguimiento a las declaracio-
nes patrimoniales, de interés y fiscales de los servidores
públicos y podrá proponer lineamientos para su publica-
ción y para la protección de los datos personales.

Artículo 46. El instituto establecerá una metodología de
revisión muestral de las declaraciones referidas en el artí-
culo anterior, para el efecto publicará anualmente el uni-
verso a revisar, el método de selección y la relación de ser-
vidores públicos sujetos a revisión; los resultados de dicha
revisión serán públicos.

Artículo 47. En caso de existir inconsistencias inexplica-
bles en las declaraciones sujetas a revisión, se presentarán
ante la autoridad competente las denuncias correspondien-
tes.
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Artículo 48. El instituto, podrá solicitar información adi-
cional al Sistema de Administración Tributaria y a la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores, cuando así lo re-
quiera para el desarrollo de sus atribuciones, reguardando
la confidencialidad de la misma.

Capítulo III
Sistemas de información sobre los 

bienes nacionales y públicos 

Artículo 49. El instituto en coordinación con el Instituto de
Administración y Avalúos de Bienes, publicarán linea-
mientos para formular un inventario pormenorizado de los
bienes públicos de los integrantes del sistema, su uso, res-
guardo y aprovechamiento.

Dicho registro deberá ser público y cualquier modificación
a los bienes inmuebles deberá ser registrada y debidamen-
te explicada.

Capítulo IV
Sistemas de Información sobre los ingresos 

y el ejercicio del gasto público

Artículo 50. El instituto, dispondrá de una plataforma in-
formática, donde las instituciones que forman parte del Sis-
tema, registrarán los datos sobre el ejercicio y evolución de
las Finanzas Públicas. Dicha información estará a disposi-
ción por Unidad Responsable, Capítulo, Concepto y parti-
da de gasto, vinculada con los programas presupuestarios y
las actividades sustantivas.

Para tal efecto el instituto por conducto de la secretaría Eje-
cutiva, someterá a consideración del Comité Coordinador,
una propuesta de lineamientos que deberán publicar las
instituciones en la plataforma del Sistema de Información
sobre las Finanzas Públicas. 

Título Noveno
Del Sistema Nacional de Fiscalización

Capítulo Único
De su definición e integrantes

Artículo 51. El Sistema Nacional de Fiscalización es el
conjunto de mecanismos interinstitucionales de coordina-
ción entre los órganos responsables de las tareas de audito-
ría gubernamental en los distintos órdenes de gobierno, con
el propósito de maximizar la cobertura y el impacto de la

fiscalización en todo el país, y se desprende de los objeti-
vos y fines del sistema.

Artículo 52. Son integrantes del Sistema Nacional de Fis-
calización:

I. La Auditoría Superior de la Federación;

II. La Secretaría de la Honestidad y Combate a la Co-
rrupción;

III. Las entidades de fiscalización superiores locales, y 

IV. Las Secretarías o instancias homólogas encargadas
del control interno en las entidades federativas.

Artículo 53. El Sistema Nacional de Fiscalización promo-
verá políticas homogéneas en materia de fiscalización del
gasto público, la coordinación entre la Auditoría Superior
de la Federación y las entidades de fiscalización locales en
el ámbito de su competencia, así como el intercambio de
información que mejore la operación del sistema.

Título Décimo

Capítulo Único
Del fondo contra la corrupción

Artículo 54. El Fondo Contra la Corrupción será un ins-
trumento para el financiamiento de iniciativas guberna-
mentales, sociales, académicas y ciudadanas orientadas a
combatir la corrupción en los ámbitos públicos y privados.

Artículo 55.El Fondo Contra la Corrupción apoyará la in-
vestigación científica y el desarrollo tecnológico para la
prevención y combate a la corrupción en todos los ámbitos
de la vida nacional.

Artículo 56. El Comité de Participación Ciudadano con el
apoyo del Instituto y el Consejo Nacional de Ciencia y Tec-
nología, será responsable de la asignación de los recursos
de este Fondo, para lo cual invariablemente emitirá convo-
catorias públicas a efecto de garantizar procesos abiertos y
valoraciones objetivas.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación
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Artículo Segundo. En tanto se desarrolla el proceso de se-
lección y nombramiento de los integrantes del Comité Ciu-
dadano, la Auditoría Superior de la Federación presidirá el
Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción
y le corresponderá a su titular ocupar la Secretaría Ejecuti-
va.

Artículo Tercero. A efecto de avalar el reconocimiento so-
cial, la lucha en contra de la corrupción, la transparencia y
la rendición de cuentas, los candidatos a ser integrantes del
Comité de Participación Ciudadana serán sometidos a un
proceso público y transparente, atendiendo a las fases que
establezca el Comité Coordinador en la convocatoria que
para tal efecto se emita y que deberán atender a lo dispues-
to en el artículo 18 del presente ordenamiento.

La Convocatoria referida, será expedida por el Comité Co-
ordinador durante los 30 días posteriores a la publicación
de esta ley y considerando todas sus fases el proceso no po-
drá exceder más de 60 días.

A su vez, el Comité Coordinador será responsable de inte-
grar y presentar a consideración de la Cámara de Diputados
una terna por cada uno de los espacios vacantes del Comi-
té de Participación Ciudadana, atento a lo dispuesto en el
párrafo anterior.

Artículo Cuarto. Las legislaturas de los Estados y de la
Ciudad de México, deberán aprobar las leyes en la materia,
a más tardar en un plazo de noventa días naturales, conta-
do a partir de la fecha de entrada en vigor del presente or-
denamiento jurídico.

Artículo Quinto. La Secretaria del ejecutivo federal res-
ponsable del control interno, se denominará Secretaría de
la Honestidad y del Combate a la Corrupción y estará suje-
ta a lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal.

Notas:

1 OEA, Convención Interamericana contra la Corrupción.

2 Irma Eréndira Sandoval Ballesteros, “Enfoque de la corrupción es-
tructural: poder, impunidad y voz ciudadana”, en Revista Mexicana de
Sociología 78, (enero-marzo): páginas 119-152.

3 Dresser Denise. “Ser un Salinas”, Reforma, 5 de agosto, 2013.

4 Magaloni Ana Laura, “Impunidad”, Reforma, México, 13 de diciem-
bre de 2014.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 marzo de 2016.—
Diputadas y diputados: Ernestina Godoy Ramos, Alfredo Basurto
Román, Alicia Barrientos Pantoja, Blanca Margarita Cuata Domín-
guez, Blandina Ramos Ramírez, Concepción Villa González, Delfina
Álvarez Gómez, Eva Florinda Cruz Molina, Guadalupe Hernández Co-
rrea, Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, Irma Rebeca López López,
Jesús Emiliano Álvarez López, Jesús Serrano Lora, Jorge Tello López,
Juan Romero Tenorio, Laura Beatriz Esquivel Valdez, Lucía Virginia
Meza Guzmán, María Antonia Cárdenas Mariscal, María Chávez Gar-
cía, Mariana Trejo Flores, Mario Ariel Juárez Rodríguez, Miguel Alva
y Alva, Modesta Fuentes Alonso, Norma Rocío Nahle García, Patricia
Elena Aceves Pastrana, Renato Josafat Molina Arias, Roberto Alejan-
dro Cañedo Jiménez, Roberto Guzmán Jacobo, Rogerio Castro Váz-
quez, Sandra Luz Falcón Venegas, Sergio René Cancino Barffusón,
Vidal Llerenas Morales, Virgilio Dante Caballero Pedraza (rúbricas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Godoy. Túrnese a la Comisión de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

Saludamos la presencia de alumnos del décimo semestre de
la carrera de Derecho de la Universidad La Salle Noroeste,
de ciudad Obregón, Sonora, invitados por el diputado Prós-
pero Manuel Ibarra Otero, así como de alumnos de la pre-
paratoria Instituto María P. Alvarado, de la Ciudad de Mé-
xico, invitados por el diputado Santiago Torreblanca
Engell. Bienvenidas, bienvenidos todas y todos ustedes
amigos, a este recinto parlamentario.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Mir-
za Flores Gómez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 8o de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

La diputada Mirza Flores Gómez: Muy buenas tardes,
compañeras diputadas, compañeros diputados. Con su ve-
nia, diputado presidente, muy buenas tardes. Esta tarde
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vengo a presentar una iniciativa con proyecto de decreto
por el que se solicita la modificación de las fracciones V,
VI y la adición de la fracción VII al artículo 8 dela Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia.

Los modelos de atención, prevención y sanción, que esta-
blecen: la federación, las entidades federativas, el Distrito
Federal y los municipios, son el conjunto de medidas y ac-
ciones para proteger a las víctimas de violencia familiar co-
mo parte de la obligación del Estado para garantizar a las
mujeres una vida libre de violencia y el ejercicio pleno de
sus derechos humanos.

Para ello solicitamos la adición de la fracción VII, en don-
de se promueva una alternativa de vivienda provisional pa-
ra las víctimas y sus hijas e hijos en lo que logra un tiem-
po razonable de independencia económica. ¿Esto por qué?
Porque cuántas veces no escuchamos al día que las muje-
res les gusta quedarse viviendo violencia por conveniencia
de que las mantengan. 

Escuchamos frases discriminatorias que ponen a las muje-
res en una doble posición de ser receptoras de violencia,
porque no solamente la reciben al interior de sus casas, si-
no que hacia afuera la gente considera que es tonta porque
se deja y que aparte si se deja es porque le gusta.

Cuando no tomamos en consideración…

El diputado José Clemente Castañeda Hoeflich (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Permítame, diputada Flores. Sonido en la curul del dipu-
tado Castañeda, por favor. ¿Con qué propósito, diputado?

El diputado José Clemente Castañeda Hoeflich (desde
la curul): Con el propósito, presidente, de pedirle sea tan
amable de exhortar al pleno a que pongan atención o cuan-
do menos a que dejen a la oradora terminar su discurso.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Esta Presidencia hace eco de la solicitud del diputado Cle-
mente Castañeda, que permitamos que continúe en condi-
ciones normales la presentación de la iniciativa de la dipu-
tada proponente y que contemplemos el debido respeto.
Adelante, diputada, por favor.

La diputada Mirza Flores Gómez: Esta iniciativa se pre-
senta, y voy a volver a repetir las últimas palabras para los
que se están tomando la fotografía, que sería también muy
interesante que lo escucharan. Parece que vienen al pleno a
tomarse selfies y fotos, y a gritar.

El asunto de la violencia intrafamiliar y la violencia do-
méstica es un tema que se ha venido no solamente sesgan-
do por el prejuicio de catalogar que las mujeres son tontas
porque permiten la violencia contra ellas, pero son doble-
mente tontas porque no se van de su casa.

El maltrato contra las mujeres no sólo circunscribe a los
golpes en la mayoría de las ocasiones, la violencia familiar
se manifiesta a través de insultos, humillaciones, violencia
económica o el hecho de no tener oportunidades laborales
para tener independencia económica.

Este sábado pasado acompañé a la presidenta de Tlaquepa-
que, María Elena Limón, al cruce de Los Muros y Rinco-
nada de San Jorge, para concientizar sobre la violencia que
se ejerce contra las mujeres. Pintamos frases alentadoras
para conmemorar a todas las víctimas de feminicidio, par-
ticularmente de la colonia Emiliano Zapata, pero también
de todo el estado de Jalisco y del país.

No podemos permitir que nos sigan matando, no podemos
permitir que sigan aplastando nuestros derechos funda-
mentales del derecho a una vida libre de violencia. En Mé-
xico, 46.1 por ciento de las mujeres de 15 años en adelan-
te han sufrido algún incidente de violencia por parte de su
pareja o ex pareja, a un 42.4 por ciento se les ha humilla-
do, encerrado y amenazado con correrlas de su casa, qui-
tarles a sus hijos o matarlas. Les han prohibido estudiar o
trabajar o les han quitado dinero o bienes, o han sido gol-
peadas, amarradas, pateadas, agredidas por algún arma, por
su pareja o ex pareja.

A esto se la aúna la violencia laboral, la discriminación que
las mujeres empezamos a padecer a partir de que cumpli-
mos 35 años, que no somos contratadas o empleadas por-
que ya no tenemos cabida en un lugar laboral. De esta ma-
nera las mujeres estamos muy lejos de tener una
independencia económica, una independencia que nos pro-
porcione la dignidad de separarnos de nuestro agresor y lle-
var a nuestros hijos a vivir a un ambiente de cordialidad y
de seguridad.

Solicito al pleno que se sensibilice con este asunto de la
violencia en contra de las mujeres. Es un asunto que lo

Año I, Segundo Periodo, 17 de marzo de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados106



mencionamos una y otra vez, pero sigue siendo invisible,
sigue siendo minimizado, sigue siendo sesgado por prejui-
cios.

Las mujeres necesitan y el Estado debe de obligarse a tener
refugios temporales, pero no que sea hasta los tres meses,
como están establecidos, porque cuando terminan los tres
meses dentro del refugio, las mujeres tienen que verse obli-
gadas a regresar a vivir con el agresor.

Debe ser –y es la propuesta– una acción afirmativa para
combatir la violencia contra las mujeres, ¿Qué son accio-
nes afirmativas? Son medidas especiales de carácter tem-
poral, que deben ser encaminadas a beneficiar a grupos que
históricamente han sido invisibles y vulnerados.

Por lo anterior, propongo modificar las fracciones V, VI  y
adicionar la VIII, para promover alternativas de vivienda
provisional para las víctimas de violencia familiar, sus hi-
jas e hijos, en lo que logra en un tiempo razonable su inde-
pendencia económica, a fin de garantizar a las mujeres su
seguridad y el ejercicio pleno de sus derechos humanos. Es
cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 8o. de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Mirza Flores Gómez, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, Mirza Flores Gómez, diputada integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, en la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, y con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos y 77, numeral 1 y
2 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta asamblea la iniciativa con
proyecto de decreto que modifica las fracciones V, VI y
adiciona la fracción VII al artículo 8 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Exposición de Motivos

La violencia contra la mujer en espacios privados es una de
las formas de violencia de género, ésta se refiere a la co-
metida por alguna persona con quien mantiene una interac-
ción cotidiana de tipo íntimo, incluidos los compañeros, fa-
miliares y amigos, ésta se produce dentro del ámbito

doméstico o fuera del hogar, entendiendo este espacio no
como un lugar físico donde se manifiesta la violencia, sino
como la relación cercana existente entre el agresor y la víc-
tima. Desafortunadamente, para muchas mujeres, el hogar
es un lugar de dolor y humillación.

El maltrato contra  las mujeres no sólo se circunscribe a los
golpes y de forma verbal, sino que también comprende to-
da una gama de actos psicológicos, físicos y sexualmente
coercitivos, en unas ocasiones exclusivos y en otras com-
binados e intencionales, así como el control, explotación y
abuso económico practicados por su pareja actual o la de
una relación previa.

Estas lamentables vejaciones se expresan en múltiples for-
mas y espacios. En México, 46.1 por ciento de las mujeres
de 15 años y más han sufrido algún incidente de violencia
por parte de su pareja. A 42.4 por ciento se les ha humilla-
do, encerrado, amenazado con correrlas de casa, quitarles a
sus hijos o matarlas (violencia emocional). A 24.5 por cien-
to les han prohibido trabajar o estudiar, o les han quitado
dinero o bienes (violencia económica). 13.5 por ciento ha
sido golpeada, amarrada, pateada, o agredida con alguna
arma por su pareja (violencia física); y a 7.3 por ciento de
las mujeres se les ha obligado a tener relaciones sexuales
sin su consentimiento.

En relación con la violencia laboral, 20.6 por ciento de las
mujeres declaró haberla sufrido; más de 4 por ciento refi-
rió hostigamiento sexual; más de 500 mil mujeres han sido
forzadas a tener relaciones sexuales; de ellas, alrededor de
75 mil sufrieron una violación en el último año; sin embar-
go, por ese delito cada año se inician apenas 15 mil averi-
guaciones y sólo se concluyen 5 mil juicios en los tribuna-
les superiores de justicia. Estos datos demuestran lo
alejadas que se encuentran las mujeres mexicanas de la
procuración e impartición de justicia: sólo 14 por ciento de
las mujeres víctimas de violencia se acerca a una autoridad
para pedir ayuda, el resto considera que nadie puede apo-
yarles.

Recordemos que en nuestro país, el 1 de Febrero de 2007
se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, dentro de la exposición de motivos se contempla
como “el principal objetivo de la iniciativa es el de prote-
ger el derecho de las mujeres y las niñas a vivir una vida li-
bre de violencia”, por lo que en su artículo primero esta-
blece los siguiente:
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“Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer
la coordinación entre la federación, las entidades fede-
rativas, el Distrito Federal y los municipios para preve-
nir, sancionar y erradicar la violencia contra las muje-
res…”

En condiciones de igualdad con los hombres, las mujeres
deberían gozar de todos los derechos y libertades, así como
al respeto de su autonomía, de acuerdo al artículo primero
y cuarto constitucional, así como en lo dispuesto en todos
los instrumentos internacionales en los que México forma
parte, tales como la Declaración Universal de Derechos
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, la Convención contra la Tortura y
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación contra la mujer, sin embargo en la práctica,
las mujeres siguen estando en condiciones de vulnerabili-
dad frente al ejercicio de sus derechos fundamentales.

La violencia de género en el hogar constituye una flagran-
te transgresión de los principios consagrados en la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos. Entre otras co-
sas, la violencia contra las mujeres es una violación del
derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su per-
sona (artículo 3); del derecho a no ser sometida a torturas
ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (artí-
culo 5); de la igualdad ante la ley y el derecho a igual pro-
tección de la ley (artículo 7); del derecho a recurrir a un tri-
bunal imparcial (artículos 8 y 10); del derecho a circular
libremente (artículo 13), y de la libertad de reunión y aso-
ciación (artículo 20).

Aunado a lo anterior, la brecha salarial entre hombres y
mujeres ha crecido en los últimos años, lo que implica que
las mujeres han perdido su mayor escudo de protección
contra la violencia: su independencia económica.

A pesar de que la participación laboral de las mujeres ha
ido en aumento, esto no ha logrado un reparto igualitario
de las tareas domésticas dentro de las familias, lo que re-
sulta en la llamada “doble jornada” que realizan un núme-
ro significativo de mujeres. Esto quiere decir, que además
de la jornada laboral que se cumple en un empleo o profe-
sión fuera del hogar, las mujeres realizan todas las tareas
domésticas y de cuidado, lo que acaba consumiendo su uso
del tiempo.

Otro aspecto discriminatorio contra la mujer es en el senti-
do de que en el presupuesto nacional no se considera la
contribución económica del trabajo doméstico. Para los ho-
gares mexicanos esto significa un ahorro monetario incal-
culable, ya que en la mayoría de los casos la mujer lo rea-
liza sin esperar alguna retribución por el mismo.

De acuerdo a datos de la Comisión Económica para Amé-
rica Latina y el Caribe (Cepal), en 2009, las mujeres so-
portaban una sobrecarga de trabajo y demandas exigentes
sobre su tiempo en la medida que continúa su rol tradicio-
nal, a esto se suma el papel que desempeñan en la vida la-
boral, situación que limita el tiempo disponible de las mu-
jeres para el desarrollo de actividades que generen ingresos
afectando negativamente en el acceso a empleos de cali-
dad. Por lo tanto, el desarrollo de las mujeres es obstaculi-
zado por una distribución inequitativa del trabajo del hogar
y una inserción desigual al mercado laboral.

De acuerdo a un estudio de la Organización Internacional
del Trabajo1 (OIT) a escala mundial, se estima que la bre-
cha de remuneración entre hombres y mujeres es de 22.9
por ciento promedio, es decir, la mujer gana 77.1 por cien-
to menos de lo que gana un hombre, y se estima que en Mé-
xico, este promedio sea de entre 15 y 20 por ciento, pese a
que hombres y mujeres realizan el mismo trabajo.

En este sentido reafirmo que cuando una mujer no se en-
cuentra empoderada económicamente, depende de su pare-
ja sentimental para tener un techo en el que pueda tener un
hogar para ella y sus hijos, haciendo más difícil por no de-
cir imposible, romper el vínculo que la une con su agresor,
obligándola a continuar soportando insultos y golpes que
terminan algunas veces privándola de su vida. 

La información disponible señala que un alto porcentaje de
la población de 18 años o más confía poco o nada en los
jueces (58.3 por ciento), en el Ministerio Público o en las
procuradurías de justicia (64.2 por ciento). Asimismo
apunta que de cada diez delitos sexuales, ocho ocurren
contra mujeres; siendo imprescindible adecuar el marco
normativo obligando a la federación, entidades federativas
y municipios a realizar acciones y políticas públicas enca-
minadas a proteger a las mujeres y sus hijos víctimas de
violencia, sin necesidad de esperar a una resolución judi-
cial.

Por ello es necesario garantizar el derecho de una mujer
víctima de violencia familiar a una alternativa habitacional,
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ya que es un derecho fundamental reconocido en la norma-
tiva internacional como elemento integrante del derecho a
un nivel de vida adecuado.

Una de las primeras referencias al derecho a una vivienda
adecuada se encuentra en el párrafo 1 del artículo 25 de la
Declaración Universal de Derechos Humanos. Por su par-
te, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, generalmente es considerado como el ins-
trumento central para la protección del derecho a una
vivienda adecuada, puesto que en su artículo 11, reconoce
“el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado
para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivien-
da adecuados, y a una mejora continua de las condiciones
de existencia”.

Con base en estos preceptos, el Comité de las Naciones
Unidas de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ha
subrayado que el derecho a una vivienda adecuada no se
debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo. Debe
considerarse más bien como el derecho a vivir en seguri-
dad, paz y dignidad en alguna parte.

Si tomamos como ejemplo lo que sucede en otros países;
en ese sentido el Gobierno de la Comunidad de Madrid en
España, legisló en su artículo 17 de la Ley 5/2005, Integral
contra la Violencia de Género, que las mujeres víctimas de
violencia tendrán acceso prioritario a una vivienda con pro-
tección pública. El ejercicio de este derecho requerirá en el
momento de la solicitud título habilitante, que se acredita-
rá con resolución judicial otorgando la orden de protección
a favor de la víctima así como mediante resolución admi-
nistrativa correspondiente en el caso de acoso sexual. 

Excepcionalmente, será título de acreditación de esta situa-
ción, el informe del Ministerio Fiscal que indique la exis-
tencia de indicios de que la demandante es víctima de vio-
lencia de género hasta tanto se dicte la orden de protección
o resolución judicial equivalente. En el momento de la con-
cesión, se acreditará por parte de la solicitante sentencia
condenatoria o vigencia de la orden de protección, ante el
organismo competente.

Por otra parte, en Uruguay, con fecha 12 de enero de 2009,
se celebró un convenio entre el Ministerio de Vivienda, Or-
denamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministerio
de Desarrollo Social para la implementación del Proyecto
Alternativas habitacionales para mujeres en proceso de sa-
lida de situaciones de violencia doméstica.

A través de este convenio, ambos organismos asumen el
compromiso establecido en el Primer Plan Nacional de
Igualdad de Oportunidades y Derechos (Piodna) de “des-
arrollar medidas que favorezcan el acceso a la vivienda de
las mujeres en general y de las mujeres con personas a car-
go y/o en situación de violencia doméstica en particular.

El objetivo es promover un abordaje integral para las mu-
jeres en situación de violencia doméstica que ingresan al
proyecto, como forma de garantizar el ejercicio de sus de-
rechos ciudadanos a través de su integración social y co-
munitaria.

Lo objetivos específicos son:

• Otorgar a mujeres en situación de violencia doméstica
soluciones habitacionales transitorias como forma de
promover el acceso en igualdad de condiciones a una
solución definitiva.

• Coordinar y articular con los actores institucionales
públicos y privados que tengan competencia en el abor-
daje de la problemática de manera de asegurar un trata-
miento integral al problema.

Ante una situación de violencia extrema en su hogar, las
mujeres se ven obligadas a huir en búsqueda de un lugar
seguro donde puedan resguardarse por un tiempo breve pa-
ra proteger su integridad, su vida y la de sus hijas e hijos
cuando exista este supuesto.

En México, como solución temporal se han implementado
los llamados “refugios”, la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia señala las caracte-
rísticas del refugio como un espacio confidencial, seguro,
temporal y gratuito, donde se prestan servicios especializa-
dos y atención integral a las víctimas de violencia (muje-
res, sus hijas e hijos), quienes pueden permanecer por tres
meses, o menos o más tiempo, según las necesidades del
caso. Su estadía tiene el propósito de que se recuperen y
equilibren su estado emocional para que tomen decisiones

La creación y posterior proliferación de los refugios empe-
zó en la década de los años setenta del siglo pasado en al-
gunos países europeos, como Inglaterra, Bélgica, Francia y
Holanda, principalmente, así como en Estados Unidos de
América y Canadá.

En México, los primeros refugios surgieron por iniciativa
de la sociedad civil, como una tarea solidaria, basándose en
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la experiencia de otros países. Posteriormente, se constitu-
yen algunos más de organizaciones sociales y del gobierno
en otros estados de la República.

Los refugios forman parte de una red de servicios especia-
lizados dirigidos a apoyar a las mujeres víctimas de vio-
lencia y el auxilio que otorgan puede representar la dife-
rencia entre la vida y la muerte para una mujer. En México
existen 66 refugios en las 32 entidades federativas; uno es
mixto, es decir, está a cargo de una organización de la so-
ciedad civil y del municipio, 34 son de las organizaciones
de la sociedad civil y 31 de gobiernos estatales o locales
(procuradurías estatales de justicia, mecanismos para el
adelanto de las mujeres en las entidades federativas, siste-
mas estatales o municipales para el desarrollo integral de la
familia y secretarías de desarrollo social). Algunos de ellos
funcionan bajo una dirección mixta y la mayor parte se ubi-
ca en las zonas urbanas de las entidades federativas.

Aunque refugio y albergue se emplean como sinónimos no
son lo mismo. La Norma Oficial Mexicana de Emergencia
NOM-EM-001-SSA3-2010 Asistencia Social, señala que
un albergue es un establecimiento que otorga servicios y
apoyos a personas en condiciones de vulnerabilidad, a fin
de promover su integración social y productiva sin llegar a
una dependencia institucional permanente.

En algunas leyes a los refugios se les llaman albergues, co-
mo en los sistemas estatales para el desarrollo integral de
la familia (DIF).

La importancia de estos refugios o albergues temporales
destinados a mujeres que son víctimas de la violencia, es
protegerlas primordialmente en su integridad física, aun-
que no ayuda a resolver de fondo para que la mujer que es
víctima de un acto de violencia, se aleje para siempre del
verdugo que de manera cobarde la agrede física y psicoló-
gicamente, siendo necesario que logre su independencia
económica. Que quiero decir, el estado no le otorga garan-
tías a la mujer violentada para que pueda reiniciar una nue-
va vida con autosuficiencia y libre de violencia.

Derivado de lo anterior, considero que el Estado mexicano
debe salvaguardar los derechos fundamentales de las muje-
res, que se encuentran en situación de violencia familiar,
por lo que el acceso a un hogar es uno de los derechos fun-
damentales más importantes y que mientras ellas no tengan
un lugar seguro donde resguardarse, no podrán romper el
vínculo que la une con su agresor mientras no logre su in-
dependencia económica; por ello es necesario que el go-

bierno implemente políticas públicas para garantizar el de-
recho a una alternativa habitacional para las mujeres vícti-
ma de la violencia familiar.

Como puede observarse, otorgar “Alternativas Habitacio-
nales a Mujeres en situación de Violencia” es una acertada
política pública en diferentes países integrantes de la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
(OCDE). En este tema nuestro país se ha quedado rezaga-
do, por lo que considero imperioso modificar la fracción VI
y adicionar una VII al artículo 8 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, para de-
finir de forma concreta la temporalidad de un refugio y
otorgar una base jurídica a la federación, estados y munici-
pios para que impulsen las acciones necesarias a fin de lo-
grar una alternativa habitacional, para las mujeres víctimas
de violencia familiar.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, propongo la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Por el que se modifican las fracciones V, VI y se
adiciona la fracción VII al artículo 8 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Artículo 8. Los modelos de atención, prevención y sanción
que establezcan la federación, las entidades federativas, el
Distrito Federal y los municipios, son el conjunto de medi-
das y acciones para proteger a las víctimas de violencia fa-
miliar, como parte de la obligación del estado, de garanti-
zar a las mujeres su seguridad y el ejercicio pleno de sus
derechos humanos. Para ello, deberán tomar en considera-
ción:

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. Favorecer la separación y alejamiento del agresor con
respecto a la víctima;

VI. Favorecer la instalación y el mantenimiento de re-
fugios temporales para las víctimas y sus hijas e hijos;
la información sobre su ubicación será secreta y propor-
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cionarán apoyo psicológico y legal especializados y gra-
tuitos. Las personas que laboren en los refugios deberán
contar con la cédula profesional correspondiente a la es-
pecialidad en que desarrollen su trabajo. En ningún ca-
so podrán laborar en los refugios personas que hayan si-
do sancionadas por ejercer algún tipo violencia, y

VII. Promover alternativa de vivienda provisional
para las víctimas y sus hijas e hijos, en lo que ésta lo-
gra en un tiempo razonable su independencia econó-
mica.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota

1 Consultable en esta dirección: 

http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—-dgreports/—-dcomm/—
-publ/documents/publication/wcms_343034.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de 2016.— Diputa-
das y diputados: Mirza Flores Gómez, Alejandro Armenta Mier, Ariel
Enrique Coronas Rodríguez, Beatriz Vélez Núñez, Brenda Velázquez
Valdez, Cándido Ochoa Rojas, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado,
Christian Joaquín Sánchez Sánchez, Eloísa Chavarrías Barajas, Emilio
Enrique Salazar Farías, Enrique Pérez Rodríguez, Enrique Zamora
Morlet, Genoveva Huerta Villegas, Gina Andrea Cruz Blackledge,
Héctor Ulises Cristópulos Ríos, Hugo Alejo Domínguez, José de Jesús
Galindo Rosas, Lilia Arminda García Escobar, Luis Ignacio Avendaño
Bermúdez, María Bárbara Botello Santibáñez, María Candelaria
Ochoa Ávalos, María Concepción Valdés Ramírez, María de los Án-
geles Rodríguez Aguirre, María del Rosario Rodríguez Rubio, María
Esther Guadalupe Camargo Félix, María Verónica Agundis Estrada,
María Verónica Muñoz Parra, Martha Cristina Jiménez Márquez, May-
ra Angélica Enríquez Vanderkam, Mercedes del Carmen Guillén Vi-
cente, Miguel Ángel Salim Alle, Mónica Rodríguez Della Vecchia,
Omar Noé Bernardino Vargas, Patricia García García, Ramón Bañales
Arambula, René Cervera García, Ricardo Ramírez Nieto, Sara Paola
Galico Félix Díaz, Sasil Dora Luz de León Villard, Timoteo Villa Ra-
mírez, Verónica Delgadillo García, Víctor Ernesto Ibarra Montoya (rú-
bricas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Flores. Túrnese a la Comisión de
Igualdad de Género, para dictamen.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Candelaria Ochoa, por fa-
vor.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Presidente, muchas gracias, compañeras, compañe-
ros diputados. Quisiera pedirle en nombre propio y de la
diputada Verónica Delgadillo, a la diputada Mirza, que nos
permita firmar esta iniciativa. Como hemos estado aquí in-
sistiendo en este tema, las mujeres no queremos seguir mu-
riendo de manos de quien supuestamente nos quiere. Mu-
chas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Quisiera pedirle o le pide.

La diputada María Candelaria Ochoa Avalos (desde la
curul): Le pido aquí a la diputada, las diputadas de la frac-
ción ciudadana se lo pedimos y esperamos que acepte.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Diputada Flores. Ella manifiesta su aceptación y, por lo
tanto, está aquí a disposición.

La diputada Martha Cristina Jiménez Márquez (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Alejandra Gutiérrez, por
favor. Ahí está, diputada.

La diputada Martha Cristina Jiménez Márquez (desde
la curul): Diputada Cristina Jiménez.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Karina, Karina Jiménez, me pasaron. Perdón, perdón.

La diputada Martha Cristina Jiménez Márquez (desde
la curul): Cristina Jiménez. No, está bien, gracias. Dipu-
tado presidente, también con ese deseo de suscribirme a es-
ta iniciativa. Sí es muy importante que se tome conciencia
que la violencia tiene impactos muy fuertes sobre la vida,
no solamente de nuestras mujeres, sino de nuestras fami-
lias. Entonces, con el gusto, quisiera solicitar también po-
der adherirme a esta iniciativa.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
La diputada Karina, le pregunta igualmente. Manifiesta su
aceptación, diputada. Entonces, queda aquí como lo hemos
estilado.

El diputado Emilio Enrique Salazar Farías (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A ver, permítame, porque me habían pedido antes la pala-
bra acá, sonido en la curul del diputado Emilio Salazar, por
favor.

El diputado Emilio Enrique Salazar Farías (desde la cu-
rul): Presidente, pedirle también pudiera preguntar a la
diputada Mirza me permita suscribir la iniciativa, más allá
de que es en favor de los hombres, de las mujeres, todos
debemos estar conscientes de la necesidad de estas modifi-
caciones. Si ella me lo permite.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Ella reitera su aquiescencia.

La diputada María Verónica Agundis Estrada (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido aquí en la curul de la diputada Verónica Agundis,
por favor.

La diputada María Verónica Agundis Estrada (desde la
curul): Gracias, presidente. Buenas tardes a todos. Dipu-
tada Mirza, muchas felicidades. Gracias a nombre de todas
las mujeres por presentar esta iniciativa. Yo creo que las
mujeres necesitan sentirse respaldadas, el miedo paraliza.
Ni una más. Ni una más con actos de violencia y ni una
más muerta a manos de un agresor. Muchas gracias. Bue-
nas tardes.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada. Y reitera la diputada proponente su
aceptación para que pueda ser suscrita. Y para que vea tam-
bién la diputada Mirza Flores que sí le pusieron atención,
por lo menos quienes están diciendo que la suscriben.

REFORMAS A DIVERSOS ORDENAMIENTOS CON
LA FINALIDAD DE ARMONIZAR SU CONTENIDO
CON LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS Y LOS TRATADOS INTERNA-
CIONALES DE LOS QUE EL ESTADO MEXICANO
FORMA PARTE PARA PROTEGER LOS DERECHOS
HUMANOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada Sora-
lla Bañuelos de la Torre, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
distintas leyes, con la finalidad de armonizar su contenido
con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los tratados internacionales de los que el Estado
mexicano forma parte para proteger los derechos humanos
de las personas con discapacidad.

La diputada Soralla Bañuelos de la Torre: Sordo, ciego,
retrasado mental, incapaz, discapacitado, inválido, dismi-
nuido, impedido, deficiente. Las palabras importan, pue-
den herir de forma indeleble o conducir a realizar acciones
positivas.

Con su permiso, presidente. Compañeras y compañeros le-
gisladores, la iniciativa que hoy someto a la consideración
de este honorable pleno, busca adecuar la legislación de 19
ordenamientos jurídicos, a fin de establecer un lenguaje
propicio e inclusivo para las personas con alguna discapa-
cidad.

Nuestra Constitución Política establece en el último párra-
fo del artículo 1, que queda prohibida toda discriminación
motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad,
las discapacidades, la condición social o cualquiera otra
que atente contra la dignidad humana.

A pesar de lo anterior y de que nuestro país es parte de un
gran número de tratados internacionales en materia de de-
rechos humanos, aun nos falta tomar medidas en materia
de discriminación. Particularmente, en cuanto al lenguaje
que se utiliza para referirnos a las personas con alguna dis-
capacidad en la legislación nacional.

En Nueva Alianza somos defensores de la igualdad, exigi-
mos un respeto absoluto a la dignidad de las personas. Y
por tal motivo, para nosotros es fundamental que las leyes
que nos rigen contengan un lenguaje acorde con el respeto
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a los derechos humanos, que sea congruente con la Consti-
tución y con los compromisos internacionales de los que
México es parte, como la Convención sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad.

La propuesta que someto a su consideración no es de ca-
rácter cosmético. No lo digo yo, lo afirma la Organización
Mundial de la Salud que señala que el nombre que le da-
mos a las cosas se relaciona íntimamente con nuestro mo-
do de afrontarlas, sobre todo cuando el nombre repercute
en nuestra felicidad o infelicidad cotidiana y en la forma de
organizar lo social y abordar igualdades o desigualdades
entre los humanos.

Referirnos a las personas como discapacitados y otros de
los términos que señalé al inicio de mi intervención, le res-
tan, por sí mismo, humanidad e individualidad a las perso-
nas, las reducen a circunstancia o a padecimientos.

Las palabras sí importan, compañeras y compañeros, las
palabras marcan, las palabras dejan una huella indeleble en
las personas. De acuerdo con la Organización Mundial de
la Salud discapacidad es un término genérico que engloba
diversos componentes, deficiencias, limitaciones en la ac-
tividad y restricciones en la participación.

Sin embargo, y como lo refiere la Convención sobre los
Derechos de las Personas con discapacidad, la discapaci-
dad es un concepto que evoluciona y que resulta de la inter-
acción entre personas con deficiencias y las barreras debi-
das a la actitud y al entorno que evitan su participación
plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones
con los demás.

Lamentablemente, compañeras diputadas, compañeros
diputados, muchos textos jurídicos del derecho mexicano
no han evolucionado y conservan percepciones y concep-
tos que están muy superados y que estamos obligados a
modificar.

De acuerdo con el Inegi, la cifra para 2015 reportó que las
personas con alguna discapacidad en nuestro país se incre-
mentó y que 6.6 por ciento de la población mexicana re-
portó tener alguna discapacidad. 

Para nosotros en Nueva Alianza es imperativo y sustancial
adecuar las normas jurídicas para ser más inclusivos con
las personas. De las palabras deber surgir acciones. En el
marco de la celebración del Día Mundial del Síndrome de

Down, que se conmemora el 21 de marzo, quiero invitar-
las, compañeras y compañeros, a que se sumen a este es-
fuerzo; un esfuerzo que no es aislado y forma parte de un
trabajo legislativo enfocado a visibilizar un tema de suma
importancia en la agenda nacional como es la inclusión de
las personas con discapacidad.

Pido su apoyo, pido su respaldo. Tenemos deuda con esas
personas y estamos obligados a legislar también para ellos.
Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes General para prevenir, sancionar y erradicar
los Delitos en materia de Trata de Personas y para la Pro-
tección y Asistencia a las Víctimas de Estos Delitos; de De-
sarrollo Rural Sustentable; de los Impuestos Generales de
Importación y de Exportación; del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; del Ser-
vicio Profesional de Carrera en la Administración Pública
Federal; Federal de Derechos; Federal de Justicia para
Adolescentes; Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123
Constitucional; Federal de Protección al Consumidor; Fe-
deral de Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares; General de Asentamientos Humanos; General
de Desarrollo Social; General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes; General de Salud; Orgánica de la
Administración Pública Federal; Orgánica de la Procura-
duría General de Justicia del Distrito Federal; Orgánica de
la Procuraduría General de la República; y Reglamentaria
del Servicio Ferroviario, así como de la Ordenanza Gene-
ral de la Armada, a cargo de la diputada Soralla Bañuelos
de la Torre, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

La que suscribe, Soralla Bañuelos de la Torre, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso  de la Unión, en ejercicio de la facul-
tad que me otorga el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
lo dispuesto en los artículos 6, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta
soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral para prevenir, sancionar y erradicar los Delitos en Ma-
teria de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia
a las Víctimas de estos Delitos, Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, Ley de los Impuestos Generales de Importa-
ción y de Exportación, Ley del Instituto de Seguridad y
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Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Ley del
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pú-
blica Federal, Ley Federal de Derechos, Ley Federal de
Justicia para Adolescentes, Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B
del artículo 123 constitucional, Ley Federal de Protección
de Datos Personales en Posesión de los Particulares, Ley
Federal de Protección al Consumidor, Ley Federal de Pro-
tección de Datos Personales en Posesión de los Particula-
res, Ley General de Asentamientos Humanos, Ley General
de Desarrollo Social, Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, Ley General de Salud, Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, Ley Orgáni-
ca de la Procuraduría General de Justicia del Distrito
Federal, Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, Or-
denanza General de la Armada, con la finalidad de armoni-
zar su contenido con la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y los Tratados Internacionales de
los que el Estado mexicano forma parte, para proteger los
derechos humanos de las personas con discapacidad.

Exposición de Motivos

La sociedad en la que vivimos ha dado grandes pasos en la
comprensión de la discapacidad y su relación con el entor-
no. La superación de los viejos prejuicios en relación con
la discapacidad facilita nuestras intervenciones sociales,
amplía nuestras concepciones sobre las personas que tie-
nen mayores limitaciones, modifica nuestra visión del ser
humano valorando la diferencia y la diversidad, ayuda a la
normalización, determina una convivencia en la que nadie
viva la exclusión porque se procura la igualdad de oportu-
nidades con independencia de nuestra edad, sexo, ideolo-
gía, capacidad, intereses, o cualquiera otra particularidad.

La evolución social lleva consigo un cambio en el lengua-
je, que es reflejo de la sociedad del periodo, revela las con-
cepciones, vivencias e interpretaciones de las personas an-
te situaciones vitales. Si bien, la sociedad cada vez está
más informada sobre la discapacidad no se debe olvidar
que todavía existe un lenguaje poco respetuoso y discrimi-
natorio.

Como sabemos el lenguaje es un factor básico en la cons-
trucción del pensamiento de una cultura. Sabemos que el
lenguaje no es neutral e influye sobre la manera de perci-
bir y relacionarnos con las personas, con los problemas y
la vivencia de los mismos. Con el lenguaje se puede de-
terminar la inclusión o exclusión de un individuo en la so-

ciedad y su pertenencia como ciudadano de pleno derecho
en la misma. 

La Organización Mundial de la Salud, OMS, consciente de
ello, hizo referencia a la necesidad de utilizar una termino-
logía precisa y respetuosa, y ya en el año 1990 señaló: “el
nombre que damos a las cosas se relaciona íntimamente
con nuestro modo de afrontarlas, sobre todo cuando el
nombre repercute en nuestra felicidad e infelicidad cotidia-
na y en la forma de organizar lo social y abordar igualda-
des o desigualdades entre los humanos”.

Es aconsejable utilizar el sustantivo “persona”: persona
con discapacidad en lugar de discapacitado; persona en si-
tuación de dependencia en lugar de dependiente. La con-
cepción peyorativa de las personas con discapacidad se ve
reflejada en el lenguaje ofensivo, de uso común, y con fre-
cuencia utilizado.

Son expresiones que etiquetan a las personas con discapa-
cidad en un plano inferior, que discriminan e impiden una
relación adecuada entre las personas.

Términos correctos

• Persona con discapacidad

• Persona con discapacidad motriz

• Persona con discapacidad auditiva

• Persona con discapacidad visual

• Persona con discapacidad intelectual

• Persona con discapacidad psicosocial

Términos incorrectos

• Persona con capacidades diferentes, o especiales; dis-
capacitado; inválidos; disminuidos

• Minusválido; incapaz; impedido

• Sordomudo; sordito (todos los diminutivos)

• Invidente; cieguito (todos los diminutivos)
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• Retrasado mental; mongol; tonto o tarado; deficiente

• Loco, demente

Hay términos cuyo uso puede llevar a error cuando se uti-
liza con diferentes significados, dependiendo del contexto
en donde se utilice: popular, legal o técnico. 

La discapacidad es definida por la Organización Mundial
de la Salud en 2001, en la Clasificación Internacional del
Funcionamiento, CIF, de la Discapacidad y de la Salud co-
mo, “el término genérico que engloba todos los compo-
nentes: deficiencias, limitaciones en la actividad y restric-
ciones en la participación”. Expresa los aspectos negativos
de la interacción entre un individuo con problemas de sa-
lud y su entorno físico y social.

La deficiencia, se refiere a aquellos problemas en las fun-
ciones o estructuras corporales, bien por una pérdida, de-
fecto o anomalía. 

Las limitaciones en la actividad, son las dificultades que
un individuo puede tener para realizar actividades, ya sea
en un aspecto cuantitativo o cualitativo, en comparación
con otros de salud similar.

La discapacidad no puede ser definida solamente por la de-
ficiencia en las funciones o estructuras corporales. Las li-
mitaciones en la actividad de una persona se convierten en
discapacidad como consecuencia de su interacción con un
ambiente que no proporciona el suficiente apoyo para re-
ducir sus limitaciones funcionales. Esta nueva conceptuali-
zación de la discapacidad, ofrece un modelo más compren-
sivo de los factores ambientales, que permite poner el eje
en la eliminación de los obstáculos ambientales, para favo-
recer el ejercicio de los derechos de las personas. El len-
guaje, es un elemento que puede estigmatizar, al poner eti-
quetas que suponen una barrera que hace más difícil la
participación de la persona.

El Consejo de Europa define la dependencia como, “la ne-
cesidad de ayuda o asistencia importante para las activida-
des de la vida cotidiana” o de manera más precisa, “un es-
tado en el que se encuentran las personas que por razones
ligadas a la falta o la pérdida de autonomía física, psíquica
o intelectual, tienen necesidad de asistencia y o ayudas im-
portantes a fin de realizar los actos corrientes de la vida
diaria y, de modo particular, los referentes al cuidado per-
sonal”. Todas las personas con discapacidad no son perso-

nas en situación de dependencia, todas las personas en si-
tuación de dependencia son personas con discapacidad.

Todas las personas son diferentes, todas las personas mere-
cen un trato igualitario. Cualquier ser humano tiene dere-
cho a participar en la sociedad como los “demás”, acceder
al mismo sistema educativo, a la formación, al trabajo, al
ocio. La normalización conlleva que todas las personas re-
alicemos las numerosas y variadas actividades que hace-
mos a lo largo de nuestras vidas en los mismos lugares y de
forma similar a como lo hacen las personas de la misma
edad, sin que sean determinantes las diferencias.

Actualmente se continúa estando en un proceso de transi-
ción, en el que la atención hacia las personas con discapa-
cidad debe dejar de ser un tema de atención médica única-
mente y atender una perspectiva de derechos humanos, con
el fin de lograr su inclusión plena en todos los ámbitos de
la sociedad. Esto es un concepto nuevo que impone retos a
los funcionarios de todos los órdenes de gobierno en la ge-
neración de políticas públicas, así como también con otros
sectores, para el desarrollo de la atención con lo relaciona-
do a la discapacidad.

De igual forma, debido a que nuestro país promovió y rati-
fico desde mayo de 2008 la Convención de las Naciones
Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad, resulta imperativo dar a conocer los nuevos térmi-
nos asociados con este instrumento internacional. Y tam-
bién es importante tomar en cuenta que la nueva
metodología de clasificación de la discapacidad está toda-
vía en un proceso de difusión a nivel mundial y no se con-
templan definiciones rígidas de tipos de discapacidad, por
ejemplo: motriz, intelectual o sensorial, tal como se han en-
tendido hasta ahora y que aún siguen siendo utilizadas por
diversas organizaciones de y para personas con discapaci-
dad.

Por lo anterior, como legisladores tenemos el compromiso
de realizar las reformas necesarias a fin de fortalecer, enri-
quecer y actualizar la terminología empleada en la legisla-
ción, en este caso sobre los derechos de las personas con
discapacidad, que sirva para unificar el lenguaje que sobre
este tema existe en nuestro país y para concientizar y capa-
citar a todos los funcionarios de todos los órdenes de go-
bierno y a la sociedad en general.

La presente iniciativa propone que se modifique el término
que actualmente existe en diversos ordenamientos legales
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y normativos, ya que fueron basadas en una visión médica
y no acorde a nuestro marco jurídico y a los nuevos princi-
pios de convencionalidad. Por lo que es necesario realizar
la presente reforma y que se realice un análisis legislativo
adecuado, ya que, como sabemos, el derecho es cambiante
y evoluciona a la par de como lo hace el conocimiento y
con la difusión del nuevo paradigma de atención a las per-
sonas con discapacidad.

La presente reforma tiene el objetivo de modificar la pre-
sente legislación a fin de difundir los nuevos términos que
tanto la Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad, como la nueva visión de discapacidad y
la metodología de clasificación desarrollada por la Organi-
zación Mundial de la Salud han generado y deben ser to-
mados en cuenta en nuestro quehacer legislativo, para su
posterior desarrollo en políticas, programas, o contenidos
de cursos de concientización y capacitación al respecto.

A pesar de los años de su entrada en vigor, aún no se han
realizado todas las adecuaciones legislativas necesarias en
el marco jurídico. Existen diversos términos y definiciones
asociadas a la discapacidad, según el tipo de materia de que
se trate, y cada uno de estos se debe de armonizar con nues-
tra legislación interna y el marco internacional vigente.

Como se menciona, la Convención no impone un concep-
to rígido de “discapacidad”, sino que adopta un enfoque di-
námico que permite adaptaciones a lo largo del tiempo y en
diversos entornos socioeconómicos, la define como un:
“concepto que evoluciona y que resulta de la interacción
entre las personas con discapacidad y las barreras debidas
a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las
demás”.

La Clasificación Internacional del Funcionamiento, la Dis-
capacidad y la Salud enfatizan el hecho de que los factores
ambientales crean la discapacidad, siendo esta la principal
diferencia entre esta nueva clasificación con la anterior
Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidad
y Minusvalías.

La Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad, entró en vigor el trigésimo día a partir de la
fecha en que fue depositado el vigésimo instrumento de ra-
tificación o adhesión. Para cada Estado y organización re-
gional de integración que ratifique la Convención, se ad-
hiera a ella o la confirme oficialmente una vez que ha sido
depositado el vigésimo instrumento a sus efectos, la Con-

vención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fe-
cha en que haya sido depositado su propio instrumento. En
México, la Convención entró en vigor el 3 de mayo de
2008.

Como sabemos los Estados parte, son los países que han
ratificado o se han adherido a un acuerdo internacional y
están por lo tanto jurídicamente obligados a dar cumpli-
miento a sus disposiciones y México es un Estado Parte.

Por lo que se hace necesario establecer en nuestro marco
jurídico la adecuada armonización de conceptos con la
Convención, para hacer efectiva cada una de las disposi-
ciones de la Convención, y realizar las necesarias reformas
legislativas, en favor de los derechos de las personas con
discapacidad como resultado de la ratificación y aplicación
de la Convención.

Esta reforma, permite estar con arreglo a la Convención y
no constituye discriminación según la define ésta, es decir,
en realidad, esta modificación es obligatoria si se quiere lo-
grar la igualdad y, por lo tanto, un Estado Parte se ve obli-
gado a adoptar una serie de medidas legislativas y especia-
les en distintas esferas de la vida social.

La Convención contiene implícitamente tres deberes
distintos que obligan a todos los Estados parte a:

• La obligación de respetar: Los Estados parte no de-
ben injerirse en el ejercicio de los derechos de las per-
sonas con discapacidad. Por ejemplo, los Estados no de-
ben realizar experimentos médicos en personas con
discapacidad sin su consentimiento ni excluir a ninguna
persona de la escuela por razón de discapacidad. 

• La obligación de proteger: Los Estados parte deben
impedir la vulneración de estos derechos por terceros.
Por ejemplo, los Estados deben exigir a los empleadores
privados que establezcan condiciones de trabajo justas y
favorables para las personas con discapacidad, incluido
un ajuste razonable. Los Estados deben mostrar diligen-
cia en la protección de las personas con discapacidad
contra los malos tratos o abusos. 

• La obligación de realizar: Los Estados parte deben
tomar las medidas oportunas de orden legislativo, ad-
ministrativo, presupuestario, judicial y de otra índole
que sean necesarias para el pleno ejercicio de estos de-
rechos.
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De acuerdo al artículo 2 de la presente Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad, su propó-
sito es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y
libertades fundamentales por todas las personas con disca-
pacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que ten-
gan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoria-
les a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras,
puedan impedir su participación plena y efectiva en la so-
ciedad, en igualdad de condiciones con las demás.

De esta forma las personas con discapacidad de acuerdo a
esta definición pueden acogerse a la protección de la Con-
vención, sin embargo, tampoco excluye esta definición a
categorías más amplias de personas con discapacidad que
ya estén amparadas por la legislación nacional, incluidas
las personas con discapacidad a corto plazo o aquellas que
hayan sufrido discapacidad en el pasado.

Como sabemos la ratificación obliga jurídicamente al Esta-
do a aplicar la Convención y el Protocolo Facultativo, sin
perjuicio de reservas, entendimientos y declaraciones váli-
dos.

Asimismo en el artículo 2 se establece que: “la discrimina-
ción por motivos de discapacidad se entenderá cualquier
distinción, exclusión o restricción por motivos de discapa-
cidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o
dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en
igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y
libertades fundamentales en los ámbitos político, económi-
co, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las
formas de discriminación, entre ellas, la denegación de
ajustes razonables;

Por “ajustes razonables” se entenderán las modificacio-
nes y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impon-
gan una carga desproporcionada o indebida, cuando se re-
quieran en un caso particular, para garantizar a las personas
con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condi-
ciones con las demás, de todos los derechos humanos y li-
bertades fundamentales;”

En el artículo 4 de la Convención establece como obliga-
ciones generales lo siguiente:

1. Los Estados parte se comprometen a asegurar y pro-
mover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos

y las libertades fundamentales de las personas con dis-
capacidad sin discriminación alguna por motivos de
discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se compro-
meten a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, admi-
nistrativas y de otra índole que sean pertinentes pa-
ra hacer efectivos los derechos reconocidos en la
presente Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas
medidas legislativas, para modificar o derogar le-
yes, reglamentos, costumbres y prácticas existen-
tes que constituyan discriminación contra las
personas con discapacidad;

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los
programas, la protección y promoción de los dere-
chos humanos de las personas con discapacidad;

4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afec-
tará a las disposiciones que puedan facilitar, en mayor
medida, el ejercicio de los derechos de las personas con
discapacidad y que puedan figurar en la legislación de
un Estado Parte o en el derecho internacional en vigor
en dicho Estado. No se restringirán ni derogarán ningu-
no de los derechos humanos y las libertades fundamen-
tales reconocidos o existentes en los Estados Partes en
la presente Convención de conformidad con la ley, las
convenciones y los convenios, los reglamentos o la cos-
tumbre con el pretexto de que en la presente Conven-
ción no se reconocen esos derechos o libertades o se re-
conocen en menor medida.

5. Las disposiciones de la presente Convención se apli-
carán a todas las partes de los Estados federales sin li-
mitaciones ni excepciones.”

En el artículo 8 de la presente Convención establece la
obligación de la toma de conciencia:

1. Los Estados parte se comprometen a adoptar medidas
inmediatas, efectivas y pertinentes para:

a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar,
para que tome mayor conciencia respecto de las per-
sonas con discapacidad y fomentar el respeto de los
derechos y la dignidad de estas personas;
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b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las
prácticas nocivas respecto de las personas con disca-
pacidad, incluidos los que se basan en el género o la
edad, en todos los ámbitos de la vida;

c) Promover la toma de conciencia respecto de las
capacidades y aportaciones de las personas con dis-
capacidad.

Es nuestra responsabilidad como legisladores actuar contra
toda forma de discriminación y desigualdad a través de las
reformas necesarias en la legislación para lograr un cambio
estructural en favor de la igualdad y que permita que pue-
da trascender esta en los hechos.

Esta iniciativa es una invitación a que identifiquemos y
analicemos las prácticas discriminatorias, reconocer sus
patrones, distinguir las lógicas y los discursos que la sus-
tentan para realizar las modificaciones necesarias desde el
quehacer legislativo, hacia la inclusión, la equiparación de
oportunidades y la igualdad de trato para las personas con
discapacidad.

Es preciso promover el respeto de los derechos que les han
sido reconocidos tanto en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos como en los tratados interna-
cionales de los que México es parte, en el entendido de que
su exigibilidad y justiciabilidad es fundamental para reco-
nocer y aplicar en el orden jurídico interno el modelo so-
cial y de derechos humanos sobre la discapacidad, tal co-
mo lo dispone la Convención sobre los derechos de las
personas con discapacidad.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de dipu-
tada federal integrante del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso  de la Unión, con fundamento en
la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicano y 61.1., 77.1. y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción del pleno de esta soberanía, la iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de las Leyes General para prevenir, sancio-
nar y erradicar los Delitos en Materia de Trata de Per-
sonas y para la Protecciòn y Asistencia a las Víctimas de
estos Delitos; de Desarrollo Rural Sustentable; de los
Impuestos Generales de Importación y de Exportación;
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado; del Servicio Profesional de
Carrera en la Administración Pública Federal; Federal
de Derechos; Federal de Justicia para Adolescentes;
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Re-
glamentaria del Apartado B del artículo 123 Constitu-
cional; Federal de Protección de Datos Personales en
Posesión de los Particulares; Federal de Protección al
Consumidor; Federal de Protección de Datos Persona-
les en Posesión de los Particulares; General de Asenta-
mientos Humanos; General de Desarrollo Social; Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes;
General de Salud; Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal; Orgánica de la Procuraduría General de
Justicia del Distrito Federal; Reglamentaria del Servi-
cio Ferroviario, Ordenanza General de la Armada

Artículo Primero. Se reforma el párrafo tercero del artí-
culo 24, la fracción VII del artículo 42 de la Ley General
para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia
de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las
Víctimas de estos Delitos, para quedar en los siguientes
términos:

Artículo 24. …

…

Si se utiliza con los fines del párrafo primero de este artí-
culo a personas menores de dieciocho años, adultos mayo-
res de setenta, mujeres embarazadas, personas con lesio-
nes, enfermedades, trastorno físico o mental o con
discapacidad, se impondrá pena de 9 a 15 años de prisión
y de un mil a 25 mil días multa.

Artículo 42. …

I. a VI. …

VII. El delito sea cometido contra una mujer embaraza-
da, personas con trastorno físico o mental o con dis-
capacidad, menor de dieciocho años de edad o adultos
mayores que no tengan capacidad de valerse por sí mis-
ma;
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VIII. a X. …

a) a f)…

Artículo Segundo. Se reforma la fracción X del artículo
15, la fracción IV del artículo 154 y el primer párrafo del
artículo 162, todos de la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 15. …

I. a IX. …

X. Equidad de género, la protección de la familia, el im-
pulso a los programas de la mujer, los jóvenes, la pro-
tección de los grupos vulnerables, en especial niños,
personas con discapacidad, personas con enfermeda-
des terminales y de los adultos mayores en las comu-
nidades rurales;

XI. a XIX. …

Artículo 154. …

…

I. a III. …

…

…

IV. Para la atención de grupos vulnerables vinculados al
sector agropecuario, específicamente etnias, jóvenes,
mujeres, jornaleros y personas con discapacidad, con
o sin tierra, se formularán e instrumentarán programas
enfocados a su propia problemática y posibilidades de
superación, mediante actividades económicas conjun-
tando los instrumentos de impulso a la productividad
con los de carácter asistencial y con la provisión de in-
fraestructura básica a cargo de las dependencias compe-
tentes, así como con programas de empleo temporal que
atiendan la estacionalidad de los ingresos de las familias
campesinas.

V. a VI. …

Artículo 162. Para la atención de grupos vulnerables vin-
culados al sector rural, específicamente etnias, jóvenes,

mujeres, jornaleros, adultos mayores y personas con disca-
pacidad, con o sin tierra, se formularán e instrumentarán
programas enfocados a su propia problemática y posibili-
dades de superación, conjuntando los instrumentos de im-
pulso a la productividad con los de carácter asistencial y
con la provisión de infraestructura básica, así como con
programas de empleo temporal que atiendan la estacionali-
dad de los ingresos de las familias campesinas, en los tér-
minos del programa especial concurrente.

Artículo Tercero. Se reforma los capítulos 87 y 98 del ar-
tículo I, de la Ley de los Impuestos Generales de Importa-
ción y de Exportación, para quedar en los siguientes térmi-
nos:

Capítulo 87
Vehículos automóviles, tractores, velocípedos y 

demás vehículos terrestres; sus partes y accesorios

87.13. Sillones de ruedas y demás vehículos para personas
con discapacidad, incluso con motor u otro mecanismo de
propulsión.

8714.20. De sillones de ruedas y demás vehículos para per-
sonas con discapacidad.

8714.20.01. De sillones de ruedas y demás vehículos para
personas con discapacidad.

Capítulo 98.
Operaciones especiales

9806.00.04. Equipos y artículos reconocibles como desti-
nados exclusivamente a compensar una discapacidad, ex-
cepto lo comprendido en las fracciones 8713.10.01. y
8713.90.99., y excepto los vehículos del Capítulo 87.

Artículo Cuarto. Se reforma el inciso c) del artículo 4, la
fracción III del artículo 198, de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 4. Se establecen con carácter obligatorio las si-
guientes prestaciones y servicios:

I. a IV. …
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a)…

b)…

c) Atención a jubilados, Pensionados y Personas con
discapacidad, y

d)...

Artículo 198. Para los fines antes enunciados, el Instituto,
de acuerdo con las posibilidades financieras del Fondo de
servicios sociales y culturales, ofrecerá los siguientes ser-
vicios:

I. a II. …

III. De atención a jubilados, pensionados y personas
con discapacidad;

IV. a V. …

Artículo Quinto. Se reforma la fracción V del artículo 21
de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Admi-
nistración Pública Federal, para quedar en los siguientes
términos:

Artículo 21. …

I. a V. …

No podrá existir discriminación por razón de género,
edad, discapacidad, condiciones de salud, religión, es-
tado civil, origen étnico o condición social para la per-
tenencia al servicio.

Artículo Sexto. Se reforma la fracción III del artículo 198,
fracción III del artículo 198-A, cuarto párrafo de las áreas
tipo C del artículo 288, el artículo 288-A-1, y el tercer pá-
rrafo de la fracción II del artículo 288-A-2,todos de la Ley
Federal de Derechos, para quedar en los siguientes térmi-
nos:

Artículo 198. …

I. y II. …

…

III. …

…

…

Estarán exentos del pago de los derechos a que se refie-
ren las fracciones I y II de este artículo, los menores de
6 años y las personas con discapacidad.

…

…

Artículo 198-A. …

I. y II. …

…

III. …

…

…

…

Estarán exentos del pago de los derechos a que se refieren
las fracciones I y II de este artículo, los menores de 6 años
y las personas con discapacidad.

…

…

…

…

…

Artículo 288. …

…

…

…
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…

…

…

Para efectos de este artículo se consideran:

Áreas tipo AAA:

…

Áreas tipo AA:

…

Áreas tipo A:

…

Áreas tipo B:

…

Áreas tipo C:

…

…

…

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, los
adultos mayores, menores de 13 años, jubilados, pensio-
nados, personas con discapacidad, profesores y estudian-
tes en activo, así como los pasantes o investigadores que
cuenten con permiso del Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia, para realizar estudios afines a los museos,
monumentos y zonas arqueológicas a que se refiere este ar-
tículo. Asimismo, estarán exentos del pago de este derecho,
los visitantes nacionales y extranjeros residentes en Méxi-
co que accedan a los museos, monumentos y zonas ar-
queológicas los domingos.

…

Artículo 288-A-1. …

…

…

…

…

• Recintos tipo 1 Museos Históricos:

…

• Recintos tipo 2 Museos Emblemáticos:

…

• Recintos tipo 3 Centros Expositivos:

…

…

…

No pagarán el derecho a que se refiere este artículo, los
adultos mayores, menores de 13 años, jubilados, pensio-
nados, personas con discapacidad, profesores y estudian-
tes en activo, así como los pasantes o investigadores que
cuenten con permiso del Instituto Nacional de Bellas Artes
y Literatura, para realizar estudios afines a los museos, a
que se refiere este artículo. Asimismo, estarán exentos del
pago de este derecho, los visitantes nacionales y extranje-
ros residentes en México que accedan a los museos los do-
mingos. Los miembros del Consejo Internacional de Mu-
seos pagarán el 50 por ciento de la cuota a que se refiere el
presente artículo.

Artículo 288-A-2. …

I. y II. …

…

De las 9:00 horas a las 17:00 horas, no pagarán el dere-
cho a que se refiere este artículo los adultos mayores,
menores de 13 años, jubilados, pensionados, personas
con discapacidad, profesores y estudiantes en activo,
así como los pasantes o investigadores que cuenten con
permiso del Consejo Nacional para la Cultura y las Ar-
tes para realizar estudios afines a los museos a que se re-
fiere este artículo. Asimismo, estarán exentos del pago
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de este derecho quienes accedan a los museos los do-
mingos.

Artículo Séptimo. Se reforma la fracción XIV del artículo
4, articulo 115 y la fracción I del artículo 148 de la Ley Fe-
deral de Justicia para Adolescentes, para quedar en los si-
guientes términos:

Artículo 4. …

I. y II. …

III. Transversalidad: Establece que en la interpretación
y aplicación de la ley, se tomará en cuenta la totalidad
de los derechos que concurren en el adolescente, ya sea
por ser indígena, mujer, tener algún tipo de discapaci-
dad, trabajador, o cualquiera otra condición que resulte
contingente en el momento en el que sucedieron los he-
chos imputados o aquél en el que se aplica el Sistema
Integral de Justicia para Adolescentes en cualquiera de
sus fases, de conformidad con lo que establecen la
Constitución y las leyes;

IV. a XIV. …

Los derechos y garantías reconocidos en esta Ley, se
aplicarán a todos los sujetos de la misma, sin discrimi-
nación alguna por razones de origen étnico o nacional,
género, edad, discapacidad, condición social o de sa-
lud, religión, opinión, preferencia sexual, estado civil o
por cualquier otro motivo análogo ya sea propio o de sus
padres, familiares u otras personas responsables o que
los tengan bajo su cuidado.

…

Artículo 115. En cualquier momento en el que el personal
de los centros federales de internamiento o el supervisor de
la Unidad Especializada se percaten de que el adolescente
o adulto joven presenta alguna enfermedad o discapaci-
dad, informará de su estado al juez de distrito especializa-
do para Adolescentes, para que sea éste quien ordene lo
conducente.

Artículo 148. …

I. Responder a las necesidades particulares de acceso y
atención de quienes estén internados, tales como intimi-
dad, estímulos visuales, requerimientos especiales con

motivo de género, discapacidad, fomento de las posibi-
lidades de asociación con sus compañeros y de partici-
pación en actividades culturales, de educación, capaci-
tación, desarrollo artístico, desempeño de oficios,
esparcimiento y recreación, así como otras necesidades
derivadas del desarrollo de la vida cotidiana, lo que in-
cluye dormitorios, comedores, cocinas y sanitarios;

II. a X. …

a) a h)…

…

Artículo Octavo. Se reforma la fracción I del artículo 115
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Esta-
do, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Consti-
tucional, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 115. …

I. Contra las personas con discapacidad intelectual, si-
no cuando se haya discernido su tutela conforme a la
ley;

II. y III. …

Artículo Noveno. Se reforma y adiciona el artículo 58 de
la Ley Federal de Protección al Consumidor, para quedar
en los siguientes términos:

Artículo 58. El proveedor de bienes, productos o servicios
no podrá negarlos o condicionarlos al consumidor por ra-
zones de género, discapacidad, nacionalidad, étnicas, pre-
ferencia sexual, religiosas o cualquiera otra particularidad.

Los proveedores de bienes y servicios que ofrezcan éstos al
público en general, no podrán establecer preferencias o
discriminación alguna respecto a los solicitantes del servi-
cio, tales como selección de clientela, condicionamiento
del consumo, reserva del derecho de admisión, exclusión a
personas con discapacidad y otras prácticas similares,
salvo por causas que afecten la seguridad o tranquilidad del
establecimiento, de sus clientes, o se funden en disposicio-
nes expresas de otros ordenamientos legales. Dichos pro-
veedores en ningún caso podrán aplicar o cobrar tarifas su-
periores a las autorizadas o registradas para la clientela en
general, ni ofrecer o aplicar descuentos en forma parcial o
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discriminatoria. Tampoco podrán aplicar o cobrar cuotas
extraordinarias o compensatorias a las personas con disca-
pacidad por sus implementos médicos, ortopédicos, tecno-
lógicos, educativos o deportivos necesarios para su uso
personal, incluyéndose el perro guía en el caso de las per-
sonas con discapacidad visual.

Los proveedores están obligados a dar las facilidades o
contar con los dispositivos indispensables para que las per-
sonas con discapacidad puedan utilizar los bienes o servi-
cios que ofrecen. Dichas facilidades y dispositivos no pue-
den ser inferiores a los que determinen las disposiciones
legales o normas oficiales aplicables, ni tampoco podrá el
proveedor establecer condiciones o limitaciones que re-
duzcan los derechos que legalmente correspondan a la per-
sona con discapacidad como consumidor.

Artículo Décimo. Se adiciona la fracción VI del artículo 3
de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de los Particulares, para quedar en los siguientes tér-
minos:

Artículo 3. …

I. a V. …

VI. Datos personales sensibles: Aquellos datos persona-
les que afecten a la esfera más íntima de su titular, o cu-
ya utilización indebida pueda dar origen a discrimina-
ción o conlleve un riesgo grave para éste. En particular,
se consideran sensibles aquellos que puedan revelar as-
pectos como origen racial o étnico, estado de salud pre-
sente y futuro, información genética, creencias religio-
sas, filosóficas y morales, afiliación sindical, opiniones
políticas, preferencia sexual y discapacidad.

VII. a XIX. …

Artículo Undécimo. Se reforma la fracción IX del artícu-
lo 33 de la Ley General de Asentamientos Humanos, para
quedar en los siguientes términos:

Artículo 33. …

I. a VIII. …

IX. La construcción y adecuación de la infraestructura,
el equipamiento y los servicios urbanos para garantizar

la seguridad, libre tránsito y accesibilidad requeridas
por las personas con discapacidad, estableciendo los
procedimientos de consulta a las personas con discapa-
cidad sobre las características técnicas de los proyectos.

X. …

Artículo Duodécimo. Se reforma la fracción VII del artí-
culo 3 de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar
en los siguientes términos:

Artículo 3. La política de desarrollo social se sujetará a los
siguientes principios:

I. a VI. …

VII. Respeto a la diversidad: Reconocimiento en térmi-
nos de origen étnico, género, edad, discapacidad, con-
dición social, condiciones de salud, religión, las opinio-
nes, preferencias, estado civil o cualquier otra, para
superar toda condición de discriminación y promover
un desarrollo con equidad y respeto a las diferencias;

VIII. a X. …

Artículo Decimotercero. Se adiciona la fracción VII del
artículo 57 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 57. …

…

…

I. a VI. …

VII. Establecer acciones afirmativas para garantizar el
derecho a la educación de niñas, niños y adolescentes de
grupos y regiones con mayor rezago educativo, disper-
sos o que enfrentan situaciones de vulnerabilidad por
circunstancias específicas de carácter socioeconómico,
físico, intelectual, de identidad cultural, origen étnico o
nacional, situación migratoria o bien, relacionadas con
aspectos de género, preferencia sexual, discapacidad,
creencias religiosas o prácticas culturales;
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VIII. a XXI. …

…

Artículo Decimocuarto. Se reforma el párrafo segundo de
la fracción IV del artículo 77 Bis 4 de la Ley General de
Salud, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 77 Bis 4. …

I. a III. …

IV. …

Se considerarán integrantes del núcleo familiar a los hi-
jos y adoptados menores de dieciocho años; a los me-
nores de dicha edad que formen parte del hogar y tengan
parentesco de consanguinidad con las personas señala-
das en las fracciones I a III que anteceden; y a los as-
cendientes directos en línea recta de éstos, adultos ma-
yores de sesenta y cuatro años, que habiten en la misma
vivienda y dependan económicamente de ellos, además
de los hijos que tengan hasta veinticinco años, solteros,
que prueben ser estudiantes, o bien, personas con dis-
capacidad en situación de dependencia.

…

…

Artículo Decimoquinto. Se reforma la fracción XXIII del
artículo 39 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 39. …

I. a XXII. …

XXIII. Establecer y ejecutar con la participación que
corresponda a otras dependencias asistenciales, públicas
y privadas, planes y programas para la asistencia, pre-
vención, atención y tratamiento a las personas con dis-
capacidad;

XXIV. …

Artículo Decimosexto. Se adiciona a la fracción IV del ar-
tículo 68 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
Justicia del Distrito Federal, para quedar en los siguientes
términos:

Artículo 68. …

I. a III. …

IV. Cumplir sus funciones con imparcialidad, sin discri-
minar a persona alguna por su raza, grupo étnico, reli-
gión, género, preferencia sexual, discapacidad, condi-
ción económica o social, edad, ideología política o por
algún otro motivo;

V. a XX. …

Artículo Decimoséptimo. Se adiciona a la fracción III del
artículo 63 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General
de la Republica, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 63. …

I. y II. …

III. Cumplir sus funciones con absoluta imparcialidad,
sin discriminar a persona alguna por su raza, religión,
sexo, discapacidad, condición económica o social, pre-
ferencia sexual, ideología política o por algún otro mo-
tivo;

IV. a XVII. …

Artículo Decimoctavo. Se reforma el párrafo tercero del
artículo 43 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferrovia-
rio, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 43. …

…

Los concesionarios deberán adoptar las medidas necesarias
que permitan atender de manera adecuada a las personas
con discapacidad y a los adultos mayores.
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Artículo Decimonoveno. Se reforma el párrafo segundo
del artículo 626 de la Ordenanza General de la Armada, pa-
ra quedar en los siguientes términos:

Artículo 626. …

Si hubiere necesidad absoluta de abandonar el buque, fija-
rá su atención de preferencia en salvar a los enfermos, he-
ridos u otras personas incapaces de hacerlo por sí mismos,
y no podrá separarse de a bordo hasta que hayan desem-
barcado todos sus inferiores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Instituto Nacional de Estadística y Geografía. “Porcentaje de la po-
blación con limitación en la actividad según tipo de limitación para ca-
da entidad federativa, 2010”, México. Dirección URL: http://www.in-
egi.org.mx/sistemas/sisept/default.aspx?t=mdis03&c=27716&s=est.

2. Organización de las Naciones Unidas. “Países y organizaciones de
integración regional”, 

http://www.un.org/spanish/disabilities/countries.asp?navid=17&pid=5
78

3. Gallup. “World Poll Scientifically measuring attitudes and behaviors
worldwide” EUA. Dirección URL: 

http://www.gallup.com/poll/148253/Europeans-Open-Intellectual-Di-
sabilities.aspx.

4. Glosario de Términos sobre Discapacidad, Comisión Política Gu-
bernamental en Materia de Derechos Humanos, www.conadis.salud.
gob.mx

5 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (México). Las personas
con discapacidad en México: una visión al 2010 / Instituto Nacional de
Estadística y Geografía.- México: Inegi, 2013.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de marzo de 2016.— Diputa-
das y diputados: Soralla Bañuelos de la Torre, Adriana Elizarraraz
Sandoval, Alejandro Armenta Mier, Alfredo Bejos Nicolás, Ana María
Boone Godoy, Ángel Rojas Ángeles, Angélica Reyes Ávila, Ariel En-

rique Corona Rodríguez, Arlette Ivette Muñoz Cervantes, Armando
Luna Canales, Beatriz Vélez Núñez, Cándido Ochoa Rojas, Carmen
Victoria Campa Almaral, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Christian
Joaquín Sánchez Sánchez, Cirilo Vázquez Parissi, Daniela De los San-
tos Torres, Eloísa Chavarrías Barajas, Enrique Pérez Rodríguez, Fer-
nando Quetzalcóatl Moctezuma Pereda, Flor Estela Rentería Medina,
Francisco Saracho Navarro, Gerardo Federico Salas Díaz, Gianni Raul
Ramírez Ocampo, Hugo Alejo Domínguez, José Erandi Bermúdez
Méndez, José Máximo García López, José Refugio Sandoval Rodrí-
guez, Juan Manuel Celis Aguirre, Julieta Fernández Márquez, Kathia
María Bolio Pinelo, Lilia Arminda García Escobar, Luis Alfredo Valles
Mendoza, María Bárbara Botello Santibáñez, María Concepción Val-
dés Ramírez, María del Rosario Rodríguez Rubio, María Eugenia
Ocampo Bedolla, María Gloria Hernández Madrid, María Guadalupe
Oyervidez Valdez, María Verónica Muñoz Parra, Mariana Arámbula
Meléndez, Mariano Lara Salazar, Mayra Angélica Enríquez Vander-
kam, Mercedes del Carmen Guillén Vicente, Mónica Rodríguez Della
Vecchia Omar Noé Bernardino Vargas, Patricia García García, Pedro
Garza Treviño, Prospero Manuel Ibarra Otero, Ricardo Ramírez Nieto,
Ricardo Taja Ramírez, Rosa Guadalupe Chávez Acosta, Rubén Alejan-
dro Garrido Muñoz, Sara Paola Galico Félix Díaz, Sasil Dora Luz De
León Villard, Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa, Timoteo Villa Ramí-
rez, Víctor Ernesto Ibarra Montoya, Ximena Tamariz García (rúbri-
cas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Bañuelos. Túrnese a las Comisiones
Unidas de Gobernación y de Justicia, para dictamen. Y
a las Comisiones de Atención de Grupos Vulnerables y
de Marina, para opinión.

La diputada María Gloria Hernández Madrid (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Gloria Hernández, por
favor. 

La diputada María Gloria Hernández Madrid (desde la
curul): Gracias, diputado presidente. En primer término,
felicitar a la diputada Soralla. En segundo, pedirle que ten-
ga la amabilidad de aceptar me pueda adherir a su pro-
puesta. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. Diputada Bañuelos.

La diputada Soralla Bañuelos de la Torre (desde la cu-
rul): Sí.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Manifiesta su aceptación la diputada. Por lo tanto, está aquí
a disposición la iniciativa presentada.

El diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Valles, por favor. Un mo-
mentito ahí.

El diputado Luis Alfredo Valles Mendoza (desde la cu-
rul): Gracias, diputado presidente. De igual forma, para fe-
licitar a la diputada por esta excelente iniciativa y pedirle
que nos permita al Grupo Parlamentario de Nueva Alianza
sumarnos a su iniciativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sí, la diputada proponente reitera su aceptación. Por lo tan-
to, está aquí a disposición de quienes quieran suscribirla.

La diputada Kathia María Bolio Pinelo (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Kathia Bolio, por favor.

La diputada Kathia María Bolio Pinelo (desde la curul):
Buenas tardes. Felicitar a la diputada Soralla Bañuelos. Y
a nombre del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, suscribirnos a esta noble iniciativa a favor de las
personas con discapacidad. Como mamá de una niña espe-
cial con discapacidad, estamos comprometidos con el tema
y la lucha de las personas. Discapacitados o no, deben ser
garantizados por el Estado mexicano en sus derechos hu-
manos.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Bolio.

La diputada Soralla Bañuelos de la Torre: Sí, adelante.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
La diputada Bañuelos reitera su aquiescencia para que
pueda ser acompañada con la firma del Grupo Parlamenta-
rio del PAN. 

Saludamos la presencia de alumnos, padres de familia y
docentes de la Escuela Secundaria Octavio Paz, del turno
vespertino del municipio de Chicoloapan, estado de Méxi-

co. Invitados por el diputado Andrés Aguirre Romero.
Igualmente, a alumnos y maestros de la Escuela Primaria
Jesús Narvaez Galdeano, de la Colonia Consejo Agrarista
de la delegación Iztapalapa, de la Ciudad de México. Invi-
tados por el diputado vicepresidente Alejandro Ojeda An-
guiano. Sean todas y todos ustedes bienvenidos a este re-
cinto parlamentario de San Lázaro. 

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVI-
DAD DE LA MICRO, PEQUEÑAY MEDIANA EMPRESA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, el diputado Ale-
jandro González Murillo, del Grupo Parlamentario de En-
cuentro Social, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa.

El diputado Alejandro González Murillo: Buenas tardes.
Honorable asamblea, hago uso de esta tribuna como repre-
sentante de la ciudadanía y a la vez con una historia em-
presarial. Nuestro grupo parlamentario llegó por primera
vez a esta Cámara con una propuesta ciudadana para cons-
truir una nueva política. Una política basada en escuchar
las preocupaciones ciudadanas y proponer soluciones des-
de un enfoque de valores y siempre incluyente.

Parte central de esta ciudadanía a la que representamos es-
tá compuesta por el México joven. En nuestro país, la po-
blación de 15 a 19 años se ha incrementado del 56.9 al 62.5
de 2010 a 2015. Enfrentamos un cambio de era, las viejas
estructuras políticas, sociales y económicas ya no están
funcionando. El Estado y la política tradicional muestran
signos de fractura y fatiga no solo en México; es una ten-
dencia mundial.

Las empresas industriales están en crisis, vemos aparecer y
desaparecer grupos empresariales de la noche a la mañana.
El peor problema lo enfrentan aquellos que con las ideas
más innovadoras siempre están limitados.

Sin duda hay dos áreas importantes: Educación y empleo.
Sabemos que en la primera estamos avanzando y que de-
bemos abordar prontamente la reinvención de los conteni-
dos y métodos para una educación del siglo XXI.
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En la segunda no podemos seguir esperando a que el mer-
cado por sí solo resuelva el problema del desempleo, su-
bempleo y la falta de apoyos estable y segura para los em-
prendimientos. La economía actual no genera los empleos
que México necesita. Nuestro único camino es enfocarnos
a formar y a apoyar emprendedores.

Conozco lo imposible que es emprenderé, desarrollar y con-
solidar una idea sin apoyos y sin acceso al crédito. Son es-
fuerzos que regularmente terminan en fracasos. Por eso es
tan importante el apoyo real y concreto al emprendimiento
juvenil y qué mejor forma que otorgarles créditos y apoyos
a sus ideas que visiblemente tienen mucho porvenir.

La iniciativa que sometemos a consideración apunta a co-
ordinar los ejes de acción. Por un lado el Instituto Nacional
del Emprendedor, dependencia del Ejecutivo federal, por
un historial de casos de éxito que han permitido desarrollar
emprendimiento. Por otro lado proponemos garantizar la
continuidad y futuro de los beneficios ya existentes para
que los jóvenes puedan emprender.

Sabemos que muchos programas exitosos no tienen la con-
tinuidad debida dado que surgen y desaparecen con cada
cambio de gestión, lo cual trunca los esfuerzos del Estado
y de los propios jóvenes.

Con la aprobación de la iniciativa propuesta, por una parte
la ley a transformarse se actualiza y se hace accesible faci-
litando su ejecución y uso para cualquier persona, con lo
que Encuentro Social acerca el trabajo legislativo a la so-
ciedad, y, por otro lado, se fortalece la institución del Eje-
cutivo y todos los programas de apoyo técnico e inclusión
financiera.

Los jóvenes que no estudian y no trabajan, si bien son un
problema grave para nuestro país, son una minoría dentro
de la población joven. Los jóvenes quieren participar pero
no al estilo de la economía industrial con formas, estilos y
lenguajes añejos y del siglo pasado. Debemos construir es-
pacios para que se expresen y liberen en forma y fondo.
Encuentro Social tiene una visión transformadora. Habla-
mos y actuamos una política basada en valores trascenden-
tes y progresistas. Cambiar los paradigmas y mover los lí-
mites significa construir un nuevo orden para nuestro país.

Por lo anterior someto a la consideración la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma diversos artí-
culos de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de
la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para la que pido su

adhesión y, en su momento, pronta aprobación. Es cuanto,
presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa, a cargo del diputado
Alejandro González Murillo, del Grupo Parlamentario del
PES

Alejandro González Murillo, diputado federal por el Gru-
po Parlamentario del Partido Encuentro Social a la LXIII
Legislatura del Honorable Congreso  de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como por los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma diversos artículos de la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Actualmente, México atraviesa por una delicada situación
económica como consecuencia del desplome en los precios
del petróleo y la crisis financiera mundial. Esta crisis no ha
permitido crecer a la economía, generado la precariedad de
los ingresos y un déficit en la creación de empleos, lo cual,
afecta de manera muy particular a las y los jóvenes, que re-
quieren ocuparse laboralmente y no encuentran trabajo
digno.

En nuestro país hay 88.6 millones de mexicanos mayores
de 15 años, de las cuales 53.1 millones (60%) son econó-
micamente activos; los jóvenes –de 15 a 29 años de edad–
suman 30.5 millones de personas de los cuales 16.2 millo-
nes son económicamente activos.

Resulta preocupante que, de los 16.2 millones de jóvenes
económicamente activos, 1.2 millones se encuentran des-
ocupados, lo que representa el 50 por ciento de la pobla-
ción desocupada. Ahora bien; de los 14.9 millones de jóve-
nes que tienen trabajo, ocho millones reciben ingresos de
hasta dos salarios mínimos; coyuntura que ha provocado la
pauperización de la juventud, cuyos integrantes, con estos
niveles salariales, difícilmente pueden acceder al bienestar
económico y social que demandan.

Igualmente, se vuelve alarmante saber que el 62 por ciento
- 9.3 millones- de las y los jóvenes económicamente acti-
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vos, no tienen acceso a seguridad social; sin contar que 1.1
millones de ellos se encuentran subocupados, circunstancia
que los tiene relegados del bienestar social.

Dato revelador es el que, la tasa de desempleo abierto en-
tre las y los jóvenes, alcanzó, en el tercer trimestre del
2015, el 8.0 por ciento; cifra inferior, al 8.9 por ciento que
se estableció como línea base en el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2012-2018 (PND). 

En este sentido, si bien el avance ha sido significativo y va
conforme a la meta trazada, en el sentido de disminuir la
tasa de desocupación juvenil al 7.1 por ciento, los ingresos
que percibe nuestra juventud son extremadamente bajos;
en su mayoría, de menos de dos salarios mínimos.

Como consecuencia de la inestabilidad económica mun-
dial, los mexicanos hemos padecido la desaceleración de la
economía, repercutiendo desfavorablemente en el nivel ad-
quisitivo de las personas y familias. Al respecto, quienes
aportan el bono demográfico, las y los jóvenes, han sido el
sector de la población más afectado, pues tienen que pade-
cer falta de empleo y retribuciones económicas bajas.

Las y los jóvenes, durante las últimas administraciones,
han sido relegados de los planes y programas sectoriales de
desarrollo. Consciente de esta situación; el Gobierno del
Presidente Enrique Peña Nieto, desde el comienzo de su
administración, se ha ocupado por atender la compleja
problemática que aqueja a la juventud; de manera particu-

lar, en lo relacionado a la falta de empleos y oportunidades
para continuar con sus estudios.

En este sentido, para los legisladores federales de Encuen-
tro Social es prioritario potencializar los avances que se
han logrado en la materia, por lo que proponemos trabajar
en las siguientes vertientes.

La primera, consiste en garantizar, mediante la inclusión en
la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la micro,
pequeña y mediana empresa, la continuidad de programas o
políticas públicas que han reportado resultados exitosos pa-
ra el desarrollo económico y social de los jóvenes; un ejem-
plo es el programa Crédito Joven; que con gran ventura ha
logrado fomentar su inclusión financiera de nóveles em-
prendedores, quienes han podido financiar sus proyectos con
tasas preferenciales; algo impensable hace algunos años.

Por otro lado, una segunda propuesta, consiste en estable-
cer, dentro de la Ley para el Desarrollo de la Competitivi-

dad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, una serie
de conceptos y premisas que posibiliten la puesta en mar-
cha de políticas públicas que favorezcan el desarrollo em-
prendedor de las y los jóvenes, a fin que su acceso al sec-
tor empresarial de México, se facilite; lo anterior, a través,
de las Mipyme, las que han mostrado gran éxito en su ta-
rea de fomentar y promover la calidad, la competitividad,
la capacitación, el desarrollo e innovación tecnológica y el
desarrollo empresarial de la planta productiva nacional.

Asimismo, en Encuentro Social, proponemos el fortaleci-
miento del Instituto Nacional del Emprendedor (Inadem),
pues consideramos necesario consolidar y ampliar sus fa-
cultades y alcances jurídicos- administrativos, para su me-
jor desempeño.

Un Inadem fortalecido, es un requisito necesario para la
creación, fomento, desarrollo, consolidación y crecimiento
de nuestras Mipyme; con ello, también habremos de impul-
sar a la juventud emprendedora a crear su propia Mipyme.

Sobre el particular, llaman la atención los casos de éxito en
los Estados Unidos y Japón, que a través del small business
administration y el small and medium enterprise agency,
respectivamente, apoyan el desarrollo y crecimiento de sus
micro, pequeñas y medianas empresas, a través, de progra-
mas que fomentan el emprendimiento universitario y pro-
mueven el financiamiento blando para proyectos que ten-
gan, como base, el desarrollo científico y la innovación
tecnológica. 

La experiencia internacional muestra que, los países que
han apostado por el impulso de sus micros, pequeñas y me-
dianas empresas, vinculando su desarrollo al impulso de la
innovación tecnológica y al perfeccionamiento de los pro-
yectos universitarios, han tenido éxito en abatir los niveles
de paro juvenil y elevar el nivel salarial de los mismos.

Por otro lado, con la finalidad de agilizar y eficientar la ac-
tividad del Consejo Nacional para la Desarrollo de la Com-
petitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, se
propone reducir el número de sus integrantes; lo anterior,
en razón que, la actual integración compuesta por 31 re-
presentantes, la vuelve poco ágil y eficiente en la toma de
decisiones, por lo que se propone reducir su número de 31
integrantes a solo 15, sin alterar la participación de cada
uno de los sectores ahora representados.

Las y los diputados de Encuentro Social, apostamos por la
consolidación del Instituto Nacional del Emprendedor, a
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fin de que sea la institución encargada de dirigir, orientar
e impulsar el desarrollo de las Mipyme; para que estas se
conviertan en pilar del desarrollo económico y social del
país y en la institución que posibilite el desarrollo de nues-
tras y nuestros jóvenes emprendedores. 

Por último, derivado de la reforma política de la ahora
Ciudad de México, se hacen las adecuaciones necesarias a
la Ley para cambiar el nombre de Distrito Federal por el de
Ciudad de México y el de delegaciones por alcaldías.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley para el Desarrollo de la Compe-
titividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa

Artículo Único. Se reforman los artículos 2, primero y se-
gundo párrafo; 3, fracciones II, III, V, VII, XII y XVI; 4, in-
cisos B y D del apartado I; 5; 6; 7; 8; 10, fracciones I, II y
IX y último párrafo; 11, último párrafo; 12, primer párrafo
y fracciones I, III y IV; 13, primer párrafo y fracción II; 14,
primer párrafo; 16; 18, fracciones IV, V, VI, VII, VIII, IX,
X, XI, XII, XIII y XIV; 19; 21; 23, primer párrafo; 24, pri-
mero, tercero y último párrafo; 25, segundo párrafo y 26,
fracción III; se adiciona un inciso j) al numeral 2 del artí-
culo 4; una fracción X al artículo 10; una fracción VII al ar-
tículo 13 y se derogan las fracciones XV, XVI, XVII,
XVIII, XIX, XX, XXI y XII del artículo 18 para quedar
como sigue:

Artículo 2. La autoridad encargada de la aplicación de es-
ta Ley será la Secretaría de Economía a través del Ins-
tituto Nacional del Emprendedor quien, en el ámbito de
su competencia, celebrará convenios para establecer los
procedimientos de coordinación en materia de apoyo a la
micro, pequeña y mediana empresa, entre las autoridades
federales, estatales, de la Ciudad de México y municipa-
les, para propiciar la planeación del desarrollo integral de
cada entidad federativa, de la Ciudad de México y de los
municipios, en congruencia con la planeación nacional.

El Instituto Nacional del Emprendedor en el ámbito de
su competencia, podrá convenir con particulares para con-
certar las acciones necesarias para la coordinación en ma-
teria de apoyos a la micro, pequeña y mediana empresa.

(...)

Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. (...)

II. Inadem: Instituto Nacional del Emprendedor;

III. Mipyme: Micro, pequeñas y medianas empresas, le-
galmente constituidas, con base en la estratificación es-
tablecida por el Inadem, de común acuerdo con la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y publicada en el
Diario Oficial de la Federación, partiendo de la siguien-
te:

(...)

(...)

IV. (…)

V. Sector Público: Dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, Estatal y Municipal, así
como de la Ciudad de México;

VI (…)

VII. Organizaciones Empresariales: Las Cámaras Em-
presariales y sus Confederaciones en su carácter de or-
ganismos de interés público; así como las asociaciones,
instituciones y agrupamientos que representen a las
Mipyme como interlocutores ante la Federación, las En-
tidades Federativas, la Ciudad de México y los Muni-
cipios;

VIII. a XI. (…)

XII. Programas: Esquemas para la ejecución de accio-
nes y participación de la Federación, las Entidades Fe-
derativas, de la Ciudad de México y de los Municipios;

XIII. a XV. (…)

XVI. Consejo Estatal: El Consejo que en cada Entidad
Federativa o en la Ciudad de México se establezca pa-
ra la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa, y 

XVII. (...)

Artículo 4. Son objetivos de esta Ley:
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I. Establecer:

a) (...)

b) Las bases para la participación de la Federación,
de las Entidades Federativas, de la Ciudad de Mé-
xico, de los Municipios y de los Sectores para el de-
sarrollo de las Mipyme;

c) (...)

d) Las bases para que el Inadem elabore las políti-
cas con visión de largo plazo, para elevar la produc-
tividad y competitividad nacional e internacional de
las Mipyme.

II. Promover

a) a i) (...)

j) La inclusión financiera de los jóvenes empren-
dedores, a través, de créditos a tasas preferencia-
les para la creación de Mipyme.

Artículo 5. El Inadem elaborará los programas sectoriales
correspondientes en el marco de la normativa aplicable, to-
mando en cuenta los objetivos y criterios establecidos en la
presente ley, así como los acuerdos que tome el Consejo.

Artículo 6. El Inadem en el ámbito de su competencia, pro-
moverá la participación de los Sectores para facilitar a las
Mipyme el acceso a programas previstos en la presente ley.

Artículo 7. El Inadem diseñara, fomentará y promoverá la
creación de instrumentos y mecanismos de garantía, así co-
mo de otros esquemas que faciliten el acceso al financia-
miento a las Mipyme, en igualdad de condiciones para mu-
jeres y hombres.

Artículo 8. Los esquemas a que se refiere el artículo ante-
rior, podrán ser acordados con los Organismos Empresa-
riales, los Gobiernos de las Entidades Federativas, de la
Ciudad de México y de los Municipios, así como con en-
tidades financieras.

Artículo 10. (...)

I. Propiciar la participación y toma de decisiones de las
Entidades Federativas, de la Ciudad de México y de los
Municipios, en un marco de federalismo económico;

II. Procurar esquemas de apoyo a las Mipyme a través
de la concurrencia de recursos de la Federación, de las
Entidades Federativas, de la Ciudad de México y de los
Municipios, así como de los Sectores;

III a X. (...)

IX. Promover que las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal y sus delegaciones en
las Entidades Federativas y en la Ciudad de México
realicen la planeación de sus adquisiciones de bienes,
contratación de servicios y realización de obra pública
para destinarlas a las Mipyme de manera gradual, hasta
alcanzar un mínimo del 35%, conforme a la normativa
aplicable. 

X. Procurar la creación de programas prioritarios de
apoyo para impulsar la vocación emprendedora de
los jóvenes.

Con el objeto de lograr la coordinación efectiva de los Pro-
gramas de fomento a las Mipyme y lograr una mayor efec-
tividad en la aplicación de los recursos, en las entidades fe-
derativas donde exista el Consejo Estatal, todos los
convenios serán firmados por el gobierno estatal o de la
Ciudad de México, en donde no existan, el Inadem podrá
firmar los convenios de manera directa con los municipios
y los sectores.

Artículo 11. (...)

I. a VIII. (...)

Adicionalmente, el Inadem promoverá esquemas para
facilitar el acceso al financiamiento público y privado a
las Mipyme; en igualdad de oportunidades para las mu-
jeres y los hombres. Poniendo especial énfasis en ga-
rantizar el acceso a dicho financiamiento para la muje-
res, y procurara negociar tasas preferenciales para
que los jóvenes emprendedores creen, desarrollen y
hagan crecer sus propias Mipyme.

Artículo 12. El Inadem tendrá en materia de coordinación
y desarrollo de la competitividad de las Mipyme, las si-
guientes responsabilidades:

I. El Inadem promoverá ante las instancias competen-
tes que los programas y apoyos previstos en esta Ley a
favor de las Mipyme, sean canalizados a las mismas,
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para lo cual tomará las medidas necesarias conforme al
Reglamento;

II. (…)

III. Promover con las Entidades Federativas, la Ciudad
de México y con los Municipios, la celebración de con-
venios para coordinar las acciones e instrumentos de
apoyo a las Mipyme de conformidad con los objetivos
de la presente Ley; 

IV. Evaluar de manera conjunta con las Entidades Fede-
rativas, la Ciudad de México y con los Municipios, los
resultados de los convenios a que se refiere el inciso an-
terior para formular nuevas acciones. Lo anterior, sin
perjuicio de las facultades de las autoridades competen-
tes en la materia;

V. a X. (...)

(...)

Artículo 13. El Inadem promoverá la participación de las
Entidades Federativas, de la Ciudad de México y de los
municipios, a través de los convenios que celebre para la
consecución de los objetivos de la presente Ley, de acuer-
do a lo siguiente:

I. 

II. La celebración de acuerdos con las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal, las En-
tidades Federativas, la Ciudad de México, los Munici-
pios o grupos de Municipios, para una promoción coor-
dinada de las acciones de fomento para la
competitividad de las Mipyme, que desarrollen las pro-
puestas regionales y la concurrencia de Programas y
proyectos;

III a VI. (...)

VII. Fomentar la creación de programas públicos,
para posibilitar a los jóvenes emprendedores crear
Mipyme.

Artículo 14. El Inadem promoverá la participación del
sector público y de los sectores para la consecución de los
objetivos de esta Ley, a través de los convenios que cele-
bre, de acuerdo a lo siguiente:

I. a la XIII. (...)

Artículo 16. El Sistema comprende el conjunto de accio-
nes que realice el sector público y los sectores que partici-
pen en los objetivos de esta Ley, para el desarrollo de las
Mipyme, considerando las opiniones del Consejo y coordi-
nados por el Inadem en el ámbito de su competencia.

Artículo 18. El Consejo estará conformado por 15 inte-
grantes:

I. El Secretario de Economía, quien lo presidirá;

II. El Secretario de Hacienda y Crédito Público;

III. El Secretario de Educación Pública;

IV. El Secretario de Turismo;

V. El Presidente del Inadem;

VI. El Director General de Nacional Financiera,
SNC;

VII. El Director General del Banco Nacional de Co-
mercio Exterior, SNC;

VIII. El Director General del Consejo Nacional de
Ciencia y tecnología;

IX. Un representante de los Secretarios de Desarro-
llo Económico o su equivalente en la Ciudad de Mé-
xico y en las Entidades Federativas;

X. El Presidente de la Confederación Nacional de
Cámaras Industriales de los Estados Unidos Mexica-
nos;

XI. El Presidente de la Confederación de Cámaras
Nacionales de Comercio, Servicios y Turismo;

XII. El Presidente de la Confederación Patronal de
la República Mexicana; 

XIII. El Presidente de la Cámara Nacional de la In-
dustria de la Transformación; y

XIV. Un representante del Congreso del Trabajo y
un representante de la Unión Nacional de Trabaja-
dores.
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(…)

(…)

En las ausencias del Presidente del Consejo, el Presidente
del Inadem asumirá dichas funciones.

Artículo 19. El Consejo contará con un secretario técnico,
a cargo del Inadem, quien dará seguimiento a los acuerdos
que emanen de dicha instancia; informará semestralmente
al Congreso de la Unión sobre la evolución de los Progra-
mas y los resultados alcanzados; y se coordinará con los
Consejos Estatales en lo conducente.

Artículo 21. El domicilio del Consejo será en la Ciudad
de México y sesionará en las instalaciones del Inadem,
siempre que éste no acuerde una sede alterna.

Artículo 23.- En cada Entidad Federativa y en la Ciudad
de México se podrá conformar un Consejo Estatal para la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa,
que estudiará y propondrá en el ámbito regional, estatal y
municipal, medidas de apoyo para el desarrollo de la com-
petitividad de las Mipyme a través del análisis de las pro-
puestas surgidas del sector público y de los Sectores.

(...)

Artículo 24. El Consejo Estatal será presidido por el se-
cretario de desarrollo económico o su equivalente en cada
Entidad Federativa o la Ciudad de México, quien infor-
mará periódicamente al Consejo los resultados obtenidos
en el desarrollo de sus actividades.

(...)

El Consejo Estatal contará con un secretario técnico, que
será el delegado de la Secretaría de Economía, en la Ciu-
dad de México o en la Entidad Federativa de que se trate,
quien tendrá la función de dar seguimiento a los acuerdos
que de él emanen, así como apoyar al secretario técnico del
Consejo para coordinar acciones con el Consejo Estatal.

Por cada uno de los miembros propietarios se deberá nom-
brar un suplente, en el caso del Gobierno Estatal o de la
Ciudad de México, deberá tener al menos un nivel jerár-
quico inferior inmediato al del propietario.

Artículo 25. (…)

El Consejo Estatal podrá invitar a participar en las sesio-
nes, con voz pero sin voto, a las distintas dependencias, en-
tidades, Municipios, y en el caso de la Ciudad de México
a sus alcaldías, así como también a especialistas en los te-
mas a discusión.

Artículo 26. (…) 

I. y II. (…)

III. Discutir y analizar las propuestas que realicen los
municipios, y en el caso de la Ciudad de México sus
alcaldías, y los sectores para el desarrollo y cumpli-
miento de los objetivos de esta ley. 

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Dentro del término de 120 días poste-
riores a la entrada en vigor del presente Decreto, el Ejecu-
tivo Federal y las Secretarías del ramo competentes, debe-
rán realizar las adecuaciones normativas al Reglamento de
la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de marzo de 2016.— Dipu-
tados y diputadas: Alejandro González Murillo, Adriana Elizarraraz
Sandoval, Alejandro Armenta Mier, Alfredo Bejos Nicolás, Ana Gua-
dalupe Perea Santos, Andrés Fernández del Valle Laisequilla, Antonio
Tarek Abdala Saad, Ariel Enrique Corona Rodríguez, Beatriz Vélez
Núñez, Blanca Margarita Cuata Domínguez, Cándido Ochoa Rojas,
Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Christian Joaquín Sánchez Sánchez,
Daniela De los Santos Torres, Emilio Enrique Salazar Farías, Fernan-
do Quetzalcóatl Moctezuma Pereda, Fidel Kuri Grajales, Gianni Raul
Ramírez Ocampo, José Luis Sáenz Soto, María Gloria Hernández Ma-
drid, María Verónica Muñoz Parra, Mayra Angélica Enríquez Vander-
kam, Mercedes del Carmen Guillén Vicente, Nora Liliana Oropeza Ol-
guín, Pedro Garza Treviño, Prospero Manuel Ibarra Otero, René
Mandujano Tinajero, Ricardo Taja Ramírez, Rosa Guadalupe Chávez
Acosta (rúbricas).» 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado González. Túrnese a la Comisión de
Competitividad, para dictamen.

La diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez (des-
de la curul). Presidente.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Margarita Cuata, por fa-
vor.

La diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez (des-
de la curul): Si el diputado proponente nos permite adhe-
rirnos a su propuesta, por favor.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Diputado proponente González, la diputada Cuata solicita
adhesión a su iniciativa.

El diputado Alejandro González Murillo (desde la cu-
rul): Sí, con gusto.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Manifiesta su aceptación.

El diputado Ariel Enrique Corona Rodríguez (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Ariel Corona, por favor.

El diputado Ariel Enrique Corona Rodríguez (desde la
curul): De igual manera, presidente, solicitarle al diputado
si nos deja suscribirla, es una importantísima causa esta de
los jóvenes de emprender. Yo creo que en este país urge a
darles facilidades a nuestros jóvenes a que más allá de es-
tar en actividades ociosas generen su propio negocio, su
propio emprendimiento y que aporten a la economía y de-
sarrollo de este país. Una excelente iniciativa; muchas feli-
cidades y espero me deje suscribirla.

El diputado Alejandro González Murillo (desde la cu-
rul): Por supuesto, muchas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Ya terminó su tiempo, mi diputado, entonces ya, nada más
estamos ya recibiendo, desde luego, consideraciones de
compañeras y compañeros diputados y ya lo… Para nada,
no la agarré para nada con usted ni con nadie. El diputado
proponente manifiesta su aceptación para que se firme.

El diputado Gonzalo Guízar Valladares (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Gonzalo Guízar.

El diputado Gonzalo Guízar Valladares (desde la curul):
Diputado presidente, en el mismo sentido, sumarnos, si nos
permite el proponente Alejandro González Murillo, a su
iniciativa tan importante y trascendente para la vida econó-
mica del país.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Bien, el diputado proponente que ya después de haber es-
tado asaltándome la… Acá está. 

El diputado Alejandro González Murillo (desde la cu-
rul): Sí, acepto.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Manifiesta su aceptación, desde luego, para que pueda ser
suscrita. Muy bien.

LEY AGRARIA

El Secretario diputado Juan Manuel Celis Aguirre:
«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Agraria, a cargo de la diputada Lucía Virginia
Meza Guzmán, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La seguridad jurídica en la propiedad social, constituye un
tema por demás importante en la construcción de un país
mejor, establecer nuevos mecanismos para otorgar certeza
jurídica y documental en los actos traslativos de propiedad
rural, debe de ser prioridad para construir a la moderniza-
ción del campo mexicano. Por ello se propone generar con-
diciones jurídicas, que resulten más adecuadas para la sal-
vaguarda de estos derechos, por ello la labor legislativa
resulta fundamental para la vigencia de disposiciones lega-
les que otorguen esta garantía jurídica de manera más am-
plia.

Argumentos

La seguridad jurídica la podemos traducir, como la protec-
ción más efectiva de los derechos inherentes a las personas,
la cual opera en contra de cualquiera que pretenda turbar
derechos de terceros, así la salvedad de obtener una posi-
ble restauración del daño, en caso de haber violado algún
derecho.
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La certeza documental en el campo, funge como conse-
cuencia fundamental de la seguridad jurídica que el Estado
otorga a los individuos, por ello, no debemos dejar de lado,
buscar mejores condiciones jurídicas para el sector agrario.

La izquierda revolucionaria, de manera histórica, se ha dis-
tinguido por la defensa de los ideales sociales, por los be-
neficios colectivos y por abanderar la lucha común. Parte
de esta ideología debe de ser traducida en implementar me-
canismos que constituyan beneficios sectoriales.

Desde la expedición de la Ley Agraria en vigor que data
desde 1992, el Estado Mexicano logró consolidar aún más,
uno de los objetivos primordiales del Revolución Mexica-
na, es el reparto agrario, con este ordenamiento, se pudo
instituir la delimitación y asignación de las tierras ejidales
y comunales de manera más ordenada, dotando con ello al
sector campesino, la seguridad jurídica de su propiedad so-
cial y la certeza documental de la titularidad de sus tierras.

La certidumbre en la propiedad rural, ha coadyuvado des-
de entonces a un incremento en la producción y la rentabi-
lidad del campo. Con la certificación agraria, se logró brin-
dar seguridad jurídica a los núcleos agrarios y a los sus
miembros de manera individual.

Sin embargo, la transformación social, obliga como Esta-
do, a generar condiciones jurídicas que resulten acordes a
la vigencia y actualidad de las propias circunstancias so-
ciales. Es por ello que la función toral de esta Asamblea
Legislativa, es precisamente crear mejores normas jurídi-
cas que fortalezcan entre otras cosas, la seguridad jurídica
en los gobernados, dotándole de instrumentos legales que
resulten más garantes de los derechos de la propiedad ru-
ral.

Para tal efecto, la propuesta que hoy someto a considera-
ción de esta soberanía, la motiva la necesidad de ayudar al
sector agrario, estableciendo en la norma de la materia, di-
versas garantías a los ejidatarios, para generar una mejor
seguridad jurídica y certidumbre documental en actos tras-
lativos de dominio de sus derechos ejidales.

La primera de ellas, se funda en que los titulares de dere-
chos ejidales, cuando estos ostenten dos o más parcelas, se
encuentren en la posibilidad de testar a quien habrá de su-
cederle en sus derechos, a dos o más sucesores, toda vez
que en la vigencia de la norma, aun cuando un ejidatario
detenta dos o más parcelas, este se encuentra ceñido única-

mente a heredar en favor de un sucesor preferente, lo que
limita la capacidad de disponer sobre los derechos de la
propiedad rural, situación que menoscaba los derechos de
disponer sobre sus derechos parcelarios, disposición ac-
tual, que constituye una fragrante violación a los derechos
fundamentales, al contravenir lo dispuesto en el párrafo
quinto del artículo primero constitucional, toda vez de ma-
nera discriminatoria impide testar en favor a dos o más he-
rederos, como sucede en el régimen sucesorio de los civi-
les. Asimismo, no quiero dejar de manifestar, que esta
propuesta permite que los derechos parcelarios puedan se-
guir dentro del vínculo familiar, en razón de que en la ac-
tualidad el sucesor preferente, es quien adquiere la totali-
dad de las parcelas y sin limitación alguna puede disponer
de ellas, cortando la cadena hereditaria que en su momen-
to el titular de los derechos hubiese testado.

No obstante, lo anterior esta propuesta que hoy se susten-
ta, no contraviene lo dispuesto por el párrafo cuarto del ar-
tículo 27 de la Constitución política de los Estados Unidos
Mexicanos, toda vez que en dicha disposición legal, se
prevé sin limitación alguna, que en la ley de la materia se
deberá de prever el derecho de los ejidatarios de transmitir
sus derechos parcelarios.

Esta argumentación sirve de sustento, para respaldar la
propuesta relativa a normar la hipótesis, que cuando el fi-
nado ejidatario haya detentado la titularidad de dos o más
parcelas, y no haya dejado disposición testamentaria algu-
na, las personas con expectativa de heredar estos derechos,
puedan convenir ante la autoridad jurisdiccional corres-
pondiente, quienes de ellos podrán adquirir los derechos
parcelarios, sin que la totalidad de las parcelas tenga de
manera forzosa que pasar a la titularidad de un solo suce-
sor preferente, ambas aportaciones que además de no cons-
tituir un limitante en los derechos parcelarios de los ejida-
tarios, coadyuvaría a reducir de manera considerable las
controversias agrarias, tratando de acreditar quienes de los
posibles herederos tiene le mejor derecho a suceder.

Por otra parte y derivado de una restructuración de los ór-
ganos de la administración pública federal en la presente
administración del Ejecutivo federal, mediante decreto pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación, de fecha dos
de enero del año dos mil trece, se reformaron diversas dis-
posiciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, entre las que se destacan por ser materia de la pre-
sente iniciativa la concerniente al artículo 27 de dicha le-
gislación, reforma mediante la cual se modifica la denomi-
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nación de la extinta Secretaría de Reforma Agraria y se
crea la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Ur-
bano.

Derivado de lo anterior resulta importante realizar los cam-
bios necesarios en las legislaciones vinculadas con dicha
reforma, tal es el caso de los artículos 47, 94, 132, 134,
148, 160 y 161 de la Ley Agraria, en los cuales se estable-
ce todavía a la extinta Secretaría de Reforma Agraria, si-
tuación que debe ser modificada con el objeto de contar
con un marco jurídico debidamente armonizado con dichas
reformas y en su lugar considerar la denominación correc-
ta de la dependencia originada por dicha reforma, siendo la
ahora actual Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano, Sedatu.

En lo que respecta a otra propuesta de la presente iniciati-
va, la constituye la posibilidad de que aquellos Ejidatarios,
que únicamente ostenten la titularidad de una sola parcela,
la puedan enajenar o ceder en copropiedad, pudiendo en un
momento determinado la posibilidad de constituir un lega-
do en vida para sus familiares o terceros con calidad reco-
nocida en el núcleo de población, sin que este acto traslati-
vo de dominio implique dejar de ostentar el único sustento
familiar, que es su parcela y peor aún su calidad reconoci-
da de Ejidatario dentro del núcleo de población.

Otra aportación de este proyecto de reforma, versa respec-
to de brindar seguridad jurídica, aquellas personas que ad-
quieran un porción de terreno ejidal que no constituya de-
rechos de propiedad privada, parcelarios, de uso común o
de solares urbanos, facultando al Registro Agrario Nacio-
nal, órgano desconcentrado de la Sedatu, inscriba las ce-
siones de derechos celebradas ante los representantes eji-
dales, respecto de estos terrenos, situación que además de
generar certidumbre documental, ocasionaría una reduc-
ción importante respecto de los conflictos agrarios relati-
vos a la posesión de terrenos ejidales, así como inhibiría la
posible comisión de delitos como el fraude y el abuso de
confianza.

Para finalizar, se propone la modificación del artículo 183
de la Ley Agraria, toda vez que en la actualidad establece
literalmente lo siguiente:

Artículo 183. Si al iniciarse la audiencia no estuviere
presente el actor y sí el demandado, se impondrá a aquél
una multa equivalente al monto de uno a diez días de sa-
lario mínimo de la zona de que se trate. Si no se ha pa-

gado la multa no se emplazará de nuevo para el jui-
cio.

De lo anterior se desprende que al iniciarse la audiencia en
el juicio agrario si no estuviese presente el actor y si el de-
mandado, se impondrá al primero de ellos una multa deri-
vada de su incomparecencia, señalando al final que si no se
ha pagado la misma no se emplazara de nuevo para el jui-
cio, situación que resulta violatoria al contenido del nume-
ral 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, toda vez que dicha disposición establece que
toda persona tiene derecho a que se le administre justicia
por tribunales que estarán expeditos para impartirla, siendo
la multa una situación de carácter administrativo que no
puede paralizar el acceso a la justicia agraria, vulnerando
con ello los derechos fundamentales establecido en la car-
ta magna, por lo que se propone la modificación a su texto
con la finalidad de establecer que en estos casos indepen-
dientemente del pago de una multa, se señale nueva fecha
para la celebración de la audiencia de Ley, en un plazo no
menor a diez ni mayor a quince días, situación que permi-
tiría continuar con la secuela del juicio agrario y con ello
garantizar la expedita y honesta impartición de la justicia
agraria, señalando que en caso de persistir su incompare-
cencia la demanda se tendrá por no interpuesta, no obstan-
te el precepto legal antes invocado, se contrapone a lo es-
tablecido en la fracción XIX del artículo 27 de la norma
suprema que señala, “que con base en esta Constitución, el
Estado dispondrá de las medidas para expedita y honesta
impartición de la justica agraria, con el objeto de garanti-
zar la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra…”

Fundamento legal

La suscrita, diputada federal de la LXIII Legislatura al
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, 77, 78, y de-
más relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta ante esta Soberanía la presente Iniciativa con Pro-
yecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones en materia Agraria, de conformidad con
la siguiente iniciativa con proyecto de proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Agraria

Artículo Primero. Se reforman el segundo párrafo del ar-
tículo 18; el segundo párrafo del artículo 47; el segundo pá-
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rrafo inciso a) del artículo 80; el primer párrafo del artícu-
lo 94; los artículos 132, 134 y 148; párrafos primero y cuar-
to del artículo 160; 161 y 183, todos ellos de la Ley Agra-
ria, para quedar como siguen:

Artículo 18. …

I. a V. …

En los casos a que se refieren las fracciones III, IV y V,
si al fallecimiento del ejidatario resultan dos o más per-
sonas con derecho a heredar, las personas con esta
perspectiva de derecho, gozarán de tres meses a par-
tir de la muerte del ejidatario para convenir y ratifi-
car ante la autoridad jurisdiccional correspondiente
quién de ellos, conservará los derechos ejidales. Para
el caso de que el de cujus, fuese titular de diversos
derechos parcelarios, estos podrán ser asignados de
manera individual o conjunta entre las personas con
derecho a heredar previstas en este párrafo, de con-
formidad con el convenio correspondiente hecho an-
te el Tribunal Agrario.

…

Artículo 47. …

La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Ur-
bano, previa audiencia, ordenará al ejidatario de que se tra-
te, la enajenación de los excedentes dentro de un plazo de
un año contado a partir de la notificación correspondiente.
Si el ejidatario no hubiere enajenado en el plazo indicado,
la Secretaría fraccionará, en su caso, los excedentes y ena-
jenará los derechos correspondientes al mejor postor entre
los miembros del núcleo de población, respetando en todo
caso los derechos de preferencia señalados en el artículo 80
de esta ley. 

Artículo 80. …

…

a) La manifestación de conformidad por escrito de las
partes ante dos testigos, ratificada ante fedatario públi-
co o bien ante el personal competente y calificado del
Registro Agrario Nacional;

b) …

c) …

…

Artículo 94. La expropiación deberá tramitarse ante la Se-
cretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano.
Deberá hacerse por decreto presidencial que determine la
causa de utilidad pública y los bienes por expropiar y me-
diante indemnización. El monto de la indemnización será
determinado por la Comisión de Avalúos de Bienes Nacio-
nales, atendiendo al valor comercial de los bienes expro-
piados; en el caso de la fracción V del Artículo anterior, pa-
ra la fijación del monto se atenderá a la cantidad que se
cobrará por la regularización. El decreto deberá publicarse
en el Diario Oficial de la Federación y se notificará la ex-
propiación al núcleo de población.

…

…

Artículo 132. Cuando una sociedad rebase los límites a la
extensión de tierra permitidos por esta ley, la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, previa audien-
cia, ordenará a la sociedad que en el plazo de un año frac-
cione, en su caso, y enajene los excedentes o regularice su
situación. Si transcurrido el plazo la sociedad no lo hubie-
re hecho, la dependencia seleccionará discrecionalmente
las tierras que deban ser enajenadas y notificará a la auto-
ridad estatal correspondiente para que aplique el procedi-
miento a que se refiere el artículo 124.

Artículo 134. La Procuraduría Agraria es un organismo
descentralizado, de la administración pública federal, con
personalidad jurídica y patrimonio propios, sectorizado en
la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urba-
no.

Artículo 148. Para el control de la tenencia de la tierra y la
seguridad documental derivados de la aplicación de esta
ley funcionará el Registro Agrario Nacional, como órgano
desconcentrado de la Secretaría de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano, en el que se inscribirán los docu-
mentos en que consten las operaciones originales y las mo-
dificaciones que sufra la propiedad de las tierras y los de-
rechos legalmente constituidos sobre la propiedad ejidal y
comunal. El registro tendrá además una sección especial
para las inscripciones correspondientes a la propiedad de
sociedades.
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Artículo 160. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Te-
rritorial y Urbano llevará a cabo las operaciones de des-
linde que fueren necesarias, directamente o por conducto
de la persona que designe. El deslindador formulará aviso
de deslinde en el que señalará el lugar donde tenga instala-
das sus oficinas, en las que deberá poner los planos relati-
vos a los terrenos que se van a deslindar a disposición de
cualquier interesado para su consulta. Dicho aviso será pu-
blicado por una sola vez en el Diario Oficial de la Fede-
ración, en el periódico oficial de la entidad federativa en
que se encuentre el terreno que se va a deslindar y en uno
de los diarios de mayor circulación de la propia entidad fe-
derativa, fijándolo además en los parajes cercanos al mis-
mo terreno. En este último caso, al aviso se agregará un
croquis en el que se indiquen los límites y colindancias del
terreno. Los propietarios, poseedores, colindantes y aque-
llos que se consideren afectados por el deslinde, tendrán un
plazo de treinta días hábiles para exponer lo que a su dere-
cho convenga.

…

…

En caso de controversia respecto de las resoluciones que
dicte la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano, el interesado podrá someter el asunto al conoci-
miento de los tribunales agrarios, en un plazo de quince dí-
as hábiles siguientes al en que haya surtido efectos la noti-
ficación personal al interesado, o de la fecha de
publicación en el Diario Oficial de la Federación en caso
de que se desconozca su domicilio. 

Artículo 161. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Te-
rritorial y Urbano estará facultada para enajenar a título
oneroso, fuera de subasta, terrenos nacionales a los parti-
culares, dedicados a la actividad agropecuaria, de acuerdo
al valor que fije el Comité Técnico de Valuación de la pro-
pia Secretaría. Los terrenos turísticos, urbanos, industriales
o de otra índole no agropecuaria, la Secretaría de Desa-
rrollo Agrario, Territorial y Urbano igualmente estará
facultada para enajenarlos de acuerdo al valor comercial
que determine la Comisión de Avalúos de Bienes Naciona-
les. Los dos supuestos anteriores procederán, siempre y
cuando los terrenos no se requieran para el servicio de las
dependencias y entidades federales, estatales o municipales
y su utilización prevista no sea contraria a la vocación de
las tierras.

Artículo 183. Si al iniciarse la audiencia no estuviere pre-
sente el actor y sí el demandado, se impondrá a aquél una
multa equivalente al monto de uno a diez días de salario
mínimo de la zona de que se trate. En cuyo caso se seña-
lará nueva fecha para la celebración de la audiencia, en
un plazo no menor a diez, ni mayor de quince días, de
persistir la incomparecencia del actor, la demanda se
tendrá por no interpuesta.

Artículo Segundo. Se adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 17, recorriéndose en su orden el actual párrafo segun-
do para ser tercero; se adiciona un último párrafo al artícu-
lo 80; y se adiciona una fracción al artículo 152,
recorriéndose en su orden la actual fracción VIII, para ser
IX, todos ellos de la Ley Agraria, para quedar como siguen:

Artículo 17. …

En caso de que el titular de los derechos ejidales osten-
te dos o más parcelas, este podrá designar a quien deba
de sucederle en sus derechos parcelarios de manera in-
dividual por cada parcela, debiendo especificar, cuál de
los sucesores designados ostentará en su momento la ca-
lidad ejidatario y quien de ellos la calidad de avecinda-
do.

…

Artículo 80. …

…

a) a c) …

…

Será válida la enajenación de derechos parcelarios
cuando el titular de estos, decida ceder en copropie-
dad de por lo menos fracciones equivalentes al vein-
ticinco por ciento del total de la superficie de su par-
cela, cuando dicha cesión sea en favor de su
conyugue o concubina, descendientes, ascendientes o
cualquier tercero que ostente la calidad de ejidatario
o avecindado dentro del núcleo de población, para
tal efecto el Registro Agrario Nacional, cancelara el
certificado parcelario de origen y expedirá en favor
de los copropietarios los certificados parcelarios co-
rrespondientes.
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Artículo 152. …

I. a VII. …

VIII. Las cesiones de derechos celebradas ante las
Representantes del Ejido, que se realicen sobre te-
rrenos ejidales, que no constituyan derechos de pro-
piedad privada, parcelarios, de uso común o solares
urbanos, previa satisfacción de los requisitos a los
que alude el artículo 80 de esta Ley, para lo cual se
expedirá la constancia de inscripción correspondien-
te; y

IX. …

Transitorios

Primero. Una vez aprobado que sea el presente decreto,
remítase al titular del Poder Ejecutivo federal para los efec-
tos previstos en la fracción I del artículo 89 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor, el día de su
Publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, salón de sesiones de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso  de la Unión, a 8 de marzo de
2016.— Diputada Lucía Virginia Meza Guzmán (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Túrnese a la Comisión de Reforma Agraria, para dicta-
men.

Continúe la Secretaría.
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